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La Seguridad Humana en el contexto de la Paz Total
Elementos para la formulación de una política pública de seguridad y defensa pertinente



Seguridad Humana: La Seguridad Humana consiste en proteger a las 
personas, la naturaleza y los seres sintientes, de tal manera que realce las 
libertades humanas y la plena realización del ser humano por medio de la 
creación de políticas sociales, medioambientales, económicas, culturales 

y de la fuerza pública que en su conjunto brinden al ser humano las piedras 
angulares de la supervivencia, los medios de vida y la dignidad.

El Estado garantizará la Seguridad Humana, con enfoque de derechos, 
diferencial, de género, étnico, cultural, territorial e interseccional para la 
construcción de la Paz Total. Para ello, promoverá respuestas centradas 

en las personas y las comunidades, de carácter exhaustivo y adaptadas a 
cada contexto, orientadas a la prevención, y que refuercen la protección de 
todas las personas y todas las comunidades, en especial, las víctimas de la 

violencia.

Así mismo, reconocerá la interrelación de la paz, el desarrollo y los derechos 
humanos en el enfoque de Seguridad Humana.

La cultura de Paz Total es un concepto especial de Seguridad Humana, 
para alcanzar la reconciliación dentro de la biodiversidad étnica, social y 

cultural de la nación a efectos de adoptar usos y costumbres propias de una 
sociedad sensible, en convivencia pacífica y el buen vivir.

Artículo 2. Ley 2272, 4 de noviembre de 2022
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El concepto clásico de seguridad nacional tiene como objetivo prevenir o re-
chazar amenazas militares y, por tanto, defender militarmente la soberanía, la 
independencia y la territorialidad del Estado frente a posibles agresores. De 
esta manera, el Estado busca su propia seguridad, incrementando su poder a 
través de su capacidad militar.

En la década de los ochenta surgieron enfoques críticos a esta concepción de 
la seguridad. Las críticas se centraban en que dicha concepción solo se refería 
a la seguridad del Estado, olvidando a los ciudadanos, al tiempo que planteaba 
amenazas militares desde el exterior, sin considerar otras fuentes de insegu-
ridad, tanto globales como internas, económicas o medioambientales. El pri-
mer enfoque crítico surgió con la extensión de la globalización, que ponía de 
manifiesto que el Estado ya no era el único actor internacional, pues aparecían 

Seguridad nacional, 
seguridad multidimensional, 
Seguridad Humana

Tica Font
Directora del Institut Català Internacional per la Pau

Pere Ortega
Investigador del Centre Delàs d’Estudis per la Pau

El artículo aborda la evolución del concepto de seguridad en las últimas 
décadas. En la posguerra Fría surgieron propuestas para ampliar la idea 
puramente militar de la seguridad hacia una visión multidimensional. Sin 
embargo, la respuesta al 11S propició la vuelta a una concepción dura que 
ha engendrado en Europa proyectos de tintes orwellianos. En contraste, los 
autores proponen un cambio de paradigma que articule las estrategias de 
seguridad, ubicando al ser humano en el centro de las políticas públicas e 
internacionales. 

Papeles de relaciones ecosociales y cambio global, 20121 
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nuevos riesgos y amenazas (crisis económicas, desastres medioambientales, 
el crimen organizado, etc.) que tenían dimensiones transfronterizas y cuyas 
soluciones no podían buscarse a escala nacional sino en la cooperación inter-
nacional.

Un segundo enfoque crítico se centraba en cuestionar el concepto de desarro-
llo o subdesarrollo, enfatizando las causas estructurales del mismo. Esta visión 
pretendía romper con la idea de que la seguridad de las personas era equiva-
lente a la seguridad del país, es decir, si el Estado está seguro, las personas 
están seguras. Pero entonces, la seguridad nacional no era otra cosa que la 
seguridad de las élites que ostentaban el poder.

Estas críticas a la seguridad nacional han ido cuajando y han tomado relieve a 
raíz de los cambios producidos con la finalización de la Guerra Fría. La seguri-
dad toma una perspectiva multidimensional en la que se asume que además 
de las amenazas militares hay otras amenazas (económicas, medioambienta-
les, migraciones masivas, etc.), que las mismas son transfronterizas y globales, 
que vivimos en un mundo interdependiente y que, por tanto, las estrategias 
para abordar esa nueva realidad no pueden ser las estrictamente militares, 
sino que se deben introducir estrategias diplomáticas, civiles, policiales y de 
cooperación al desarrollo, entre otras. Esta nueva visión se ha ido desarrollan-
do desde finales de los ochenta y ha culminado en la primera década del siglo 
XXI en las nuevas doctrinas de seguridad.

Estos debates sentaron las bases para un nuevo concepto: el de Seguridad 
Humana, en el cual la seguridad quedaba inextricablemente unida al bienestar 
de los seres humanos e implicaba que todas las personas tuvieran la capa-
cidad de satisfacer sus necesidades básicas en un entorno medioambiental 
seguro (Pérez de Armiño y Areizaga).

El final de la Guerra Fría: cambios en el contexto 

El final de la Guerra Fría supuso la derrota del bloque comunista y la victoria del 
bloque capitalista, lo que comportó la finalización del apoyo que cada bloque 
ofrecía a gobiernos, oposición o a los grupos insurgentes que defendían los 
intereses políticos de cada bloque. Ello supuso que los conflictos dejaran de 
estar enmarcados dentro del conflicto Este-Oeste y pasaran a ser conflictos 
internos, derivando algunos de ellos en guerras civiles. Muchos de estos con-
flictos se agravaron como consecuencia de la falta de apoyo económico, de 
armas, de formación militar, etc., que proporcionaba cada bloque por separa-
do a cada bando. Debido a la falta de apoyo que prestaban las potencias a los 
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bandos en conflicto, todos ellos tuvieron que buscar fuentes económicas para 
poder continuar financiando su lucha armada. Así, los conflictos dejaron de ser 
ideológicos y, especialmente en el caso de África, pasaron a ser conflictos por 
el control de las riquezas del territorio. La continuidad de un conflicto depende 
de los medios de financiación que se puedan conseguir para sostenerlo. Las 
formas para obtener recursos económicos son muy variadas: participar del 
mercado de drogas, armas, diamantes, oro, coltán, etc., practicar el saqueo, 
robo, extorsión, toma de rehenes o apropiación de tierras o bienes después de 
la expulsión de la población de un territorio.

El final del enfrentamiento Este-Oeste supuso una bajada de la tensión mun-
dial que comportó una reducción del gasto militar, lo que conllevó un descen-
so en la producción de armamentos y de las Fuerzas Militares (tanto de man-
dos como de soldados)2. Es decir, a lo largo de la década de los noventa se 
produjeron excedentes de personal militar: unos seis millones de militares se 
desmovilizaron. En cuanto al arsenal armamentístico, una parte que provenía 
del bloque soviético pasó al mercado de segunda mano y otra parte pasó al 
mercado ilegal de armamento. En los países occidentales se produjeron can-
celaciones de pedidos de armamento y anulaciones de proyectos de desarro-
llo de nuevas armas.

El segundo elemento contextual que se debe tener presente es el marco de 
globalización en el que estamos inmersos y que está provocando cambios 
importantes en el Estado-nación. Tanto en el Norte como en el Sur, la globa-
lización está comportando que los Estados cedan decisiones políticas impor-
tantes sobre la economía a instancias superiores o al mercado. La globaliza-
ción está erosionando funciones importantes del Estado, tanto en los países 
industrializados como en aquellos en vías de desarrollo. Así, el Estado es cada 
vez más débil y en muchos lugares ha perdido, total o parcialmente, los instru-
mentos de control y monopolio del uso de la violencia. Es lo que se ha venido 
a llamar Estados fallidos, aquellos que no pueden proporcionar seguridad a 
la población, proteger las riquezas naturales ni las empresas propias o mul-
tinacionales frente a hombres fuertes, clanes o guerrillas; incluso las Fuerzas 
Militares o de seguridad del Estado no son fiables para proteger al propio pre-
sidente del Gobierno. 

En definitiva, el final de la Guerra Fría y el posterior auge de la globalización han 
comportado la aparición de una demanda de seguridad que, en muchos ca-
sos, no podía ser atendida por las Fuerzas Militares estatales. En la década de 
los noventa este binomio de oferta-demanda provocó un estallido de empre-
sas que ofrecían sus servicios militares y de seguridad a gobiernos, bancos, 
cuerpos diplomáticos, multinacionales, empresas mineras, petroleras, agen-
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cias de Naciones Unidas, instituciones internacionales y organizaciones no 
gubernamentales. A estas empresas se las denomina empresas militares y de 
seguridad privadas (EMSP) y en sus estatutos afirman que su participación en 
el mercado da respuesta a una creciente demanda de seguridad por parte de 
esos actores, que son entidades respetuosas con los derechos humanos y que 
se limitan a dar servicios a aquellos poderes reconocidos internacionalmente.

Creación de una nueva doctrina de seguridad

En la segunda mitad de la década de los noventa el lobby militar industrial jun-
to con los centros de creación de opinión think-tank empezaron a generar nue-
vos escenarios de conflictos, con sus consiguientes riesgos y amenazas. Si 
el comunismo y los Estados que lo defendían habían dejado de ser una ame-
naza para el bloque capitalista occidental, para que el ciclo armamentista se 
siguiera alimentando había que buscar nuevos enemigos, nuevas amenazas y 
nuevos riesgos. En coincidencia con estas corrientes de búsqueda de polos 
de conflictividad mundial en el 2001 se produjeron los atentados del 11S y 
el lanzamiento por parte del Gobierno norteamericano de la llamada guerra 
global contra el terrorismo.

Los acontecimientos que siguieron al 11S impulsaron un nuevo enfoque de 
la seguridad: EE. UU. reformuló el ámbito de la seguridad, bajo el síndrome 
del terrorismo y se acuñó el concepto de homeland security, en el 2002. Se 
trata de una estrategia donde se combinaban aspectos policiales, militares 
y de seguridad en todos los ámbitos de la vida nacional, tanto del espacio 
público como del ámbito privado, creándose diversas agencias dedicadas a 
ejercer una estrecha vigilancia en aeropuertos, transportes, comunicaciones, 
transacciones financieras e internet, entre otros ámbitos, mediante agencias 
estatales de seguridad, activos militares, empresas privadas de seguridad e 
industrias fabricantes de armas.

En paralelo a EE. UU., los países de la Unión Europea (UE) y la OTAN abrieron 
la reflexión a la creación de un nuevo concepto estratégico y los gobiernos em-
pezaron a definir las estrategias de defensa y seguridad en el nuevo contexto 
internacional. En contraposición a EE. UU., la UE presenta en 2003, con algu-
nas diferencias, la Estrategia Europea de Seguridad (EES)3 . En este documen-
to, la UE pone un mayor acento en los países que lo circundan, sin descartar 
inseguridades o amenazas provenientes de lugares más lejanos (Afganistán, 
el área del Cáucaso o de Asia central), y presenta una mayor preferencia por 
las medidas de soft power4 , (poder blando) en comparación con los estadou-
nidenses, aunque hablan de intervenciones “tempranas”, para evitar el térmi-
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no “preventivas”, tan significativo del periodo Bush (aunque en la práctica sea 
lo mismo) y muestra una preferencia por el uso de instrumentos civiles y mul-
tidimensionales, frente a los militares, aunque estos también están presentes.

Con la EES, también conocido como Informe Solana, la UE definirá los desa-
fíos mundiales: el gran número de guerras existentes, los desplazamientos de 
población como consecuencia de los conflictos, la pobreza creciente, ciertas 
enfermedades como el sida, el fracaso económico de muchos Estados (enfa-
tizando que la seguridad es una condición para el desarrollo), la competencia 
por los recursos naturales (en particular el agua, por cuyo control prevén dis-
turbios y movimientos migratorios) y la dependencia energética.

La EES tiene una concepción más amplia de la seguridad que la concepción 
tradicional. En la visión clásica se tiende a proteger valores como la indepen-
dencia política o la integridad territorial del Estado y se definen como amena-
zas el terrorismo, el extremismo religioso violento, la proliferación de armas 
de destrucción masiva, los conflictos regionales, la descomposición de Esta-
dos y la delincuencia organizada. Este nuevo enfoque es multidimensional y 
abarca nuevas amenazas como desastres naturales, mal gobierno, acceso a 
recursos y protección de valores como el desarrollo económico o la salud. En 
cuanto a los instrumentos desde la concepción clásica, se menciona la disua-
sión militar, pero, en contraste, la nueva estrategia plantea una combinación 
de instrumentos militares, políticos y civiles que incluye, por primera vez, la 
cooperación al desarrollo.

Cinco años más tarde, la UE revisará la EES5 y reafirmará las amenazas a la se-
guridad europea en el siguiente orden: 1) la proliferación de armas de destruc-
ción masiva, tanto en manos de terroristas como en manos de ciertos Estados 
se define como un peligro para la seguridad mundial, por ello los esfuerzos 
se centran en evitar que nuevos Estados tengan la capacidad de fabricar ar-
mas atómicas; 2) el terrorismo, respecto del cual se reconoce que la UE ha 
actuado con decisión para proteger a la sociedad. Ven necesario redoblar los 
esfuerzos contra la radicalización de ciertas ideologías extremistas ligadas al 
islamismo que fomentan la violencia; 3) la delincuencia organizada, de la cual 
se afirma que se han de profundizar las asociaciones de seguridad interior en-
tre los países europeos mediante una política de mayor coordinación e inte-
gración de los cuerpos policiales y judiciales, poniendo especial celo en los 
movimientos de personas; 4) la ciberseguridad, pues este es un punto débil de 
las economías modernas “que dependen en gran medida de infraestructuras 
vitales como transportes, comunicaciones y suministro de energía” (EES, p. 
5), ámbito que se debe reforzar para evitar ciberataques; 5) respecto a la se-
guridad energética, existe una gran preocupación por la dependencia, sobre 
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todo en lo que se refiere a la energía fósil y por la inestabilidad de los países 
proveedores. En este sentido se hace una apuesta por la diversificación de 
los combustibles, de las fuentes de suministro y de las rutas de tránsito, tam-
bién por el buen gobierno y el respeto al Estado de derecho en los países de 
origen; 6) el cambio climático se percibe como un multiplicador de amenazas 
por catástrofes naturales, degradación del medio ambiente y competencia por 
recursos naturales; todo ello puede exacerbar la situación de pobreza, dando 
lugar a crisis humanitarias, políticas y de seguridad que producirán conflictos 
que afectarán a las rutas comerciales de los recursos y generarán migraciones 
que pueden alcanzar a Europa.

En aras de defender la seguridad y promover los valores de la UE, se marcan 
objetivos estratégicos. Uno de ellos será el de crear un cinturón de estabilidad 
en los países que rodean la UE. “Nos conviene que los países limítrofes estén 
bien gobernados” (EES, p. 6), ya que ello aumentará la seguridad. Preocu-
pan en especial los Balcanes y los “conflictos congelados” de la ribera sur 
del Arco Mediterráneo, debido a la insuficiencia de reformas políticas, las mi-
graciones ilegales y la radicalización del islamismo; también los conflictos de 
Oriente Próximo, en especial el palestino-israelí y las aspiraciones nucleares 
de Irán. Bajo la premisa de la globalización, las amenazas lejanas pueden ser 
tan inquietantes como las cercanas y se afirma que la primera línea de de-
fensa estará a menudo fuera de Europa y que ninguna de las nuevas amena-
zas es meramente militar ni puede atajarse únicamente con medios militares. 
Cada una de estas amenazas requiere una combinación de instrumentos; por 
ejemplo, abordar el terrorismo puede requerir servicios de información, poli-
ciales, judiciales, militares y otros; en los Estados en descomposición hacen 
falta instrumentos militares para restaurar el orden y disponer de medios hu-
manitarios para hacer frente a las crisis inmediatas; por su parte, los conflic-
tos regionales requieren soluciones políticas —puede que también militares y 
policiales— en las que aparece la cuestión de la reconstrucción posconflicto, 
que requiere de instrumentos económicos y de gestión civil para restablecer 
un buen gobierno. 

Otro de los objetivos estratégicos de la EES es construir una Europa más efi-
caz y más capaz con un enfoque preventivo: una intervención temprana, rápida 
y, si es necesario, contundente. En cuanto a las capacidades operativas, se 
menciona llevar a cabo varias operaciones simultáneas, tanto militares como 
civiles, con Fuerzas Militares más flexibles y móviles y con mayor aportación 
de recursos civiles para gestionar el caos posterior a la intervención militar y la 
capacidad de ampliar la gama de misiones militares como operaciones con-
juntas de desarme, apoyo a terceros países en la lucha contra el terrorismo o 
la reforma del sector de seguridad. 
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Desde el punto de vista del desarrollo, la EES problematiza la pobreza o el sub-
desarrollo y refuerza el papel del Norte y su intervencionismo en el Sur, enume-
ra la pobreza, la malnutrición, las pandemias, ciertas enfermedades, el fracaso 
económico y el mal gobierno, como elementos de inseguridad o amenazas a la 
seguridad del Norte, mostrándolo como una incapacidad del propio Sur para 
gestionarse o salir de su situación. En ningún momento se menciona que los 
países del Norte puedan tener responsabilidad alguna sobre los problemas 
que tiene el Sur; es como si solamente abordáramos la corrupción desde los 
corruptos, sin tener presente que para que haya corruptos tienen que haber 
corruptores. Así, la visión de las estrategias de seguridad presenta un “ellos” 
sin revisar el “nosotros”, o podemos afirmar que “su” seguridad es importante 
solo en la medida en que es un medio para “nuestra” seguridad. En definitiva, 
podemos valorar que la EES aborda “nuestra seguridad” frente al “otro”.

Finalmente, en la revisión de la aplicación de la EES y de la Política Europea de 
Seguridad Común y Defensa (PESCD)6 se pedirá que los Estados miembros 
de la UE en su conjunto deben progresar en proyectos que permitan desplazar 
más rápidamente las misiones militares. En concreto, se pide la creación de una 
flota europea de transporte aéreo y la modernización de helicópteros de trans-
porte; que se avance en proyectos para mejorar la información, que se con-
creta en la petición de crear una nueva generación de satélites de observación, 
y que la Agencia Europea de Defensa trabaje en las necesidades militares de 
vigilancia espacial. Finalmente, también propone avanzar en proyectos que 
refuercen la dimensión marítima, creando un sistema de vigilancia marítima 
de control migratorio.

En ese sentido, uno de los proyectos que ha recibido el impulso más impor-
tante de todas estas nuevas plataformas ha sido Frontex, la agencia de control 
de fronteras de la UE. El resultado ha sido la militarización de las misiones que 
este organismo lleva a cabo contra la inmigración ilegal, especialmente en el 
área del Mediterráneo, zona considerada como la “primera línea de defensa” 
de las fronteras de Europa. Frontex desarrolla misiones policiales, aéreas y na-
vales de intervención rápida, equipadas con material militar pesado, aviones y 
helicópteros de combate y buques de vigilancia marítima.

Junto a la EES, la UE también elaboró en 2003 —desde la PESCD, por un lado, 
y desde Justicia y Asuntos de Interior (JAI) por el otro— el Programa Europeo 
de Investigación y Seguridad (ESRP), destinado a aumentar la seguridad inter-
na de los Estados miembros de la UE. El programa fomentaba el crecimiento 
de las industrias ligadas a los sectores de la seguridad, de las tecnologías de 
la información y comunicaciones y también de defensa militar, con la voluntad 
de crear un “complejo industrial de seguridad” en Europa.
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Los pasos dados en esta dirección por la UE han sido, sobre todo, incremen-
tar mediante ayudas la investigación a las empresas que puedan implementar 
el ESRP en los ámbitos de la vigilancia terrestre, marítima, aérea, espacial y 
cibernética. Se persigue que tales investigaciones puedan ser utilizables a la 
vez con finalidad civil, comercial, de seguridad policial y de defensa militar. El 
programa ESRP deja entrever que este dividirá la seguridad europea en dos 
zonas: una, fuera de las fronteras de la UE, destinada a dar cobertura a la se-
guridad exterior para ejercer funciones de defensa con fuerzas de intervención 
rápida bajo mando militar; y otra, de seguridad interior, con una compleja red 
de controles físicos y virtuales en manos policiales que dispondrán de sofisti-
cados sistemas de vigilancia y control de las personas.

El primer paso del ESRP fue formar un grupo de personalidades en el cual 
estaban presentes el alto representante de Política Exterior (Mr. PESC), en-
tonces el español Javier Solana; varios comisarios europeos para la sociedad 
de la información; varios comisarios de Asuntos Exteriores y Comercio; repre-
sentantes de la OTAN; representantes de la agencia de armamento de la UE; 
representantes de las cuatro industrias militares europeas más importantes 
(Thales, EADS, BAE Systems y Finmeccanica) y cuatro representantes más del 
ámbito de la electrónica y tecnologías militares y civiles (Ericsson, Siemens, 
Diehl y la española Indra). 

Otra consecuencia de las medidas de seguridad adoptadas han sido de ca-
rácter legislativo, con la aprobación de una orden de detención europea, o de 
carácter instrumental, con la creación de bases de datos comunes que con-
tienen toda clase de información sobre los ciudadanos europeos: medidas 
biométricas, huellas dactilares en pasaportes, permisos de residencia y visa-
dos; todos los datos en telecomunicaciones (correos electrónicos y teléfonos); 
los datos de todos los pasajeros que circulan por el espacio aéreo, tanto dentro 
como fuera de Europa; y también de todas las transacciones financieras. Infor-
maciones que son almacenadas por la Interpol System y la Schengen System, 
las dos bases de datos criminales de Europa. Es decir, se está acumulando 
una enorme montaña de información privada que permite un minucioso se-
guimiento de todos los ciudadanos europeos. También destacar la creación de 
agencias europeas como Europol o Eurojust.

El objetivo de todo este entramado de agencias y recursos destinados a in-
crementar la seguridad europea, como bien revelan todos los informes y los 
documentos elaborados por la Comisión Europea, es la defensa del “propio 
territorio” de Europa y la lucha frente a las “amenazas contra el estilo de vida 
occidental”. Se trata de unas ideas ultraconservadoras que nos abocan a una 
peligrosa “sociedad de la vigilancia” de estilo orwelliano, con unos sistemas 
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de vigilancia supraestatales que lo ven todo y lo controlan todo, y que se están 
construyendo sin ningún control ni regulación democrática. Se trata de siste-
mas que vulneran el principio de privacidad, uno de los fundamentos de la de-
mocracia, pero con un grave peligro añadido: esta vigilancia se está llevando a 
cabo desde empresas privadas.

Por su parte, en EE. UU. la nueva Administración de Barack Obama suavizó 
el impulso unilateralista inicial de la etapa de George Bush jr., eliminando las 
“guerras preventivas” que llevaron a EE. UU. a invadir Afganistán e Irak, pero 
sigue manteniendo una “guerra quirúrgica” a través de la estrategia formula-
da en el documento oficial Quadriennal Defence Review (QDR), de marzo de 
2010, donde se establecía la guía de los planes militares de EE. UU. en los 
próximos cuatro años y definía a EE. UU. como “un país en guerra, en Irak y en 
Afganistán”. El documento aludía también a una guerra no convencional que 
no se circunscribía a un territorio o Estado concreto, sino que se libraba en una 
lucha política y militar multifacética contra el terrorismo de Al Qaeda y sus par-
tidarios en cualquier lugar del mundo. Se trata de una guerra secreta de baja 
intensidad, llevada a cabo con una nueva generación de armas muy sofistica-
das (drones), aviones no tripulados que han ejecutado ataques en Pakistán, 
Yemen y Somalia, o a través de operaciones como el asesinato de Osama Bin 
Laden. Estos ataques vulneran la soberanía de los Estados donde se perpetran 
y se realizan al margen de la legalidad internacional.

La Seguridad Humana como alternativa

El riesgo de relacionar los problemas de desarrollo con la seguridad está en 
que contribuye a una creciente supeditación de la cooperación al desarrollo 
y de la acción humanitaria a criterios geopolíticos y de seguridad nacional del 
donante, convirtiendo la cooperación y la acción humanitaria en un instrumen-
to al servicio de la acción estratégica de la UE o de EE. UU. Continuando con 
este razonamiento, la seguridad multidimensional que presenta la EES en Eu-
ropa y la QDR en EE. UU. puede ser utilizada para llevar a cabo intervenciones 
militares en países periféricos como “intervenciones humanitarias”. Se trata 
de intervenciones militares que se justifican por razones humanitarias para 
frenar violaciones de derechos humanos o garantizar la ayuda humanitaria.

Podemos afirmar que se está produciendo un proceso de abandono del con-
cepto clásico de seguridad en términos estrictamente militares para transitar 
hacia la creación de un nuevo concepto de Seguridad Humana, aunque este 
proceso está aún en fase de maduración y adopta varios enfoques: un enfoque 
más amplio que aborda la seguridad en términos de seguridad alimentaria, 
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sanitaria, educativa, medioambiental, etc.; y un enfoque más restringido de se-
guridad como protección frente a la violencia física en contextos de conflicto.

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) acuñó en 1994 
el nuevo concepto de Seguridad Humana, desplazando el viejo enfoque de 
una seguridad centrada en proteger a los Estados a otro que pone a las per-
sonas como sujeto central de la seguridad. Este nuevo enfoque trasciende la 
amenaza por la violencia personal y pone en primer plano las amenazas a la 
subsistencia de las personas en unas condiciones de dignidad. El concepto 
amplía el ámbito del término de seguridad a la seguridad económica, alimen-
taria, de salud, medioambiental, personal, política y comunitaria. El paradigma 
de la Seguridad Humana muestra que todos los seres humanos están pro-
fundamente interconectados en un escenario global en donde las principa-
les amenazas surgen de la falta de desarrollo humano en educación, salud, 
desigualdades económicas y falta de respeto a los derechos humanos. Este 
nuevo concepto responde a dos nuevas ideas: primera, que la seguridad debe 
centrarse en las personas; y segunda, que la seguridad de las personas se 
ve amenazada no solamente por la violencia física, sino por otras amenazas 
como la subsistencia o las condiciones de llevar una vida con dignidad. Ade-
más, el concepto tiene dos dimensiones, una cuantitativa, la satisfacción de 
las necesidades materiales básicas que aseguren la continuidad de la vida, y 
otra cualitativa, vinculada a la dignidad, lo que exige avanzar en la satisfacción 
de los derechos humanos. 

La Seguridad Humana está asociada a otro concepto, el de desarrollo, el cual 
evoluciona desde una concepción clásica de desarrollo entendido como un mero 
crecimiento macroeconómico hacia el desarrollo entendido como un proceso de 
ensanchamiento de las capacidades y libertades de las personas.

Como hemos explicado, este enfoque sobre Seguridad Humana se formula a partir 
de dos reflexiones: quién es el sujeto de la seguridad, produciéndose un cambio 
en el mismo, desde el Estado al individuo; y el otro cuestionamiento se refiere a 
qué seguridad y cuáles son las amenazas a la misma. Su aporte consiste en ir más 
allá de la violencia física y contemplar otros factores, como los socioeconómicos o 
medioambientales, como esenciales para la supervivencia y la dignidad humana.

Esta evolución teórica del concepto de seguridad hacia la Seguridad Humana 
requiere mayor profundización. Se trata de un nuevo concepto al cual dotar de 
contenidos más precisos que permitan la elaboración de indicadores para su 
medición; también, hay que estudiar la aplicabilidad de este concepto y su utili-
dad como herramienta de análisis y como criterio de elaboración de propuestas 
políticas que puedan ser utilizadas en el diseño de una nueva agenda política.
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Conclusión

Los atentados perpetrados en EE. UU. el 11 de septiembre, en Europa el 11 
de marzo de 2004 (Madrid) y el 7 de julio de 2005 (Londres) y muchos otros en 
otros lugares pusieron en la agenda política el tipo de políticas de seguridad 
que deberían aplicar EE. UU. y Europa. La respuesta de la UE y EE. UU. fue 
practicar medidas de tipo paliativo, a base de extremar las medidas de vigilan-
cia policial y militar, lo cual ha supuesto una inevitable pérdida de libertades y 
derechos para los ciudadanos europeos. Pero si se quiere buscar soluciones 
para las causas que motivaron los atentados terroristas en EE. UU. y Europa 
harán falta políticas preventivas de otro signo. Estas políticas han de ir dirigi-
das a establecer medidas de confianza entre EE. UU., Europa y los países de 
Oriente Próximo y Medio, por ejemplo: terminar con las intervenciones milita-
res y sustituirlas por acciones diplomáticas que desactiven los conflictos, en 
especial el palestino-israelí; terminar con el apoyo a regímenes corruptos y, en 
cambio, fomentar la democracia, el respeto de los derechos humanos y practi-
car la cooperación y el desarrollo con el mundo árabe y musulmán.

En definitiva, la lucha global contra el terrorismo hace resurgir con fuerza en 
el discurso político una interpretación dura de la seguridad en clave estric-
tamente militar. En ese sentido, es necesario un cambio de paradigma que 
articule las estrategias de seguridad, ubicando al ser humano en el centro de 
las políticas públicas e internacionales. El objetivo debe ser resolver las nece-
sidades de millones de seres humanos afectados por las inseguridades provo-
cadas por la globalización en los ámbitos político, económico, social, cultural 
y medioambiental. Hay que abordar una auténtica política de Seguridad Hu-
mana para que las personas y los pueblos puedan vivir libres de necesidad y 
libres de temor, que promueva la gobernabilidad democrática, el crecimiento 
con equidad y la superación de la extrema pobreza. 

Apostar por este nuevo concepto requiere de análisis multidisciplinares ca-
paces de aglutinar las múltiples y complejas causas que determinan las con-
diciones de inseguridad de las personas. La Seguridad Humana deja de ser 
competencia en exclusiva de los expertos en relaciones internacionales o de 
estrategas en geopolítica; requiere de visiones procedentes del campo eco-
nómico, político, medioambiental, antropológico y de género, entre otros. 
Igualmente, precisa de la creación de políticas públicas con nuevos enfoques: 
del mismo modo que la seguridad nacional desarrolló una estrategia militar 
y construyó todo un entramado militar-industrial, el enfoque de la Seguridad 
Humana requiere de políticas nacionales e internacionales que garanticen a 
todas las personas la capacidad de formar parte de su propio desarrollo. Mien-
tras el grueso de los recursos se destine a aumentar nuestras capacidades 
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militares o policiales, intentando blindar nuestro primer mundo de amenazas 
exteriores, nos seguiremos alejando de la paz y la justicia, que es, en definitiva, 
a lo que una política de Seguridad Humana debería aspirar.
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Orígenes y desarrollo

El concepto de Seguridad Humana tiene ya un recorrido importante en la his-
toria reciente. El documento más relevante para entender la difusión y el de-
sarrollo posterior del concepto fue el Informe Anual de Desarrollo Humano, 
publicado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
en 1994. En este escrito queda clara la propuesta de un paradigma nuevo de 
la concepción de la seguridad. En esa época se vivía el cambio de naturaleza 
de los conflictos armados y el cambio correspondiente en las formas de rela-
cionamiento entre sociedades y Estados, en el campo de lo comúnmente lla-
mado “relaciones internacionales”. Ya para esa época, actuaban en la escena 
internacional otros actores influyentes, diferentes de los Estados: empresas 
multinacionales de tamaños económicos que superaban el de muchos Esta-
dos nacionales; instituciones de una sociedad civil que trascendía las fronteras 
y aparecía como fenómeno de naturaleza transnacional y, en tercer lugar, el 
conjunto de organizaciones del sistema internacional, todos con capacidad 
para ser interlocutores válidos, y obligados, de los Estados.

El concepto de Seguridad Humana

Armando Borrero Mansilla
Docente universitario, investigador y consultor en temas de seguridad y defensa.
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En el escenario descrito, los conflictos armados trascendieron el monopolio 
que de los mismos tenía el Estado nacional clásico. Después de la Segunda 
Guerra Mundial, la mayor parte de las guerras han sido intraestatales y pocas 
interestatales. En la última etapa han aparecido actores bélicos sin fundamen-
to nacional, que esgrimen las armas en nombre de una civilización, un grupo 
étnico o una confesión religiosa. Hoy, los Estados, aunque sigan siendo los 
titulares de la soberanía y el marco regulatorio más importante para la vida de 
los ciudadanos, no monopolizan la interlocución entre las sociedades: no con-
trolan, o por lo menos no totalmente, las comunicaciones, el desarrollo tecno-
lógico, las finanzas, las inversiones, el comercio y las migraciones. 

De manera congruente con lo mencionado, los desafíos apremiantes de la hu-
manidad no pueden ser afrontados por los Estados de manera individual. El 
cambio climático, los desastres naturales, la crisis alimentaria, las enferme-
dades pandémicas, el terrorismo y el crimen organizado de talla internacional 
fuerzan un cambio en los paradigmas de la seguridad. Del paradigma realista 
“que cada Estado se procure la seguridad propia” se pasó, gracias a la apari-
ción de una arquitectura institucional internacional de estirpe liberal, al mul-
tilateralismo y al paradigma menos agresivo de “que mi propia seguridad no 
genere inseguridad en terceros”. Hoy, ante la transnacionalización de las ame-
nazas y ante la imposibilidad de que los Estados resuelvan individualmente 
los problemas que causan las nuevas amenazas, se difunde el paradigma que 
reza: “mi seguridad propia es, también, la seguridad del otro”.

La necesidad de paradigmas que reflejaran la realidad cambiante de los con-
flictos contemporáneos llevó a incorporar planteamientos del campo de los 
derechos humanos y de los movimientos por la paz. De estos últimos, la paz 
vista como proceso que se construye y situación que debe mantenerse activa-
mente, surgieron estímulos para pensar en paradigmas que abarcaran situa-
ciones de inseguridad relacionadas con temas como la pobreza, la desigual-
dad, la discriminación y las violaciones de los derechos humanos.

El campo de las ciencias sociales ha contribuido con investigación y gene-
ración de teoría sobre los temas de violencia y conflicto. Es particularmente 
destacable la obra de Johan Galtung, quien propuso conceptos novedosos 
sobre la violencia y fue, en cierto modo, el inspirador de los movimientos por la 
paz, la seguridad compartida y los paradigmas no agresivos de la seguridad. 
La proximidad de ideas e intereses entre él y Olof Palme, produjo una síntesis 
entre teoría y acción política que resultó en cambios fértiles de las ideas sobre 
la paz, los derechos humanos y el desarrollo económico. En esa década se 
abrió la puerta a los conceptos básicos de la Seguridad Humana concretados 
en los planteamientos de la ONU, a partir de 1994.
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El camino abierto por Galtung se funda en los conceptos de violencia estruc-
tural y violencia cultural, que ampliaron el espectro, limitado antes a la violen-
cia directa, física y verbal. Al considerar la violencia más allá de la fuerza física, 
se posibilitó una ampliación del concepto de seguridad. La seguridad también 
pudo verse como protección en un plano moral. La violencia estructural es una 
violencia indirecta, consecuencia de las estructuras sociales en las que están 
presentes la injusticia y la desigualdad. La violencia cultural se materializa en 
discriminación y persecución por motivos raciales, o de creencias religiosas, 
prejuicios, ideologías, sectarismos políticos y desigualdades sociales. 

La violencia directa es un acontecimiento. La violencia estructural tiene altos y 
bajos y la violencia cultural tiende a la permanencia, dada la lentitud y la com-
plejidad de los procesos de cambio cultural. La seguridad, inscrita en la reali-
dad o en la posibilidad de sufrimientos causados por las injusticias a las que 
son sometidos pueblos o grupos sociales, se convertiría en un ejercicio de 
transformación social. El poder y el honor social entran a formar parte de la 
esfera de las amenazas. El primero, por la capacidad de imponer desigualda-
des en el tratamiento de los ciudadanos y en el acceso a los recursos vitales 
necesarios para una vida digna. El segundo, por los sufrimientos que causa la 
privación de reconocimiento, la segregación social y la privación de espacios 
de ejercicio de derechos y libertades.

Componentes de la Seguridad Humana

El secretario general de Naciones Unidas, en el 2005, Kofi Annan, propuso tres cam-
pos de la Seguridad Humana (muy pertinentes en una situación como la colombiana 
por causa de los conflictos y de la conducta de los actores armados, cuyo compor-
tamiento afecta de manera preferencial a los pobladores del mundo rural) que son:

•	 Libertad ante el miedo. En Colombia, en el alto número de comunidades en las 
cuales reina el terror impuesto por actores armados ilegales, el miedo impide el 
ejercicio de derechos y de libertades públicas. Están amenazados los bienes de 
la población, sus vidas, las libertades de expresión, de asociación, los derechos 
de participación política, de movimiento, entre otros, porque están severamen-
te limitados. En áreas urbanas deprimidas también se presenta la coacción de 
pandillas y de bandas delincuenciales. La extorsión, por ejemplo, se ha extendido 
en los últimos tiempos. El empoderamiento de las comunidades es necesario 
para superar el poder de los delincuentes y las instituciones de seguridad ciuda-
dana deben generar ambientes de garantía para que fluya la cooperación de los 
ciudadanos. Los climas de miedo son profundamente desintegradores porque 
rompen la cadena de confianza sobre la cual se asientan las relaciones humanas.



32

•	 Libertad ante la necesidad. Las carencias económicas limitan la capacidad 
de elección de los individuos. Las opciones se reducen y la autoestima se 
afecta cuando se debe aceptar la imposición para conseguir algún recur-
so. Para poner un ejemplo, en lo político, Colombia padece del fenómeno 
del clientelismo que golpea la autonomía individual, reduce la capacidad 
de elegir y obliga a realizar tareas que garanticen la simpatía de los deten-
tadores del poder para que se traduzca en servicios, puestos de trabajo y 
preferencias para la obtención de favores a los cuales tendría derecho por 
la sola condición de la ciudadanía.

•	 Libertad para vivir con dignidad. Los fenómenos mencionados en los dos 
puntos anteriores, y muchos más derivados de la pobreza y las limitaciones 
para acceder a las instituciones centrales de la sociedad, coartan la posibi-
lidad de tener una vida en la que se goce de estimación social, se cubran las 
necesidades básicas de habitación, trabajo, vestuario, alimentación, edu-
cación, servicios de salud y recreación, acceso a la justicia y a la seguridad 
social.

En cuanto a la definición de Seguridad Humana, el Informe de la Comisión 
de Seguridad Humana (CSH) de las Naciones Unidas en su reporte anual de 
2003, definió de la siguiente manera el concepto:

La Seguridad Humana consiste en proteger la esencia vital de todas las 
vidas humanas de una forma que realce las libertades y la plena realiza-
ción de las personas. Seguridad Humana significa proteger las libertades 
fundamentales: libertades que constituyen la esencia de la vida. Significa 
proteger a las personas contra las situaciones y amenazas críticas (graves) 
y omnipresentes (generalizadas). Significa utilizar procesos que se basan 
en la fortaleza y en las aspiraciones del ser humano. Significa la creación 
de sistemas políticos, sociales, medioambientales y culturales que, en su 
conjunto, brinden al ser humano las piedras angulares de la supervivencia, 
los medios de vida y la dignidad.

Esta definición, que es muy general, implica que la Seguridad Humana es, se-
gún la definición de las Naciones Unidas, una formulación con las siguientes 
características:

•	 Centrada en las personas

•	 Multisectorial (gama amplia de amenazas)

•	 Integral (seguridad, desarrollo y derechos humanos)
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•	 Contextualizada (las amenazas varían en contextos diferentes y las res-
puestas deben ser adaptadas)

•	 Preventiva (conduce a estrategias de protección y empoderamiento)

Los valores añadidos son:

•	 La Seguridad Humana es más amplia que la sola ausencia de conflictos 
violentos.

•	 Además de la violencia directa, se preocupa de la indirecta (privación de 
necesidades básicas, incidencia de enfermedades, desastres naturales, 
desplazamientos de población, explotación de diferencias étnicas y cultu-
rales). También se ocupa de lo subjetivo: percepción de inseguridad, temor 
y miedo.

•	 Articula tres conceptos: seguridad internacional, seguridad estatal y Se-
guridad Humana. La inseguridad en uno, afecta los otros dos.

•	 Le da prelación a la protección y esto implica, también, prelación para la 
prevención.

Ventajas y desventajas del concepto

El concepto de Seguridad Humana, al ampliar la visión de la seguridad, des-
plaza el centro de gravedad conceptual centrado en lo estatal, de una centrali-
dad político-institucional, a una visión que le otorga ese privilegio a la persona. 
En la contemporaneidad, el desarrollo social impone la plena vigencia de los 
derechos sociales y de los derechos colectivos y del medio ambiente. La am-
pliación a la protección de las personas y a la promoción de su bienestar pone 
el tema en la realidad de unas sociedades globalizadas e intercomunicadas 
como nunca antes en la historia y puestas ante desafíos sociales, políticos y 
ambientales de carácter novedoso y planetario.

En la otra cara de la moneda, el concepto deja ver dificultades como instru-
mento de análisis y para ser traducido a políticas y estrategias. Es un concepto 
que abarca muchos ámbitos problemáticos e invade muchos campos discipli-
narios. Cuando un concepto es tan amplio, pierde capacidad analítica, es de-
cir, capacidad para identificar y precisar los fenómenos de la realidad. Por otra 
parte, es un tema que se ha trabajado en el nivel del desarrollo del concepto 
mismo y en formulaciones de tipo general, como propósito por construir. Hay 
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poca experiencia en la utilización del concepto para formular políticas concre-
tas y estrategias de aplicación traducidas en acciones. Un riesgo adicional es 
la dificultad para identificar los temas fundamentales, las variables causales 
y la secuencia de las mismas (el hambre causa violencia, o la violencia causa 
hambre, o en contextos diferentes ambas relaciones son plausibles. Si la can-
tidad de variables es numerosa, el problema metodológico es muy serio).

El hecho de referirse a multitud de problemas, tanto de investigación como de 
aplicación práctica, puede llevar a situaciones de “todo y nada” (si seguridad 
es todo, seguridad es nada). Cómo focalizar la seguridad en un caso concreto es 
la primera pregunta, y cómo se definen los recursos institucionales disponibles 
para resolverlo, es la otra. ¿Se están trasladando a un concepto general de 
“seguridad” campos disciplinarios muy diferentes y relativamente autónomos?

Una propuesta es utilizar el concepto total de Seguridad Humana en el plano 
de las políticas más generales y acotarlo progresivamente en los niveles de 
aplicación que se desprendan de la política general. Por ejemplo, en el nivel 
de la formulación de una política de seguridad nacional, el concepto se des-
pliega con propiedad y es útil. Proporciona una dirección ética a las políticas 
sectoriales que se desprendan de la misma. Cuando se baja al nivel de apli-
caciones concretas, los problemas por resolver se reducen a objetivos sepa-
rados del conjunto que abarca el concepto general. Si la política es sectorial, 
por ejemplo, la política de defensa nacional, más limitada que la de seguridad 
nacional, el campo problemático se reduce y no trataría, por ejemplo, proble-
mas de identidad de género o de equipamiento de servicios básicos. En otro 
escalón, como puede ser la estrategia militar del Estado, se reduce lo atinente 
a la Seguridad Humana, a un solo aspecto: la conformidad con el derecho in-
ternacional humanitario. Si es la seguridad ciudadana, lo fundamental sería el 
derecho internacional de los derechos humanos y así, en cada caso. Se repite, 
no hay todavía un acumulado de experiencias en torno a la aplicación. Lo im-
portante es que los desarrollos sectoriales estén inspirados y guiados por la 
formulación general, vale decir, la idea de Seguridad Humana. En un nivel de 
proyectos más limitados, en los que se ataquen problemas específicos y no 
la totalidad de los encontrados en un diagnóstico al nivel de comunidades, lo 
importante sería la coincidencia con una política general de protección y em-
poderamiento de las poblaciones.

Hay un campo en el cual el concepto de Seguridad Humana se torna proble-
mático en grado elevado. Se trata de la definición de la paz. Se tiende a pensar 
hoy que la paz no es, solamente, la ausencia de confrontación armada y se 
aduce para justificar este punto de vista la definición de la Seguridad Humana. 
En ese momento, la poca capacidad analítica de los conceptos que “mucho 
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abarcan, pero poco aprietan” los revela como imprecisos. El papel de la subje-
tividad aumenta cuando se trata de introducir condiciones para definir qué es 
paz: el tipo ideal que se construya se convertiría en una camisa de fuerza poco 
útil para definir si una nación, o en un nivel inferior, una comunidad, están o 
no en paz. Tal vez sea mejor mantener la definición de paz en el silencio de las 
armas y dejarles a otros campos disciplinarios los problemas de la pobreza, de 
la desprotección y la desigualdad.

Como ejemplo de la dificultad relativa de identificar proyectos concretos como 
planeados bajo las prescripciones de la Seguridad Humana, se puede men-
cionar el conjunto de proyectos adelantados con patrocinio de las Naciones 
Unidas, en comunidades pobres. El documento de la Oficina de Coordinación 
de Asuntos Humanitarios (2009) contiene un anexo denominado “Génesis y 
trayectoria institucional de la Seguridad Humana en el marco de la ONU” en 
el que se consignan siete casos de proyectos financiados por las Naciones 
Unidas en el Congo, El Salvador, Kosovo, Liberia, Moldavia, Myanmar y Perú. Son 
proyectos en comunidades rurales que habían sufrido las consecuencias de con-
flictos de tipo diverso. Tenían en común el sufrimiento de la violencia durante 
periodos relativamente prolongados, o el sufrimiento de desastres naturales, 
o de fenómenos de descomposición social por causa de la pobreza extrema.

Bien mirados los siete proyectos, un investigador se puede hacer la pregunta 
de si la insistencia en el concepto de Seguridad Humana se justifica. Igual hu-
biera sido el resultado si se presentaran como producto de, por ejemplo, una 
política de “acción integral” o de “desarrollo comunitario” puesto que, de ma-
nera implícita, los logros que pudieran ser obtenidos contribuían a empoderar 
y a proteger, a elevar la autoestima y a fortalecer la integración social, todo lo 
que es congruente con la promoción de las libertades ante el miedo, ante la 
necesidad y por la dignidad. Esto es solamente una ilustración de la necesidad 
de acotar el concepto cuando los proyectos son muy concretos en objetivos y 
limitados en extensión y cobertura poblacional. En síntesis, el concepto fun-
ciona muy bien como directriz ética pero no tiene mayor capacidad analítica 
para establecer un campo disciplinar específico.
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El cambio en el paradigma de seguridad y una reforma al sector son puntos 
centrales del gobierno de Gustavo Petro. La Seguridad Humana se ha po-
sicionado como noción definitoria de dicha agenda. Entre los aspectos que 
sobresalen del discurso de gobierno sobre la Seguridad Humana se des-
tacan la prioridad en la protección de la vida, la ruptura con la visión pre-
dominante de la política de seguridad en Colombia (centrada en la defensa 
del Estado y la noción del ‘enemigo interno’), y en el reconocimiento de la 
interrelación entre seguridad, desarrollo y derechos humanos. En buena 
medida, estos aspectos concuerdan con demandas que distintos sectores 
políticos y sociales han expresado de forma recurrente respecto a las dañi-
nas consecuencias y limitaciones de la política de seguridad enfocada en 
la lucha contrainsurgente, en la guerra contra las drogas y la concomitante 
necesidad de una reforma. Visto así, la inclusión de la Seguridad Humana 
es un avance en el proceso de transformar las visiones que han cimentado 
la comprensión y las políticas de seguridad en Colombia. Sin embargo, el 
contenido y las implicaciones concretas de una política basada en la Se-
guridad Humana están lejos de ser obvios. Al contrario, la ambigüedad que 
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acompaña el concepto y las brechas entre la definición teórica y su viabi-
lidad práctica despiertan sendos interrogantes. Este último punto define 
el énfasis de este capítulo. Por un lado, el texto explora los diferentes en-
foques de la Seguridad Humana y, a partir de ello, caracteriza la propuesta 
del gobierno colombiano. Por otro lado, el artículo discute el problema de la 
operacionalización de la Seguridad Humana de cara a las políticas públicas 
y sugiere una alternativa para abordarlo.

Seguridad Humana: un concepto ambiguo y disputado

En contraste con la visión realista clásica de la seguridad, centrada en la defen-
sa del Estado y el uso de medios militares, la Seguridad Humana identifica la 
protección de la vida humana como el objetivo de las políticas de seguridad 
nacional e internacional. El concepto proviene de los debates sobre seguri-
dad y desarrollo de comienzos de la década de 1990 y se plantea como una 
nueva forma de entender la seguridad de cara al fin de la Guerra Fría. Si bien 
se acuña en el seno de organismos multilaterales, la noción de Seguridad Hu-
mana ha sido apropiada y desarrollada por parte de actores de la sociedad civil 
(Fukuda-Parr y Messineo, 2012). En este sentido, el concepto se ha expandido 
considerablemente en el campo de la cooperación multilateral, y frecuen-
temente se menciona como referente en la definición de intervenciones en 
temas tan variados que van desde la resolución de conflictos y construcción 
de paz hasta la migración y el cambio climático. 

No hay una definición única de Seguridad Humana. La literatura sobre el tema 
clasifica las definiciones existentes en dos grupos: el enfoque amplio y en en-
foque restringido (Martin y Owen, 2014; Pérez, 2006). El enfoque amplio inclu-
ye las definiciones empleadas por parte de la ONU, empezando con la formu-
lada en el Informe de Desarrollo Humano del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) en 1994, la Comisión sobre Seguridad Humana, el 
gobierno de Japón, y organismos multilaterales de América Latina, tales como 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

En el informe del PNUD de 1994 se define la Seguridad Humana en dos sen-
tidos. Primero, seguridad de amenazas crónicas, como el hambre, la enfer-
medad y la represión. Segundo, la protección de disrupciones dañinas y re-
pentinas en la vida diaria, ya sea en el hogar, en el trabajo o en la comunidad. 
El informe identifica siete dimensiones de la Seguridad Humana: 1) seguri-
dad económica, 2) seguridad alimentaria, 3) seguridad en salud, 4) seguridad 
medioambiental, 5) seguridad personal, 6) seguridad comunitaria, y 7) segu-
ridad política. 
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El concepto ha experimentado varios desarrollos en años posteriores. En el 
enfoque amplio, la Seguridad Humana se entiende como la libertad del miedo, 
la libertad de la necesidad (o miseria) y la libertad para vivir con dignidad. Por 
ejemplo, en la sección sobre Seguridad Humana la resolución de la Conferen-
cia Global de la ONU de 2005 señala:

Insistimos en el derecho de las personas a vivir en libertad y dignidad, libres 
de la pobreza y la desesperación. Reconocemos que todas las personas, en 
particular las vulnerables, tienen derecho a vivir libres del miedo y de la mi-
seria, con igualdad de oportunidades para disfrutar de todos sus derechos 
y desarrollar plenamente su potencial humano.

En el enfoque amplio, el entrecruce de seguridad con desarrollo es evidente. A 
tal punto que es difícil distinguir entre uno y otro. En efecto, la seguridad desde 
esta perspectiva se define desde un enfoque de capacidades, similar a la del 
desarrollo humano. Adicionalmente, la Seguridad Humana es considerada un 
prerrequisito para el desarrollo y este, a su vez, es necesario para la materiali-
zación de la seguridad (Pérez, 2006). 

La definición amplia ha sido objeto de varias críticas. Para Owen (2014), la Se-
guridad Humana presenta una paradoja que consiste en que, a mayor integri-
dad conceptual de la definición, menor el potencial práctico del concepto y 
menor su utilidad para el análisis y la política pública. En uno de los textos más 
referenciados al respecto, Paris (2001) afirma que el concepto es tan vago y 
general que casi que carece de utilidad. Al formular una visión tan amplia de 
seguridad, cualquier cosa que interrumpa la vida cotidiana de los individuos 
puede ser considerada una amenaza a la seguridad. En este sentido, Paris afir-
ma que la Seguridad Humana termina siendo una lista de mercado con un 
sinnúmero de problemas, donde no se puede distinguir con precisión qué es 
Seguridad Humana y qué no. Además de las limitaciones del concepto desde 
una mirada académica, la vaguedad en la definición implica varios problemas 
para poder llevarlo a la práctica, dado que no ofrece elementos para priorizar 
y definir objetivos en procesos de política pública. En este plano, otra crítica 
tiene que ver con que una definición tan amplia de seguridad tiene el riesgo de 
legitimar la militarización de las políticas públicas, legitimando la participación 
de los militares en ámbitos fuera de su esfera (Pérez, 2006).

El enfoque limitado de la Seguridad Humana, por su parte, se basa en el com-
ponente de la ‘libertad del miedo’ de la definición. Es decir, en las amenazas 
violentas, particularmente violencia organizada. En este enfoque se agrupan 
las definiciones de organismos como la Red de Seguridad Humana y los go-
biernos de Canadá y Noruega. Los adherentes a este enfoque no niegan que 
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hay múltiples amenazas a la seguridad. Sin embargo, frente a la falta de clari-
dad del enfoque amplio, propenden por una visión restringida de la seguridad 
y se enfocan en un tipo de amenaza. Desde esta perspectiva, se argumenta 
que ya hay otras instituciones y redes que se ocupan de los aspectos relacio-
nados con el desarrollo (Evans, 2014). Críticos de esta perspectiva señalan 
que, en pos de favorecer una aproximación más pragmática, reduce signifi-
cativamente el contenido y significado de la Seguridad Humana, dejando de 
lado el potencial transformador y progresista que la definición original implica. 
Particularmente, el aspecto que enlaza la seguridad a las condiciones socioe-
conómicas (Pérez, 2006).

Independientemente del enfoque, tres aspectos definen el ‘núcleo’ del con-
cepto de Seguridad Humana (Evans, 2014, p. 273):

1.	 Que el individuo es un, sino el objeto referente de la seguridad. 

2.	 Que la seguridad del individuo y del grupo está sujeta a una variedad de 
amenazas, entre las cuales las amenazas militares no son las únicas y fre-
cuentemente no las más importantes. 

3.	 Que puede existir una tensión entre la seguridad del individuo y la seguri-
dad del Estado, la nación, y el régimen, incluso reconociendo que el Estado 
es el principal responsable de la protección del individuo. 

Más allá de este núcleo, la definición puede variar desde el enfoque restringido 
hasta el más amplio. Para algunos autores, debido a su amplitud, la Seguri-
dad Humana es un concepto principalmente normativo que describe el tipo 
de seguridad que debería existir en el mundo (Fukuda-Parr y Messineo, 2012). 
Para otros, se trata de un concepto cuyo potencial radica en el análisis acadé-
mico, pero que difícilmente puede materializarse en la política pública (Paris, 
2001). En otras experiencias —por ejemplo, la del Observatorio de Seguridad 
Humana de Medellín—, la Seguridad Humana ofrece un marco amplio y com-
prensivo para evaluar los impactos de fenómenos como la violencia, pobreza, 
pandemias, entre otros, en la seguridad de los individuos. Así como para guiar 
y evaluar los resultados de la política pública en diferentes dimensiones del 
bienestar humano, más allá de la violencia directa y letal.
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Definiendo la Seguridad Humana en el gobierno 
Petro: una nueva expansión del concepto

Dado que el entendimiento de lo que es Seguridad Humana no es unívoco, 
es necesario indagar sobre la forma en que el gobierno colombiano lo define. 
Aunque todavía no hay un documento de política de seguridad, la revisión del 
programa de gobierno, discursos del presidente y algunos funcionarios, y de 
manera más reciente, la Ley 2272 de 2002 o de “Paz Total”, permite caracteri-
zar la aproximación del gobierno. 

El programa de gobierno “Colombia potencia mundial de la vida” habla de la 
Seguridad Humana como una seguridad que “se mida en vidas y en felicidad”. 
Igualmente, señala: 

Transformaremos el enfoque de la seguridad basada en la construcción y 
eliminación del enemigo interno para pasar a una Seguridad Humana ba-
sada en la igualdad, la protección de la soberanía nacional, la seguridad 
ciudadana, el cuidado de la vida y la naturaleza, aspectos desarrollados a 
lo largo de este Programa. Avanzaremos en la desmilitarización de la vida 
social.

En una intervención en agosto de 2019, el comandante del Ejército, general 
Luis Mauricio Ospina, explicó que la Seguridad Humana tenía tres “pilares” 
que se deben manejar en todos los niveles de mando, esto es garantizar tres 
libertades: vivir sin miseria: desarrollo social sostenible, vivir sin miedo: que 
se sienta la paz y vivir en libertades: defensa de los derechos humanos para la 
población (León, 2019).

La Ley 2272 de 2002 ofrece una definición de Seguridad Humana más elabo-
rada y en conexión con la idea de Paz Total: 

La Seguridad Humana consiste en proteger a las personas, la naturaleza 
y los seres sintientes, de tal manera que realce las libertades humanas y 
la plena realización del ser humano por medio de la creación de políticas 
sociales, medioambientales, económicas, culturales y de la Fuerza Pública 
que en su conjunto brinden al ser humano las piedras angulares de la su-
pervivencia, los medios de vida y la dignidad.

El Estado garantizará la Seguridad Humana, con enfoque de derechos, di-
ferencial, de género, étnico, cultural, territorial e interseccional para la cons-
trucción de la Paz Total. Para ello, promoverá respuestas centradas en las 
personas y las comunidades, de carácter exhaustivo y adaptadas a cada 
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contexto, orientadas a la prevención, y que refuercen la protección de to-
das las personas y todas las comunidades, en especial, las víctimas de la 
violencia. Asimismo, reconocerá la interrelación de la paz, el desarrollo y los 
derechos humanos en el enfoque de Seguridad Humana.

La cultura de Paz Total es un concepto especial de Seguridad Humana, para 
alcanzar la reconciliación dentro de la biodiversidad étnica, social y cultural 
de la nación a efectos de adoptar usos y costumbres propias de una socie-
dad sensible, en convivencia pacífica y el buen vivir. 

Esta breve revisión permite concluir que el gobierno colombiano no solo se ad-
hiere al enfoque amplio de la Seguridad Humana, sino que su definición agre-
ga una expansión del concepto. En la definición formulada en la Ley 2272 de 
2022 se incluye a la naturaleza y a los seres sintientes como sujetos de seguri-
dad. Si bien las definiciones en el enfoque amplio incluyen varias dimensiones, 
que van desde las necesidades materiales y la libertad de estructuras de po-
der opresivas hasta el bienestar y la felicidad de los individuos, esta es quizás 
la primera vez que se mencionan otros sujetos de referencia de la seguridad, 
además de las personas, como parte de la Seguridad Humana. La definición 
también resalta la importancia del contexto y la interseccionalidad en la defini-
ción de seguridad. En efecto, los problemas de seguridad varían dependiendo 
del territorio y del grupo poblacional y es necesario desarrollar políticas que 
logren responder a dichas diferencias.

La definición de Seguridad Humana formulada por el gobierno recoge varias 
de las contribuciones y aspectos positivos del concepto (Pérez, 2006). Entre 
estas, el posicionamiento de las personas como sujetos de referencia de la se-
guridad, el considerar que los problemas de seguridad son multidimensionales 
y van más allá de las amenazas de violencia directa, enfatizando en la garantía 
de condiciones de vida con dignidad, la inclusión de una visión interseccional y 
sensible a las diferencias contextuales, y el reconocimiento de la interrelación 
de la seguridad de las personas y la naturaleza. Sin embargo, también exhibe la 
paradoja de la Seguridad Humana en los términos referidos por Owen (2014). 
Por ejemplo, la inclusión de la naturaleza y los seres sintientes es coherente 
con el programa político del gobierno, que ha hecho énfasis en la protección del 
medio ambiente y la biodiversidad. En este sentido, es entendible el interés por 
formular una definición abarcadora de la Seguridad Humana en consonancia 
con el programa de gobierno y sus electores. El problema radica en que la ex-
pansión conceptual hace aún más difícil la dimensión práctica. 
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De la teoría a la práctica: consideraciones sobre la política pública

Uno de los grandes puntos de discusión en el campo de la Seguridad Humana, 
particularmente desde su comprensión en el enfoque amplio, tiene que ver con 
las brechas entre el concepto y su utilidad concreta en los procesos de política 
pública. Visto desde el caso colombiano, es necesario considerar la definición 
de Seguridad Humana formulada por el gobierno, por un lado, y el contexto del 
país, por el otro. Respecto a la definición, la adopción del enfoque amplio del 
concepto junto a la adición de nuevos referentes de seguridad inevitablemente 
introduce mayores niveles de complejidad para lograr su materialización. En 
cuanto al contexto, el conflicto armado y las dinámicas de violencia en el país 
han experimentado varios cambios desde la firma del Acuerdo de Paz con las 
FARC-EP. Entre ellos, el aumento de la heterogeneidad de los escenarios de 
conflicto violento con sendas diferencias entre regiones, la reconfiguración de 
la constelación de actores armados en los territorios, y la persistencia y/o au-
mento de algunas formas de violencia, tales como las masacres, asesinatos 
selectivos y desplazamientos forzados, con las consecuentes implicaciones 
humanitarias.

La definición extensa de Seguridad Humana propuesta por el gobierno, su-
mada a las consideraciones sobre el contexto del país despierta varios inte-
rrogantes sobre la implementación, por ejemplo, más allá de la negociación 
con múltiples grupos armados en el marco de la Paz Total: ¿Cuáles van a ser 
los criterios para definir las prioridades de acción del Estado desde la pers-
pectiva de la Seguridad Humana? ¿Cómo va a ser la articulación intersectorial 
e interagencial para la implementación de la política? ¿Cómo se van a definir 
los objetivos, metas y programas en la política pública? ¿Bajo qué indicadores 
se van a evaluar las intervenciones en materia de seguridad? ¿Cómo se va a 
articular con la anunciada reforma a los cuerpos de seguridad del Estado? 
¿Qué implicaciones tiene la inclusión de la Seguridad Humana para la política 
de drogas y la creciente militarización de la lucha contra la deforestación? Si 
no se establecen estos aspectos de manera clara, es muy probable que la 
Seguridad Humana quede limitada a ser un marco normativo que señala a lo 
que debería aspirar la seguridad en Colombia, pero sin una operacionalización 
concreta o con efectos marginales.
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Seguridad ciudadana y humana

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) plantea que 
la seguridad ciudadana es una de las dimensiones de la Seguridad Humana, 
entendida esta como: 

[...] el derecho de las personas a vivir en libertad y con dignidad, libres de 
la pobreza y la desesperación… a disponer de iguales oportunidades para 
disfrutar de todos sus derechos y a desarrollar plenamente su potencial hu-
mano” (PNUD, 2005).

Dichos derechos deben ser garantizados por el Estado y sus instituciones, las 
cuales, se supone que:

“tienen la suficiente capacidad, en el marco de un Estado de Derecho o un 
Estado Social de Derecho, para garantizar su ejercicio y para responder con 

Seguridad, seguridad ciudadana 
y Seguridad Humana
La seguridad como política de salud pública
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eficacia cuando éstos son vulnerados [...] De este modo, es la ciudadanía el 
principal objeto de la protección estatal (PNUD, 1994).

Según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), existe 
una estrecha relación entre derechos humanos y seguridad ciudadana, de-
finiéndose como 

[…] aquellos derechos de los que son titulares todos los miembros de una 
sociedad”, de manera que todos los individuos puedan desenvolverse en su 
vida cotidiana sin “amenaza a su integridad personal, sus derechos cívicos 
y el goce de sus bienes.

Javier Aguilera (2009) señala al respecto que la ausencia de seguridad ciu-
dadana hace referencia a la carencia de cumplimiento o respuesta estatal de 
sus obligaciones con la sociedad civil de brindar protección y garantía frente 
al crimen y a la violencia social, es decir, que el incumplimiento de este deber 
del Estado significa “una grave interrupción de la relación entre gobernantes y 
gobernados”, situación que se ha incrementado en las últimas décadas en las 
que ha aumentado la desconfianza ciudadana sobre el comportamiento insti-
tucional y una cerrada y aguda crítica a las prácticas institucionales violentas 
e invasoras con que se pretende garantizar la seguridad de los ciudadanos.

Con estos elementos podría decirse entonces que la seguridad ciudadana es 
una condición en la cual los individuos de una sociedad pueden ejercer plena-
mente sus derechos ciudadanos, sin ningún tipo de amenaza a su integridad, 
y que esta condición debe estar garantizada por el Estado, a través de sus po-
líticas y sus instituciones.

Sin embargo, es necesario decir que el concepto de “seguridad” está relacio-
nado con las dinámicas políticas nacionales y globales. Es decir, con lo que se 
considera de acuerdo con las coyunturas una “amenaza”. Es así como se han 
definido las políticas en materia de Seguridad Humana, seguridad nacional 
y seguridad ciudadana. Por ejemplo, “El miedo al terrorismo ha desempeña-
do un papel importante en la formación de las sensibilidades colectivas y las 
prácticas políticas en el campo de la seguridad” (Shearing y Wood, 2011, pp. 
15 y 16). 

Para CIDH, el concepto de seguridad ciudadana es el más adecuado para el 
abordaje de los problemas de criminalidad y violencia, desde una perspecti-
va de derechos humanos, en lugar de los conceptos de “seguridad pública”, 
“seguridad humana”, “seguridad interior” u “orden público”. Este deriva pací-
ficamente hacia un enfoque centrado en la construcción de mayores niveles 
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de ciudadanía democrática, con la persona humana como objetivo central de 
las políticas a diferencia de la seguridad del Estado o el de determinado orden 
político. La Comisión entiende pertinente recordar que la expresión seguridad 
ciudadana surgió, fundamentalmente, como un concepto en América Latina 
en el curso de las transiciones a la democracia, como medio para diferenciar 
la naturaleza de la seguridad en democracia frente a la seguridad en los regí-
menes autoritarios. En estos últimos, el concepto de seguridad está asocia-
do a los conceptos de “seguridad nacional”, “seguridad interior” o “seguridad 
pública”, los que se utilizan en referencia específica a la seguridad del Estado. 
En los regímenes democráticos, el concepto de seguridad frente a la amenaza 
de situaciones delictivas o violentas se asocia a la “seguridad ciudadana” y se 
utiliza en referencia a la seguridad primordial de las personas y grupos socia-
les. Del mismo modo, contrariamente a los conceptos también utilizados en la 
región de “seguridad urbana” o “ciudad segura”, la seguridad ciudadana se re-
fiere a la seguridad de todas las personas y grupos, tanto en las zonas urbanas 
como en las rurales. Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, es importante 
destacar que el concepto de “seguridad pública” se utiliza ampliamente en los 
Estados Unidos y Canadá, para hacer referencia también a la seguridad de las 
personas y grupos que componen la sociedad. Por el contrario, como se ha 
señalado en los párrafos anteriores, la misma expresión “seguridad pública”, 
en América Latina hace referencia a un concepto diferente que alude a la se-
guridad construida desde el Estado o, en ocasiones, a la misma seguridad del 
Estado (CIDH, 2009).

Pero en general, la seguridad ciudadana está en el campo de la política, aso-
ciada al delito (Shearing y Wood, 2011), es decir, a todo lo que transgrede la ley, 
que no únicamente a la violencia. Pero está imbuida de características propias 
del contexto donde se dan esas políticas y prácticas de gobierno. De acuer-
do con Shearing y Wood, al triunfar la idea del monopolio estatal, es la Poli-
cía quien ejerce las funciones de seguridad, pero, más recientemente, con la 
transformación de los enfoques en esta materia, han comenzado a movilizarse 
otros actores, de carácter civil y militar para contribuir con el cometido, y quie-
nes ante el Estado son corresponsables de denunciar o llevar a los transgre-
sores a las autoridades. Por otro lado, cada vez es más común la emergencia 
de instituciones privadas de seguridad. De acuerdo con David Garland (2012) 
el campo del control del delito ya no está solamente en manos del aparato de 
justicia policial y penal sino de una serie de actores sociales y económicos, 
y el desarrollo de este nuevo sector ha incrementado la preocupación por la 
prevención, la reducción del daño y la gestión del riesgo.

En lugar de perseguir, procesar y castigar a individuos, su objetivo es redu-
cir los eventos delictivos, mediante la minimización de las oportunidades 
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delictivas, la intensificación de los controles situacionales y el apartamiento 
de las personas de las situaciones criminogénicas. En lugar de tratar las 
inclinaciones delictivas o castigar a los individuos culpables, se concentra 
en prevenir la convergencia de factores que precipitan eventos delictivos. 
(pp. 279-281)

Aquí aparece la llamada “seguridad comunitaria” en la que la reducción del mie-
do, es decir, de la percepción de inseguridad, se transforma en un tema central. 

En el desarrollo de las categorías, también se utiliza otro concepto como el 
de “seguridad urbana”, el cual interpreta las diferentes políticas y aplicaciones 
que se toman para salvaguardar la integridad de todos los individuos en una 
comunidad. La definición de algunos Planes de Seguridad Ciudadana (2007) 
señalan que “La Seguridad Ciudadana es una situación social, donde predo-
mina la sensación de confianza, entendiéndose como ausencia de riesgos y 
daños a la integridad física y psicológica, donde el Estado debe garantizar la 
vida, la libertad y el patrimonio ciudadano” (p. 7). 

Desde esta perspectiva, es necesario afirmar que la seguridad se constituye 
en un derecho humano y ciudadano y que es responsabilidad del Estado a 
través de sus instituciones garantizarlo, pues de él depende el funcionamiento 
armónico y seguro de la sociedad en los ámbitos del desempeño social, eco-
nómico y político.

La Seguridad Humana y ciudadana como salud pública

Mirta Roses Periago (2012) señala al respecto de la relación entre seguridad 
y salud pública que, la Seguridad Humana1 es un paradigma emergente que 
permite comprender vulnerabilidades globales, que este concepto ha evolu-
cionado durante las dos últimas décadas, transformando una noción tradicio-
nal vinculada a la seguridad nacional con fuertes inversiones en preparación 
y respuesta militares, a una centrada en las dimensiones que sustentan la 
seguridad de la población a través de la inversión en el desarrollo de las per-
sonas y las comunidades. Roses Periago (2012) afirma que el paradigma de 
la Seguridad Humana convoca una visión de la seguridad centrada en las per-
sonas que resulta de vital importancia para la estabilidad nacional, regional y 
mundial (p. 351).

El viejo concepto de la seguridad no toma en consideración la pobreza. La pro-
pagación de enfermedades, la destrucción del medio ambiente, la falta de ac-
ceso a agua potable, las deficiencias en el ámbito de la salud materna y el des-
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empleo no se contextualizaban en el debate sobre Seguridad Humana, ya que 
se tenía la impresión de que la principal amenaza estaba fuera de las fronteras 
nacionales y básicamente consistía en un enfrentamiento distante entre las 
superpotencias mundiales. La Organización de las Naciones Unidas propuso 
modificar el concepto de seguridad, de manera que no le diera excesiva im-
portancia a las armas y a la defensa del territorio, sino que fuera un concepto 
más amplio que incorporara como componentes esenciales de la seguridad el 
acceso equitativo a la educación, el trabajo y la salud, así como el respeto por 
los derechos humanos. Este cambio de paradigma, aun cuando no exime a los 
gobiernos de su obligación de garantizar la seguridad nacional a sus ciudada-
nos, cambia el centro de la atención, alejándolo de las amenazas externas y del 
conflicto para acercarlo al desarrollo interno pacífico, cooperativo y sostenible 
de las naciones y sus pueblos (Roses Periago, 2012. pp. 351-352).

Para Roses Periago (2012) el nuevo paradigma de la Seguridad Humana, al 
formar parte de un proceso de desarrollo más amplio, reconoce la responsabi-
lidad de los gobiernos de proteger las libertades humanas esenciales. Afirma 
que este enfoque implica proteger a la población de los riesgos y amenazas 
que pueden perjudicar sus aspiraciones y su calidad de vida, así como crear 
sistemas que faciliten el acceso de las personas a los derechos básicos de 
supervivencia, dignidad y trabajo decente. De este modo, la gama de liberta-
des humanas y su interrelación se vuelven más transparentes —libertad al no 
padecer de hambre ni tener otras necesidades básicas, libertad al no sentir 
temor y libertad de actuar en nombre propio y por cuenta propia— en un mar-
co que promueve la realización plena del potencial humano. La evolución de 
estos conceptos les ha brindado nuevas oportunidades a países y comunida-
des de todas partes del mundo para que aborden los riesgos y las amenazas 
vinculados al desarrollo humano y apliquen las estrategias que fortalecen la 
Seguridad Humana (p. 352).

El nuevo paradigma establece una estrecha relación entre desarrollo humano 
y Seguridad Humana. El desarrollo humano procura aumentar las opciones, 
las oportunidades y el acceso de las personas a los servicios y bienes públi-
cos y hace hincapié en lo que puede lograrse. La Seguridad Humana recalca 
los riesgos, peligros y amenazas que enfrenta el desarrollo humano, evalúa el 
grado de confianza que tienen las personas en los servicios y bienes públi-
cos y subraya qué puede perderse cuando se frustra el desarrollo del poten-
cial humano. El informe del PNUD2 agrupa las amenazas contra la Seguridad 
Humana en siete categorías principales: económicas, alimentarias, sanitarias, 
ambientales, personales, comunitarias y políticas (PNUD, 1994).
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Acercar el concepto de Seguridad Humana al concepto de salud pública está 
mucho más allá de las enfermedades físicas o sociales, en un contexto de 
oferta de posibilidades de vida que disminuyen las inseguridades y los riesgos 
y posibilitan una convivencia más armónica entre la población, en un ambien-
te de mayor bienestar general y, esto, indiscutiblemente tiene que ver con el 
mejoramiento de las causas estructurales que propician las situaciones de 
inseguridad ciudadana.

En este marco, la seguridad se entiende de una manera integral como una ofer-
ta de oportunidades de vida que facilita la construcción de ambientes sanos y 
seguros. La sociedad en su conjunto está amenazada por distintas situaciones 
que comprenden pandemias, deficiencias en el suministro de agua y los siste-
mas de saneamiento, desastres naturales y provocados por el hombre, escasa 
atención a la salud maternoinfantil, desempleo, violencia y falta de seguridad 
en las vías de comunicación y los sistemas de transporte, entre otras situacio-
nes de inseguridad. La pobreza, al representar una seria amenaza para la vida, 
la salud y la seguridad, es un componente clave de la inseguridad humana. 
La capacidad de satisfacer sus necesidades básicas permite a las personas 
elegir entre diferentes oportunidades y garantiza las condiciones que hacen 
falta para alcanzar el bienestar con seguridad. En este sentido, las diversas ca-
tegorías en que se divide la Seguridad Humana están directamente relaciona-
das con los determinantes de un concepto de salud pública que compromete 
para la población la seguridad económica con las oportunidades educativas 
y laborales; la seguridad alimentaria con una nutrición segura y adecuada; la 
seguridad ambiental con aire limpio, aguas no contaminadas, saneamiento y 
suficientes espacios verdes; la seguridad personal con la protección contra 
amenazas como la guerra, las tensiones étnicas, la delincuencia, la violencia 
de pandillas, las violaciones, la violencia doméstica, el maltrato de menores y 
el daño autoinfligido, como el suicidio y el consumo de drogas; la seguridad 
de la comunidad con las políticas que promueven modos de vida saludables 
y sólidas redes familiares y sociales, y la seguridad política con la protección 
de los derechos humanos y el desarrollo y profundización de la democracia 
(Roses Periago, 2012. pp. 352-353).

Bajo esta perspectiva, la relación entre seguridad ciudadana, Seguridad Hu-
mana y salud pública abarca todo el espectro de los determinantes de la vida 
humana y las desigualdades estructurales que solo pueden corregirse si se 
adoptan enfoques multidisciplinarios y multisectoriales. La alta visibilidad de 
la inseguridad y la aparición de nuevas definiciones de seguridad reflejan un 
mundo globalizado pero interdependiente y los retos que acompañan la go-
bernanza requieren un compromiso permanente por parte de todos los acto-
res del mundo global. Se tiene que garantizar que exista un compromiso local, 
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regional y mundial con la inserción del nuevo paradigma de la Seguridad Hu-
mana en los planes de desarrollo y en la formulación de las políticas públicas. 
Sobre todo, debe reconocerse que los valores rectores de equidad y solidari-
dad son los impulsores de la Seguridad Humana y garantes de la seguridad 
ciudadana como un estado de salud pública (Roses Periago, 2012. p. 354).

A manera de epílogo

Resulta afortunado el hecho de que la recién promulgada Ley de Paz Total haya 
tomado en consideración el concepto de Seguridad Humana y lo haya plas-
mado como prerrequisito de la Paz Total en los siguientes términos:

La Seguridad Humana consiste en proteger a las personas, la naturaleza 
y los seres sintientes, de tal manera que realce las libertades humanas y 
la plena realización del ser humano por medio de la creación de políticas 
sociales, medioambientales, económicas, culturales y de la Fuerza Pública 
que en su conjunto brinden al ser humano las piedras angulares de la su-
pervivencia, los medios de vida y la dignidad. 

El Estado garantizará la Seguridad Humana, con enfoque de derechos, di-
ferencial, de género, étnico, cultural, territorial e interseccional para la cons-
trucción de la Paz Total. 

Para ello, promoverá respuestas centradas en las personas y las comuni-
dades, de carácter exhaustivo y adaptadas a cada contexto, orientadas a la 
prevención, y que refuercen la protección de todas las personas y todas las 
comunidades, en especial, las víctimas de la violencia.

 Asimismo, reconocerá la interrelación de la paz, el desarrollo y los derechos 
humanos en el enfoque de Seguridad Humana. La cultura de Paz Total es un 
concepto especial de Seguridad Humana, para alcanzar la reconciliación 
dentro de la biodiversidad étnica, social y cultural de la nación a efectos de 
adoptar usos y costumbres propias de una sociedad sensible, en conviven-
cia pacífica y el buen vivir.

Es de esperarse que en los próximos años el concepto como práctica insti-
tucional, social y política, se convierta en parte de la cultura ciudadana, se vaya 
enriqueciendo en el camino del propósito de generar sociedades más justas, 
democráticas y ambientalmente sustentables.
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Una sociedad que toma en consideración el concepto de Seguridad Humana 
debe dirigir su gestión pública a garantizar el derecho a la vida en el marco de 
los derechos humanos, el derecho a la alimentación sana, a la vivienda de ca-
lidad, a la salud como forma de vida, a la educación de excelencia, a la recrea-
ción y al deporte, a la cultura y al arte, a la participación política amplia y de-
mocrática y, sobre todo, crear las condiciones del desarrollo económico, para 
que el trabajo hecho empleo de calidad, sea la particular forma de satisfacer, 
en equidad y justicia, las necesidades básicas de las personas y las familias.
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Antecedentes

El sector defensa en Colombia ha transitado por diferentes visiones, procesos y 
transformaciones que posibilitaron el desarrollo institucional y organizacional 
durante la historia republicana del país, concentrando esfuerzos conjuntos y 
coordinados como fundamento de la misión establecida en la Constitución 
Política para alcanzar y mantener capacidades, fortalezas y definir roles de la 
función militar. Los aspectos históricos son relevantes y cruciales para el for-
talecimiento de la planeación, doctrina y estrategia, pero también para gene-
rar entendimiento del contexto operacional, pues cada vez son mayores los 
retos y desafíos en el marco de nuevas misiones y áreas de capacidad que de 
cierto modo pueden ser interpretados como viejos y nuevos problemas en 
escenarios complejos.

La historia constitucional asociada a la provisión y garantía de la seguridad y 
defensa ha estado exclusivamente en cabeza del Estado, ha sido entendida de 
esta forma y ha reproducido paradigmas, materializados en los esfuerzos de los 
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policías y soldados colombianos —entre aciertos y errores—, permitiendo con-
solidar una nación que ha tenido periodos polivalentes de paz y desarrollo, en 
una sucesión de experiencias no lineales que van y vienen desde los procesos 
de paz, las desmovilizaciones, los indultos, la reincorporación a la vida civil de 
excombatientes, el reciclaje de la violencia hasta una criminalidad organizada 
que se ha enquistado y reproducido en contextos urbanos. En otras palabras, la 
estructura organizacional de la Fuerza Pública ha experimentado una tendencia 
al cambio mediante procesos de adaptación, inteligencia y transformación de la 
mano de las exigencias de reforma, sin dejar de lado su misión constitucional; 
dicha orientación cobra relevancia en las acciones tomadas por las institucio-
nes, especialmente por parte del sector defensa, en prever consecuencias no 
anticipadas, evaluar el papel del tiempo en dichas decisiones y la importancia 
de las ideas y comportamiento de las personas, como parte del “sendero de 
dependencia” (en inglés, path dependency)1 (Pierson, 2004, entre otros). Por 
naturaleza, los procesos de cambio son complejos y determinan el curso de las 
fuerzas entre periodos constitucionales de gobierno que se debaten por ánimos 
reformistas o de quietud gobiernista, lo cual no sería posible sin la gobernanza, 
la voluntad política y la articulación intersectorial del Estado —que se entremez-
clan por causa de las diferentes misiones y visiones—. De manera que la oportu-
nidad para la reorganización de programas, líneas y ejes de acción, así como la 
reorientación de los esfuerzos y el redireccionamiento de programas y políticas 
frente a las expectativas de cambio y transformación, parte de la curva de apren-
dizaje lograda a través de los años en los que han resultado efectivos mecanis-
mos de planificación, operación y adaptación para garantizar la paz, pero al mis-
mo tiempo acompañado por el fortalecimiento de las relaciones cívico-militares 
respecto a la prevención del delito, la violencia y los diferentes riesgos sociales.

Las capacidades distintivas dirigidas a ofrecer soluciones pueden ser muy li-
mitadas o amplias desde —enfoques punitivos, preventivos y recientemente 
restaurativos— y, en algunas ocasiones, provocar desacuerdos propios en la 
sociedad con relación a la forma en que el sector defensa propicia o genera es-
cenarios de pacificación, estabilización y desarrollo. Tales capacidades —que 
buscan esencialmente prevenir y proteger a la sociedad— son el reflejo de una 
lectura histórica-política determinada, donde la Fuerza Pública, en específico, 
ha tenido que moldearse y adaptarse2.

Latinoamérica ha ido reduciendo de manera diferencial y progresiva los homici-
dios en centros urbanos y otros delitos de alto impacto con programas y estra-
tegias no tradicionales que tienen como propósito la función social, pero mien-
tras pasa esto enfrenta retos emergentes relacionados con la globalización. Esta 
responsabilidad asumida por el Estado ha dejado una sensible evidencia sobre 
la complejidad de estos fenómenos que superan el empleo de la fuerza —que, 
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en términos de la seguridad y defensa como tradicionalmente se conoce, ha 
sido insuficiente como respuesta—, por tratarse de actores y factores de ines-
tabilidad de naturaleza multidimensional que abarcan una serie de elementos, 
componentes y causas estructurales.

En comparación con otros conceptos relacionados con la seguridad del Esta-
do, velar por la Seguridad Humana o su aplicación comprenderá una noción 
basada en la idea de solidaridad y corresponsabilidad por fuera de las formas 
tradicionales de gestionar la seguridad y la justicia, así como la posibilidad de 
dar respuesta desde enfoques alternativos, integrales y multisectoriales como 
garantía constitucional del Estado social de derecho. Al margen de lo proble-
mático que pueda resultar acoplar la visión de Seguridad Humana o lo nuevo 
que también pueda parecer como política de Gobierno, el concepto aparece 
desde 1994 emitido por la Organización de Naciones Unidas (ONU) en uno de 
los informes que realiza anualmente en el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD)3. De igual manera, hay diversos diagnósticos acerca 
de la Seguridad Humana en la región, emitidos por organismos internacio-
nales —como la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS)—, 
en los cuales abordan el cumplimiento de la Seguridad Humana desde los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). 

De la seguridad del Estado a la Seguridad Humana

La Fuerza Pública se encuentra en el centro de la discusión y es: ¿Cómo pasar 
de la seguridad del Estado a la Seguridad Humana —entendiendo esta última 
como un trasplante de un concepto foráneo— o partir de un entendimiento 
local y propio de acuerdo con la realidad que vive el país, sus capacidades y 
líneas de esfuerzo para afrontar los riesgos y amenazas desde esta visión? De 
esta manera, la seguridad ciudadana resulta como una condición necesaria 
para la obtención de la Seguridad Humana, cuyo reto principal es abordar los 
problemas relacionados con la dimensión de la seguridad y las diferentes po-
líticas públicas desde los distintos niveles de Gobierno. En el contexto de la 
seguridad y defensa nacional, la Seguridad Humana requiere el concurso inte-
gral de la Fuerza Pública y la división de trabajo de las entidades e instituciones 
del Estado —compartiendo responsabilidades dentro de un gran espectro de 
intervenciones que lleven a dar respuesta sobre las causas estructurales del 
delito y la violencia—. Pero más allá de una colaboración e integración espo-
rádica o situacional en algunos escenarios, precisa la aplicación del principio 
constitucional de colaboración armónica, que tiene como premisa la inclusión 
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social en múltiples asuntos —la primera infancia, las juventudes, el empleo, la 
educación, el deporte, la vivienda y la seguridad alimentaria—, que, en defini-
tiva, terminan por afectar la seguridad y su percepción y amplificar las causas 
centrales que dan origen a esta. 

Los cambios en materia de política pública tienen por esencia que producir 
mayor bienestar o nivelar la cancha en términos sociales (Bonilla, 2022); por 
consiguiente, se debe hilar muy fino y no confundir los fines con los medios 
[Énfasis fuera del texto]. En el contexto colombiano, los territorios periféricos 
han estado excluidos de la presencia integral del Estado, puesto que, en mu-
chas ocasiones, en estas zonas se ha vivido la intensidad del conflicto y la pre-
sencia del Estado se encuentra con un soldado o un policía. En consecuencia, 
sería un error que la política de defensa y seguridad y la política marco de con-
vivencia y seguridad ciudadana, entre otros —como instrumentos principales 
del modelo de gestión pública territorial desde el orden nacional— presenten la 
política social como un instrumento de la política de seguridad (Acero, 2022).

Conceptos, adaptación y procesos

En la vía de la redefinición de conceptos, conviene desenredar los nudos es-
tratégicos desde los diferentes niveles de gobierno que deben coincidir en la 
visión, los objetivos y el tiempo. La visión de la Seguridad Humana y Paz Total 
deberá concordar con lo anteriormente mencionado y con una serie de ejes 
determinantes —como la adaptación e integración normativa, el desarrollo de 
capacidades y el fortalecimiento de procesos estructurales—. Históricamente, 
el servicio de policía y las operaciones militares han estado enfocadas pensan-
do en un único país y en una única problemática —cuando la realidad es que 
el territorio colombiano tiene márgenes y le ha costado política y militarmente 
la construcción territorial y la consolidación de este (Barreto, 2014)—. La pre-
gunta que deberá guiar la implementación de la Seguridad Humana es si, en 
estricto sentido, esto es nuevo para la Fuerza Pública4; especialmente, cuando 
se cuenta con unas Fuerzas Militares con un carácter civilista definido que ha 
marchado al compás de la subordinación militar al poder civil5 sin dejar de lado 
la naturaleza y la misión constitucional de la Policía Nacional que es eminen-
temente civilista—.

A la fecha, persiste una multiplicidad de cargas y tareas otorgadas a la Fuerza 
Pública directamente por vía normativa, por vía política o porque se han ido 
asumiendo con el paso del tiempo por causa del conflicto. Esto desdibuja en 
ocasiones el rol constitucional y no permite cristalizar la política pública. Segu-
ramente, la planeación de la Seguridad Humana se encontrará con retos ope-
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rativos de no contar con un solo enfoque de la seguridad y defensa por parte 
del orden nacional y local, rigidez en procesos, cambio de mando y la forma 
como se concibe y se diseña la política pública del sector y las capacidades 
y realidades territoriales en la materia. Colombia, a través de la Fuerza Públi-
ca, ha entendido y ha avanzado paulatinamente para entender la seguridad 
como mantenimiento del orden público y el combate de la criminalidad y del 
enemigo ‘interno’ —como lo señala un sector de la academia—6 a una visión 
concentrada en la garantía de los derechos humanos y libertades, el acceso a 
la justicia y la participación ciudadana en el marco de la prevención del delito 
y de la violencia.

A modo de conclusión

Comprender de manera integral el escenario y el teatro de operaciones per-
mitirá tener un diagnóstico adecuado y focalizado para trazar una hoja de ruta 
conjunta de solución y de provisión de servicios estatales; especialmente, con 
los retos y las oportunidades que genera la Seguridad Humana. Ahora bien, es 
necesario distinguir los alcances y su compatibilidad con los diferentes niveles 
de Gobierno —o el sector Defensa, en general— al momento de definir las polí-
ticas. Por ejemplo, el enfoque de la Seguridad Humana —desde su perspectiva 
multidimensional— puede ser compatible con el de la seguridad ciudadana; 
sin embargo, no pasa lo mismo con el de seguridad nacional “[…] que exige el 
reconocimiento de amenazas distintas de las comunes, con creciente proba-
bilidad de afectar la seguridad y la soberanía nacional” (CEDEF, 2014).

En la región, movimientos contra el militarismo y la militarización han sacudido 
las funciones de las Fuerzas Militares y las han puesto en entredicho —al ase-
gurar que ciertas tareas delegadas por el Estado no deben estar en manos de 
los militares—. La Seguridad Humana y la ejecución de sus siete componentes 
podrían acrecentar dicha acusación o polemizar el rol de los militares en tareas 
desarrollistas encomendadas por el Estado; por esta razón, es imperioso defi-
nir los campos de acción —internos y externos—. 

El origen de las inseguridades históricamente en el país se debe a la identifica-
ción de causas estructurales asociadas al delito y violencia que han sido una 
constante en la construcción de Estado colombiano y han estado relacionadas 
con factores y dimensiones —social, económica, medioambiental, sanitaria, 
etc.— en los cuales la Fuerza Pública ha contribuido en gran medida a la Se-
guridad Humana mediante diversos programas —con múltiples denominacio-
nes, rótulos y nombres—7. 
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Notas
1 En términos simples, esta expresión se puede resumir en la frase “la historia importa”. Un espe-
cialista diría que el conjunto de opciones que tiene un agente para solucionar un problema está 
condicionado por las decisiones que se tomaron en el pasado —por muy remoto que este sea—.

2 “Colombia puede posicionarse como un referente tanto a nivel regional como internacional; la 
experiencia adquirida le permitió generar conocimiento en temas que hoy por hoy a la comunidad 
internacional le es difícil manejarlos, la flexibilidad y sensibilidad de las FF. MM. y la facilidad para 
adaptarse a nuevas situaciones, les permiten liderar nuevas estrategias para problemas comunes 
a las naciones” (Pastrana y Gehring, 2019).

3 En la década de los ochenta, Barry Buzan propuso un concepto de seguridad más amplio, ha-
ciendo presente que esta no tiene límites bien establecidos, sino más bien zonas fronterizas que 
la separan de otras disciplinas. En concordancia, estableció que la seguridad era un fenómeno 
multidimensional, ya que se veía afectada en el plano militar y en los ámbitos político, económico, 
social y ambiental (Buzan y Hansen, 2009).

4 Sobre este asunto, vale recordar que las Fuerzas Militares crearon la Comisión Nacional Investi-
gadora de las Causas y Situaciones Presentes de la Violencia en el Territorio Nacional, mediante el 
Decreto 0165 del 21 de mayo de 1958, el cual fue firmado por la Junta Militar de Gobierno (Diario 
Oficial, 1958). Al respecto, Jefferson Jaramillo, autor de diversos estudios sobre las comisiones de 
investigación, comenta que “[…] pese a las limitaciones de la época, la ‘Investigadora’ (como se le 
conoció en su momento) funcionó relativamente bien en medio de la elitista transición pactada, y 
posicionó dos prácticas de trámite importantes. La primera consistió en la firma de micropactos o 
ceses parciales al fuego, mediante convenios, manifiestos y declaraciones de paz con diferentes 
facciones, con el fin de detener el enfrentamiento bipartidista en algunas zonas del país, especial-
mente en el departamento del Tolima, donde estos pactos fueron más comunes, aunque también 
más débiles con el tiempo. La segunda estrategia, consistió en la asistencia social y económica a 
las regiones afectadas” (Jaramillo, 2012).
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Como resultado de las investigaciones realizadas por esta comisión, ya iniciado el proceso de 
Gobierno del Frente Nacional (1958), se crearon organismos importantes —como el Comité Mi-
nisterial de Orden Público, los Tribunales de Conciliación y la Oficina Nacional de Rehabilitación 
(integrada por los ministros de Gobierno, Justicia, Hacienda, Guerra, Salud Pública, Educación 
Nacional y Obras Públicas)— destinados a buscar superar los estragos de la barbarie. Las Fuer-
zas Armadas fueron integradas a las tareas de la pacificación mediante su participación en la 
Comisión Especial de Rehabilitación. De este nuevo organismo harían parte los ministerios de 
Gobierno, Guerra, Hacienda, Justicia, Salud Pública, Educación Nacional y Obras Públicas. Según 
el Decreto 1718 del 3 septiembre de 1958, firmado por el presidente Alberto Lleras, la Comisión 
tenía como función principal adelantar obras de rehabilitación de las regiones afectadas por el 
conflicto. A partir de 1958, la institución militar comienza a participar en la implementación de 
obras —tales como la acción comunal, la reforma agraria y los equipos polivalentes de desarro-
llo— [Énfasis fuera del texto]; además, participan en el Comité Agrario Nacional y en el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA), creados por la administración Lleras (en 1961), con 
el propósito de adjudicar tierras a la población campesina con acompañamiento social por parte 
del Estado (Peña, 1960). Estos complementaban los “proyectos de colonización dirigida por el 
Ejército”, que venían siendo implementados desde principios de los años cincuenta. Las Comi-
siones Seccionales de Rehabilitación —asignadas a los departamentos de Caldas, Cauca, Huila, 
Tolima y Valle del Cauca— estaban integradas cada una por un abogado, un oficial de las Fuerzas 
Militares [Énfasis fuera del texto] y un perito de la Caja de Crédito Agrario (Diario Oficial. Año XCV. 
N.º 29837. 11, diciembre, 1958. p. 3).

5 Uno de los rasgos más pronunciados de las Fuerzas Militares en Colombia ha sido su carácter 
civilista; es decir, la subordinación militar al poder civil. Mientras que en otras naciones de América 
Latina la influencia anticomunista estadounidense sirvió de marco legitimador para que los esta-
mentos militares asumieran directamente el poder, en Colombia, al menos dos factores incidieron 
a fin de que las Fuerzas Militares se mantuvieran subordinadas al poder civil y, por lo tanto, para 
que tal influencia foránea no propiciara el golpismo. En primer lugar, el ‘síndrome Rojas’, es decir, 
el rechazo de los miembros de las Fuerzas Militares de la conveniencia de ejercer directamente 
el poder político. En segundo lugar, sobre todo, la ausencia de una tradición de gobiernos milita-
res a lo largo de la historia republicana, en contraste con la inmensa mayoría de las naciones de 
América Latina (Pizarro, 2017). En relación con el mandato del general Gustavo Rojas Pinilla, los 
partidos políticos, al ver amenazada su hegemonía de poder, propiciaron el final de ese gobierno, 
en 1957, los militares no solo regresaron a sus cuarteles, sino que desde entonces han seguido 
acatando al poder civil (Esquivel y Castaño, 2022).

6 En Colombia, el general Alberto Ruiz Novoa —comandante del Ejército y ministro de Gue-
rra (1960 y 1965)—, influenciado por las tesis del sacerdote dominico y economista francés 
Louis-Joseph Lebret, autor del Estudio sobre las condiciones del desarrollo en Colombia (1958), 
precisó su definición de desarrollismo militar, el cual se caracterizó por su interés en conocer los 
problemas “bajo un enfoque distinto a la tradición de pertenencia ideológica a los partidos” (Villa-
mizar, 2013, p. 291) y “[…] por su visión de que los medios militares se podían poner a disposición 
del mejoramiento económico y social especialmente, de la población campesina, imbuida irrever-
siblemente en un contexto de pobreza, violencia política y desconexión con la institucionalidad.” 
(Gómez, 2015). Contrario a lo que sostienen algunos analistas y académicos, en el Ejército de 
Colombia predominó la escuela desarrollista —en época de golpes de cuartel en América Lati-
na—, en contraste con las doctrinas de seguridad anticomunista impulsadas por EE. UU. (Casta-
ño, 2022). Como señala el coronel (r) Pedro Rojas Guevara, columnista de El Tiempo y experto en 
doctrina militar: “[…] Otra cosa diferente es que, para combatir las amenazas internas, como las 
guerrillas que nacieron en la década de los 60, que fueron mutando en organizaciones terroristas 
y narcotraficantes, el Ejército haya empleado para la conducción de las operaciones una doctrina 
militar contrainsurgente o irregular… que se complementó, revisó y actualizó oportunamente a 
través de la doctrina Damasco desde el 2015” (Rojas, 2022).
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7 Entre otros, vale recordar que “[…] el Ejército Nacional adelantó planes de desarrollo integral, 
los cuales fueron promovidos por el comandante del Ejército, general Ruiz Novoa. En particular, 
el Plan Lazo, el cual se basó en el concepto de desarrollismo militar, subyacente a la misión Le-
bret. Su idea consistía en adelantar una estrategia que permitiera enfrentar los focos de violencia 
de manera integral, es decir, no solamente atendiendo la dimensión armada, sino también con 
acompañamiento del conjunto del Estado, con el fin de enfrentar con efectividad las causas obje-
tivas de la violencia” (Esquivel y Castaño, 2022).
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Introducción 

Las políticas en seguridad y defensa han tenido cambios paulatinos y secuen-
ciales a lo largo de los últimos años. Estos tienen relación con la transforma-
ción de las líneas generales dadas por la llegada del Plan Colombia en el go-
bierno de Pastrana y la consolidación de la Política de Seguridad Democrática 
de la administración Uribe. Desde entonces, cada política de seguridad se re-
clama sucesora de su anterior y han creado una transversalidad en el proceso. 

No obstante, a pesar de los avances en los esfuerzos en la sistematización, 
la política de seguridad aún tiene escollos que deben ser complementados, 
habiendo expertos que afirman el hecho de que aún no se ha consolidado una 
política de Estado en esta materia (Borrero, 2022; Leal, 2022). En este marco 
se presenta un reto del gobierno de Gustavo Petro, el cual se propone hacer 
transformaciones estructurales, pero que debería fijarse en cómo afianzar un 
rumbo en una hoja de ruta.

Propuestas a la Seguridad 
Humana a partir de la 
concepción de doctrina

Farid Camilo Rondón Raigoza
Miembro del Grupo de Investigación en Seguridad y Defensa (GISDE), 
investigador y profesor ocasional de la Universidad Nacional de Colombia. 
Politólogo y candidato a magíster en Estudios políticos.
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El presente texto se propone analizar en forma de un dossier a la Seguridad Hu-
mana en el engranaje establecido, desde el papel que cumple la doctrina en la 
configuración general de la política de seguridad, haciendo énfasis en las opor-
tunidades que tiene la actual administración para una ruta de cambio. Cabe re-
saltar que se parte de la idea de que hay importantes avances en el cumplimiento 
constitucional por parte de la Fuerza Pública —Policía Nacional y Fuerzas Militares 
(Ejército, Fuerza Aérea y Armada)— de sus funciones, los cuales se derivan de los 
aprendizajes acumulados y que deberían persistir en la presente administración.

La doctrina como un asunto prioritario al abordar la seguridad

La doctrina es importante dentro de la definición de la política de seguridad, 
ya que plantea un conjunto de preceptos que guían y armonizan el actuar ins-
titucional, basándose en las enseñanzas previas y otorgándole una cohesión 
al sector de seguridad y defensa (definición adaptada de Rondón, 2021). Esta 
no es un conglomerado de ideas que se encuentren de manera uniforme al in-
terior de la Fuerza Pública, sino que trasciende a las instituciones que la com-
ponen, llegando a vincular a otros aparatos estatales, las perspectivas interna-
cionales y las mismas expectativas de la sociedad.

La definición de la seguridad en el país y del rumbo que va a tomar depende 
de la concepción del Estado (en su gobierno y su burocracia, dentro de la que 
se encuentra la Fuerza Pública) y de la ciudadanía. Esta debe ser clara con las 
problemáticas que se presentan y la manera como se abordan. En ese orden, 
la Seguridad Humana como proyecto tiene que establecerse de manera que 
se comprenda su perspectiva e impacte la forma en la que la seguridad se 
construye socialmente. La transformación desde esta perspectiva surge de un 
cambio cultural, similar al que se propone la Paz Total del Gobierno (Ley 2272 
de 2022; Departamento Nacional de Planeación, 2022).

Asimismo, en cuanto al Estado (en seguridad), su parte burocrática, la cual se 
encuentra principalmente en el brazo de la Fuerza Pública, también tiene una 
serie de aprendizajes y prácticas que buscará que se efectúen. De esta mane-
ra, la Seguridad Humana no debe verse como un componente completamente 
nuevo, puesto que hay un proceso y un cúmulo de acciones que han llevado 
a avances significativos al interior de las instituciones, los cuales deben ser 
tomados en cuenta para examinar la transformación que tendrá este campo.

Desde la campaña presidencial se ha hecho énfasis en la terminación de la 
“Doctrina de Seguridad Nacional” (Equipo de Petro Presidente, 2022); sin em-
bargo, la doctrina no es un asunto que se haya dado en su forma pura y que 
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sea fácilmente encasillable en el país. En contraste, esta tiene matices y se 
transforma a partir de su contexto. Esta no es una perspectiva dada de manera 
teórica que cambia completamente la realidad institucional, por el contrario, 
esta se construye en medio de un proceso con altibajos en el que intervienen 
diferentes posiciones (Rondón, 2021).

En consecuencia, no se presenta la desaparición total de una doctrina y su 
remplazo por otra; sino que pueden persistir variados matices al tiempo en el 
interior de la política de seguridad. Definir que en Colombia se va a presentar 
la Seguridad Humana tal cual como lo establecen las definiciones internacio-
nales es erróneo, esta depende de un proceso de adaptación a las dinámicas 
propias del país (Vargas, 2022; Programa de Naciones Unidas para el Desa-
rrollo, 2011).

La Seguridad Humana en medio de la doctrina de la Fuerza Pública

La Doctrina de Seguridad Nacional, como se denomina a una concepción de 
funcionamiento del Estado y la sociedad que legitima el militarismo, no se apli-
có de manera pura en Colombia (Aparicio, 2003; Leal, 2003). Esta doctrina, si 
bien es un punto de partida, no es la única propuesta para entender a la Fuerza 
Pública y la manera como se ha articulado la seguridad en Colombia, siendo 
una visión limitada. Asimismo, las Fuerzas Militares y la Policía, dependiendo 
de sus funciones, amenazas, relación con los no uniformados y liderazgos, va 
a tener un camino diferente.

De este modo, en el caso de las Fuerzas Militares, se detectan dos líneas 
generales que han marcado la doctrina: 1. Se ha transformado a partir de la 
concepción de las amenazas, pasando de la lucha contra las guerrillas al nar-
cotráfico, siguiendo al terrorismo y, con posterioridad, preparándose para la 
transformación de las mismas en un proceso de posacuerdo. Esto se ha efec-
tuado en una interrelación importante con los planteamientos internacionales. 
2. Se ha mantenido una relación de autonomía y subordinación de los unifor-
mados a los civiles (derivado de la llamada Doctrina Lleras), Vargas, 2010), la 
cual continúa vigente y se ha acentuado al interior de las Fuerzas.

Así, dependiendo del contexto en el que se encuentren, las Fuerzas Militares 
responden de manera específica a las funciones que se les asignan. En dicho 
marco, se realizó desde 2015 un proceso de renovación con la doctrina Da-
masco, la cual tiene una importante contribución al Ejército Nacional, dado 
que pretende profundizar la perspectiva de una Fuerza con estándares inter-
nacionales, multimisión, orientada por los derechos humanos y con un alto 
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compromiso ético (Ejército Nacional de Colombia, 2017a; 2017b). Este cam-
bio tuvo sus altibajos en el gobierno de Iván Duque, lo cual ha retrasado su 
desarrollo (Valencia, 2022).

No obstante, en la nueva administración, este es un lugar de partida crucial, 
dado que sienta puntos de encuentros importantes con la Seguridad Humana 
(definida a partir de lo planteado en el gobierno Petro), tales como: el respeto 
por los derechos humanos, la idea de un Ejército capacitado en la lógica de 
un posconflicto, la búsqueda del desarrollo del individuo, el acompañamiento 
a las comunidades, procedimientos definidos y visibles, entre otros. Un nue-
vo matiz a la doctrina colombiana encuentra un mayor asidero en los rasgos 
comunes; en los que se conectan conceptos ya trabajados como lo es el de 
seguridad multidimensional (González, 2022), en el cual varios de los puntos 
tocados por la actual administración pueden tener sinergias.

En la Policía Nacional ocurre un proceso similar, dado que en esta se encuen-
tran los visos de diferentes doctrinas que inciden en sus miembros al momen-
to de desarrollar sus funciones constitucionales (Rondón, 2021). No obstante, 
desde 1991 hay una tendencia a la transformación autónoma basada en un 
impulso hacia la seguridad ciudadana, la cual contradice parte de los precep-
tos adaptados de la Doctrina de Seguridad Nacional y de la concepción de 
orden público utilizada en el país (Rondón, 2021).

Este proceso genera puntos de encuentro con la Seguridad Humana que abre 
posibilidades al interior de la institución. El hecho de que la misión de la Poli-
cía sea la garantía de los derechos del ciudadano, facilita relaciones con esta 
concepción del Gobierno, abriendo rutas de transformación. Asimismo, un 
relevante enfoque de convivencia y de policías en relación con la comunidad 
(Policía de vecindario), lleva a que se ponga el foco sobre problemáticas que 
trascienden el conflicto armado y que preparan caminos para cambios en el 
actuar de la institución.

De este modo, se afirma que hay una adaptabilidad de la doctrina en Colom-
bia, la cual debe ser aprovechada para la introducción de la Seguridad Huma-
na. Esta no representa un quiebre total con las instituciones; por el contrario, 
puede ser una oportunidad de renovación, la cual potencie procesos previos y 
amplíe el panorama de la manera como se ha entendido la seguridad en el país.
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La Seguridad Humana como un enfoque 
de comprensión de la seguridad

Llevar a cabo el proceso que pretende la administración de Gustavo Petro de-
manda un cambio en la concepción cultural colombiana de entender la se-
guridad. Por lo que en el texto se hace un llamado a visualizar la necesidad 
de una transformación en las condiciones que llevan a que se direccionen de 
determinada forma las políticas de seguridad.

En este sentido, se quieren rescatar dos participaciones claves: primera, las 
autoridades civiles, las cuales tienen que involucrarse de manera permanente 
en los procesos que se llevan en la búsqueda de la mejora de la seguridad y la 
convivencia. Estas han dejado en segunda posición su incidencia dentro de los 
procesos, los cuales deben ser complementarios con el resto de las acciones 
de las instituciones. Para lograr el propósito de la Seguridad Humana, conte-
nido en la Ley 2272 del 4 de noviembre de 2022, es necesario hacer sinergias 
institucionales, las cuales deben partir de una comprensión articulada de la 
seguridad (Rondón, 2022).

Asimismo, como la Seguridad Humana lo demanda, se debe entender que 
el Estado actúa ante problemáticas complejas con diversas causas y conse-
cuencias, por lo que las acciones que se desarrollan en carteras diferentes a la 
de Defensa impactan sus ámbitos de acción. En este aspecto, el reto que per-
siste es doble: por un lado, generar mecanismos de articulación institucional 
que permitan acciones concretas para lograr los objetivos propuestos. Por el 
otro, evitar duplicidad de funciones o el involucramiento de instituciones más 
allá de sus labores constitucionales o las áreas en las que tienen experticia, por 
lo que se deben dar lineamientos claros por parte de la administración.

La segunda participación se basa en la ciudadanía. Esta tiene un rol activo 
en la definición de las políticas de seguridad al interior del país, a partir de las 
demandas que realiza a sus instituciones. En ese orden de ideas, pronuncia-
mientos como el de llegar a ser una “Potencia Mundial de la Vida” o de contar 
el número de vidas salvadas antes que muertes, pasa de manera directa por 
el que la sociedad considere una seguridad amplia que vaya más allá de un 
carácter represivo. De otra manera, esto quedará en discursos que no están 
hechos para la comprensión de parte de la ciudadanía.

Lo anterior es un ejercicio que se debe hacer de manera permanente, dado 
que la Seguridad Humana es planteada a largo plazo. Asimismo, este cambio 
cultural pasa por el reconocimiento de los enfoques diferenciales, diversos, 
étnicos, raciales e interseccionales, viendo la manera en la que la seguridad 
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es una problemática que se articula de distintas formas, dependiendo de los 
territorios y las comunidades.

La importancia de delimitar la Seguridad Humana

Una de las preocupaciones que quedan al momento de adoptar un marco de 
principios para la definición de una política de seguridad tiene que ver con lo 
acotado del enfoque que se maneja. La Seguridad Humana consta de una im-
portante ambigüedad (González, 2022) y dificultad al momento de ponerla en 
práctica (Rondón, 2022); lo cual se ha acompañado con una falta de dirección 
que se refleja en las Bases del Plan Nacional de Desarrollo (Departamento Na-
cional de Planeación, 2022) ante la amplitud de la propuesta que se plantea.

De esta manera, se sugiere al Gobierno dar unos fundamentos claros de lo 
que se entiende por tal precepto y las acciones concretas que va a tener la 
cartera de Defensa para contribuir a lograr los objetivos. Solo de esta forma se 
puede llegar a aterrizar una visión que impacte a la Fuerza Pública, al resto de 
la institucionalidad estatal y a la ciudadanía en general, para que se cambie la 
manera como se producen las políticas. El concepto de Seguridad Humana es 
mundialmente conocido por los expertos en las temáticas, pero es necesario 
darle una apertura bajo un acercamiento colombiano.

Asimismo, uno de los retos que tiene la administración es mirar la forma en 
la que este nuevo enfoque va a transformar la formulación, implementación y 
evaluación de la política de seguridad a establecerse. Esto se afirma haciendo 
la especial recomendación de hacer cambios paulatinos, teniendo en cuenta 
que este es un sector donde transformaciones abruptas pueden llevar a rom-
pimientos de procesos previos.

Conclusiones

La Seguridad Humana no debe tomarse como una concepción exclusiva del 
ejecutivo nacional representado en el presidente y en el Ministerio de Defen-
sa; por el contrario, esta constituye las bases de un proyecto en mediano y 
largo plazo, el cual se sugiere que tenga dentro de su pretensión impactar al 
conjunto de las instituciones del Estado y a la ciudadanía. El aislamiento o en-
cerramiento de este término dentro de los círculos de expertos puede llevar a 
un fracaso de la perspectiva que maneja la administración para sus objetivos 
en la materia.
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Asimismo, la Seguridad Humana tiene la posibilidad de articularse con los 
procesos previos llevados a cabo por las instituciones. Este no es un ejercicio 
que se empieza desde cero, al contrario, se presentan avances que pueden 
servir como base al momento de encauzar las reflexiones en la nueva concep-
ción política. En el caso de la Fuerza Pública, es fundamental hacer una revi-
sión institucional y comprender la manera en la que lo trabajado en la Doctrina 
Damasco, la seguridad ciudadana, la seguridad multidimensional, entre otros 
términos, puede llegar a complementarse con la nueva visión propuesta.

El no abandonar los aprendizajes y construir a partir de los logros alcanzados 
es fundamental para generar avances en un nuevo planteamiento de la segu-
ridad, que constituya una base de principios y que sirva de guía para el actuar 
institucional (a modo de doctrina). La oportunidad de establecer lineamientos 
novedosos se encuentra sobre la mesa; no obstante, los esfuerzos necesarios 
para alcanzar la articulación propuesta y definir una política pública de segu-
ridad son amplios. En esta medida, la Seguridad Humana puede ser la punta 
de lanza para que Colombia cambie las formas en las que se han definido y de-
sarrollado estas temáticas; sin embargo, esta necesita primero obtener mayor 
definición, filo y apoyo para lograr una transformación estructural.
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Hablar de seguridad en el contexto latinoamericano remite lamentable-
mente a fuertes hilos históricos de dictaduras, guerrillas, crimen organi-
zado y rentas ilícitas, como el narcotráfico, el tráfico de armas, la trata de 
personas; y procesos delincuenciales, como la extorsión, el secuestro y el 
control territorial.

El trazado acumulativo de políticas en seguridad fallidas en países en desa-
rrollo, se debe en gran parte a que han sido medidas desde lo económico, 
pero con trasfondos políticos de las potencias mundiales más que de se-
guridad pura. Fue precisamente esta práctica la que dejó a los países del 
continente de las aves1 en una encrucijada que muy bien se define desde 
la Universidad de Navarra en el artículo del diario La Vanguardia de marzo 
de 2020, así: 

Seguridad Humana
Una concepción del cuidado integral de 
la ciudadanía desde el Estado social

Andrés Camilo Nieto Ramírez
Analista en Seguridad de la Universidad Central. Comunicador Social y Periodista 
de la Universidad Central. Post. Investigación Periodística de la Universidad de La 
Habana. Especialista en Gerencia en gobierno y gestión pública de la Universidad de 
la Tadeo Lozano. Magíster en Investigación social interdisciplinaria de la Universidad 
Distrital. Candidato a doctor en Estudios sociales de la Universidad Distrital.

El concepto de Seguridad Humana no reemplaza, ni subestima las condi-
ciones clásicas de la seguridad, más bien las complementa. La Seguridad 
Humana se preocupa y ubica el centro de la seguridad en las personas y las 
comunidades más que la seguridad tradicional del Estado. La Seguridad 
Humana incluye amenazas que no siempre se han calificado como, tales 
como los desastres naturales o las crisis alimentarias. Su consecución in-
cluye la protección de la persona y su potenciación (brindarle los medios 
para desarrollarse por sí misma). La Seguridad Humana implica que las 
personas deben vivir libres de necesidad y libres de temor. (Rojas, 2012)
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Durante la segunda mitad del siglo xx, América Latina se convirtió en el 
campo de juego de Estados Unidos y la Unión Soviética. Estas dos poten-
cias quedaron enfrentadas tras la Segunda Guerra Mundial (1939-1945) y, 
durante décadas, intentaron imponer su modelo político a otros países: el 
sistema capitalista frente al modelo comunista. (Navarra, 2020)

La desaparición lenta del fantasma de una posible tercera guerra mundial —en 
la que las armas químicas eran el principal protagonista de una novela entre los 
modelos económicos que intentaron imperar (con aplastamiento definitivo por 
parte del capitalismo), el principal mecanismo de adoctrinamiento desde el con-
cepto de una guerra fría— estuvo ligada a una serie de asesorías por Estados 
Unidos a los países aliados, fundamentando la seguridad como un modelo de 
protección de fronteras y soberanía desde el equipamiento, dotación y fortale-
cimiento militar que se denominó “seguridad nacional”.

Las orientaciones dadas por Estados Unidos en materia de seguridad para 
Latinoamérica se basaron en el miedo a una posible pérdida de liberad adqui-
sitiva, lo que incentivó a que Colombia adhiriera esfuerzos a ideas como la Es-
cuela de las Américas, desde donde se impulsaron inversiones superiores en 
militarización y armamento, en comparación con lo referente a salud y edu-
cación. A la postre, la colombianidad no tuvo un comportamiento diferente y 
prestó importante mirada a replicar estas acciones, sin contemplar que a la 
par de dicho enfoque, al interior del país, las olas de violencia y hechos como 
el Bogotazo, ya empezaban a alimentar el patrioterismo y las excluyentes for-
mas de ver al otro en regionalismos extraños pero palpables que configuraron 
un riesgo más interno que externo.

Es menester traer al ruedo ese marco referencial, pues la segunda mitad del 
siglo XX en América Latina lleva inexorablemente a observar consecuencias de 
planes de desarrollo desde líneas como la doctrina Monroe que, desde 1823 
en sintonía dispar con una “América para los americanos”, trajo a mediano 
plazo situaciones económicas y políticas que de manera indirecta llevaron al 
ruedo nombres como “José Antonio Páez (Venezuela), Anastasio Somoza (Ni-
caragua), François Duvalier (Haití), Rafael Leonidas Trujillo (República Domi-
nicana), Aparicio Méndez (Uruguay), Hugo Banzer (Bolivia), Juan Velasco Al-
varado (Perú), Humberto Branco (Brasil), Tiburcio Carías Andino (Honduras), 
Carlos Castillo Armas (Guatemala) o Porfirio Díaz (México)” (El tiempo, 2021).

Para el caso de Colombia, desde dos décadas atrás ya se empezaban a gestar 
las consecuencias de un modelo de sociedad en la que la indignación frente a 
un Estado que no brindaba garantías de calidad de vida terminó por propiciar 
el levantamiento y toma de armas de la sociedad civil, para la conformación de 
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grupos insurgentes, al margen de la ley y las guerrillas a finales de los cincuenta 
y principios de los sesenta.

Fue en medio de las condiciones particulares de cada territorio en Latinoamé-
rica, que se empezaron a desarrollar desde la praxis, pero en su mayoría desde 
la noción de “seguridad nacional” más de 20 conceptos de seguridad: seguri-
dad personal, comunitaria, democrática, contextual, natural, geográfica, inte-
gral, ciudadana, industrial, remasterizada y hasta planetaria, entre otros.

El asunto problemático en esa variedad de conceptos es que, al final, si bien ya 
abarcaban un poco más que inversiones en armamento, aún no concebía en 
el centro de las acciones a las personas y su cuidado, desconociendo una fór-
mula de la seguridad desde lo micro hasta lo macro. En otras palabras, quizás 
el éxito de la nueva conceptualización de la seguridad era invertir la fórmula de 
la seguridad nacional, de manera que, si la persona se siente segura, su núcleo 
afectivo lo estará, su familia, comunidad, grupo, zona, ciudad, municipio, de-
partamento, región y país.

En cualquier caso, y al otro lado del globo, las preguntas problematizadoras 
sobre las otras formas en las que se debía concebir la seguridad para el siglo 
XXI, ya se venían gestando, frente a nuevos paradigmas de seguridad relacio-
nados con variables que sobrepasaban ejércitos y que planteaban la seguri-
dad —o inseguridad— como una consecuencia de factores de calidad de vida 
de la ciudadanía en los territorios.

En ocasión a ello, en Noruega, se inició con la promulgación del concepto de 
Seguridad Humana en 1989, que fue reforzado por Naciones Unidas en 1994 
y que enseguida se desarrollaría en la resolución 60/1 del 2005 para terminar 
por ampliarse en el documento La Seguridad Humana en las Naciones Unidas 
(ONU, 2006).

El concepto de la Seguridad Humana replanteó el hecho de que la Fuerza Pú-
blica es la única ala del Estado que está directamente ligada a seguridad y, en 
contraste, contempló que, para que una persona se sienta y esté segura, debe 
tener resueltas siete dimensiones: economía, salud, educación, vivienda, am-
biente, comunidad y legalidad.

Pensar que la seguridad es una consecuencia de que se presten o no garantías des-
de el Estado que sobrepasan a las Policías, Ejércitos y armamentos, pasa por incluir 
en la fórmula, un principio de corresponsabilidad entre ciudadanos, pues es ello lo 
que permite generar estrategias de desarrollo comunal en las cuales el Gobierno 
identifica potencialidades sociales desde el tejido social y el desarrollo humano.
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Ahora bien, si la Seguridad Humana concibe el cuidado del ser en una lógica 
de vivir en paz, sin miedo y con garantías sociales de calidad de vida, requiere 
de un macroesfuerzo para reunir el conocimiento de dinámicas territoriales y, 
en general, procesos sociales de base que reconozcan y validen la participa-
ción de todos los sectores del Gobierno con metas de previsión, prevención y 
control, siempre asegurando un modelo de objetivos e indicadores que res-
pondan a planes para garantizar derechos humanos a partir de circunstancias 
de vida dignas y decentes, es decir: “con acceso a condiciones de igualdad a 
bienes como la vivienda, la expresión, la salud y el trabajo” (Herrera, 2005).

La Seguridad Humana es entonces en efecto un concepto teorizado, parame-
trizado y modelado que no se puede de ninguna manera simplificar a un dis-
curso estacionario de un gobernante de turno, sino que debe instalarse como 
una mirada de Estado-Nación a mediano y largo plazo, en el que el centro de la 
atención y acción sea el derecho a la vida, no por el simple hecho de vivir, sino 
en condiciones de vida digna enmarcada en la significación de integralidad 
con enfoque diferencial y velando por la dignidad humana.

Si la Seguridad Humana se centra en la vida digna y la garantía de la misma, en 
palabras de Heredia (2004), es necesario tener:

[...] un nuevo significado de la dignidad, como realización de las potencia-
lidades básicas de la vida humana, quien consigue esta realización puede 
tener una vida digna, a quien se le impide, no logrará un nivel que pueda 
llamar digno del ser humano. Por tanto, es necesario atender no sólo a los 
principios sino a las condiciones de su realización.

La protección y la garantía de la vida digna deben velar por la satisfacción total 
de las necesidades básicas de la ciudadanía, como fundamento del cumpli-
miento de la garantía de los derechos humanos.

Si un Gobierno y ojalá un Estado le apuesta al concepto integral de la Seguri-
dad, debería avanzar en cocrear rutas y protocolos de atención con Seguridad 
Humana, en donde se garantice la atención eficiente, oportuna y eficaz de los 
servicios a cargo del Estado, lo que conllevaría a impulsar un cambio estruc-
tural en las instituciones para la obtención de justicia, equidad y accesibilidad, 
en donde los sectores en interrelación le atiendan todas las necesidades a la 
ciudadanía y ataquen las causas de vulnerabilidad de las personas. Esos pro-
tocolos deberán evitar que el ciudadano, por ejemplo, simple, tenga que efec-
tuar un registro para cada entidad a la que llega por un tema particular como 
salud y educación, o que no tenga acceso equitativo a servicios que permitan 
su desarrollo integral.
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Sin embargo, el sueño teórico de la Seguridad Humana podría verse atascado 
por las figuras gubernamentales de las entidades de los gobiernos latinoame-
ricanos, en donde el día a día delictivo oculta la posibilidad de planeación es-
tratégica para mejora de las condiciones a largo plazo, y en donde la reacción 
operativa de las autoridades uniformadas de policía, pareciera que invita a ce-
rrar los ojos al resto de sectores del Gobierno responsables de la calidad de 
vida de las ciudadanas y los ciudadanos.

Si la inseguridad no solo es un problema de pérdida de bienes o percepción de 
inseguridad, y se trata en el fondo de una variable trasversal a los sectores de 
vivienda, educación, salud, empleo y hasta deporte, en la medida en que no se 
mejoren las ofertas y coberturas institucionales, aparecerán cada vez más obs-
táculos para el desarrollo económico y social de las personas en un territorio.

El problema se convierte en una bola de nieve, en la medida en que cuanto 
más tiempo pasa sin medidas efectivas que permitan la reducción de los pro-
blemas de raíz que generan las violencias e incidencia de delitos, más espe-
cializadas serán las formas de actuar de las que se han denominado desde 
la Universidad Central: “Empresas dedicadas a delinquir”, refiriéndose a ban-
das delincuenciales que han especializado su actuar con perfeccionamiento 
de procesos logísticos, administrativos, de ataque, dotación en armas y hasta 
capacitación a los delincuentes para que puedan burlar la ley. Llevando a que 
toda la atención en seguridad se quede en esa punta del iceberg pero no en las 
razones estructurales por las cuales el delito en rentable.

Llegar a detener la circulación creciente de esa bola de nieve debe contem-
plar un concepto poco tratado en seguridad y ya mencionado anteriormente: 
“previsión”, siendo esta, un paso anterior a la prevención y que consiste —en el 
marco de la Seguridad Humana—, en la identificación de factores —por medio 
de lecturas de realidades— que facilitan monitorear las condiciones que tienen 
consecuencias en violencias, delincuencia o crimen, pero que anidan en lo so-
cial, histórico, político y económico. Con ese ejercicio desde todos los secto-
res del Estado y no solo desde la Policía, se debe propender al fortalecimiento 
de capacidades y competencias para la toma de decisiones de Gobierno. De 
esta manera se logrará disminuir el riesgo y la vulnerabilidad de la ciudadanía 
en las seis dimensiones de la nueva seguridad.

En resumen, pensar en Seguridad Humana requiere de una política pública 
integral que permita previsión y prevención de violencias, que investigue ca-
denas delictivas, optimice recursos, empodere a la ciudadanía, promueva la 
cultura ciudadana y, sobre todo, lleve estos debates a la sala de la casa de 
cada uno de los tomadores de decisiones y del ciudadano del común, salas 
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en las que se sientan, según cifras del Instituto Nacional de Medicina Legal 
de Colombia, el 86 % del total de abusadores sexuales de menores de edad, 
victimarios que en ese porcentaje están en el entorno familiar o comunitario. 

De allí que la Seguridad Humana inicia en una mirada de política de Estado y 
no solo de Gobierno, que debe permear cada hogar, llevando a garantizar que 
las personas cuenten con las condiciones necesarias, evitando que la vida de 
las ciudadanas y los ciudadanos se diluyan en el día a día de la sobrevivencia, 
para pasar a que cada individuo pueda confiar en que hay un Gobierno que le 
garantiza vida digna y necesidades satisfechas. De ser así, el ciudadano podrá 
enfocarse en fomentar la cohesión por medio de redes de afecto, protección 
a los niños, niñas y adolescentes, mitigación del consumo problemático de 
drogas y, a la vez, cambio en comportamientos culturales generalizados y na-
turalizados. Por ejemplo, la compra de celulares de dudosa procedencia, en la 
medida en que, mientras los ciudadanos sigan comprando celulares, bicicle-
tas o autopartes de vehículos hurtados, se va a seguir alimentando el mercado 
ilegal de este delito que deja ciento de muertes cada año en Latinoamérica y 
que hace que sea rentable delinquir y, por ende, que toda la atención estatal se 
ocupe de intentar capturar cada vez más delincuentes, sin esquemas y accio-
nes de fondo para transformar y cuidar lo humano.
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Notas
1 “América es el continente de las aves, con una presencia de más de 7000 especies de las 10 000 
que se estima que hay en todo el mundo y el conocimiento que aporta la región marca estrategias 
de conservación para otros continentes", explicó a EFE Amiro Pérez-Leroux, director regional de 
Birdlife International (América, 2013)
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En el debate público y las intervenciones de los candidatos presidenciales del re-
ciente proceso electoral, los temas relacionados con la seguridad interna y exter-
na del país ocuparon un lugar extrañamente secundario. Un vacío sorprendente 
pues no solo la violencia interna no ha cesado, a pesar del proceso de paz con las 
FARC, sino que el entorno geopolítico del país se ha tornado muy agitado. 

Basta señalar que la frontera colombovenezolana se ha convertido hoy en la 
más sensible del continente americano en el marco de la denominada “nueva 
guerra fría”, el renacer de un mundo bipolar que enfrenta a Occidente con la 
dupla Moscú-Pekín y sus aliados, que está poniendo en riesgo el más desea-
ble mundo multipolar que se había ido gestando en las últimas tres décadas 
tras el fin de la Guerra Fría.

La guerra de Ucrania ha significado, ni más ni menos, el fin de la posguerra Fría 
y la emergencia de un mundo más inestable y peligroso pues, más allá de los 
múltiples conflictos armados que sacudieron al mundo en las últimas tres dé-
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hoy en Colombia*
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cadas (Irak I y II, Siria, Afganistán, etc.), hoy se hallan involucradas de lleno las mayores 
potencias militares y nucleares del mundo (Economist Intelligence Unit [EIU], 2022).

Colombia no es ajena a esta agitación global. En los últimos meses han ocurri-
do al menos cinco hechos que muestran la creciente significación de nuestro 
entorno geopolítico.

1.	 En enero de 2022, el viceministro de Relaciones Exteriores de Rusia, Ser-
guéi Riabkov, hablando de Ucrania y la OTAN, no descartó el posible des-
pliegue de una "infraestructura militar" en Cuba, Nicaragua y Venezuela, 
países que habían reafirmado su “asociación estratégica” con Rusia.

2.	 Pocas semanas más tarde se produjo la sorpresiva propuesta del presi-
dente de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado de EE. UU., el 
demócrata Bob Menéndez, de presentar un proyecto de ley bipartidista 
para acordar con Colombia su carácter de aliado estratégico de EE. UU. 
por fuera de la OTAN (Major non-NATO Ally o MNNA).

3.	 En marzo se llevaron a cabo maniobras navales en el Caribe con participa-
ción de Colombia, Francia y EE. UU., incluso con presencia de un submari-
no con capacidad nuclear.

4.	 Poco después se inició una movilización de tropas venezolanas en el es-
tado de Apure, fronterizo con Arauca y Vaupés, denominada “Operación 
Escudo Bolivariano”, la cual superó la movilización de tropas que ordenó 
Hugo Chávez tras la Operación Fénix en Ecuador en 2008 contra el cam-
pamento de Raúl Reyes.

5.	 Finalmente, a mediados de junio de 2022, el presidente de Nicaragua, Da-
niel Ortega, envió a la Asamblea Nacional, controlada por el partido de Go-
bierno, el Decreto Presidencial 10-2022. En dicho documento se solicita 
una autorización para el ingreso al país de tropas, naves y aeronaves de las 
FF. AA. de Rusia a partir del 1 de julio de 2022 para ejercicios de distinto 
orden, al lado de tropas de Cuba, Venezuela y México (Infobae, 2022).

Estos movimientos en nuestro entorno geopolítico causan mucha preocupa-
ción, no solamente por la adhesión de Bogotá y Caracas a dos bloques inter-
nacionales cuyas tensiones se acrecientan día a día, sino igualmente debido a 
los esfuerzos del ELN, las disidencias de las FARC, las FARC Nueva Marqueta-
lia de Luciano Marín (“Iván Márquez”) y las FARC Ejército del Pueblo, lideradas 
hoy por Néstor Gregorio Vera (“Iván Mordisco”), por configurar en la frontera 
común un “santuario estratégico”.
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El entorno internacional de Colombia y sus riesgos

Las tensiones diplomáticas entre Washington y Caracas comenzaron poco 
después de la elección de Hugo Chávez y se recrudecieron como consecuen-
cia del frustrado golpe de Estado encabezado por el empresario Pedro Car-
mona, en abril de 2002. Chávez sostuvo que este golpe gozaba del respaldo 
de Washington, y desde entonces las relaciones se fueron agrietando hasta 
llegar a la ruptura de relaciones diplomáticas el 23 de enero de 2019, tras el 
reconocimiento de Juan Guaidó como presidente legítimo y las constantes 
afirmaciones de Donald Trump sobre la necesidad de derrocar al gobierno bo-
livariano.

En este tenso clima, gracias la bonanza petrolera mundial de aquellos años, 
Venezuela entró en una carrera armamentística sin antecedentes, cuyo costo 
osciló entre 5000 y 7000 millones de dólares, para la adquisición de veinti-
cuatro superbombarderos Sukhoi (Su-30Mk2), helicópteros de combate Mi-
35M, tanques, fragatas, misiles tierra-aire, etc. Los doce sistemas antiaéreos 
S-300 VM Antey 2500 que adquirió Venezuela en 2013 son muy superiores a 
los que disponían Sadam Hussein en Iraq, Muamar al Gadafi en Libia o Slobo-
dan Milošević en la antigua Yugoslavia y, obviamente, los talibanes en Afga-
nistán. Además, se adquirieron 5000 sistemas antiaéreos portátiles altamente 
sofisticados. No es de extrañar, por tanto, que Venezuela fuese considerada 
en aquellos años (2004-2013) como una “potencia regional secundaria en as-
censo” (Suárez y Ardila, 2021, p. 175).

Esta carrera armamentística produjo una alta incertidumbre en nuestras FF. 
MM., inmersas desde hace décadas en un conflicto armado interno, pues 
implicó un hondo desequilibrio en armas convencionales (8 a 1) y un clásico 
“dilema de seguridad” entre ambas naciones, con todos los riesgos que este 
conlleva: desconfianza sobre las intenciones reales del vecino, búsqueda de 
aliados para contrarrestar una eventual agresión, etc., es decir, un clima de pa-
ranoia que termina ahogando o dificultando las voces más serenas de la diplo-
macia (Tokatlian, 2010).

Esta preocupación se convirtió en alarma cuando, tras la Operación Fénix en 
Ecuador, Hugo Chávez no solo rompió relaciones diplomáticas con Colombia, 
sino que movilizó tropas, tanques y aeronaves a la frontera común. La frase 
que Chávez pronunció en aquella ocasión, dirigida a Uribe, fue contundente: 
“Ni se le ocurra hacer eso en Venezuela. Le mando unos Sukhoi, compañero”.

La reacción de Colombia no se hizo esperar. El 30 de octubre de 2009, el 
entonces canciller de Colombia, Jaime Bermúdez, y el embajador William 
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Brownsfield firmaron el polémico “Acuerdo Militar de Colombia y Estados Uni-
dos”, el cual le permitía a estos últimos tener presencia en siete bases militares 
del país: Palanquero, Apiay, Bahía Málaga, Tolemaida, Malambo, Larandia y 
Cartagena. La idea del Gobierno en aquel entonces era conformar un “para-
guas de disuasión defensivo” frente a la superioridad militar de Venezuela en 
armas convencionales. Sin embargo, la reacción negativa en América Latina, 
así como la declaración de inexequibilidad por parte de la Corte Constitucio-
nal, argumentando que todo tratado según la Constitución debía ser aprobado 
por el Congreso, hizo trizas este acuerdo.

No obstante, el nuevo mandatario, Juan Manuel Santos, no desistió de la idea 
de conformar ese “paraguas de disuasión defensivo”, como opción para no 
entrar en una catastrófica carrera armamentista que, como le ocurriría a Ve-
nezuela, coadyuvó a su colapso económico. En efecto, desde 2011 el gobier-
no Santos inició trámites en Bruselas para articularse como socio global de la 
OTAN, lo cual logró siete años más tarde, convirtiendo a Colombia en el no-
veno país que adquiría ese estatus (al lado de Australia, Corea del Sur, Japón, 
Nueva Zelanda, Pakistán, Afganistán, Mongolia e Irak), el único de América La-
tina, gracias al voto por unanimidad de los entonces veintinueve miembros de 
esta alianza militar. El acuerdo, que suscribió Santos en Bruselas el 31 de mayo 
de 2018, causó asombro, pues desde hacía muchos años Argentina venía so-
licitando esta condición (Fidanza, 2022) y Brasil, la mayor potencia militar de 
América Latina, no lo había logrado a pesar de las gestiones de Donald Trump 
(Blasco, 2019).

Como se sabe, ser socio global de la OTAN no significa ser miembro de la 
organización ni implica, por tanto, la obligación de responder en caso de agre-
sión a uno de sus miembros en el marco del pacto de defensa colectiva —la 
cual está reservada, según el artículo 10 del texto original, para las naciones 
de Europa, Estados Unidos y Canadá—, pero otorga un estatus privilegiado 
para la adquisición de equipos, formación e investigación.

¿Por qué la OTAN privilegió a Colombia por encima de naciones como Brasil 
o Argentina? A mi modo de ver, se trataba de un acuerdo mutuamente bene-
ficioso. Por un lado, la OTAN obtenía una oportunidad de oro para aprovechar 
las experiencias de nuestras FF. AA. en la guerra de contrainsurgencia, dado 
el predominio actual de las llamadas “guerras asimétricas e híbridas”, en con-
traste con las guerras interestatales del pasado. Por otro, Colombia conseguía 
un mecanismo para fortalecer su seguridad nacional en un enrarecido entorno 
regional.
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Cuatro años más tarde, el 23 de mayo de 2022, Joe Biden firmó el memorando 
que designaba a Colombia como uno de los diecinueve aliados estratégicos 
de EE. UU. por fuera de la OTAN, entre los cuales se hallan otras dos naciones 
latinoamericanas: Argentina (1998) y Brasil (2019). Esta alianza conlleva, ante 
todo, intercambios en el plano militar (adiestramiento, información, etc.), apo-
yo financiero y, de manera creciente, una lucha compartida en el terreno de la 
cyberwar (“guerra en redes”), que se ha convertido en un espacio inédito de la 
confrontación global.

Sin duda, Colombia se encuentra desde una perspectiva geopolítica en una 
situación privilegiada, pero al mismo tiempo llena de riesgos. Basta señalar 
cinco rasgos que ayudan a explicar su articulación con la OTAN y su vínculo 
estratégico con Washington:

1.	 Su cercanía al canal de Panamá, que constituye —junto con el estrecho de 
Gibraltar, el canal de la Mancha, el canal de Suez y el estrecho de Malaca— 
uno de los ejes de tránsito del comercio mundial.

2.	 Es la única nación bioceánica de América del Sur, con amplias costas tan-
to en el océano Pacífico como en el Atlántico a través del mar Caribe. Es 
decir, goza de una interconectividad marítima privilegiada, gracias a su ac-
ceso a los dos mayores océanos, una condición que solo tienen veintiún 
naciones en el mundo.

3.	 Tiene fronteras, ya sea marítimas o terrestres, con once naciones, lo cual 
es muy poco común. Ante todo, su presencia en el Caribe tiene un enorme 
peso, debido a que las tres naciones que desafían la hegemonía de Was-
hington en la región están todas localizadas en nuestro entorno geopolíti-
co: Cuba, Nicaragua y Venezuela.

4.	 Es la última nación del mundo occidental —tras los acuerdos de paz en El 
Salvador (1992), Guatemala (1996) e Irlanda del Norte (1998) y la decisión 
de ETA de abandonar la lucha armada en el País Vasco español (2012)— en 
la cual persiste un conflicto armado interno.

5.	 Finalmente, tal como ya mencionamos, la frontera colombovenezolana es 
hoy la más sensible del continente.
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La ruptura de las relaciones diplomáticas con Venezuela y Nicaragua

Esta articulación a la OTAN coincidió con un agravamiento al máximo de las 
tensiones entre Bogotá y Caracas, las cuales culminaron con la decisión de 
Juan Manuel Santos de retirar, en enero de 2018, al entonces embajador, Ri-
cardo Lozano. Posteriormente, el 23 de febrero de 2019, se produjo por de-
cisión de Nicolás Maduro la ruptura total de las relaciones diplomáticas. Este 
fue el resultado de un cúmulo de hechos: en primer lugar, la conformación del 
Grupo de Lima, el 8 de agosto de 2017, y el posterior reconocimiento de Juan 
Guaidó, el 23 de enero de 2019, “como presidente encargado de la República 
Bolivariana de Venezuela”; en segundo lugar, la demanda presentada por el 
Gobierno colombiano contra el Gobierno vecino ante la Corte Penal Interna-
cional (CPI) por crímenes de su jurisdicción; por último, el lanzamiento, el 22 
de marzo de 2019 y con apoyo de nuestro país, del Foro para el Progreso de 
América del Sur (Prosur) como alternativa a la Unión de Naciones de Sudamé-
rica (Unasur), que ha sido relegada al aislamiento con solo cuatro de los doce 
miembros que la fundaron (Bolivia, Guyana, Surinam y Venezuela).

Los consulados en Colombia y Venezuela fueron clausurados, lo que dejó to-
talmente desprotegidas a las comunidades de ambas naciones. Un absurdo. 
Ni en la peor época de la Guerra Fría, Washington y Moscú dejaron de utilizar 
el famoso “teléfono rojo” (Hot Line), que fue clave desde su instalación el 20 
de junio de 1963 para evitar una escalada militar potencialmente catastrófica.

En nuestro caso, desaparecieron todos los instrumentos binacionales, tales 
como la Comisión de Vecindad o el Comité Empresarial Binacional. Incluso 
desapareció un organismo tan importante como la Comisión Binacional Fron-
teriza (Combifron), que fue acordada en Caracas el 6 de mayo de 1994 por los 
ministros de defensa Rafael Pardo y Rafael Montero, conformada por cuatro 
oficiales en representación de ambas naciones para discutir temas de seguri-
dad de interés común.

Se trata, sin duda, de una situación muy negativa. Hasta el último día del go-
bierno de Iván Duque carecimos de embajador en las dos naciones con las 
cuales todavía mantenemos diferendos en la delimitación marítima —Nicara-
gua, en torno a San Andrés y Providencia, y Venezuela, sobre el golfo de Co-
quivacoa (o golfo de Venezuela, para nuestros vecinos)—. Si Ricardo Lozano 
fue retirado en enero de 2018, Alfredo Rangel fue expulsado por el gobierno 
de Daniel Ortega en febrero de 2022 (Gil, 2022). Es decir, en ambos casos, se 
superponen unas relaciones diplomáticas hostiles con problemas de delimita-
ción fronteriza no resueltos. Un escenario indeseable.
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Fronteras porosas o la presencia precaria del Estado

Es clave resaltar que, entre las 311 fronteras terrestres que existen actualmen-
te en el mundo, la frontera colombovenezolana ocupa el 17.° lugar (2219 km); 
la de Brasil-Colombia, el 31.° (1645 km) y la de Perú-Colombia el 32.° (1626 
km). O sea, en términos simples, Colombia tiene tres de las mayores fronte-
ras terrestres del mundo (Pizarro, 2020). Y aunque las fronteras con Panamá y 
Ecuador no son tan extensas, las cinco tienen algo en común, además de una 
enorme complejidad geográfica: salvo en algunas zonas, un enorme abando-
no estatal. Todas están plagadas de “rutas clandestinas” para el tráfico de per-
sonas, contrabando, drogas ilícitas, metales valiosos y armas ligeras.

Colombia, como decía el general Julio Londoño —padre del excanciller del 
mismo nombre— es una “nación sin conciencia geográfica”, a lo que podría-
mos añadir que es, igualmente, una nación con escasa conciencia geopolítica 
y geoestratégica. Eso es altamente preocupante pues, además de la enorme 
extensión y complejidad de nuestras fronteras terrestres, debemos recordar 
que nuestro territorio marítimo —distribuido entre la región Caribe insular, la 
región Caribe continental y la región Pacífica— equivale al 44.85 % del terri-
torio emergido, continental e insular. Se trata de 928 660 km², de los cuales 
589 560 km² están en el mar Caribe y 339 100 km², en el océano Pacífico1, a 
lo largo de 12 de los 32 departamentos del país. Colombia dispone de 4171 
km de línea de costa; 2582 en el Caribe y 1589 en el Pacífico. En el PND 2018-
2022, Pacto por Colombia, pacto por la equidad, por primera vez se incluyó a 
los océanos como un activo estratégico para el desarrollo nacional. Es indis-
pensable avanzar más por esta vía.

Colombia, además, goza de una gran riqueza fluvial, la cual incluye 136 ríos 
principales que abarcan 15 744 km, de los cuales 12 660 son navegables. 
Además, nuestra nación es una de las diez potencias mundiales por km³ de 
agua dulce, un recurso cada día más escaso y, por tanto, estratégico. Si bien 
el 70 % de la superficie del planeta está cubierta de agua, el 97.5 % es salada. 
Es decir, solo tenemos 2.5 % de agua dulce, pero disponible solamente hay un 
0.07 %, pues el resto se encuentra en los glaciares (El Ágora, 2021).

La porosidad de las fronteras terrestres, así como el descuido de mares y ríos 
(que en muchas ocasiones se constituyen en autopistas sin control para ac-
ciones criminales), le ha permitido al ELN, y en menor medida a las dos disi-
dencias de las FARC, disponer de una fuerte presencia en la frontera colom-
bovenezolana. Coincidimos plenamente con la analista venezolana de temas 
militares Rocío San Miguel cuando sostiene que lo que pasa en la frontera ve-
nezolana tiene un impacto en la frontera colombiana. Las guerrillas que operan 
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de uno y otro lado tienen carácter binacional, de manera que sin coordinación 
de esfuerzos de seguridad entre Venezuela y Colombia no habrá avances sos-
tenibles. Lo irregular en la frontera se alimenta de la falta de relaciones entre 
Venezuela y Colombia. (García, 2022)

En efecto, si nos atenemos a la experiencia del denominado “santuario etarra” 
en las tres provincias vascofrancesas (Labort, Baja Navarra y Sola), esos san-
tuarios juegan un papel clave para los grupos insurgentes: son un refugio se-
guro para escapar a la persecución oficial; organizar acciones armadas desde 
el otro lado de la frontera; desarrollar escuelas de formación política y militar 
propias o para organizaciones aliadas; impulsar la “diplomacia insurgente”, 
es decir, reuniones con aliados sin riesgo; establecer zonas de descanso para 
tratamientos médicos u odontológicos; efectuar operaciones de lavado de ac-
tivos y obtención de armas, explosivos, alimentos, medicinas, documentos ile-
gales de residencia o inmigración (pasaportes, visas, etc.) y conformar redes 
de apoyo político local, centros de comunicación, etc.

Si el ELN tiene su “retaguardia estratégica” en el departamento de Arauca, 
sede del Frente de Guerra Oriental, al pasar la frontera dispone de su “santua-
rio estratégico” en los estados de Apure y Bolívar. Ante todo, en el Arco Minero, 
de donde obtiene pingües ganancias explotando oro, diamantes y coltán. Lo 
que es aún más impactante, el ELN (y en menor medida, debido a su debilidad 
creciente, las FARC Nueva Marquetalia), se ha convertido en un componen-
te de la defensa “revolucionaria”. En efecto, sus dirigentes se refieren a este 
grupo guerrillero como una “guerrilla binacional” que no solo busca un triunfo 
militar en Colombia, sino la defensa de la “revolución bolivariana”.

La definición del ELN como “guerrilla binacional” nace de un factor inespe-
rado: con fundamento en la “hipótesis de guerra” de una intervención militar 
dirigida por Washington2, los analistas militares del régimen bolivariano creen 
que esta tendría dos frentes de batalla: uno naval y aéreo, en el Caribe, y otro 
terrestre. Ahora bien, por paradojas del destino, el único espacio para penetrar 
masivamente al territorio venezolano es el departamento de Arauca, punto de 
encuentro de los llanos de ambas naciones. Las fronteras con Guyana y Brasil 
son totalmente selváticas y además están demasiado alejadas de los centros 
urbanos, localizados principalmente en la región norte, en el Caribe, o en la 
oriental, en la zona Andina. Esto explica no solo la reciente movilización masiva 
de tropas de las Fuerzas Militares Bolivarianas hacia el estado Apure, sino el rol 
del ELN en la estructura de defensa de Venezuela, en la cual son concebidos 
como una primera “línea de contención” en caso de una intervención militar 
extranjera, con francotiradores, campos minados y trincheras.
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Igualmente, influye en esta movilización la necesidad que siente el gobierno de 
Venezuela de combatir los grupos que, bajo el acrónimo Tancol (grupos terro-
ristas armados narcotraficantes de Colombia), están afectando la seguridad 
de la frontera, ante todo las FARC-EP, hoy dirigidas por Iván Mordisco —tras 
la muerte de Gentil Duarte— y las organizaciones criminales ligadas al tráfico 
de drogas.

Ucrania, Rusia, Venezuela… y Colombia

Los esfuerzos de Washington para descongelar sus relaciones con Caracas 
nacen, a mi modo de ver, de un cálculo del gobierno Biden: Putin cometió en 
Ucrania un costoso error estratégico —haber pensado que se trataba de una 
“guerra relámpago” que, tras la rápida caída del régimen de Volodímir Zelens-
ki, le iba a permitir crear un nuevo “Estado tapón” (o “Estado colchón”) entre 
Rusia y la OTAN—, y lo cierto es que el resultado final va a ser una potencia 
exhausta. La guerra de Ucrania es una típica “guerra de perdedores” pues, in-
cluso si Rusia logra vencer, los costos para sostener una ocupación territorial 
—el territorio ucraniano es la mitad del colombiano (603 548 km²) y el PIB ruso 
equivalente al del estado de Texas o al de Brasil (Fondo Monetario Internacio-
nal [FMI], 2022)—, así como los costos ya pagados y por pagar en sanciones 
internacionales, van a dejar a esa nación ocupando un lugar muy secundario 
en el panorama internacional. Una potencia nuclear con pies de barro, que no 
solamente va a sufrir un debilitamiento interno, sino una pérdida de influen-
cia global. Por tanto, es previsible que Caracas se vea obligada a revisar a 
fondo su política de alianzas y su inserción en el sistema político y económi-
co internacional.

Ante todo, Moscú está cada vez más lejos de poder actuar en el Caribe: si sos-
tener operaciones militares prolongadas es muy costoso (véanse Vietnam o 
Afganistán), estas se tornan insostenibles cuando las tropas se ven obligadas 
a operar lejos de sus bases principales. Este axioma es especialmente válido 
para una potencia eminentemente terrestre como Rusia.

En efecto, Rusia es un país inmenso, de lejos el más extenso del globo, pero está 
rodeado de países hostiles, lo cual le impide actuar más allá de su entorno geopo-
lítico. Actualmente, las tres bases militares más alejadas de su territorio se ha-
llan en Siria: la Base Naval de Tartús, sobre el mar Mediterráneo, y las bases 
aéreas de Jmeimim y Shayrat. El resto de sus bases en el extranjero se en-
cuentran todas localizadas en su entorno geopolítico, ante todo en naciones 
de la antigua URSS, gracias a acuerdos formales con sus aliados o a través de 
actos de guerra, como ocurrió en Georgia o Ucrania (Crimea). EE. UU., por el 
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contrario, constituye en términos geopolíticos una isla, dado que sus dos fron-
teras terrestres son dos países aliados (Canadá y México), y por tanto puede, 
igual que la Inglaterra del siglo XIX, desplegarse como una potencia global.

Ante esta realidad geopolítica, EE. UU. duda de la capacidad de Rusia de jugar 
un rol de primer orden en el Caribe —ya vivió en 1962 una dura prueba con la 
“crisis de los misiles”—y, por tanto, su debilitamiento creciente puede ahondar 
aún más esta percepción.

A mi modo de ver, Colombia debe aprovechar a fondo esta nueva realidad 
geopolítica global que está emergiendo con el debilitamiento de Rusia para 
buscar una normalización de las relaciones Bogotá-Caracas y un mejora-
miento por esta vía de los sensibles problemas fronterizos. Como sostienen 
Geoff Ramsey y David Smilde (2022), “[...] actores internacionales interesados 
en Venezuela, incluidos los gobiernos de Estados Unidos, Europa y América 
Latina, pueden aprovechar esta oportunidad para romper con una estrategia 
fallida de ‘máxima presión’ y promover una transición democrática negociada”. 

Los fundamentos de un nuevo modelo de seguridad

Las tensiones crecientes en la frontera colombovenezolana, aunadas a los 
riesgos de segmentación de algunos espacios en el territorio nacional bajo 
control de diversos grupos armados ilegales, principalmente en la proximidad 
de las fronteras marítimas y terrestres, está generando fuertes interrogantes 
en las FF. AA. ¿Cómo construir un sistema de “disuasión defensiva” frente a 
eventuales amenazas externas y, a su turno, garantizar la seguridad interna?

Este dilema es muy complejo, pues la segmentación, así sea puntual, del te-
rritorio nacional —tal como ocurre en México, cuyo Estado, al igual que Co-
lombia, no dispone de un adecuado control institucional de toda su geogra-
fía— exige un cambio radical de los modelos de seguridad interna. Sin duda, 
la guerra contrainsurgente resulta inoperante, enfrentando no ya a grupos or-
ganizados con estrategias para acceder al poder central. Ni siquiera el ELN 
cree ya en esta opción, sino frente a decenas de grupos y grupúsculos que 
controlan parcelas aisladas del territorio nacional y que buscan aumentar su 
poder mediante la intimidación o la corrupción de las autoridades y el control 
total de la población local. Se trata de lo que hoy en día se denominan “bandas 
multicrimen”, dado que disponen de un variado portafolio criminal.

Estos desafíos de seguridad, tanto en el plano interno como en el internacio-
nal, exigen repensar a fondo la política de seguridad nacional:
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1.	 Es urgente diseñar dos documentos clave: por una parte, una carta de 
navegación, ya sea en la modalidad de un documento-marco o un libro 
blanco de la defensa nacional (como existen hoy en muchas naciones de 
América Latina), en la cual el Gobierno refleje su visión sobre estos com-
plejos temas; por otra, una Ley de Seguridad y Defensa Nacional sólida 
para enfrentar los difíciles desafíos que afronta hoy nuestro país en un am-
biente global y regional tan turbulento. Ambos documentos deben partir 
de una noción clave: la seguridad debe ser un compromiso de todos los 
organismos del Estado pues solo se logrará plenamente el día en que haya 
una democracia más fuerte, una justicia más eficaz, un desarrollo regional 
más equilibrado, menos desigualdad económica y un acceso universal a 
los servicios públicos básicos. Además, según el artículo 101 y otros artículos 
de la Constitución Nacional, la seguridad del país debe comprender la pro-
tección del subsuelo, la biodiversidad, el mar territorial, la zona contigua, la 
plataforma continental, la zona económica exclusiva, el espacio aéreo, el ci-
berespacio, el espectro electromagnético y el segmento de la órbita geoes-
tacionaria que le corresponde al país. La idea de una seguridad integral es 
clave para alcanzar un compromiso nacional.

2.	 Estos documentos deben inscribirse en los principios que guían una de-
mocracia pluralista y, por tanto, lejos de la noción de un “enemigo interno”. 
Ya desde el documento Política de defensa y seguridad democrática se 
rechazó de manera explícita esa noción, que tanto daño causó en nuestra 
región:

La seguridad democrática se diferencia de las concepciones de seguridad 
profesadas por regímenes autoritarios, partidarios de la hegemonía ideoló-
gica y la exclusión política. Este gobierno no hace suyas concepciones de 
otras épocas como la seguridad nacional en América Latina, que partía de 
considerar a un grupo ideológico o partido político como “enemigo inter-
no”. Nosotros predicamos que todos son bienvenidos en la democracia. La 
oposición, los que disienten de las ideas del gobierno o de su partido, serán 
protegidos con el mismo cuidado que los amigos y partidarios del gobierno. 
(Presidencia de la República y Ministerio de Defensa Nacional, 2003) 

Esta perspectiva se mantuvo en la Guía de planeamiento estratégico 2011-
2014 (Giha, Nieto y Restrepo, 2011) y hasta hoy. En una democracia pluralista 
existen adversarios políticos, no “enemigos internos”, ni a la derecha ni a la 
izquierda.

3.	 Ambos documentos deben confluir en la transformación del Ministerio de 
Defensa, bajo la idea de unas FF. MM. orientadas hacia la defensa nacional 
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y fundadas en un modelo de disuasión defensiva creíble. Este modelo lo 
podríamos definir como fundadas en un modelo de disuasión defensiva 
creíble. Este modelo lo podríamos definir como:

[…] la satisfacción de los objetivos nacionales [mediante] una política diplo-
mática activa a favor del desarrollo, la paz regional y la solución pacífica de 
controversias. Así mismo supone […] una política de defensa no agresiva 
pero sí disuasiva con fuerzas suficientes para prevenir o neutralizar cual-
quier amenaza externa. (Ministerio de Defensa Nacional, 2017)

4.	 Esto implica la creación de un Ministerio de Seguridad Pública responsa-
ble del manejo de la Policía Nacional. La idea de trasladar esta al Ministerio 
del Interior es un grave error. pues en los sistemas presidencialistas dicho 
ministerio constituye el eje de las relaciones con el Congreso y, por tanto, 
los riesgos de politización de la Policía son inmensos (por ejemplo, ascen-
sos por presión política). Por ello, es clave mirar las experiencias interna-
cionales de los ministerios de Seguridad Pública, que son comunes en los 
regímenes parlamentarios —en los que las relaciones con el Congreso le 
corresponden a la oficina del primer ministro— y en algunos sistemas pre-
sidencialistas.

5.	 En Colombia este nuevo ministerio, cuyo diseño y puesta en marcha re-
quiere un tiempo prudencial no menor a dos años, podría ser denominado 
Ministerio de Seguridad Pública y Convivencia Ciudadana y tendría a su 
cargo el diseño no solo de políticas de seguridad, sino también de meca-
nismos de tramitación pacífica de las demandas ciudadanas (ante el auge 
de las protestas callejeras). Adicionalmente, se ocuparía de la implementa-
ción plena de los acuerdos con las FARC, así como de diseñar mecanismos 
más eficaces de sometimiento a la justicia de los denominados “grupos 
armados organizados” (GAO) y, junto a la Alta Consejería de Paz, de acom-
pañar un eventual proceso de paz definitivo con el ELN.

6.	 Sin embargo, la distribución de funciones entre las FF. MM. (Defensa na-
cional) y la Policía Nacional (orden público interno) requerirá de un tiem-
po prudencial pues, ante grupos criminales organizados, el apoyo militar 
seguirá siendo indispensable al menos por un periodo. En esta fase de 
transición será necesario reforzar la Dirección de Carabineros y Protección 
Ambiental, que cuenta con unidades tácticas operacionales equipadas y 
entrenadas para el patrullaje y control de zonas rurales y pequeñas pobla-
ciones, principalmente en aquellos municipios que cuentan con menos de 
20 000 habitantes. No olvidemos que en el 30 % de los municipios del país 
la presencia de la Fuerza Pública no es permanente.
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7.	 Muchos analistas consideran que, dado que los actuales 13 000 miembros 
con que cuenta la Dirección de Carabineros son insuficientes, se debería 
transitar a mediano plazo hacia una Guardia Nacional Rural robusta (Velás-
quez, 2015), similar, por ejemplo, a la Gendarmería Nacional Francesa. En 
la medida en que las FF. MM. se vayan orientando prioritariamente hacia 
la defensa nacional, un alto número de soldados profesionales podrían ser 
trasladados a este nuevo cuerpo, así como sus instalaciones en las zonas 
rurales podrían ser ocupadas progresivamente por unidades de esta guar-
dia que —dada su estructura, funciones y formación— debería estar ads-
crita al Ministerio de Defensa.

8.	 En todo caso, para garantizar la integración y coordinación entre las FF. 
MM., la Policía Nacional y una futura Guardia Nacional es indispensable 
fortalecer las funciones y capacidades del Consejo Nacional de Seguri-
dad. Este, además, debería impulsar una seria reflexión, con apoyo de la 
comunidad internacional, sobre cómo combatir con eficacia la producción 
y comercialización de la cocaína, el principal combustible de las organiza-
ciones criminales, incluido, de manera creciente, el ELN.

9.	 Dada la enorme extensión y precariedad institucional en las fronteras ma-
rítimas y terrestres del país, es urgente la creación de un sólido Viceminis-
terio de Fronteras (adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores), que nos 
permita adelantar programas de desarrollo y seguridad binacionales con 
nuestros vecinos.

10.	Es imperiosa una reactivación por etapas de las relaciones diplomáticas, 
el intercambio comercial y las comisiones fronterizas con Venezuela para 
impulsar los aplazados planes binacionales de desarrollo, una mayor se-
guridad en la frontera común y la reapertura de los consulados en ambos 
países para atender a ciudadanos de ambas naciones. Además, se requie-
re solidificar con apoyo de la comunidad internacional el Estatuto Temporal 
de Protección para Migrantes Venezolanos, que le ha merecido a Colombia 
un gran reconocimiento mundial.

11.	En el pasado una clave para enfrentar la inseguridad y el tráfico ilegal de 
toda índole fueron las Comisiones Binacionales Fronterizas (Combifron), 
las cuales estaban compuestas de manera paritaria por oficiales colom-
bianos y de cada una de las naciones limítrofes. Revivirlas es prioritario.

12.	Aun cuando persistan las diferencias con Venezuela y Nicaragua debido a 
sus enfoques disímiles sobre el sistema internacional, Colombia debería 
enfocarse en una “diplomacia realista”; es decir, desarrollar el mejor es-
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cenario posible a nivel bilateral, a pesar de las diferentes miradas en otros 
planos, con base en principios como el llamado nearshoring que, a diferen-
cia del offshoring (el mecanismo mediante el cual una empresa transfiere 
sus procesos de negocio o de tecnología a terceros países distantes para 
reducir costos), busca la articulación con países cercanos o con fronteras 
comunes. No es de ninguna manera conveniente la ausencia de embajado-
res en las dos naciones con las cuales persisten diferendos de delimitación 
marítima, un factor de tensión en dos zonas muy sensibles para el país.

13.	Dado que en un mundo globalizado las amenazas a la seguridad de las na-
ciones han adquirido igualmente un carácter global, enfrentarlas requiere 
una estrecha colaboración multilateral, en el marco de la así denominada 
“defensa cooperativa”. Para ello, es indispensable mantener y reforzar la 
condición de Colombia como uno de los nueve socios globales de la OTAN, 
un excelente “paraguas disuasivo” frente a una potencial agresión externa. 
Esta alianza debe ir acompañada, sin embargo, de una garantía plena de 
que nuestro territorio no será jamás utilizado para agredir a ninguna nación 
vecina, lo que equivale a reafirmar una de las tradiciones más sólidas de 
Colombia a lo largo de su historia.

14.	Sin entrar en una carrera armamentística catastrófica para las finanzas 
públicas, es necesario aprovechar el nuevo estatuto de Colombia como 
aliado importante no-OTAN de EE. UU. para indagar la posibilidad de ad-
quirir a buen precio y amplio plazo los veinticuatro F-16 Block 70 que el 
país requiere para crear una fuerza de disuasión defensiva creíble y prote-
ger nuestro espacio aéreo, ante la obsolescencia de los Kfir actuales, que 
el próximo año ya no podrán continuar en uso. Ese ofrecimiento potencial 
de Washington no debe ir en detrimento de otras ofertas, como los Gripen 
NG (Suecia), los Rafale (Francia) y los Eurofighter (España), si sus ofertas 
son igualmente atractivas.

15.	Así mismo —e insisto, sin entrar en una carrera armamentística—, se debe 
fortalecer el equipamiento del Ejército para el cumplimiento cabal de sus 
funciones. Las FF. MM., inmersas por más de setenta años en el conflic-
to interno, exigen una renovación y modernización de su equipo orientado 
hacia la defensa nacional. En el caso de la Armada no debemos olvidar 
que —siendo el mar una fuente de riqueza para la generación de empleo, 
la seguridad alimentaria y la diversificación de nuestras exportaciones— 
todavía no hacemos lo suficiente para fortalecerla. Basta mencionar que 
nuestras capturas marítimas (78 000 t) solo representan el 1 % de las de 
Perú (7 150 000 t) y son insignificantes también frente a las de países como 
Chile o Ecuador (Rodado, 2022).
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16.	Si una política orientada hacia la paz definitiva y la disminución de la vio-
lencia es exitosa, habría un remanente importante de recursos para ese 
equipamiento de las FF. MM. sin incurrir en gastos excesivos y, ante todo, 
privilegiando la industria nacional. Al respecto, es admirable la labor que 
vienen desarrollando la Corporación de Ciencia y Tecnología para el De-
sarrollo de la Industria Naval Marítima y Fluvial (Cotecmar) y el Instituto 
Nacional de Industria Militar (Indumil). Cotecmar se ha destacado mucho, 
por ejemplo, en el diseño y producción de patrulleros fluviales que gozan 
de reconocimiento mundial; e Indumil, ante todo, en la producción de equi-
pos de desminado que están siendo utilizados en naciones como Angola, 
Camboya y, recientemente, Ucrania.

17.	Para fortalecer la seguridad del país en un mundo globalizado es funda-
mental robustecer las oficinas de la Comunidad de Policías de América 
(Ameripol), con sede en Bogotá, que reúne a 35 cuerpos de Policía y trein-
ta organismos observadores del resto del mundo. Desde su inauguración, 
el 17 de abril de 2008, este organismo de cooperación multilateral se ha 
convertido en un instrumento clave para el intercambio de información 
en tiempo real entre todas las policías del continente, lo que les permite 
operar simultáneamente y neutralizar los delitos globales. En la reciente 
XIII Cumbre de Ameripol, celebrada en Barranquilla, se conformaron cua-
tro organismos muy importantes para la región: el Sistema de Información 
Policial (SIPA), el Centro Especializado Antidrogas, el Centro Especializa-
do contra el Cibercrimen (AC3) y el Centro Especializado para el Combate 
contra la Trata de Personas.

18.	Finalmente, es clave intentar un último esfuerzo para convocar al ELN a la 
mesa de negociaciones, aprovechando el cambio de rumbo previsible en 
Venezuela, tras el debilitamiento de Rusia, su principal aliado. Al ELN, sin 
su santuario estratégico, le ocurriría algo similar a lo acaecido a ETA el día 
en que Francia decidió sustraer su santuario en las provincias vascofran-
cesas: tuvo que negociar la paz y asumir un serio compromiso de hacer el 
tránsito definitivo “de las armas a la política”.
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primer nivel) (Giraldo et al., 2020) y la “Estrategia de defensa y seguridad nacional marítima y 
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2 Según Heinz Dieterich, el gobierno de Venezuela contemplaría cuatro hipótesis de guerra: 1) una 
guerra de cuarta generación tendiente a desestabilizar al gobierno, 2) un golpe de Estado, 3) un 
conflicto regional y 4) una intervención militar mediante una coalición internacional con operacio-
nes combinadas.





101

Para esto, es importante considerar que la Seguridad Humana, de acuerdo 
con su conceptualización original hecha por el Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo (1994) en el Informe de Desarrollo Humano de 1994, se 
compone de siete categorías que son interdependientes, y que agrupan facto-
res de riesgo a la seguridad personal, la seguridad en materia de salud, la se-
guridad alimentaria, la seguridad ambiental, la seguridad política, la seguridad 
de la comunidad y la seguridad económica (p. 28).

Así mismo, el PNUD (1994), de manera prospectiva, definió seis amenazas 
verdaderas a la Seguridad Humana, entre las que se cuentan la producción 
y el tráfico de narcóticos, la disparidad de oportunidades económicas, el cre-
cimiento descontrolado de la población, el deterioro del medio ambiente, la 
migración internacional excesiva y el terrorismo internacional (p. 39). Sin em-

Amenazas y perspectivas para una 
política de seguridad y defensa 
enfocada en la Seguridad Humana

Jesús Leonardo Suárez Calderón
Asesor de la Oficina Asesora Permanente del Comando Armada, especialista 
en Seguridad y Defensa nacionales (Esdegue) y magíster en Ciencias en 
defensa y seguridad interamericana (Inter-American Defense College).

Jorge Cabrera Botero
Asesor de la Oficina Asesora Permanente del Comando Armada Especialista 
en Seguridad y Defensa nacionales (Escuela Superior de Guerra) y Máster en 
Artes en Seguridad Nacional y Estudios Estratégicos (Naval War College).

Con el fin de formular una política de seguridad y defensa que contribuya a 
desarrollar el concepto de Seguridad Humana, promulgado en la Política de 
Estado de Paz colombiana en el año 2022 (Ley 2272, 2022, artículo 2, literal 
a), es necesario abordar la reflexión en torno a las amenazas que afectan a 
esta seguridad, sobre las cuales se proyecta el empleo de las Fuerzas Mili-
tares, que son el instrumento del Estado cuyo fin es la defensa de la Nación. 
(Constitución Política de Colombia [CPC], 1991, artículo 217)
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bargo, aunque el informe no descarta el surgimiento de otras, estas seis si-
guen vigentes y podrían complementarse con otras amenazas y preocupacio-
nes definidas por la Organización de Estados Americanos (OEA), que con un 
enfoque multidimensional de la seguridad incluye la delincuencia organizada 
transnacional, la corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas, 
la trata de personas, los ataques a la seguridad cibernética, los accidentes o 
incidentes durante el transporte marítimo de materiales potencialmente peli-
grosos, y la posibilidad del acceso, posesión y uso de armas de destrucción en 
masa por parte de organizaciones criminales (Declaración sobre seguridad en 
las Américas, 2003, p. 4).

Entonces, a partir de la premisa de interdependencia de las categorías de la 
Seguridad Humana, se puede establecer que las amenazas verdaderas tam-
bién tienen relaciones de interdependencia. Esto se obtiene del modelo sisté-
mico de relaciones entre amenazas y categorías en el contexto colombiano de 
la figura 1, el cual fue elaborado desde nuestra experiencia operacional en la 
Armada Nacional. Este modelo muestra que centrar todo el esfuerzo en una 
amenaza o en una categoría de manera aislada no dará resultados positivos 
para la Seguridad Humana. Por lo tanto, es necesario ofrecer soluciones inte-
ligentes y articuladas que impacten simultáneamente a todas las categorías 
(véase figura 1).

Figura 1. Interrelación entre categorías de la Seguridad Humana y sus amenazas verdaderas

Fuente: elaboración propia con base en Informe sobre Desarrollo Humano 1994 del PNUD.
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A manera de ejemplo, se pueden analizar algunas amenazas que deberían ser 
consideradas en la política de seguridad y defensa como son la guerra exterior 
y las organizaciones violentas trasnacionales.

Con respecto a la guerra, de acuerdo con Domínguez et al. (2004)existe un 
riesgo moral latente en el sistema internacional, que si bien hace que las gue-
rras sean esporádicas y cortas, permite que las actitudes intransigentes de 
algunos gobiernos se manifiesten en la militarización como mecanismo de 
coerción para alcanzar sus objetivos políticos ( p. 384). Por esto, se debe tener 
en cuenta que en el orden mundial persiste la disputa por áreas marinas de 
alto interés económico, el control de las rutas comerciales y las zonas focales 
de tránsito marítimo, el acceso a los recursos del subsuelo para la producción 
de energía, así como la seguridad alimentaria actual y futura que potencial-
mente proveen los océanos. (Osorio-Dussán y Osorio-Méndez, 2022, p. 123). 
Estas disputas ocurren especialmente en zonas de frontera, sobre todo donde 
persisten litigios fronterizos o existe la competencia por el acceso a recursos 
naturales de interés estratégico. En el caso colombiano, se presentan factores 
de riesgo para la soberanía por cuenta del interés de Nicaragua y de Venezuela 
en acceder al petróleo que potencialmente se encuentra en zonas fronterizas, 
en las cuales existen litigios sobre la delimitación política de los territorios ma-
rítimos. (Arango, G., 2021, p. 41)

Por otro lado, desde que en el 2017 el grupo de miembros de las Fuerzas Ar-
madas Revolucionarias de Colombia (FARC) que aceptaron el Acuerdo de Paz 
se concentraron en campamentos, otros grupos armados se movilizaron para 
asumir el control de actividades ilícitas como el narcotráfico, la minería crimi-
nal y el contrabando. Adicionalmente, la manifestación violenta de esta ame-
naza es producida por los Grupos Armados Organizados (GAO) y los Grupos 
de Delictivos Organizados (GDO), cuya caracterización fue definida en la Ley 
1908 de 2018 (Ley 1908, 2018, artículo 2). 

Uno de los métodos utilizados por estos grupos es el terrorismo, que de acuer-
do con el Código Penal Colombiano es el acto de provocar o mantener “en 
estado de zozobra o terror a la población o a un sector de ella” (Código Penal, 
2000, artículo 343). De acuerdo con el International Crisis Group, esta amena-
za es más evidente en las zonas fronterizas de Colombia, donde los GAO y los 
GDO han establecido posiciones y relaciones con grupos delincuenciales en 
territorio extranjero, con el propósito de adquirir armas y proyectar sus accio-
nes violentas contra la población, la infraestructura económica y las institucio-
nes del Estado en el territorio colombiano (2017, p. i).
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Como factor de atención, se observa la relación del narcotráfico con otras 
amenazas que afectan de manera directa o indirecta a todas las categorías de 
la Seguridad Humana. Es por esto que este fenómeno criminal es dinamizador 
del sistema de amenazas, que de acuerdo con Bartolomé, se facilita por el ac-
ceso a las armas que tienen las estructuras criminales de alto impacto y, por 
lo tanto, erosiona el monopolio del uso de la fuerza que es de exclusividad del 
Estado (Bartolomé, 2017, p. 94).

De manera particular, el PNUD (1994) indica que el narcotráfico es una ame-
naza de las más destructivas, refiriéndose a Colombia como uno de los prin-
cipales países productores (pp. 41-42). De hecho, el Sistema Integrado de 
Monitoreo de Cultivos Ilícitos (SIMCI) reportó para el año 2021 que la ten-
dencia a disminuir los cultivos ilícitos en Colombia cambió para crecer hasta 
un estimado de 204 000 hectáreas cultivadas, las cuales tienen un potencial 
de producción de 1400 toneladas de cocaína; 14 % más que en el año 2020 
(UNODC, 2022, p. 31). 

Sin embargo, aunque la desaparición del narcotráfico como amenaza podría 
desestabilizar el sistema, la persistencia de las organizaciones violentas, la de-
lincuencia organizada y la disparidad de oportunidades económicas, generará 
nuevas formas de economía ilegal. Así mismo, la desaparición de organizaciones 
violentas tampoco garantiza el fin del narcotráfico, ya que existe la posibilidad 
de que en los eventuales acuerdos de paz y procesos para el sometimiento 
y desarme de “estructuras armadas organizadas de crimen de alto impacto" 
(Ley 2272, 2022, artículo 2, literal b) considerados en el desarrollo de la Paz 
Total, también tendrán cuotas de actores que se inclinarán hacia el crimen 
trasnacional, como se evidencia con la existencia de las disidencias de las 
FARC, conformadas por grupos armados que no se acogieron al proceso de 
paz del 2016 y que disputan con otros grupos el control de actividades ilícitas.

Ahora bien, una vez analizado el sistema de amenazas a la Seguridad Huma-
na, consideramos importante aceptar que esta es un componente de la segu-
ridad y no el todo, entendiendo que “No todo tema importante es un tema de 
seguridad. Tampoco, todo tema de seguridad es per se un tema prioritario” 
(Fuentes y Rojas Aravena, 2005, p. 52) Por lo tanto, al momento de formular 
una política de seguridad y defensa, es recomendable utilizar como elemento 
articulador la relación entre la violencia y el uso de la fuerza, con el fin de de-
terminar acertadamente los roles y el alcance de la participación de las Fuer-
zas Militares en la Seguridad Humana, debiendo implementarse de manera 
integrada y complementaria con otras perspectivas de la seguridad. Además, 
se identifica la necesidad de conciliar jurídicamente los conceptos de GAO y 
GDO con el de estructuras organizadas de alto impacto, debido a que su ca-
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racterización es fundamental en los procesos de inteligencia, judicialización y 
aplicación del uso de la fuerza, según corresponda. 

Para comprender mejor la forma en que se pueden integrar las diferentes 
perspectivas de la seguridad que han sido desarrolladas desde mediados del 
siglo XX, el estado del arte en la investigación de Delgado (2021) aporta una 
descripción de los valores, las normas, los algoritmos y las imágenes como se 
presenta en la tabla 1, lo cual permite identificar sus diferencias conceptuales 
y su potencial de aplicación según resulte del análisis de la amenaza. (pp. 54-
55) (Ver tabla 1).

Tabla 1. Conceptos de seguridad como referenciales globales

Fuente: tomado de (Delgado, 2021, pp. 54-55).

Adicionalmente, para explicar que estos paradigmas no son excluyentes y que 
son útiles considerando la visión holística de la seguridad multidimensional, 
sugerimos el modelo de Hamilton (2021) que determina el alcance de cada 
perspectiva en dos sentidos: uno, desde la seguridad orientada en el espectro 
de las amenazas internas y externas; y otro, desde el enfoque de la seguridad 
en el Estado y el individuo. 

En el modelo de la figura 2 se aprecia el alcance y la complementariedad de las 
perspectivas de la seguridad en cuanto al enfoque y a la orientación, sobre los 
cuales se incorpora la seguridad multidimensional. Esta puede ser caracteri-
zada de acuerdo con los criterios de Delgado, ya que tiene como valor diferen-
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cial la integración de las amenazas tradicionales y otras que son consideradas 
como preocupaciones comunes de los Estados miembros de la OEA. Como 
norma, la seguridad multidimensional “se basa en valores democráticos, el 
respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la 
cooperación y el respeto a la soberanía nacional”, y como algoritmo “contri-
buye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social” 
(Declaración sobre seguridad en las Américas, 2003, párrafo 2).

Figura 2. Conceptos de seguridad con relación a su enfoque y orientación

Fuente: elaboración propia con base en Hamilton, 2021

Así, es posible que estas perspectivas se constituyan en paradigmas que se 
empleen de manera articulada para enfrentar simultáneamente diversas ame-
nazas. Sin embargo, es importante tener en cuenta que en la transición de la 
orientación interna y externa se encuentran las amenazas trasnacionales, y en 
la transición del enfoque se encuentra la comunidad. Por lo tanto, la Seguridad 
Humana en su carácter holístico centrado en el ser humano tiene una limita-
ción cuando desde el Estado se debe priorizar el bien de la comunidad sobre el 
bien particular, o cuando se requiere la cooperación internacional para enfren-
tar amenazas contra la Seguridad Humana mundial. En todo caso, cualquiera 
de las perspectivas que se aplique debe conducir a obtener lo que la Nación 
considera necesario para su seguridad y desarrollo, es decir, promover, pro-
teger y restablecer los intereses vitales de carácter nacional contenidos en la 
Constitución Política de Colombia (CPC).
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En este sentido, vale la pena destacar que operacionalizar la Seguridad Hu-
mana en Colombia tiene las mismas dificultades que en los ámbitos regional y 
mundial, ya que debe superar la diferencia de prioridades en los múltiples ac-
tores sociales y políticos, así como entre las regiones y los territorios, lo cual es 
fuente de problemas que afectan la conciliación de estrategias. Esto presenta 
un desafío para el Estado al momento de producir políticas públicas sobre se-
guridad y desarrollo debido al dispendioso y lento proceso de las reformas, 
además de generar el riesgo de confusión en el rol y el alcance de las funciones 
de las instituciones (Fuentes y Rojas Aravena, 2005, p. 53). En consecuencia, 
es necesario que las Fuerzas Militares desarrollen sus funciones operaciona-
les en contra de las amenazas de su competencia según las tareas asignadas 
por el Ministerio de Defensa Nacional (2008), evitando que se incremente el 
uso de la violencia por actores no estatales, al tiempo que se logran los cam-
bios estructurales que requiere la Seguridad Humana.

Finalmente, asociando los dos modelos analizados sobre el sistema de amena-
zas a la Seguridad Humana y de las perspectivas de la seguridad, concluimos 
que la Seguridad Humana requiere el soporte de los demás paradigmas de la 
seguridad, al tiempo que es responsabilidad de toda la Nación. Esto debido a 
que no será posible su implementación solo con el empleo de todos los instru-
mentos de las ramas del poder nacional, sino que requiere la participación de 
actores no gubernamentales nacionales e internacionales, así como de todos 
los ciudadanos. Para lograr esto, es recomendable utilizar el enfoque construc-
tivista, como lo sugiere Ropers (2011) en su estudio sobre la transformación 
sistémica de conflictos, empleando herramientas como la vinculación de toda 
la sociedad en torno al interés nacional; promover relaciones basadas en va-
lores, empoderamiento y reflexiones conjuntas; y construir la visión de futuros 
pacíficos en los cuales puedan tratarse las preocupaciones de todos (p. 124). 

No obstante, es necesario enfatizar que en los sistemas democráticos los 
marcos legales deben evitar la militarización de la Policía Nacional o la poli-
cialización de las Fuerzas Militares (Fuentes y Rojas Aravena, 2005, p. 54), así 
que recomendamos el empleo de los paradigmas de la seguridad según el 
enfoque y el alcance que se determine para enfrentar cada amenaza, de tal 
forma que se utilice el instrumento adecuado para lograr el fin deseado. Así 
mismo, la comprensión de los roles de cada institución del Estado por parte 
de las autoridades civiles, especialmente los de las Fuerzas Militares cuando 
el nivel de violencia y el uso de la fuerza así lo amerite, y una adecuada coordi-
nación interinstitucional, son elementos orientadores que deben considerarse 
durante la formulación de una política de seguridad y defensa que contribuya 
al logro de los objetivos de la Política de Estado de Paz. 
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¿De seguridad nacional y seguridad ciudadana a Seguridad 
Humana?: claridades normativas y de política 

De acuerdo con la recientemente sancionada Ley 2272 de 2022, la Seguridad 
Humana es considerada la base para la construcción de la Paz Total en el país. 
Su principal foco será la protección y la realización de las personas a través de 
la creación de políticas sociales, medioambientales, económicas, culturales 
y de la Fuerza Pública. El Estado debe garantizar la Seguridad Humana a tra-
vés de respuestas centradas en las comunidades, en especial las víctimas de 
la violencia. Por su parte, en las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-
2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”1, la Seguridad Humana y la jus-
ticia social constituyen una de las principales apuestas de política o “transfor-
maciones”, al igual que otras como el ordenamiento del territorio alrededor 
del agua, el derecho humano a la alimentación, la convergencia regional y la 
transformación productiva para la vida y la acción climática.

Seguridad Humana en Colombia: 
desafíos de política pública

Carolina Ortega Contreras
Politóloga, especialista en Análisis de políticas públicas, magíster en Políticas públicas de 
la Universidad Nacional de Colombia y especialista en Gestión territorial de la seguridad 
de la Escuela de Posgrados de Policía. Docente e investigadora en temas de seguridad.
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Inicialmente, desde distintos espacios de discusión se pensaba que la Segu-
ridad Humana se concentraría en el paso de un enfoque de seguridad ciuda-
dana —predominante en Colombia y que ha venido consolidándose desde la 
década del noventa2— hacia un enfoque de Seguridad Humana. Este ejercicio, 
probablemente, incluiría asegurar una mayor protección a la vida, trabajar por 
eliminar la doctrina del “enemigo interno” heredada de la Guerra Fría —en ar-
monía con las recomendaciones del informe final de la Comisión de la Verdad3 
— y hacer énfasis en la prevención y persecución del delito, modernizando la 
Fuerza Pública. Según lo expuesto inicialmente desde el ejecutivo, incluso se 
consideró que la seguridad nacional —a cargo de las Fuerzas Militares y enfo-
cada en la defensa de la integridad y la soberanía del territorio nacional4— tam-
bién se vería permeada por dicho enfoque.

Pero, tras la publicación de las bases del nuevo Plan de Desarrollo se puede 
concluir que la Seguridad Humana será una suerte de marco teórico a través 
del cual se desarrollarán acciones de gobierno multisectoriales, que van más 
allá del campo de la seguridad. Al revisar el contenido de la transformación 
“Seguridad Humana y justicia social” se observan una serie de “catalizadores” 
u objetivos generales que se componen de varias acciones.

Los catalizadores de Seguridad Humana son los siguientes:

a.	 Hacia un Sistema de Protección Social con cobertura universal de riesgos. 
Cuidado como pilar del bienestar.

b.	 Políticas de inclusión productiva con trabajo decente y apoyo al empren-
dimiento.

c.	 Garantía de derechos como fundamento de la dignidad humana y condi-
ciones para el bienestar.

d.	 Protección de la vida y control institucional de los territorios para la cons-
trucción de una sociedad segura y sin violencias.

e.	 Justicia para el cambio social, democratización del Estado y garantía de 
derechos y libertades.

En el catalizador D, “protección de la vida y control institucional de los terri-
torios para la construcción de una sociedad segura y sin violencias”, es en 
donde se enlistan parte de las acciones que tradicionalmente corresponden 
al sector defensa y a la Policía Nacional: política de drogas, desmantelamien-
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to del multicrimen, modelo de convivencia y seguridad ciudadana, defensa 
integral del territorio y modernización del sector defensa.

La Seguridad Humana, según se logra interpretar, está siendo comprendida 
desde el Gobierno nacional como un instrumento de protección integral que 
impulsará la llegada del Estado a los territorios excluidos. Aparte de lo expues-
to, aún no se conoce mayor orientación sobre cómo se implementará la Segu-
ridad Humana. Sin embargo, se espera que, como parte del proceso de cons-
trucción del Plan de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo, se estimen 
responsables, tiempos, indicadores, metas, hitos, costos y demás aspectos 
fundamentales para hacer seguimiento a su implementación.

Lo cierto es que analizar y comprender la emergencia de la Seguridad Huma-
na desde una política nacional como el Plan de Desarrollo es importante en 
la medida en que de ello dependerá no solo el proceso de planificación públi-
ca —definición de políticas sectoriales— sino también el rediseño institucional 
y, si se quiere, del modelo de gestión tanto desde el nivel nacional como del 
subnacional. En palabras de Jorge Iván González (2022), director general del 
Departamento Nacional de Planeación, sería como:

(…) ampliar el espacio de las capacidades [en donde] interactúan las polí-
ticas nacional y local (municipal y departamental). La intervención pública 
puede contribuir a reducir el peso que tienen los bienes básicos en la es-
tructura de consumo, de tal forma que los hogares tengan más disponibili-
dad de recursos para adquirir los bienes que consideran valiosos.

Lo anterior implica la definición de nuevos responsables, funciones y compe-
tencias; los mecanismos de articulación, la actualización del marco normati-
vo, la gestión de la información, etc. ad portas de un cambio en el panorama 
político regional con la elección de alcaldes y gobernadores en 2023. Estos 
aspectos redundarán en nuevos diseños de política pública y, lo más impor-
tante, en la generación de valor público y la reducción de riesgos, amenazas y 
vulnerabilidades (González, 2022).

La Seguridad Humana no es un tema nuevo ni tampoco partidista

El desarrollo más difundido sobre Seguridad Humana proviene del Informe de 
Desarrollo Humano que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
publicó en 19945, presentándose en contraposición a la visión tradicional de 
seguridad estadocéntrica y en un escenario de posguerra Fría. El concepto 
engloba aquellas preocupaciones de la gente del común y asume que seguri-
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dad es brindar protección contra otras amenazas como el hambre, el desem-
pleo, el delito, la represión política, los riesgos ambientales y el conflicto social. 
La sensación de inseguridad, entonces, deriva más de preocupaciones de la 
vida cotidiana antes que de la emergencia de nuevas guerras.

De acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 
1994) el concepto básico de Seguridad Humana contempla los siguientes as-
pectos:

a.	 La Seguridad Humana es una preocupación universal en la medida en que 
existen amenazas comunes (y en aumento) a las personas, como el des-
empleo y la contaminación. 

b.	 La Seguridad Humana tiene siete componentes interdependientes y sus 
consecuencias son glocales. Estos son: seguridad económica, seguridad 
alimentaria, seguridad en materia de salud, seguridad personal, seguridad 
ambiental, seguridad de la comunidad y seguridad política (tabla 1).

c.	 Para velar por la Seguridad Humana es fundamental y menos costosa la 
prevención temprana, antes que la intervención posterior.

d.	 La Seguridad Humana pone en el centro de las políticas a las personas. 
Se preocupa por la forma en la que vive la gente, la libertad para ejercer 
su proyecto de vida, el grado de acceso al mercado y a las oportunidades 
sociales, la vida en conflicto o paz.

Tabla 1. Dimensiones y amenazas a la Seguridad Humana

Dimensión Descripción Amenazas

Seguridad económica Acceso a empleo e ingresos 
fijos o estables.
Pago justo, acceso a 
vivienda y servicios básicos.

Pobreza persistente o 
crónica, desempleo.

Seguridad alimentaria Acceso físico y económico a 
los alimentos básicos.

Hambre, escasez de 
alimentos.

Seguridad de la salud Acceso a medicinas y 
servicios preventivos y 
curativos, nutrición, agua 
limpia, ropa.

Enfermedades infecciosas 
mortales, alimentación 
deficiente, desnutrición, 
ausencia de acceso a 
cuidados básicos de salud.
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Seguridad ambiental Políticas y prácticas que 
aseguren la sustentabilidad 
de la tierra, el aire, el agua, 
etc.

Degradación 
medioambiental, 
agotamiento de recursos, 
desastres naturales, 
contaminación.

Seguridad personal Seguridad en contra de 
amenazas de violencia, 
crimen, guerras, abusos.

Violencia física, crímenes, 
acciones delictivas, 
terrorismo, violencia 
doméstica, trabajo infantil.

Seguridad comunitaria Protección de grupos 
comunitarios incluyendo la 
familia y grupos étnicos.

Intolerancia e irrespeto 
frente a diferencias sociales 
y culturales. Tensiones 
interétnicas, religiosas y 
similares.

Seguridad política Provisión de derechos 
humanos, el derecho a 
votar y a expresar opiniones 
políticas.

Represión política, violación 
a los DD. HH. (derechos 
civiles y políticos).

Fuente: elaboración propia con base en PNUD (1994) y Tickner (2022).

Paralelo a esta conceptualización, han existido diversos debates académicos 
y evolución teórica alrededor de las teorías del desarrollo (desarrollo humano), 
los estudios de paz y conflicto y la Seguridad Humana, ampliando aún más el 
concepto (Thomas, 1987; Buzan, 1991; Tickner, 1992; Baldwin, 1997; De La 
Lama, 1998; Hurrell, 1998; Kornblith, 2002, etc.). Igualmente se podrían enu-
merar varios diagnósticos sobre Seguridad Humana a nivel latinoamericano, 
desarrollados por organismos internacionales como la CEPAL, la OIT, la OEA, 
la OPS, etc., que, incluso, son abordados desde el logro de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible como conjunto ambicioso y multidimensional que fo-
menta la acción en diferentes niveles.

Según Comission on Human Security (2003), la Seguridad Humana involucra 
tres enfoques: paz, desarrollo y derechos humanos. Paz como libertad para vi-
vir sin miedo, conjunto de derechos ligados a la supervivencia; desarrollo como 
libertad para vivir sin miseria, conjunto de derechos ligados a los medios de vida 
y derechos humanos como libertad para vivir con dignidad, conjunto de dere-
chos ligados a la igualdad. Estos enfoques permiten reconocer que la Seguridad 
Humana está estrechamente ligada con el modelo de desarrollo humano y uno 
de sus mayores exponentes, Amartya Sen (2000), quien concibe el desarrollo 
como expansión de libertades reales y capacidades que disfrutan los indivi-
duos y la libertad real representada por la capacidad de la persona para con-
seguir varias combinaciones alternativas de funcionamientos.
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A pesar de lo prometedor que parece el enfoque de Seguridad Humana, la-
mentablemente no se cuenta a nivel Latinoamérica ni Colombia con suficien-
tes experiencias de implementación desde la interdependencia de sus siete 
componentes ni en la lógica en la que funciona una política pública, es decir, 
desde el desarrollo de acciones lideradas por el Estado, materializadas en pla-
nes, programas o proyectos a través de los cuales se invierten recursos, en un 
tiempo determinado para resolver o mitigar situaciones problémicas de una 
población objetivo.

Países como Japón y Canadá adoptaron la Seguridad Humana como política 
oficial a finales de la década del noventa, como una agenda “paz liberal” que 
se sintetiza en la consolidación de la paz y el cercano nexo entre seguridad y 
desarrollo. Para el caso de Japón, la referencia a la Seguridad Humana apa-
reció en el discurso del primer ministro Tomiichi Murayama para la Cumbre 
Mundial para el Desarrollo social de la Asamblea General de la ONU celebrada 
en Copenhague en 1995, donde se refirió al desarrollo social centrado en el 
ser humano. Su visión se consideró como una manifestación de su política 
exterior enfocada en el multilateralismo. Japón adoptó un enfoque basado en 
la “libertad para vivir sin miseria” y la “libertad para vivir con dignidad”, el cual 
se convirtió en la piedra angular de su política exterior y de ayuda al desarrollo 
en el extranjero (Remacle, 2008).

Por otro lado, Canadá utilizó el concepto de Seguridad Humana como compo-
nente clave de su discurso de seguridad nacional en la década de 1990. Lloyd 
Axworthy, ministro de Asuntos Exteriores, fue el principal promotor de la Seguri-
dad Humana como “mucho más que la amenaza militar. Incluye la seguridad con-
tra las privaciones económica, una calidad de vida aceptable y una garantía 
de los derechos humanos fundamentales” (Axworthy, 1997, como se citó en 
Remacle, 2008, p. 9). Para Canadá, las cuestiones más importantes de la Se-
guridad Humana fueron el establecimiento de una capacidad de construc-
ción de la paz, la promoción de la justicia penal internacional y, más adelante, 
un enfoque renovado de la ayuda al desarrollo, además de la promoción del 
comercio basado en normas para estimular el desarrollo económico.

En coherencia con la literatura consultada, para los casos de Japón y Canadá, 
puede concluirse que el enfoque de Seguridad Humana se utilizó en escena-
rios internacionales para aumentar su legitimidad, desde las carteras a cargo 
de las relaciones exteriores y como canal discursivo para aumentar la identi-
dad e independencia nacional (su interés común era mantener distancia de la 
visión tradicional-militar de seguridad predominante que manejaba Estados 
Unidos).
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Lecciones aprendidas y consideraciones para la 
implementación de la Seguridad Humana

Algunos autores coinciden en afirmar que la formulación de la Seguridad Hu-
mana presenta deficiencias y problemas y su materialización práctica es com-
pleja y conlleva a diversos riesgos. Esto pasa por la imprecisión y amplitud del 
concepto, situación que puede culminar en su distorsión (Pérez, 2007). En su 
más reciente informe sobre las amenazas para la Seguridad Humana, el PNUD 
(2022) señala que las categorías de Seguridad Humana podrían enriquecerse 
en la medida que las amenazas a las personas han cambiado (por ejemplo, 
pandemia del COVID-19 o violencia basada en género) y que los esfuerzos 
para su desarrollo se vienen dando, por lo general, por separado, de forma 
fragmentada y no sistémica.

Como alcalde de Bogotá, el actual presidente Gustavo Petro impulsó el en-
foque de Seguridad Humana en su Plan Integral de Convivencia y Seguridad 
Ciudadana6. Según se observa en el documento, en su formulación, la segu-
ridad ciudadana se concibió como uno de los componentes de la Seguridad 
Humana y a partir de ello se diseñaron acciones que valoraban la prevención 
y correlacionaban desigualdad, conflictividades sociales, violencias y delitos. 
Revisando experiencias, durante su implementación fue positiva la focaliza-
ción de la política en zonas con alta incidencia delictiva que planteó un proce-
so de articulación interinstitucional interesante (Plan 19-75-100 focalizando 
UPZ y barrios).

Sin embargo, generar intervenciones para prevenir y atender fenómenos de in-
seguridad humana implicó involucrar a múltiples sectores de la administración 
distrital (o nacional), tales como salud, cultura, educación, ambiente, integra-
ción social, hábitat, planeación, gobierno, etc. Para ello se requiere de capaci-
dad de convocatoria y planeación conjunta que, según revisiones empíricas, no 
se pudo generar. Es el caso de instancias de coordinación como el Consejo de 
Seguridad en el que, dada su naturaleza, fue bastante complejo abordar pro-
blemas de Seguridad Humana. Igualmente, el proceso de estructuración del 
modelo de implementación del Plan Integral de Seguridad y Convivencia tomó 
bastante tiempo, situación que limitó la viabilización de recursos por parte de 
las entidades, en tanto ya estaban comprometidos en otros procesos.

De otro lado, no es un secreto que las relaciones entre la administración distri-
tal y la Policía Metropolitana de Bogotá presentaron dificultades de interlocu-
ción, situación que impidió el trabajo conjunto e impactó negativamente en la 
consecución de objetivos.
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Lo pasado solamente deja lecciones aprendidas que deben considerarse para 
no repetir errores. Para ello se recomienda definir un esquema claro de imple-
mentación y evaluación de la Seguridad Humana. Para armonizar todos los 
componentes de la Seguridad Humana (seguridad económica, alimentaria, 
salud, personal, ambiental, comunitaria y política), tanto a nivel nacional como 
territorial, se requieren cambios que superen la buena voluntad de las distin-
tas entidades por vincular. Esto puede partir de actualizaciones normativas y 
la expedición de actos administrativos que promuevan el compromiso de los 
múltiples actores para trabajar a favor de la política pública.

Será necesario adaptar modelos de gestión pública hacia la Seguridad Hu-
mana para efectos de que la articulación interinstitucional, estructura de ges-
tión, metodología y flujo de toma de decisión se logren. Lo más importante: 
es fundamental adelantar procesos pedagógicos sobre Seguridad Humana a 
los mandatarios locales electos en 2023, de forma tal que se articulen sus de-
rroteros de política con la visión del Gobierno nacional sobre el desarrollo y la 
reducción de riesgos, amenazas y vulnerabilidades.

Igualmente, pueden considerarse los avances que se observan en la ejecu-
ción y maduración del enfoque de seguridad ciudadana en el país. Aunque con 
ciertas limitaciones en su desarrollo, desde la década del noventa se viene 
trabajando en su fortalecimiento, logrando la definición de autoridades con 
atribuciones específicas, espacios de coordinación, instrumentos de planifi-
cación, fuentes de información y de financiamiento. Es tanto que, a la fecha, 
se cuenta con el Consejo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
(Consec)7, en donde ya se vinculan oficialmente a diez actores “no tradiciona-
les” en la atención de la seguridad ciudadana, como el ICBF, el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Salud y Protección Social. 
Los Sistemas Nacionales / Locales de Seguridad Ciudadana que se vienen 
implementando en algunos municipios PDET, en el Distrito de Barranquilla y 
en países como Perú, pueden ser un ejemplo de concertación vertical entre el 
Gobierno nacional y el local, así como de concertación horizontal entre agen-
cias (García y Ortega, 2022). 

Es de anotar que para alcanzar la Seguridad Humana no será suficiente contar 
con el exclusivo trabajo de la Policía Nacional, que bien puede contribuir en las 
dimensiones de seguridad personal, política y comunitaria, es decir, en algu-
nas de las dimensiones de la Seguridad Humana. Será necesario desarrollar 
acciones de impacto que partan de la suma de capacidades de diferentes sec-
tores —incluyendo a los no estatales— con una definición clara de sus papeles 
(García y Ortega, 2022). 
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En cuanto a evaluación, es importante avanzar hacia la construcción de in-
dicadores multivariados que recopilen datos de múltiples sectores y fuentes 
y permitan, desde lo cuantitativo y lo cualitativo, generar evidencia sobre la 
implementación de la Seguridad Humana. 
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Ha llegado una nueva fase en el proceso de transformación militar y policial 
que vive la Fuerza Pública desde hace ya varias décadas. Una nada fácil de 
comprender y proyectar, pero en todo caso, necesaria y mandatoria, dado 
que ha quedado inscrita en el marco del proceso de transición hacia la Paz 
Total, conforme a lo expuesto en la Ley 2272 del 4 de noviembre del 2022, 
que modifica el Decreto 418 de 1997 sobre orden público, y al respecto de 
la Seguridad Humana señala:

Seguridad Humana: La Seguridad Humana consiste en proteger a las 
personas, la naturaleza y los seres sintientes, de tal manera que realce las 
libertades humanas y la plena realización del ser humano por medio de 
la creación de políticas sociales, medioambientales, económicas, cultu-
rales y de la fuerza pública que en su conjunto brinden al ser humano las 
piedras angulares de la supervivencia, los medios de vida y la dignidad.

Este breve documento establece los principales desafíos que tiene la Fuerza 
Púbica para continuar con su proceso de transformación, implementando el 
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concepto de Seguridad Humana en un país donde el conflicto no cesa y las 
amenazas de crimen organizado y contra la seguridad ciudadana parecen ir 
en aumento. Para ello, analizaremos los principales retos que trae este pro-
ceso, así como algunas recomendaciones para abordar el cambio.

Principales retos y desafíos

Sin duda, el mayor reto que tiene la Fuerza Pública para abordar una nueva 
fase en su proceso de transformación hacia la Seguridad Humana es el carác-
ter cambiante del conflicto y de las amenazas. Pese al Acuerdo de Paz firmado 
en 2016 entre el Gobierno colombiano y las FARC, así como de otros muchos 
acuerdos de paz que se vienen gestando desde principios de los años ochen-
ta, algunos con mayores resultados que otros, lo cierto es que las amenazas 
contra el Estado, las personas, las comunidades y el medio ambiente, entre 
otros sujetos de seguridad, no desaparecen, más bien mutan y, en algunos 
casos, incluso se fortalecen.

En otras palabras, y como ya se señaló en el artículo “Paz Total con seguri-
dad total”, del Dossier Paz Total, publicado por la Universidad Nacional de 
Colombia, 

[…] lo cierto es que las disidencias y los grupos armados organizados (GAO) 
se han proliferado y los cultivos de coca han aumentado, así como la pro-
ducción de cocaína. Igualmente, la minería ilegal y otras fuentes de finan-
ciación criminal persisten y las masacres y asesinatos de líderes sociales no 
cesan. (Pachón, 2022).

Adicionalmente, el homicidio, la extorsión, los desplazamientos, la deforesta-
ción y otros delitos ambientales siguen siendo de altísima preocupación. Lo 
anterior, sin mencionar los delitos cibernéticos que siguen creciendo e inclu-
so, el reciente registro de algunos secuestros que han encendido las alarmas, 
pues era un indicador que se mantenía a la baja. 

No basta con señalar el cambio de enfoque y que ahora el indicador de éxito 
es la protección de la población, pues este indicador ya lo había priorizado el 
primer gobierno Uribe y fue ese el principio que guio la exitosa estrategia de 
reducción de secuestros.

En efecto, el segundo mayor reto es la reorientación de indicadores de éxito, 
dado que muchos expertos lo mencionan, pero llevarlo a la práctica es tarea 
compleja. En otras palabras, no es nada sencillo cambiar las mediciones que 
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desde hace años tiene el sector defensa en términos de resultados operacio-
nales y acciones desarrolladas en el marco de su misionalidad, a pasar a medir 
por ejemplo, protección de líderes sociales o protección de la población, dado 
que esto es el resultado de estrategias integrales e implementadas de manera 
coordinada más allá de la Fuerza Pública, dado que involucran al sector judi-
cial, a la Fiscalía General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo, entre otras 
instituciones del Estado.

En suma, neutralizar principales cabecillas de organizaciones criminales ya no 
se traduce en mayores niveles de seguridad, dado que existen extensas filas 
de aspirantes preparados para hacer su remplazo inmediato y, por tanto, se 
requiere otro tipo de estrategias y mediciones a la misma. El reto no solo está 
en plasmar estas estrategias que además son integrales, sino en implemen-
tarlas de manera coordinada entre varios actores, cada uno aportando con sus 
indicadores a una medición integral.

Algunas recomendaciones

Repensar la estrategia de seguridad del Estado 

Como ya se viene hablando, el punto de arranque de esta nueva fase de transfor-
mación de la Fuerza Pública en clave de Seguridad Humana, está en el repensar 
la estrategia de seguridad. La amenaza ya no son las FARC ni otros grupos ar-
mados o de crimen organizado. La prioridad ahora debe enfocarse en proteger 
a la población, a las comunidades y el medio ambiente y, por tanto, en controlar 
los impactos humanitarios y ambientales que deja el carácter cambiante del 
conflicto y las amenazas, es decir, en lograr reducciones significativas de homi-
cidios en general y de líderes sociales, extorsiones, evitar los desplazamientos, 
confinamientos, la deforestación y demás impactos ambientales.

Para ello, es importante reconocer los impactos humanitarios, ambientales e 
institucionales que tienen las economías ilícitas —narcotráfico, minería ilegal, 
tráfico de armas, personas, entre otros—, diferenciándolos tanto en lo rural 
como en lo urbano, para poderlos abordar.

En otras palabras,

[…] el crimen organizado no desaparecerá de manera automática con el 
acogimiento a la justicia de los grupos armados organizados existentes y 
la negociación con el ELN. Como ya ocurrió después del proceso de nego-
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ciación con las FARC, y como ha pasado en Centroamérica y otros países que 
han firmado acuerdos de paz, las actividades de economía ilegal persisten por 
cuanto sus dimensiones son trasnacionales y hacen parte de estructuras más 
amplias y complejas que las identificadas nacionalmente. (Pachón, 2022)

La tarea es no seguir haciendo más de lo mismo, es decir, no más con abordar 
solo el componente armado del crimen organizado o, en el caso del narcotrá-
fico, focalizar los esfuerzos en la erradicación de cultivos. Es indispensable, 
incluso ya lo debimos haber abordado hace tiempo, entender la red de redes 
que conforman las diferentes modalidades de crimen organizado y focalizar 
los esfuerzos en debilitar los nodos más estratégicos.

Para el caso del narcotráfico, por ejemplo, se trata de debilitar el nodo de pro-
ducción, controlando los principales insumos químicos que se requieren para 
el procesamiento de la cocaína; debilitar el nodo tráfico, robusteciendo las ca-
pacidades de interdicción; debilitar el nodo financiero, super fortaleciendo las 
capacidades de control financiero y lavado de activos y, desde luego, trabajar 
arduamente en prevenir el consumo. Todo ello no solo implica fortalecer capa-
cidades de la Fuerza Pública en materia de inteligencia, contrainteligencia, co-
municaciones, carabineros, sino también otras más nuevas relacionadas con la 
investigación criminal y el control del ciberespacio, además de robustecer ca-
pacidades y el trabajo articulado con la Fiscalía General de la Nación, la Unidad 
de Análisis Financiero del Ministerio de Hacienda (UIAF) y el sector justicia para 
hacer más eficientes los procesos de investigación criminal y judicialización.

Lo anterior, sin mencionar que repensar la estrategia de seguridad también 
conlleva el fortalecimiento de las relaciones civiles y militares, la incorporación 
de una sólida lucha contra la corrupción y cooptación del Estado, así como 
el trabajo articulado con otros actores internacionales, dado que, como ya se 
mencionó, el fenómeno es de dimensiones trasnacionales. También implica 
trabajar fuertemente en los impactos humanitarios y ambientales que se ge-
neran y, por tanto, en articular esfuerzos y trabajar de la mano con otras carte-
ras como los Ministerios de Agricultura, Ambiente, Vivienda, el DPS e, incluso, 
la cooperación internacional.

En fin, repensar la estrategia de seguridad del Estado no solo implica una 
transformación de 180 grados en la Fuerza Pública, sino también de la mitad 
del aparato institucional. De esa manera, será posible definir nuevos indicado-
res integrales para medir la protección de la población.
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Escalar la noción de Seguridad Humana más allá de la Fuerza Pública

Además de introducir la noción de Seguridad Humana en los conceptos y es-
trategias de seguridad nacional y seguridad ciudadana, también es necesario 
escalar esta noción más allá de la Fuerza Pública.

Hablar de seguridad ciudadana como Seguridad Humana es, según la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), no limitarse a la lu-
cha contra la delincuencia, sino que se hable sobre cómo crear un ambiente 
propicio y adecuado para la convivencia pacífica de las personas. Así pues, 
la Policía debe priorizar las labores de prevención y control de los factores 
que generan violencia e inseguridad, además de las tareas meramente re-
presivas o reactivas ante hechos consumados. (CIDH, 2009, p. 8)

Introducir la noción de Seguridad Humana en el concepto de seguridad na-
cional es pasar del acento exclusivo de la seguridad territorial al de la segu-
ridad de la población, la comunidad, la economía y las riquezas, incluido el 
medioambiente. Aunque esto parezca nuevo, realmente no lo es, dado que la 
ONU, lo introdujo en su informe del PNUD desde 1994 (Pachón, 2022).

En ese orden, pensar que la Seguridad Humana es tarea exclusiva de la Fuerza 
Pública es un error. Si bien de lo que se trata es de enfocarse más en la preven-
ción, el control, el trabajo articulado de militares y policías y de estos con otras 
instituciones del Estado, o el apoyo de la Fuerza Pública a tareas de estabiliza-
ción y crisis humanitarias, entre otras, todo en pro de brindar mayor seguridad 
a las personas, restringirlo a estas sería un retroceso.

Por ello, una de las tareas que tiene el sector es escalar este concepto más 
allá de la Fuerza Pública para trabajarlo articuladamente con todo el aparato 
estatal. Esta no es una tarea sencilla y, para que funcione, debe estar liderada 
directamente por el presidente de la República. Ojalá, en el marco de la formu-
lación del Plan Nacional de Desarrollo, este concepto se conciba de manera-
transversal a los objetivos y metas que se establezcan.

Trabajar en mejorar las relaciones civiles y militares

A lo largo de las décadas se han establecido fuertes barreras y muros que 
separan el mundo militar del civil en Colombia, creando desconfianzas y es-
tereotipos poco constructivos. La Policía y, en menor medida, las Fuerzas Mi-
litares, tienen una imagen desgastada en la población, debido a escándalos 
por violaciones a DD. HH., corrupción y otras afectaciones denunciadas por la 
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JEP y en el informe de la Comisión de la Verdad. De igual manera, para la lógica 
castrense, los civiles poco entienden y reconocen todo su esfuerzo y sacrificio 
y, en muchas ocasiones, se entienden como instrumentos de una clase políti-
ca que los usa en tiempos de crisis y luego los olvida o les reclama.

En ese orden, una importante tarea en el marco de esta transformación con ló-
gica de Seguridad Humana está en deconstruir esas barreras de desconfianza 
y acercar más a los policías y militares con los civiles y viceversa. Lo anterior 
implica fortalecer en la Fuerza Pública el trabajo en materia de DD. HH., trans-
parencia e integridad, concepción de enfoques —género, étnico, afro, entre 
otros—. También implica que, de parte de los civiles y a todos los niveles, nos 
esforcemos por comprenderlos mejor, esto es que del lado de los civiles que 
trabajan en el Ministerio de Defensa, el Congreso u otras instancias que traba-
jan de cerca los temas de seguridad, inclusive, los periodistas y académicos, 
nos preocupemos por conocer su doctrina, entender sus retos y analizar sus 
necesidades, para que esto también llegue al resto de población.

Generar espacios de diálogo al interior de las mismas Fuerzas y entre estas y 
la población es altamente recomendable. Si bien el Ministerio de Defensa ya 
inició la tarea de diálogos para la formulación de la Política de Seguridad y De-
fensa, esta no debe culminar allí. Es importante que más allá de este contexto 
se genere un ejercicio de diálogos entre la Fuerza Pública y la sociedad, para 
proyectar la transformación de la que se ha hablado.

Un buen ejercicio que conviene retomar, con los ajustes que se requieran, es el 
que se hizo en el 2016 y 2017 y se denominó “Ciclos de Diálogos Territoriales 
para la construcción del Ejército del Futuro”. Fue liderado por el Ejército Na-
cional, a través del Centro de Análisis Estratégico Ejército del Futuro (CAEEF) 
—que hace parte del Comando de Transformación (COTEF)—, el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), y el Centro de Pensamiento y 
Seguimiento al Diálogo de Paz de la Universidad Nacional de Colombia (CPS-
DP), y tuvo como objetivo poner en marcha un mecanismo de debate social 
que permitiera identificar y recoger los planteamientos de diferentes sectores 
de la sociedad en diversos territorios acerca del papel del Ejército en la cons-
trucción de paz y de los retos para lograr condiciones de seguridad sosteni-
bles (Pachón, 2022).

Este ejercicio no solo permitió identificar barreras existentes entre la Fuerza 
Pública y la población, sino también crear canales de comunicación con ellas 
y construir confianza.
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Fortalecer roles y misiones complementarios

Aunque la implementación del Acuerdo de Paz firmado con las FARC es tarea 
de todas las instituciones del Estado, la Fuerza Pública juega un importante 
rol. Además de restablecer los mínimos de seguridad en los 170 municipios 
del Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), puede contribuir 
con otras capacidades como la logística, las comunicaciones y la ingeniería 
militar, al restablecimiento de derechos de las poblaciones más afectadas. En 
otras palabras, su contribución se enmarca en el apoyo a la construcción de 
vías terciarias o la instalación de puentes, para dar dos ejemplos.

También está su trabajo y desarrollo de capacidades como parte del Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres, así como las misiones de apoyo 
a la asistencia humanitaria en casos de crisis causadas por el hombre: migra-
ción descontrolada y desplazamientos, entre otros.

Fortalecer los servicios de vigilancia y seguridad ciudadana

La tarea de vigilancia y seguridad ciudadana es el deber ser de la Policía Na-
cional, pero el despliegue hacia más de veinte especialidades ha llevado a que 
esta institución pierda el foco en lo que debería ser su tarea principal. En ese 
orden, es relevante que se fortalezcan los servicios de vigilancia y seguridad 
ciudadana y que se prioricen las tareas de prevención y control sobre las de 
represión y castigo. Esto es poner en el centro a las personas y su seguridad.

La prioridad de la Policía Nacional debe ser entonces la reducción de los delitos 
de mayor impacto, esto es homicidios, hurtos, secuestros, extorsiones, ase-
sinatos a líderes sociales, así como proporcionar protección reforzada a po-
blaciones afectadas por la violencia y la criminalidad, en particular a los niños, 
niñas y adolescentes, las mujeres, los líderes sociales y los pueblos indígenas. 
La prevención del reclutamiento es otra tarea indispensable (Pachón, 2022).

Esto requiere más policías en las calles, mayores capacidades tecnológicas 
y, sobre todo, revisar la estrategia de seguridad por cuadrantes para ser más 
eficientes. También implica trabajo coordinado con otras instituciones, sobre 
todo para tratar los temas de convivencia y prevención, así como el desarrollo 
de una robusta estrategia de seguridad ciudadana en el campo, que integre 
una mayor articulación entre las diferentes especialidades de la Policía y entre 
esta y las Fuerzas Militares.
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Conclusiones

Serían muchas más las recomendaciones que podrían darse tratándose de 
una nueva fase dentro del proceso de transformación militar y policial que tie-
ne la Fuerza Pública. No obstante, más que un listado exhaustivo y completo, 
lo que se buscó fue resaltar aquellas que la autora considera más importantes.

Al final, este breve artículo solo pretende dejar una idea clave y es que identifi-
car la protección de la población como centro de gravedad de la política de se-
guridad de la Fuerza Pública requiere avanzar en cambios radicales y profun-
dos, tanto de estrategia como de articulación y capacidades, entendiendo que 
esta última integra los componentes de doctrina, dotación y equipos, perso-
nal, infraestructura y sostenibilidad. Esto no solo demanda un trabajo riguroso 
por parte de cada una de las Fuerzas, incluyendo a la Policía, sino también del 
Ministerio de Defensa y otras muchas instituciones que también deben abrirse 
al trabajo articulado con militares y policías.
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Colombia, como Estado social de derecho, consagra desde su Constitu-
ción Política la dignidad humana como pilar fundamental. En este sentido, 
las instituciones estatales como la Corte Constitucional, las Fuerzas Milita-
res y la Policía Nacional han desarrollado sus actuaciones dando prevalen-
cia a la protección de las personas, sobre la supervivencia de instituciones. 
Ahora que el enfoque de Seguridad Humana ha sido consagrado en una ley 
de la República, conviene analizar el debate internacional que actualmen-
te se viene desarrollando para su conceptualización e implementación, no 
para trasplantarlo desde un contexto ajeno, sino para aterrizarlo de acuer-
do con las necesidades y capacidades locales.

Ahora bien, no se puede olvidar la importancia de la seguridad estatal para la 
protección y desarrollo de las personas, por ello es necesario fortalecer a las 
FF. AA. y apoyarlas en el avance en la materia sobre lo ya construido, como las 
relaciones civiles-militares (de gobierno y gobernanza en el sector seguridad), 
el monopolio en el uso de la fuerza y la atención en amenazas ambientales.

Seguridad Humana inclusiva, 
fuerzas armadas y con 
enfoque territorial

Jean Carlo Mejía Azuero 
Docente e investigador de la Universidad Militar Nueva Granada. Asesor 
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Enfoque antropocentrista del Estado social de 
derecho y de la Seguridad Humana

Cuando en el contexto de la posguerra Fría, Naciones Unidas introdujo el 
enfoque centrado en la Seguridad Humana reorientó el debate pasando de 
la seguridad territorial a la seguridad de las personas. El mismo enfoque 
en el cual ya el pueblo colombiano se había encaminado con la promulga-
ción de su Constitución Política en 1991, la cual funda el Estado social de 
derecho en el respeto de la dignidad humana. Esto significa que desde en-
tonces la satisfacción de necesidades de los individuos es el fin último de 
las instituciones y los derechos humanos son límites y exigencias al poder 
estatal y entre asociados.

Es en este marco que operan las Fuerzas Militares (FF. MM.) y la Policía 
Nacional como una de las manifestaciones más fuertes de la soberanía 
(centrada en el pueblo), indispensables para la garantía de las libertades 
fundamentales. Como el país ha sido testigo durante años, al debilitarse el 
Estado incrementa la violencia con la consecuente degradación del con-
flicto social y bélico. Es así que diversos hitos2 en la historia de Colombia 
han propiciado la profesionalización de la Fuerza Pública, pues cuando el 
uso de la fuerza se hace indispensable, deberá ser operante y eficiente, en 
el marco de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanita-
rio; pero no se puede renunciar a ella.

Con la inclusión del enfoque de la Seguridad Humana en la Ley 2272 de 
2022, se direccionan a las entidades estatales jurídicamente hacía la con-
secución de los intereses nacionales previstos desde 1991, además de 
continuar garantizando la seguridad sin que la libertad y los derechos hu-
manos sean sacrificados o restringidos más allá de lo razonable de acuerdo 
con la Convención Americana de DD. HH. En este orden de ideas, la Ley 
resalta la necesidad de realizar los cambios en estructuras y procesos para 
lograr combinar los programas de paz, seguridad y desarrollo sostenible 
de manera más eficaz, eficiente y orientada a la prevención. Esto no puede 
quedar simplemente en la letra.

Tal como lo indicó Sonia Picado (2014), en su momento presidenta de la Junta 
Consultiva de Seguridad Humana, “la Seguridad Humana es un instrumento 
eficaz para el diseño de proyectos, la planificación estratégica y la formula-
ción de políticas en relación con una amplia gama de ámbitos temáticos y en-
tornos institucionales”. Al apropiarse del concepto de la Seguridad Humana, 
se requiere entonces del desarrollo de nuevas capacidades y competencias 
para enfrentar las amenazas en el nuevo escenario regional y mundial.
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La Seguridad Humana, un concepto en permanente 
construcción en el debate internacional

Desde que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (1994) inclu-
yó la Seguridad Humana en su informe sobre Desarrollo Humano, el término 
ha sido objeto de conceptualización, delimitación e integración en el sistema 
universal de protección de derechos humanos. Se destaca la resolución de 
la Asamblea General 66/290 (2012), mediante la cual los Estados Miembros 
acordaron un entendimiento común y un marco para su promoción. Así que 
por esta parte tampoco a nivel interno existe nada nuevo.

La Resolución convocó a las personas expertas en seguridad y a las responsa-
bles de la formulación de políticas a trascender la protección del Estado-na-
ción para proteger las vidas de las personas, su integridad física y necesidades 
básicas. La definición acordada hace hincapié en la importancia del derecho 
de toda persona a vivir sin temor, sin miseria y con dignidad, además presta 
especial atención en acompañar la protección con el empoderamiento para 
garantizar el desarrollo de respuestas apropiadas ante una amenaza particular 
y de acuerdo con la capacidad local.

Sin duda el consenso más relevante para las FF. AA. alcanzado en esta Re-
solución es la premisa que la Seguridad Humana no sustituye a la seguridad 
del Estado, por el contrario, la refuerza. En este orden de ideas, la Seguridad 
Humana se debe hacer efectiva respetando la soberanía de los Estados, la in-
tegridad territorial y la no injerencia en asuntos que son esencialmente de la 
jurisdicción interna. No se puede olvidar que su aplicación se basa en la rea-
lidad nacional, puesto que las condiciones políticas, económicas, sociales y 
culturales varían considerablemente en cada país y momento histórico. Pero 
también es cierto que el enfoque de seguridad estatal debe verse en Colombia 
desde el ser humano, con un sentido incluyente jamás excluyente.

Pero la Seguridad Humana no es únicamente un concepto teórico, ha sido la 
columna vertebral de la política exterior japonesa por un largo tiempo (Steiner, 
2022) y ha sido adoptada por otros estados, como aquellos que conformaron la 
Red de Seguridad Humana, para promover el concepto como característica de 
todas las políticas nacionales e internacionales, a saber: Austria, Canadá, Chile, 
Costa Rica, Eslovenia, Grecia, Irlanda, Jordania, Malí, Noruega, Suiza y Tailandia.

Así mismo, para apoyar la materialización del desarrollo teórico, con el apoyo 
del Gobierno de Japón, se estableció en 1999 el Fondo Fiduciario de las Na-
ciones Unidas para la Seguridad Humana, y desde el año 2007, otros gobier-
nos de la Red junto con México contribuyen a su financiación, que ha logrado 



134

ejecutar proyectos en más de 80 países. En Colombia se han financiado tres 
proyectos con un costo cercano a los nueve millones de dólares (Fondo Fidu-
ciario de las Naciones Unidas para la Seguridad Humana, 2012).

Pero materializar el concepto exige de la delimitación de las amenazas que 
se pretenden enfrentar de forma objetiva, o sea con una metodología plausi-
ble, combinada con la estrategia de la Seguridad Humana, así también como 
el enfoque para su implementación en un momento determinado. El orden 
mundial está cambiando y con ello el enfoque y los recursos destinados al 
desarrollo de la Seguridad Humana, tanto por parte de los Estados como de 
los sistemas internacionales y regionales. 

La guerra nuclear era el gran temor del siglo XX, mismo que se ha revivido 
desde la invasión rusa a Ucrania. Mientras la guerra contra el terrorismo ha 
quedado relegada lentamente, la guerra comercial y tecnológica entre Esta-
dos Unidos y China va en aumento. El cambio climático, es cada vez más re-
conocido por las agencias de seguridad nacional como la amenaza de segu-
ridad, precisamente debido a su capacidad para actuar como un amplificador 
de amenazas que aumenta el riesgo de interrupción social, conflicto, inse-
guridad alimentaria, crisis económica y por supuesto, brotes de pandemias 
como COVID-19. Ni que decir de la desconfianza entre seres humanos y entre 
estos y las instituciones, en términos de Lipovetsky. 

Por ejemplo, Japón, el principal promotor del concepto de Seguridad Hu-
mana, encaminó sus acciones iniciales para abordar la seguridad frente a la 
necesidad, ya que debido a su cultura de posguerra antimilitarista e inhibi-
cioncita, su interés nacional consistía en establecer relaciones cooperativas 
con sus vecinos, asegurar el potencial humano, luchar contra la pobreza, rea-
firmar el compromiso con la paz y la renuncia al poder militar ofensivo; lo que 
le permitía lograr un protagonismo político, situarse en el ámbito de la segu-
ridad regional, mediante el uso de la potencia económica en lugar de medios 
militares (García, 2006).

Sin embargo, recientemente se ha evidenciado un cambio de enfoque en la 
política exterior de Japón, a medida que aumentan las amenazas regionales, el 
país se aleja más de su principio de posguerra estrictamente de autodefensa. 
En 2014, modificó la interpretación al artículo 9 constitucional lo que le permi-
tirá ejercer el derecho de "legítima defensa colectiva" y emprender una acción 
militar si uno de sus aliados fuera atacado. Más recientemente, adoptó una 
estrategia de seguridad nacional para poseer capacidad contraataque, contra 
las amenazas de la vecina China y Corea del Norte. De conformidad, su gasto 
en defensa aumentará hasta 2027 alrededor del 2 % del PIB, para alcanzar un 
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total de 320 000 millones de dólares, 1,6 veces el total actual de cinco años 
(Kim y Guggenheim, 2022). Así que la visión de reforma militar impuesta por 
los aliados luego de 1945 ya no resulta plausible en pleno 2022.

Lo anterior indica la importancia del fortalecimiento de la Seguridad Nacio-
nal con el apoyo de la Seguridad Humana, en palabras del Administrador del 
PNUD, Achim Steiner (2022):

La pandemia de COVID-19 todavía está con nosotros, devastando vidas y 
medios de subsistencia en muchos rincones del mundo. Al mismo tiem-
po, el mayor número de conflictos violentos desde 1946 está provocando el 
desplazamiento forzoso de un número récord de personas de sus hogares. 
Eso incluye la guerra en Ucrania, que no solo está causando un inmenso 
sufrimiento humano, sino que también está contribuyendo a precipitar una 
crisis mundial de alimentos, energía y finanzas. Como resultado, el mundo 
ahora enfrenta su peor crisis de costo de vida en una generación.

El nuevo informe del PNUD ha encontrado que 71 millones de personas 
han caído en la pobreza en solo tres meses como consecuencia directa del 
aumento de los precios mundiales de los alimentos y la energía. Mientras 
tanto, la emergencia climática se intensifica [...] pero el concepto de Segu-
ridad Humana […] puede ayudar al mundo a navegar estas múltiples crisis 
e impulsar el progreso hacia todos los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Es así que las Naciones Unidas (2022) también han delimitado sus esfuerzos 
para desarrollar el concepto. En el caso del Fondo para la Seguridad Hu-
mana, los proyectos financiados abarcan sus prioridades: Objetivos de De-
sarrollo Sostenible, Cambio Climático Migración y Prevención y Resiliencia. 
Por su parte, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 
2022), en su informe más reciente especial identifica cuatro amenazas para 
la Seguridad Humana que se superponen al contexto del Antropoceno: “los 
inconvenientes de la tecnología digital, los conflictos violentos, las desigual-
dades horizontales y los desafíos cambiantes a los que se enfrentan los sis-
temas de atención de la salud”.

Seguridad Humana a la colombiana, con enfoque territorial 
y la participación de todos los agentes estatales

La idea de la seguridad en el país se ha desarrollado con base en importacio-
nes (trasplantes) terminológicas y doctrinales que redundaron en circunstan-
cias particulares sobre elementos hostiles (Leal, 2003). Aquellos elementos 
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pasan por la violencia partidista del siglo XIX, la convulsión guerrillera e insur-
gente, el conflicto armado, los grupos paramilitares y el narcotráfico, hasta el 
terrorismo y la violencia urbana moderna (Borrero, 2019).

Si bien la meta de la Seguridad Humana es la reducción del riesgo colecti-
vo bajo en entendido que, en una sociedad globalizada e interdependiente, la 
inseguridad de un estado afecta a los demás y a la comunidad internacional, 
es necesario que el Estado colombiano continúe con la adopción de este con-
cepto atendiendo necesidades y capacidades locales, con un enfoque territo-
rial desde la construcción de confianza en fronteras.

Es necesario entonces que el gobierno logre una cohesión de las estrategias 
que desarrollen los órganos especializados en los diferentes niveles, precisa-
mente atendiendo el carácter interconectado de las amenazas a la Seguridad 
Humana. Por ejemplo, se debe entender el proceso de control social ilegal en 
lo territorial y la captura o suplantación del Estado, por lo que se recomienda 
un organismo de vigilancia y seguimiento sobre diálogos regionales. Los es-
fuerzos de consolidación de paz a menudo han pasado por alto este aspecto, 
y se han centrado en abordar los problemas de manera aislada al diseñar o 
evaluar políticas. Pero, además, si se sigue navegando sin la brújula de una ley 
de seguridad y defensa o el sextante de una ley sobre el uso de la fuerza, cual-
quier intento podría terminar iniciando nuevos ciclos de violencia o fortalecer 
los existentes.

En este contexto, se le debe dar a las FF. MM. y a la Policía Nacional como 
parte de los órganos especializados del Estado, el lugar que les corresponde 
en la construcción de paz, subsanando el grave vacío que deja la ley 2272 de 
2022 al no definir la política de seguridad y defensa en sus elementos concep-
tuales3, tampoco lo hace con la normatividad sobre convivencia ciudadana, 
central desde este enfoque.

Aportes de las Fuerzas Militares a la Seguridad Humana

La misma Corte Constitucional (2001) reconoce a las FF. MM. como autorida-
des al servicio del poder ciudadano, instituidas para proteger a las personas 
en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, por lo que 
su actuación se encamina a “realizar la justicia social y la dignidad humana 
mediante la sujeción de las autoridades públicas a los principios, derechos y 
deberes sociales de orden constitucional” 
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En este orden de ideas, visos de la Seguridad Humana implementada por las 
FF. MM. se encuentran desde el diseño del plan lazo y la acción integral y se 
acrecientan en 2015 con el Plan Minerva, que concibe como eje central ope-
raciones unificadas con enfoque social y colectivo junto, además de homo-
genizar el lenguaje con otras fuerzas armadas del mundo con la redefinición 
y vanguardia teórico-conceptual de la seguridad, los asuntos tecnológicos 
de revolución militar, la estandarización de procesos y regulaciones de cali-
dad, en aras de la multimisionalidad y multipresencia nacional e internacional 
(Castillo Alberto y Niño César, 2020).

Por ello, la Fuerza Pública en general y las FF. MM. en particular deben desa-
rrollar el modelo de Seguridad Humana de manera coordinada con las demás 
instituciones estatales dirigidas por la Presidencia de la República, para con-
solidar los elementos del Estado de Derecho, como son: la división de poderes, 
la legalidad en la administración, el imperio de la ley y, obviamente, el respeto 
por los Derechos Humanos. Resulta imperioso entonces que el ejecutivo se 
abstenga de usurpar atribuciones de la Rama Judicial.

Específicamente, si se quiere sacar el máximo provecho de la implementación 
de una política de Seguridad Humana no se debe dejar de lado la relación mi-
litar-civil, y, por el contrario, fortalecer las FF. MM. para lograr la tan anhelada 
superación de la violencia y emplear toda la capacidad del Estado para hacer 
frente a las amenazas ambientales que trae el cambio climático. 

Trascendencia de las relaciones civiles-militares

Entre los grandes retos que enfrentan las FF. MM. se encuentra el logro de la 
cohesión social, el libre ejercicio de la democracia, la paz y la tranquilidad y, en 
general, la protección de la población civil. Por tal motivo, se requiere seguir 
construyendo relaciones de confianza mutua, a partir de la percepción de am-
bas partes como compañeras de ruta en la consolidación de un proyecto de 
futuro para todos los colombianos (Vargas 2002).

Por una parte, un militar necesita que se mantenga en alto su moral combativa 
para triunfar en la lucha por la paz estable y duradera, lo que se logra con el 
pleno respaldo de la población a la institución que la protege. Resulta indis-
pensable entonces por parte de la sociedad, el reconocimiento a la importante 
labor que realizan su Fuerzas de tierra, mar y aire, además de una permanente 
interacción que permita la implementación de procesos que coadyuven a la 
reestructuración social basada en la institucionalidad.
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La población entonces debe ser parte activa en la ejecución de la política de 
seguridad, ello incluye el cumplimiento del deber ciudadano de cooperar en la 
persecución del delito, tanto contra la delincuencia común como la organiza-
da y el accionar de los grupos armados ilegales, lo que significa acciones de 
solidaridad voluntarias, solo obtenidas a partir de consensos logrados con los 
círculos de confianza. Así, la cooperación de la población civil debe extenderse 
a los ámbitos de gobernabilidad local, transparencia presupuestal, adminis-
tración de justicia, contención de la violencia y promoción del desarrollo.

Superación de la violencia

Identificada la paz como elemento principal del interés nacional desde la Ley 
418 de 1997 y eje principal de los últimos seis gobiernos colombianos, las FF. 
MM. se convierten en la garantía principal para la normalización de la demo-
cracia y su accionar es, además, un elemento fundamental en la búsqueda 
de la reconciliación. Es por ello que se debe otorgar prelación a la dotación, 
modernización y equipamiento de la Fuerza, con personal bien entrenado que 
cuente con los recursos logísticos y de combate adecuados. Nuestras capa-
cidades militares en términos de seguridad integral son casi obsoletas y eso 
atenta contra cualquier enfoque de Seguridad Humana.

En este sentido, las FF. MM. adoptan una actitud ofensiva para interrumpir los 
lazos entre el narcotráfico y los grupos armados ilegales, combatir a todos los 
actores generadores de violencia, además de complementar la acción de la 
Policía Nacional para contribuir de forma decisiva a la seguridad en sectores 
rurales. Nada más cercano a la Seguridad Humana que los carabineros, el Co-
mando Estratégico de Transición de las FF. MM. y la Unipep. 

Para lograr el monopolio efectivo del uso de la fuerza, entonces, es necesaria 
la presencia serena y responsable de las Fuerzas Militares en todo el terri-
torio colombiano, ya que sin la participación activa del cuerpo armado en la 
búsqueda de la tranquilidad y de la reconciliación, no será posible alcanzar 
la plena normalidad ciudadana. El control territorial es también indispensable 
para no recaer en el problema de la inseguridad fronteriza, de lo contrario, ni 
el advenimiento de la paz serviría para truncar la formación de nuevos grupos 
insurgentes inconformes (Cepede, 2000).

Tal como lo expresaron Humberto de la Calle y Sergio Jaramillo en su Decla-
ración sobre el Estado Actual de la Implementación del Acuerdo de Paz, “con-
versaciones de paz que no estén acompañadas de una estrategia eficaz de 
seguridad, fracasan” (2022). El primer paso que han dado las FF. AA. para la 



139

consecución de la paz ha sido recuperar el monopolio estatal de la fuerza; sin 
embargo, la superación de la violencia solo ocurrirá cuando los actores arma-
dos reconozcan y concedan legitimidad a ese monopolio.

Amenazas ambientales

Actualmente el cambio climático se considera la amenaza más importante 
y generalizada para la humanidad. Desde patrones climáticos cambiantes 
que amenazan la producción de alimentos hasta el aumento del nivel del 
mar que aumenta el riesgo de inundaciones catastróficas, los impactos del 
calentamiento global tienen un alcance universal y una escala sin preceden-
tes. Sin una acción urgente, 122 millones de personas más podrían caer en la 
pobreza extrema para 2030; los precios de los cereales podrían aumentar en 
un 29 %, 216 millones de personas podrían migrar dentro de sus propios paí-
ses para 2050 y la temperatura global promedio podría aumentar entre tres y 
seis grados centígrados para 2100 (World Bank 2021).

Así, el medioambiente se percibe como una fuente esencial para las políticas 
de seguridad, pues la falta de recursos disponibles, su deterioro o la lucha por 
controlar los recursos da lugar a enfrentamientos violentos que provocan la 
fragmentación de Estados y el aumento de desplazados y refugiados. Estas 
situaciones pueden alterar gravemente las relaciones internacionales y afectar 
la seguridad mundial.

Pueden enumerarse múltiples ejemplos de conflictos armados causados por la 
escasez de recursos o por el control de los mismos (PNUD, 2005), así, en Afga-
nistán, la lucha por el control de las piedras preciosas y el opio generó un con-
flicto entre 1978 y 2001; en Camboya, el conflicto presentado en los años 1978 
a 1997 tuvo como causa la madera y las piedras preciosas; incluso en Colom-
bia, la violencia se relaciona en parte con la lucha por el control de recursos, al-
gunos legales, como el oro y el petróleo, otros ilegales como la coca. Amenazas 
que, por supuesto, le corresponde enfrentar de manera directa a las FF. MM.

Otra clase de amenazas ambientales identificadas, como son terremotos, 
maremotos, epidemias, el calentamiento global, el deshielo, el futuro y pre-
visible aumento del nivel del mar y cambios meteorológicos, además de 
los trastornos mentales, constituyen una preocupación básica del Estado 
colombiano en sus relaciones con la población. En estos casos, las Fuer-
zas Armadas se caracterizan por disponer de sus recursos, tanto técnicos 
como humanos para realizar actividades de asistencia humanitaria a la po-
blación afectada por tales circunstancias.
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Conclusiones

•	 Desde la Constitución de 1991 el Estado colombiano tiene como pilar fun-
damental la protección y el desarrollo de las personas. Principio que ha 
permeado las diferentes entidades estatales, incluyendo a las FF. MM.

•	 El enfoque que el Estado colombiano adopte para la materialización del 
concepto de Seguridad Humana debe integrarse con la discusión inter-
nacional, con el fin de alcanzar la prevención colectiva deseada. Lo que 
significa enmarcar sus avances a la consecución de los objetivos de desa-
rrollo sostenible, incrementar sus esfuerzos para contrarrestar el cambio 
climático y fortalecer la seguridad nacional.

•	 La paz ha sido identificada como interés nacional desde la Ley 418 de 1997 
y ha sido el elemento transversal de los últimos seis gobiernos colombia-
nos. En este contexto, las FF. MM. se convierten en la garantía principal 
para la normalización de la democracia y la búsqueda de la reconciliación.

•	 La Seguridad Humana supone el fortalecimiento del Estado de Derecho 
con la plena división de poderes, por lo que el poder ejecutivo no puede 
otorgarse facultades judiciales.

•	 Debe entenderse el proceso de control social ilegal en lo territorial y la cap-
tura o suplantación del Estado, en consecuencia, debe tenerse un organis-
mo de vigilancia y seguimiento sobre diálogos regionales.

•	 En todo caso, las estrategias deberán tener un enfoque territorial desde 
la construcción de confianza en fronteras y con la inclusión de todos los 
actores institucionales, como las Fuerzas Armadas.
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En los albores de la humanidad y, de manera específica, en los sistemas 
matriarcales y patriarcales antiguos, no es posible hablar de la existencia de 
derechos del hombre, considerados estos como un conjunto de prerrogati-
vas del gobernado de observancia jurídica obligatoria e imperativa para los 
gobernantes. Tampoco se puede afirmar que el individuo tuviera potestades 
o facultades que le permitieran gozar dentro de la comunidad a la que per-
tenecía y que constituyesen una esfera de acción o actividad propia frente al 
poder público (Burgoa, 1996).

Los derechos humanos se han dado bajo condiciones distintas, como resul-
tado de la búsqueda de limitar el poder de los gobernantes para reconocer 
los derechos de sus gobernados, pues el grado en que un Estado reconoce 
y respeta los derechos humanos determina su situación particular en el de-
sarrollo y evolución social (Madrazo, 1993).

Ahora bien, tal y como lo expuso Jean-Jacques Rousseau, en su obra El 
contrato social, el ser humano se ha constituido, a través de los años, bajo 

Los derechos humanos, 
el desarrollo sostenible y 
la Seguridad Humana 

Mg(V) Juan Guillermo García Serna
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una esencia social y comunitaria, cediendo de manera libre y autónoma par-
te de sus libertades personales, mediante la celebración de un pacto social, 
para legitimar de manera colectiva una serie de normas y leyes que imparten 
derechos y obligaciones para sus miembros. De esta manera, y con los pro-
pósitos fundamentales de evitar los abusos y la injusticia social y de garanti-
zar la seguridad colectiva, los ciudadanos conceden el uso exclusivo y legí-
timo de la fuerza a las instituciones que democráticamente los representan. 

De esta manera, y en el marco del pacto social que nos concierne, los colom-
bianos hemos acordado mediante el Artículo 1 de la Constitución Política que: 

Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de Repúbli-
ca unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general. (1991 [Énfasis fuera del texto])

Seguidamente, el Artículo 2 de la Constitución estipula que:

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los debe-
res sociales del Estado y de los particulares. (1991 [Énfasis fuera del texto])

En consecuencia, se convierte en una obligación constitucional de las au-
toridades, no solo de la Fuerza Pública, sino también de las ramas ejecuti-
va, legislativa y judicial, garantizar la seguridad, protección y libertades de 
todas las personas que residen en su territorio y asegurar la convivencia 
pacífica, un orden justo y la prevalencia del interés general. La coyuntura 
por la que atraviesa Colombia ha generado una dicotomía en las funciones 
del Estado, pues se presenta una colisión de derechos y principios, tanto 
colectivos como individuales. Tradicionalmente, la jurisprudencia constitu-
cional ha aplicado la ponderación para solucionar esta encrucijada, la cual 
se convierte en una herramienta para dictaminar un criterio metodológico 
racional, que permita analizar la relación entre las libertades fundamenta-
les y sus posibles limitaciones.

Cabe resaltar la existencia de un vínculo directo entre los derechos huma-
nos y el desarrollo, pero la palabra desarrollo que la gente usa y escucha 
todos los días se convirtió en costumbre para una gran mayoría de las per-
sonas, al hablar de países o sociedades subdesarrolladas o de naciones 
desarrolladas y sociedades ricas; sin embargo, el desarrollo es un concep-
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to que necesita ser estudiado y comprendido debido a su complejidad, am-
bigüedad y alcance. 

Al considerar el tema del desarrollo es importante darse cuenta de que el 
concepto se puede definir de maneras diferentes y, a medida que pasa el 
tiempo, más y más temas, campos y enfoques se reúnen en esta palabra. 
Los economistas convencionales, que han dominado el campo del desarro-
llo, se centran en el crecimiento económico, en el contexto de un mercado 
libre, en una economía globalizada. Este enfoque del desarrollo tiene como 
objetivo el crecimiento económico agregado y las actividades de produc-
ción como medio; lo cual se puede ver en los informes del Banco Mundial, 
donde los países se clasifican según sus ingresos. Así, se considera que 
los países que tienen el ingreso nacional per cápita más bajo están menos 
desarrollados y necesitan una mayor integración en el mercado mundial. 
Sin embargo, como hemos dicho, este no es el único enfoque.

Después de que el paradigma centrado en el Estado entró en crisis y las 
preocupaciones de las relaciones internacionales pasaron de la seguridad 
del Estado a la Seguridad Humana, los intereses comenzaron a centrarse 
en el ser humano, y este cambio abrupto en la agenda también afectó la 
noción de desarrollo. Las personas comenzaron a ser vistas como el pro-
pósito del desarrollo, pero también como sus motores esenciales. A partir 
de ese momento, los enfoques del desarrollo han sido más compatibles 
con los derechos humanos. Según Michael Goodhart, este término ha te-
nido importantes componentes, añadidos a lo largo de las décadas, que 
lo han llevado a convertirse en sinónimo de Derechos Humanos. Teniendo 
en cuenta que en la década de los años sesenta se incluyó el concepto de 
desarrollo comunitario, adicionalmente se presentó el programa mundial 
de empleo de los setenta, el enfoque de necesidades básicas de principios 
de la década de los ochenta y, desde los noventa, el enfoque de desarrollo 
humano y capacidades, donde el desarrollo es un proceso para realizar los 
derechos humanos (Goodhart, 2013).

Sin embargo, y a pesar de que los derechos humanos y el desarrollo pue-
den considerarse sinónimos, todavía hay mucho que añadir a la ecuación. 
Desde la revolución industrial, las sociedades cambiaron la forma y los me-
dios de producción, acortando el tiempo requerido para la fabricación de 
bienes. Incluso antes de eso, cuando los vastos imperios europeos comen-
zaron a desarrollarse, necesitaban más recursos de los que poseían, tanto 
humanos como naturales, por lo que colonizaron y extrajeron bienes de 
todo el mundo. Conforme a lo anterior, se puede concluir una equivalencia 
simple: cuanto más desarrollado es un país (imperio), más recursos necesita. 
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Se necesitó casi la mitad del planeta para que algunos países se desarrolla-
ran, pero el problema de esta ecuación es que la población crece cada vez 
más rápido y los recursos se están agotando, teniendo en cuenta que la ma-
yoría no son renovables. En resumen, los humanos se han extendido a todos 
los ecosistemas del planeta, han alterado el equilibrio de la naturaleza, cam-
biado el clima del mundo y amenazado la sostenibilidad de la Tierra misma. 

A finales de la década de los sesenta, la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU), centrándose en las personas más pobres y vulnerables, co-
menzó a formular una política en términos de desarrollo sostenible, que 
comprende por igual la justicia social, económica y ambiental. Aborda es-
pecíficamente cómo los recursos pueden distribuirse equitativamente en 
beneficio de todas las personas, en oposición a los modelos actuales de 
consumo, que tan desfavorablemente benefician a las sociedades ya ricas. 
Los países opulentos arrastran los productos básicos fuera de los países 
en desarrollo, aprovechándose de la falta y flexibilidad del marco legal y la 
necesidad de flujo de capital de los estados en crecimiento, dejando a los 
más pobres en las peores condiciones ambientales, lo que al mismo tiempo 
puede verse como un detrimento de los derechos humanos. Por lo tanto, 
un medio ambiente seguro, limpio, saludable y sostenible es parte integral 
del pleno disfrute de una amplia gama de derechos humanos, incluidos los 
derechos a la vida, la salud, la alimentación, el agua y el saneamiento.

En consecuencia de lo anterior, la ONU tiene un marco bien establecido para 
los derechos humanos y el desarrollo sostenible, vinculados a través del obje-
tivo de la justicia ambiental. Este concepto o movimiento argumenta que es un 
derecho humano de todos los individuos vivir en un ambiente limpio, seguro 
y saludable. Con esta posición se enfatiza en que las personas más pobres y 
oprimidas del mundo a menudo viven en los ambientes más tóxicos, lo que 
puede obstaculizar aún más su desarrollo social y económico.

Ejemplo de ello son los niveles y los patrones de consumo global, los cuales 
se volvieron insostenibles a mediados de la década de los ochenta, cuan-
do la demanda humana de recursos excedió la capacidad de la tierra para 
regenerarse. Este patrón no sostenible varía enormemente en términos de 
niveles de consumo entre los países desarrollados y los países en desarro-
llo. Por ejemplo, si todas las naciones igualaran los niveles actuales de con-
sumo en los Estados Unidos, se estima que la Tierra podría sostener solo 
quinientos millones de personas; mientras que, en los niveles mexicanos 
actuales, la Tierra podría sostener a 20 mil millones de personas, y en los 
niveles africanos actuales, a 40 mil millones de personas (Ecofuture, 2012).
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Según el más reciente Análisis de Huella realizado por Redefining Progress, “la 
humanidad está excediendo sus límites ecológicos en un 39 % [...] necesita-
ríamos tener más de un tercio más de la biocapacidad actual de la Tierra para 
mantener el mismo nivel de prosperidad para las generaciones futuras” (s. f.) 
y, como ya se mencionó, la mayoría de los recursos esenciales, necesarios 
para mantener las sociedades humanas, son limitados y no renovables; por lo 
tanto, el riesgo que estamos asumiendo al “desarrollar” nuestras sociedades 
será pagado por las generaciones futuras. Algunos estudios sugieren que si el 
crecimiento y el consumo de la población actual continúan como están, para 
2030 necesitaremos el equivalente a dos planetas tierra para mantenernos 
(Global Footprint Network, 2010).

Esta tendencia indica que actualmente estamos en una crisis neurológica y la ne-
gación o la falta de respuesta a ella resultará en la destrucción del ecosistema que 
nos sostiene. El medio ambiente es esencial para el cumplimiento de las aspira-
ciones humanas y para mantener los estándares mínimos de dignidad humana.

Afortunadamente, la sociedad global se está dando cuenta de que el medio 
ambiente es solo uno, y de que tenemos un solo planeta que puede satis-
facer las necesidades humanas básicas y más intrínsecas. Por lo tanto, si 
los recursos se dañan, destruyen o contaminan en un país, o incluso en 
una región o ciudad, toda la población mundial se verá afectada por ello, no 
solo las personas que están en contacto directo o que viven en esa parte 
particular del mundo. 

La globalización nos ha llevado a darnos cuenta de que tanto las perso-
nas como las naciones son interdependientes; en consecuencia, la inter-
dependencia ambiental se extiende más allá de las fronteras nacionales 
y todos debemos crear una conciencia colectiva al respecto. La contami-
nación generada en una parte del mundo afectará en algún momento, no 
necesariamente inmediato, a una población en el otro extremo del globo; 
la calidad del medio ambiente natural y la salud de los ecosistemas son 
cruciales para el bienestar humano, pero el argumento se vuelve mucho 
más poderoso si tenemos en cuenta que el bienestar también incluye a las 
generaciones futuras. 

Para evitar un mayor deterioro de nuestro planeta y garantizar la super-
vivencia de la humanidad, es crucial abordar el desarrollo de una mane-
ra diferente. Las sociedades siempre están tratando de ser mejores y más 
fuertes, y de proporcionar a sus ciudadanos los más altos estándares de 
integridad humana y bienestar. También está claro que el desarrollo no se 
puede detener, y todavía tenemos mucho por mejorar, pero es esencial que 
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afrontemos la mejora social desde un punto de vista diferente. El desarrollo 
sostenible es la respuesta a ese dilema, ya que permitirá a las sociedades 
seguir trabajando en beneficio de los habitantes reales de manera econó-
mica, política y social, pero también tendrá en cuenta las capacidades del 
planeta y garantizará que sigamos teniendo, agua, materiales y recursos 
para proteger la salud humana y nuestro medio ambiente. 

Entonces, ¿qué es la sostenibilidad? No existe una definición universal so-
bre lo que significa, pero se basa en un principio simple: todo lo que nece-
sitamos para nuestra supervivencia y bienestar depende, directa o indirec-
tamente, de nuestro entorno natural. La idea de sostenibilidad surge del 
concepto de desarrollo sostenible que se conoció en la primera Cumbre 
Mundial de la Tierra, en Río, en 1992. 

Una de las principales definiciones de desarrollo sostenible se dio en el 
Informe Brundtland para la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo (1987) que declaró: “Desarrollo que satisfaga las necesidades 
del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras 
para satisfacer sus propias necesidades”, argumentando que el desarrollo 
sostenible es un “proceso de cambio en el que la explotación de los recur-
sos, la dirección de las inversiones, la orientación del desarrollo tecnológi-
co y el cambio institucional están en armonía y mejoran el potencial actual 
y futuro para satisfacer las necesidades y aspiraciones humanas”.

Como se ha descrito, existe un vínculo directo entre los derechos humanos 
y el desarrollo, pero también entre los derechos humanos y el desarrollo 
sostenible. En la década de 1990, el desarrollo humano basado en el enfo-
que de las capacidades1 surgió bajo el argumento de que el fin último del 
desarrollo era mejorar la vida humana, en particular la expansión de las ca-
pacidades en lugar de la expansión del desarrollo material o el crecimiento 
económico. Las ideas de Amartya Sen apoyan que el crecimiento econó-
mico es importante, pero solo como medio, no como fin; se puede ver un 
gran contraste con el enfoque neoliberal, que busca maximizar el bienestar 
económico, no toda la gama de bienestar humano, y que conceptualiza el 
bienestar humano en términos de utilidad.

Asimismo, en el 2000, el Informe sobre Desarrollo Humano del Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) argumentó que el desa-
rrollo y los derechos humanos compartían una motivación común: la bús-
queda de una vida de libertad y dignidad como preocupación central, así 
que es necesario abordar este desarrollo en coherencia con la sostenibili-
dad. Esto nos permitirá reconocer los derechos humanos de las generacio-



149

nes futuras, proteger los derechos de las actuales y conservar y mantener 
el único planeta que proporciona las características esenciales para que la 
vida humana continúe. 

Para concluir, queda por decir que debemos reconocer la conexión implíci-
ta entre la sostenibilidad y los derechos humanos, para que podamos crear 
una cultura mundial de sostenibilidad ambiental que sea justa y equitativa 
para todos. El medio ambiente es vital para la vida humana: agua y aire 
puros, buenos suelos para cosechar, clima estable y una capa de ozono 
saludable, entre otros elementos, son fundamentales para la vida humana y 
necesarios para que existan las generaciones futuras; como también lo son 
para el desarrollo, y cuanto más equitativamente los distribuyamos, más 
podremos disfrutar. 
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Introducción

Durante las últimas tres décadas, el Ejército Nacional de Colombia —en ade-
lante Ejército— ha tenido que vivir un largo periodo cargado de grandes con-
vulsiones externas y transformaciones internas. Le ha tocado enfrentar un país 
donde, al mismo tiempo que se realizan procesos de paz con diversos grupos 
armados —buscando reducir la violencia y sacar a estos agentes del conflic-
to—, ha visto cómo en diversos puntos del territorio nacional aparecen y rea-
parecen otros grupos armados organizados (GAO), con los que se intensifican 
los combates y se afecta negativamente el orden público que juran proteger. 
Así pasó en la década de 1990, en la primera del 2000 y en el último periodo 
que va desde 2010 hasta la actualidad.

En el caso del decenio de 1990, este se inició en su primer año con la des-
movilización armada de las guerrillas Movimiento 19 de abril (M-19), Partido 
Revolucionario de los Trabajadores (PRT), Ejército Popular de Liberación (EPL) 
y Movimiento Armado Quintín Lame (MAQL). Al mismo tiempo, luego del rom-
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pimiento de los diálogos en Tlaxcala, México, con la Coordinadora Guerrille-
ra Simón Bolívar, se intensificaron los combates con las restantes guerrillas 
—con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo 
(FARC-EP) y del Ejército de Liberación Nacional (ELN)—, generando, a partir 
de 1994 y hasta el 2006, una ola de violencia sin precedentes en el país, que se 
vio agravada con el surgimiento y consolidación de las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) (Valencia, 2019).

En la siguiente década —la primera del siglo XXI— la situación fue algo similar, 
pues mientras entre 2003 y 2006 el Gobierno nacional mantenía acercamien-
tos, diálogos y desmovilizaciones con las AUC, se tenía una guerra creciente 
con las FARC-EP y el ELN. Confrontación armada que generó, por parte del 
Estado, durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), la necesidad 
de aumentar las inversiones en la Fuerza Pública para el fortalecimiento técni-
co, logístico y militar, mediante el apoyo externo del Gobierno norteamericano 
—ayuda que se rotuló bajo el título del Plan Colombia— (Pérez, 2002; Vargas, 
2006). Estas ayudas le posibilitaron al Ejército enfrentar la nueva ola de violen-
cia que se vivía en el país, a partir del Plan Patriota y la Política de Seguridad 
Democrática, provocando una presión sobre los armados y reduciendo la inci-
dencia territorial de la guerrilla (Pizarro, 2018, p. 209). 

Finalmente, desde 2010 comienza un nuevo periodo para el Ejército, que se 
extiende hasta hoy. A pesar de que durante los primeros dos años del go-
bierno de Juan Manuel Santos Calderón (2010-2018) la guerra contra las 
organizaciones armadas ilegales continuó con similar intensidad a la vivida 
en el decenio anterior (Ávila, 2019), a partir de su posesión presidencial, en 
agosto de ese año, comenzó un proceso de paz con las FARC-EP, que llevó, 
afortunadamente, al fin del conflicto con esta organización en noviembre de 
2016. La salida de la guerrilla más antigua del país generó otro escenario 
para el manejo del orden público por parte del Ejército y, con ello, un ambien-
te para que se comenzara a pensar en la realización de una serie de cambios 
institucionales al interior de la organización, lo que los llevó a dar un giro en 
las instituciones que los gobiernan. 

De forma más específica, el Ejército, desde el comienzo del gobierno Santos, 
viene realizando una serie de reformas institucionales con el objetivo de enfren-
tar los retos que le impone la construcción de paz. Son una serie de arreglos 
institucionales cognitivos, con miras a transformar la mentalidad de sus inte-
grantes y prepararlos para asumir labores en una sociedad en posconflicto. En 
este texto, a partir de una revisión de los planes militares y de reestructuración 
organizacional, se presentan y analizan algunas de estas reformas institucio-
nales, con las que se intenta evidenciar la decisión interna que ha tomado el 
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Ejército con el propósito de afrontar, en un primer momento, el posacuerdo 
con las FARC-EP, pero que hoy se hacen más necesarias y urgentes en el es-
cenario de la construcción e implementación de la política pública de Paz Total 
que plantea el gobierno de Gustavo Petro (Medina, 2023; Valencia, 2022). 

Es decir, si bien el Ejército tiene en cuenta las directrices que los diversos Go-
biernos nacionales le han dado en las últimas décadas para administrar el 
orden público y la Seguridad Humana, sus planes militares se han diseñado 
con cierto grado de independencia y autonomía, aunque respetando los linea-
mientos de los gobiernos de turno. Las doctrinas que han aparecido son el 
resultado de un ejercicio de proyección y de rediseño institucional con el cual 
el Ejército busca atender las cambiantes demandas externas e internas, como 
lo son la defensa de la vida y de los derechos humanos, en especial, de los que 
han dejado atrás las armas voluntariamente. 

En síntesis, en este texto se reconoce, en primer lugar, la autonomía que tiene 
el Ejército como organización para reestructurarse y cambiar; y, en segundo 
lugar, la relativa injerencia que tiene el Ejecutivo para redireccionar operacio-
nes militares y su accionar en el territorio nacional. Doble condición que hace 
posible pensar en continuidades en las transformaciones institucionales debi-
do a la autonomía organizativa del Ejército, pero al mismo tiempo, una dificul-
tad en la implementación de estas a causa de los cambios recurrentes en el 
poder ejecutivo.

Este artículo está estructurado en tres apartados, además de la introducción. En 
el primero se presenta la apuesta teórica que ofrecen los institucionalismos y 
que se utilizará para el análisis de los cambios cognitivos en el Ejército, el cual 
plantea que es posible las transformaciones en la mentalidad de los miembros 
de las organizaciones mediante arreglos institucionales. El segundo presenta 
y analiza los diversos comandos creados por el Ejército desde 2011 y con ellos 
los planes militares que vienen celebrándose y ejecutándose en el entorno de 
construcción de paz en el país y en el afán de contar con una organización re-
novada para el posconflicto. Finalmente, en el tercer apartado, se hace un es-
fuerzo por identificar algunos retos que el Ejército tiene en el nuevo escenario 
de la implementación de la política pública de Paz Total, donde, además de las 
clásicas negociaciones de paz con la insurgencia, se enfrenta a una propuesta 
de negociar el sometimiento de los GAO, lo que hace más urgente continuar 
con el camino que venía construyendo la organización en transformar los há-
bitos y las formas de pensar y actuar de los agentes que componen esta orga-
nización en una sociedad en posconflicto.
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Cambios cognitivos institucionales

En este artículo se parte de la idea de que es posible cambiar la mente o forma 
de pensar de las personas que componen a las organizaciones; lo cual se hace 
realizando diseños y rediseños institucionales para transformar los hábitos 
y costumbres que tienen los integrantes de las diversas organizaciones que 
componen la sociedad (Hernández, 2016; Valencia, 2017; Johnson, 2013). Lo 
que significa, en pocas palabras, que se piensa a las organizaciones como ac-
tores colectivos dinámicos, que pueden cambiar su estructura interna y adop-
tar otras normas para que los rijan, incluso, las más tradicionales y arraigadas. 

En el anterior sentido, como lo plantea Goodin (2003), las instituciones, “aun-
que sean relativamente estables, no son sin embargo eternas e inmutables” 
(p. 40), pueden modificarse, ya sea accidentalmente o mediante una “inter-
vención intencional”, es decir, es posible mediante la planeación generar 
cambios a partir de una “intervención deliberada por parte de agentes do-
tados de intención en búsqueda de un objetivo” (p. 41). Idea de transforma-
ciones en los hábitos y costumbres de los integrantes en las organizaciones 
que también defiende Offe (2003). Para este pensador es posible y pueden 
darse cambios naturales en las dinámicas de las organizaciones usando una 
planeación estratégica que permita proyectar y construir la organización que 
se desea construir. Tanto Goodin (2003) como Offe (2003) consideran que el 
comportamiento de los actores, al interior de las organizaciones, está dado 
por diversos elementos cognitivos, que se han formado en el transcurso de 
toda su vida o en respuesta al contexto en el que operan. Conductas que pue-
den mantenerse si se quiere o transformarse si eso es lo que se desea.

Esta idea es desarrollada en la literatura por el enfoque del institucionalismo 
cognitivo (Mantzavinos et al., 2015; DiMagio y Powell, 1999; Méndez, 2015), 
que reconoce la importancia de las instituciones en el comportamiento de 
los agentes. Es decir, reconoce que las normas formales e informales son las 
que determinan el comportamiento de los diversos actores que operan al 
interior de las organizaciones; reglas, normas y valores que influyen y con-
dicionan las rutinas de los agentes (Peters, 2003). Que las instituciones im-
pactan, finalmente, el comportamiento individual y colectivo (Vergara, 1997). 
De allí que el interés de este enfoque analítico se dirija a construir modelos 
mentales —conformados por sistemas de creencias y elementos culturales— 
de los sujetos que conforman a las organizaciones (Mantzavinos et al., 2015; 
DiMagio y Powell, 1999). 

Como se ha advertido, estos modelos mentales pueden ser producto, por un 
lado, de un cambio propio de la interacción social — cultura— y, por el otro, 
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pueden ser diseñados desde las organizaciones con propósitos muy concre-
tos — hábitos de conducta—. Los primeros cambios son externos y operan, 
generalmente, en periodos largos, en la medida en que las sociedades van 
cambiando y, con ello, la conducta social. Los segundos son creados y pro-
yectados por especialistas, de acuerdo con las necesidades observadas por 
la organización, y obedecen a la lógica de quien desea intervenir y regular la 
conducta de los actores que tiene a su cargo. 

Esta segunda visión permite, tanto en la teoría como en la realidad, la posi-
bilidad de los cambios o rediseños institucionales. Los cuales se realizan de 
acuerdo con los objetivos y necesidades de las organizaciones, sean estas 
políticas, económicas o sociales (Valencia, 2017). En esta perspectiva se ins-
criben, precisamente, Mantzavinos et al. (2015), quienes han enfatizado en 
la posibilidad de transformar los modelos mentales de los agentes y de las 
organizaciones. Para estos autores, al igual que para Palthe (2014), es posible 
estudiar y transformar las creencias, la cultura, las preferencias y los hábitos y 
costumbres, a lo que llama, aprendizajes cognitivos.

[...] Desde la perspectiva cognitiva, para que un cambio organizativo genui-
no sea generado y sostenido, las premisas del cambio deberían ser inter-
nalizadas y valoradas por los miembros de la organización. Aquí, los miem-
bros eligen adoptar y apoyar un cambio porque creen en él y personalmente 
quieren apoyarlo, incluso si no se aplica a través de una política organizativa 
(reguladora) o una norma del lugar de trabajo (normativa). (p. 61)

Para que se den estos aprendizajes cognitivos, este enfoque propone, por un 
lado, cambios en las normas formales, como son las reglas, las leyes, las di-
rectrices, las órdenes que se dan desde niveles superiores de la organización o 
externas a ellas; y, por el otro, en cambios sutiles, a través de reglas informales 
que transforman la interacción entre los sujetos que integran la organización, 
pequeños cambios que finalmente terminan por institucionalizarse y acatarse 
normalmente entre los miembros de las organizaciones (Méndez, 2015; Muri-
llo et al., 2017).

Finalmente, los detonantes de las transformaciones o cambios cognitivos 
pueden observarse, por ejemplo, analizando las normas o acuerdos institucio-
nales que dirigen la organización. En el caso del Ejército, estudiando las doctri-
nas que aparecen en los documentos formales que producen los organismos 
internos encargados de direccionar el actuar de la organización (Mantzavinos, 
et al., 2015, p. 17), así como los diversos comandos de transformación para el 
Ejército. Además, analizando los documentos que contienen los planes mili-
tares, que cumplen la función de ofrecer normas de conducta con los que se 



156

busca transformar la mentalidad de los miembros del Ejército, desde la ma-
nera de ver al enemigo o adversario —doctrinas—, hasta los valores éticos que 
direccionan su accionar con la sociedad civil (Dávila, 2018, p. 88).

Los cambios cognitivos del Ejército entre 2010 y 2022

Como se dijo, el objetivo de este texto es identificar y analizar las transforma-
ciones que el Ejército Nacional de Colombia ha realizado en el último periodo 
identificado en la introducción, y que va desde 2010 hasta el momento actual. 
Periodo que se puede dividir en dos momentos: uno, que abarca los dos gobier-
nos de Juan Manuel Santos (2010-2018), y otro, que se da durante el gobierno 
de Iván Duque, entre 2018 y 2022. Además, por supuesto, se puede hablar del 
inicio de un tercer momento que arranca con la llegada al poder de la dupla 
presidencial de Gustavo Petro y Francia Márquez y que será analizado en el si-
guiente apartado, momento analítico que apenas comienza, y cuya evolución 
dependerá de lo que a partir de hoy se haga para construirlo.

A pesar de que el gobierno de Santos se posicionó en 2010, el proceso de 
transformación cognitiva institucional del Ejército inició en 2011 y se extendió 
hasta 2018, con la planeación estratégica de un giro en el manejo del orden 
público. Durante este tiempo, el Ejército logró realizar varios cambios organi-
zativos e institucionales. El primero de los cambios organizativos fue la crea-
ción del Comité de Renovación Estratégica e Innovación (CREI), donde par-
ticipó tanto el Ministerio de Defensa Nacional como toda la Fuerza Pública, 
incluyendo la Policía Nacional. Un año después, en 2012, apareció el Comi-
té Estratégico de Transformación e Innovación del Ejército (CETI). Dos años 
después, en 2013, fue el turno para crear el Comité Estratégico de Diseño del 
Ejército del Futuro (CEDEF). Y finalmente, cuatro años después, en 2016, con el 
Comando de Transformación del Ejército del Futuro (COTEF). 

Los tres comités y el Comando creados durante el gobierno Santos tuvieron 
como objetivo fortalecer la capacidad operacional, que partía por realizar un 
diagnóstico de la situación interna y hacer propuestas de modificación, tanto 
a la estructura administrativa como a los planes de educación militar. Entre los 
resultados más importantes de esta transformación organizativa interna está 
la elaboración y puesta en marcha del Plan Minerva, con el que se buscó mejo-
rar la educación tanto del Ejército como de todas las Fuerzas Armadas. El Plan 
estructuró un programa de educación focalizado y diferencial, un programa 
que buscó educar a los soldados para las “necesidades del Estado” (Trujillo 
y Valencia, 2021), que contó con una formación profesional para los oficiales 
del Ejército en diversas universidades internas y externas, entre ellas varias de 
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Australia y Reino Unido, donde se lograron formar, en cuatro años, cerca de 150 
oficiales en maestrías. Según Trujillo y Valencia (2021), “El impulso en la edu-
cación superior de los miembros fue cumpliendo un papel importante en tér-
minos del rediseño de la fuerza, en tanto muchos oficiales llegaban con nuevas 
ideas y corrientes para mejorar el funcionamiento del Ejército” (p. 875).

Además, a nivel interno del Ejército se trabajó desde 2016 en la elaboración de 
aproximadamente 200 manuales que componen la doctrina Damasco o Nue-
va Doctrina (Rojas, 2017), que pueden considerarse como la ruta de funciona-
miento del actual Ejército. Esta doctrina propone un paso de un Ejército cuya 
característica es la confrontación de las guerrillas, a un escenario de posconflic-
to, donde se proponen cambios culturales, organizacionales y cognitivos. Que 
propone nuevos roles desde “lo social, lo económico, lo político, lo ambiental y 
ya no, necesariamente, para la guerra” (Trujillo y Valencia, 2021, p. 876). Trans-
formaciones que exigen nuevas formas de enseñanza en el entrenamiento mi-
litar, en las multimisiones y en la acción unificada. 

En cuanto a los planes militares, entre 2012 y 2022 se han tenido tres: Cam-
paña Espada de Honor (2012-2016), Victoria (2017-2018) y Minerva (2015-
2022) (Véase figura 1). El primero tiene entre sus novedades el reconocimiento 
de las FARC-EP como un adversario armado y como un interlocutor válido en 
la política, con el que se podía hacer un proceso de paz; además de la creación 
de una fuerza de tarea conjunta de las Fuerzas Armadas a lo largo de todo el 
territorio nacional. El segundo Plan Estratégico Militar de Estabilización y Con-
solidación “Victoria” se comenzó a ejecutar en 2017, una vez firmado con las 
FARC-EP el Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de 
una paz estable y duradera —en adelante, Acuerdo Final— (Gobierno Nacio-
nal y FARC-EP, 2016), el 24 de noviembre de 2016, cuyo principal objetivo fue 
brindar seguridad durante el proceso de implementación del Acuerdo Final, 
incorporar a algunos desmovilizados de las FARC-EP en la Fuerza Pública y de 
participar en la justicia transicional, mediante la presencia del Ejército en las 
zonas de presencia de la desmovilizada guerrilla (Comando General Fuerzas 
Militares de Colombia, 2017). (Ver figura1) 
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Figura 1. Planes militares del Ejército Nacional de Colombia, 2012-2022

Fuente: tomado de (Trujillo y Valencia, 2021, p. 879).

Por último, está el Plan Estratégico Minerva, “cuya principal característica es 
la apuesta que hace el Ejército para fortalecer la formación académica de su 
personal y la nueva formación doctrinaria” (Trujillo y Valencia, 2021, p. 881). El 
diseño e implementación de este último plan coincide con el cambio de go-
bierno, de Juan Manuel Santos a Iván Duque, lo cual representó para el Ejér-
cito un nuevo reto, pues intentaba realizar unas transformaciones internas de 
manera autoplaneada, pero al mismo tiempo recibió por parte del Ejecutivo, 
quien incide directamente en la focalización de los recursos y en el accionar 
militar, de realizar un giro en su estrategia militar.

El Ejército recibió del Ejecutivo la directriz de retomar la ya probada doctrina de 
enemigo interno, de fortalecerse militarmente y de nuevo fortalecer la idea 
de una guerra interna contra las agrupaciones armadas ilegales. Este mandato 
se da luego del rompimiento de los diálogos de negociación que se tenía con 
el ELN en Cuba, en enero de 2019, a causa del estallido de una bomba en las 
instalaciones de la Escuela de Cadetes de Policía General Santander en Bogotá. 
Además, de los lineamientos que se dieron desde el Gobierno de una nueva 
política de paz llamada Paz con Legalidad. La nueva política de seguridad pú-
blica retoma los valores y lineamientos que ya se habían dejado atrás con la 
política de Seguridad Democrática. De nuevo el gobierno Duque propuso al 
Ejército una confrontación directa, tanto con los Grupos Armados Organiza-
dos (GAO) como con la guerrilla del ELN.
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Es decir, el presidente Duque propuso al Ejército retomar la idea de enemigo 
interno, que busca la eliminación del adversario, y dejar a un lado la que se 
tenía en el gobierno anterior de adversario político, al que se le da un recono-
cimiento político que puede dar pie al diálogo (Schmitt, 2014). El resultado 
de este giro fue una Política de Defensa y Seguridad (PDS): “para la legalidad, 
el emprendimiento y la equidad”. Una nueva apuesta construida con cuatro 
campos de acción: 1) diplomacia para la defensa y la seguridad en alianza 
con países que tengan intereses comunes; 2) el control institucional del te-
rritorio para brindar seguridad basado en el imperio de la ley; 3) el enfrenta-
miento contra el crimen organizado como garantía de la seguridad ciuda-
dana; y 4) la defensa y la seguridad desde una perspectiva de intervención 
interagencial (Gobierno de Colombia, 2019, pp. 41-43). 

Esta política de seguridad provocó que el Ejército tuviera que atender las de-
mandas del Ejecutivo para intensificar la guerra contra los GAO, como las di-
sidencias de las FARC-EP, al ELN y al narcotráfico. También reduce el énfasis 
en la implementación del Acuerdo Final y su participación en el marco de la 
justicia transicional —con las que el presidente no estaba de acuerdo—. Final-
mente, una intervención de la Fuerza Pública que se concentró en atacar a los 
cabecillas de las estructuras de los GAO, que hizo que la violencia en el país se 
incrementara exponencialmente (PARES, 2022).

A pesar de este giro en la política del Gobierno, se puede advertir que el Ejér-
cito siguió firme en su idea de transformar internamente su estructura organi-
zacional, continuó con su iniciativa autoplaneada de realizar los cambios ins-
titucionales y organizativos que exigía el nuevo contexto. De allí que en 2021 
hizo un nuevo lanzamiento de otro plan llamado Plan Estratégico de Trans-
formación Ejército del Futuro (PETEF), cuya proyección la tiene hasta 2042. 
Nuevo plan vigente que obedece precisamente a la serie de proyecciones que 
se han venido haciendo desde el 2010, y que han sido liderados por el COTEF 
desde el 2016. En estas transformaciones se definen las formas de operar de 
los años siguientes en distintos escenarios a nivel nacional e internacional, 
para dar respuesta a cualquier contingencia, adaptándose a las modificacio-
nes necesarias de la estructura organizacional y definiendo la focalización de 
los recursos dentro de la organización.

El PETEF se creó pensando en la necesidad de generar las condiciones para 
construir el Ejército del Futuro. Lo cual implica procesos de transformación 
en términos educativos y operacionales por los retos que trae consigo una 
proyección a largo plazo. Igualmente, este tipo de diseños se hace intentando 
mantener una línea trazada a largo plazo para evitar que el accionar del Ejército 



160

se vea muy afectado por los gobiernos de turno. Según la presentación hecha 
en el lanzamiento oficial por el brigadier general Diego Luis Villegas Muñoz —el 
entonces comandante del COTEF—, este Plan se creó con el propósito de 

[…] identifica[r] la estructura futura de la fuerza operacional requerida, 
potenciar la capacidad y facilitar la implementación de las modificacio-
nes estructurales, ayudando al mando a tomar las correctas decisiones. 
Por eso, en complemento de ese diseño del Ejército del Futuro, el plan 
de transformación establece horizontes en el largo, en el mediano y en el 
corto plazo […]. (Villegas, 2021, 6 de diciembre)

En síntesis, el balance que se hace de los tres comités y de los cuatro planes 
que entre 2010 y 2022 se construyeron por parte del Ejército para avanzar 
en el “cambio de mentalidad y la cultura de los miembros de la Fuerza Pú-
blica” (Trujillo y Valencia, 2021, p. 882) es que estos fueron ocho años de 
esfuerzos internos con el objetivo de procurar los cambios institucionales 
necesarios para afrontar las nuevas realidades del país, que se convierten en 
una muestra de la apuesta decidida que tiene esta organización para enfren-
tar los retos de una sociedad para el posconflicto. El Ejército ha realizado un 
gran esfuerzo por “una formación académica complementaria a la formación 
militar, que haga posible enfrentar el escenario de posacuerdo” (Trujillo y Va-
lencia, 2021, p. 882); trabaja intensamente en generar cambios cognitivos 
en sus miembros, con una nueva doctrina que busca transformar la visión de 
enemigo interno y con un personal más calificado para realizar los cambios 
que exige la construcción de paz en el país. Tarea que no ha sido fácil, pues 
se venía con una cultura arraigada por varias décadas en la Fuerza Pública, 
además con un devenir del Ejecutivo que traza rutas, a veces muy distintas, 
a las dinámicas que trae la organización. Unas transformaciones que Pizarro 
(2018) ve muy necesarias para las nuevas realidades, que imponen otros re-
tos y otros escenarios (p. 363).

Los retos del Ejército en los cambios cognitivos que exige la Paz Total

Para finalizar, en este apartado se identifican algunos retos que tiene el Ejérci-
to en el contexto de la implementación de la política pública de Paz Total que 
plantea el gobierno de Gustavo Petro (2022-2026). Con el cambio de gobierno 
y la llegada al mando de las Fuerzas Militares, el Ejército ve cómo los mandatos 
específicos se transforman. La Ley 2272 del 4 de noviembre de 2022 le propo-
ne a esta organización un giro respecto a los lineamientos que le había dado 
el gobierno Duque a través de la Paz con Legalidad (Gobierno de Colombia, 
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2018). Esta nueva ley de orden público busca convertir esta política de paz en 
una “política de Estado”, que sea “prioritaria y transversal en los asuntos de 
Estado”, en este sentido vincula directamente a toda la Fuerza Pública. Le pro-
pone a la sociedad la implementación del Acuerdo Final, y los demás que se 
firmen durante la vigencia de la Ley, con el objetivo de lograr una “paz estable y 
duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colom-
bianos”, una paz que “evite la impunidad y garantice en el mayor nivel posible, 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación” (Congreso 
de la República, Ley 2272 de 2022).

Una ley que está basada en cinco pilares: 1) avanzar en la implementación del 
Acuerdo Final, 2) continuar o reiniciar los diálogos de paz con el ELN, 3) avan-
zar en un diálogo jurídico con las estructuras disidentes y reinsurgentes de 
las extintas FARC-EP, 4) acogimiento y sometimiento de los restantes Grupos 
Armados Organizados (GAO) y 5) el involucramiento de los territorios y las co-
munidades en un diálogo nacional. Es decir, se retoma la idea del gobierno 
Santos de abrir las puertas para la negociación política, pero agregándole los 
actores armados que no tienen fines políticos e involucrando a la sociedad civil 
de una forma más activa o participativa (Valencia, 2022). 

Esta ley, entonces, le establece de nuevo al Ejército pensar y proyectarse en un 
escenario de posconflicto —y no solamente en un posacuerdo con las FARC-
EP—, en el cual se pretende confluyen todos los actores armados “que tengan 
un mando responsable y control territorial que les permita hacer operaciones 
militares sostenidas y concertadas” (PARES, 2022). Un posconflicto que, espe-
remos, pronto se alcance para que el Ejército redirija sus recursos a mantener 
la paz y a controlar el surgimiento y crecimiento de otros actores armados, con 
los que la Fuerza Pública debe ser fuerte y cumplir su mandato constitucional. 

Esta situación pone de nuevo al Ejército en un momento de revisarse interna-
mente y estudiar la manera como está trabajando actualmente, diagnosticar 
su situación de forma permanente y de pensar en las transformaciones que 
se venían realizando —cuáles se pararon o implementan de forma lenta— y en 
pensar en un diseño y rediseño de otras instituciones para alcanzar el cambio 
cognitivo que se desea en su personal. Unos cambios que, en todo caso, no 
son muchos, pues debido a la autonomía e independencia relativa que el Ejér-
cito ha mantenido frente a los gobiernos y a las dinámicas de guerra y paz del 
país, le ha permitido construir una cultura organizacional distinta y sostenible 
en el tiempo. 
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Usando el enfoque del institucionalismo cognitivo, las tareas del Ejército en 
este nuevo escenario son cinco: 

1.	 Evaluar cómo se están llevando a cabo los procesos educativos, tanto en 
las escuelas militares como en la formación posgradual en las Institucio-
nes de Educación Superior (IES) en alianza con instituciones educativas a 
nivel nacional e internacional. 

2.	 Evaluar cómo es la relación de los activos del Ejército con la población y 
entre ellos mismos. 

3.	 Hacer un barrido de las normas y planes militares vigentes para poder ac-
tualizar y dar continuidad a los que son coherentes con el cambio cultural 
que se quiere generar y la visión de país que se espera proyectar desde el 
nuevo gobierno. 

4.	 Revisar cuáles son las dinámicas internas que tiene el Ejército y que gozan 
de legitimidad entre sus miembros. 

5.	 Y, finalmente, identificar cualquier otro aspecto que pueda mostrar un pa-
norama amplio y real de cómo funciona el Ejército frente a lo que se espera 
para el posconflicto.

Para realizar estas tareas el Ejército debe redistribuir muy bien sus recursos, 
con el objetivo de, por un lado, atender a la demanda de tener un poder coer-
citivo que le permita garantizar el orden público; y por el otro, fortalecerse in-
ternamente para lograr atender las demandas que la política de Paz Total le 
exige. Esto último se logrará, en parte, continuando con las inversiones en el 
Comando encargado, específicamente, de la planeación y el direccionamiento 
estratégico y de las proyecciones organizacionales del Ejército en el corto, me-
diano y largo plazo. Que continúe fortaleciendo la intervención de los militares 
profesionales de diversas áreas —ciencias médicas, ciencias sociales, ciencias 
aplicadas, entre otras— en todo el territorio nacional. En breve, se requerirán 
también recursos para hacer inversiones con las IES del país para que aporten 
a ese propósito de profesionalizar cada vez más a la Fuerza Pública.

En síntesis, se debe seguir trabajando en realizar cambios en la mentalidad 
—cognitivos— de todos los miembros de la Fuerza Pública, debido a que no 
es tan sencillo transitar de una tradición militar que lleva décadas a una nueva 
forma de accionar militar y de actuar frente a la sociedad civil y a los adversa-
rios políticos. Acciones como estas, de cambios cognitivos en los integrantes 
del Ejército, potenciarán el relacionamiento con la sociedad y ayudarán a tener 
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una Fuerza Pública preparada tanto para la guerra como para el posconflicto. 
Esto significa un cambio en las dinámicas del accionar del Ejército, lo que puede 
llevar a que en el país haya un cambio institucional a mediano y largo plazo. 

Un cambio de mentalidad que debe llevar también a transformaciones del 
Ejército en otras áreas externas a la organización para enfrentar el futuro 
próximo, como las demandas en materia de política exterior (Cancelado, 
2016, p. 156; Pastrana y Gehring, 2016), cuidado del medio ambiente y los 
recursos naturales (Ramírez et al., 2016; Rubio, 2016), control territorial y 
lucha contra organizaciones armadas ilegales (Bahamón, 2015; Schultze, 
2012), mejorar el relacionamiento con la sociedad civil (Eraso, 2012; Reyes, 
2015) y los temas de justicia transicional (Burgos, 2014). Lo que lleva, final-
mente, a proponer ajustes institucionales en el mismo Ejército (Llorente et al., 
2016; Cruz, 2016; Zamudio y Culebro, 2013).

Afortunadamente, como se ha dicho, el Ejército es una organización que desde 
hace muchos años ha tomado la decisión de hacer ajustes, atendiendo a las 
demandas externas, pero, sobre todo, como una decisión propia, autónoma y 
autogestionada. Trabajos como los de Ramírez, Guevara y Riaño (2016), Valencia 
e Insuasty (2011), Barreto (2016), Pastrana y Gehring (2016) y Sierra (2017) mues-
tran, precisamente, que esta organización se ha transformado periódicamente. De 
allí que se esté pensando y repensando en cada momento y trazando planes 
que le permitan alcanzar metas al 2030 —como lo fue el Plan Estratégico Militar 
2030 del Comando General de las Fuerzas Militares— (Pizarro, 2018, p. 461) o 
al 2042, como recientemente lo propuso el Plan Estratégico de Transformación 
Ejército del Futuro (PETEF). Proyecciones que hace independientemente del 
gobierno de turno, aunque respetando la estructura de mando, y que se con-
vierten en uno de los mayores retos que tiene el Ejército para construir la orga-
nización que quiere ser en un futuro que se piensa en posconflicto. 
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En el marco de un concepto de Seguridad Humana y su aplicabilidad, el deba-
te debe tener en cuenta las diferentes aristas posibles para pensar una segu-
ridad donde el enfoque de Estado y de la soberanía territorial se amplía a otras 
dimensiones relacionadas con la salud, la educación, la seguridad alimentaria, 
el medio ambiente, el bienestar económico, las cuales están ligadas principal-
mente al concepto de desarrollo. 

Uno de los ejes en los que la aplicabilidad del concepto puede desarrollarse 
es en el de la Reforma al Sector Seguridad (RSS), entendida “como el proceso 
político y técnico de mejorar la seguridad estatal y humana al hacer que la 
provisión, la gestión y la supervisión de la seguridad sean más eficaces y más 
responsables, dentro de un marco de control civil democrático y respeto por 
los derechos humanos”1.

El debate sobre esta definición está ligado al concepto de la Seguridad Hu-
mana, si bien no existen consensos claros, sí se puede indicar que la RSS evi-
dencia la importancia de las personas como centro de atención en las políticas 
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Politóloga de la Universidad Nacional de Colombia, Magíster en Asuntos internacionales, 
Universidad Externado de Colombia. Consultora en temas de seguridad y defensa. 
Investigadora de la Red de Seguridad y Defensa para América Latina (Resdal).
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de seguridad, teniendo en cuenta la perspectiva de desarrollo, de bienestar y 
protección de los derechos de cada individuo. Para ello se requiere un enten-
dimiento de las condiciones locales y las relaciones de poder, un énfasis en la 
gobernanza donde las instituciones, las estructuras y las personas participen 
de la gestión territorial del sector seguridad.

A nivel internacional ha adquirido una importante relevancia después de la 
Guerra Fría, las perspectivas han sido amplias y asumidas a partir de los con-
textos. En Europa se ha vinculado a los procesos de desarrollo y de bienestar 
de los ciudadanos, mientras que en América Latina es un proceso que va aún 
en construcción y aceptación, dados los rezagos que dejaron las dictaturas 
para el relacionamiento entre civiles y miembros de la Fuerza Pública. En Co-
lombia, con los efectos históricos del conflicto armado, el enfoque particular 
en las políticas de seguridad y defensa, y la transversalización de roles de las 
instituciones de la Fuerza Pública, el debate sobre el sector seguridad no ha 
tenido un importante eco en la especificidad que se requiere desde los legis-
ladores, conductores de política y sociedad civil. 

La RSS en un enfoque de Seguridad Humana requiere la formulación de las 
políticas nacionales y locales en función de los objetivos esperados, de los 
retos que se puedan presentar, de los recursos disponibles y de los procedi-
mientos existentes, con actores institucionales y sociales bien informados y 
con las capacidades técnicas para definir acciones preventivas, metas y resul-
tados de política, diseño de acciones preventivas, planeamiento estratégico 
y disposición para la articulación con las diferentes instituciones que hacen 
parte del sector como es la Fuerza Pública.

El papel de la sociedad civil y la supervisión del sector

La participación de la sociedad civil dentro del proceso de RSS es indispensa-
ble para que esta se ajuste a los contextos locales; sin embargo, debe ir acom-
pañada de un mejoramiento de la institucionalidad democrática, lo cual implica 
incorporar a asociaciones y organismos de la sociedad civil que impulsen de-
mandas que puedan coincidir o no con las agendas políticas gubernamentales; 
aceptar la legitimidad del sistema democrático y sus instituciones; y respetar las 
normas de derechos humanos. El ideal es que los actores civiles demuestren 
un interés por el rol de supervisión del sector, de seguimiento a la implementa-
ción de las políticas y de adquirir protagonismo en la definición de políticas de 
seguridad convenientes para la protección de los derechos de los ciudadanos 
en la lógica de la Paz Total que se plantea como escenario esperado. 
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Para lograr este fortalecimiento del sistema democrático y generar una parti-
cipación cualificada de los actores principalmente civiles en lo que sería una 
RSS en el marco de la concepción de la Seguridad Humana, es necesario re-
flexionar sobre el rol que cumplen diferentes instituciones en este proceso. Si 
bien, la RSS amplia las posibilidades de participación y articulación con dife-
rentes sectores, al permitir enfoques de seguridad centrados en las personas, 
es importante para la formulación e implementación de políticas y la supervi-
sión del sector, la identificación de aquellas instituciones directamente relacio-
nadas con la provisión de seguridad a las cuales hay que prestarles una mayor 
atención con procesos de reforma o de reestructuración que vayan acordes 
con los contextos locales, lo que facilitaría el diseño de estrategias más acor-
des con la situación de inseguridad y posible vulneración de derechos. 

La sociedad civil constituye un actor clave en la consolidación de la democra-
cia a partir de lograr consensos, elaborar nuevas políticas, promover el debate, 
fomentar el interés de los líderes políticos para abordar temas y difundir cono-
cimientos específicos. Tarea que en el sector y defensa puede dificultarse en 
algunas áreas por la limitación de información pública relacionada con la segu-
ridad nacional y la incidencia que tienen los militares en el manejo estratégico y 
operativo de la política pública. Estos aspectos se han venido superando no solo 
en Colombia sino en América Latina pero aún falta camino por recorrer. 

La participación en el sector seguridad debe preponderar por facilitar la discu-
sión y el diálogo entre actores protagonistas, no solo dentro del mismo sector, 
sino también con otros actores y desde múltiples posturas políticas; promover 
la transparencia y ejercer control en ejecución de recursos, cumplimiento de 
metas, implementación de políticas; velar por cumplimiento de garantías a los 
derechos humanos; representar la voz de los ciudadanos en general; e incluso 
brindar servicios a las instituciones del Estado con proyectos de investigación, 
fomento de espacios de debate, generación de recomendaciones de políticas 
e intercambio de información. 

La supervisión del sector de la seguridad por parte de la sociedad civil es fun-
damental para garantizar la eficacia de la reforma. Esta supervisión se puede 
llevar a cabo de la siguiente manera2:

•	 Supervisar las políticas de seguridad: es fundamental que los grupos de la 
sociedad civil vigilen la implementación de las políticas de seguridad y su 
impacto en los diversos grupos de población. 

•	 Proporcionar experiencia técnica: grupos de la sociedad civil tienen cono-
cimiento experto en diferentes temas fundamentales para las políticas de 
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seguridad, incluidos, por ejemplo, los controles de armas y municiones y la 
violencia de género. 

•	 Construir coaliciones nacionales e internacionales: coaliciones nacionales 
e internacionales de actores afines pueden influir positivamente en la im-
plementación de políticas del sector de seguridad. La colaboración con los 
gobiernos nacionales, el sector privado y los actores no gubernamentales 
puede dar como resultado alianzas poderosas para mejorar las políticas 
nacionales, incluso a través de la adquisición de nuevas tecnologías y ca-
pacitación. 

•	 Incidencia estratégica con otros poderes del Estado: los actores de la so-
ciedad civil pueden beneficiarse de la incidencia estratégica con otros po-
deres, ya sea como una forma de brindar conocimientos técnicos sobre 
asuntos específicos, o incluso para denunciar abusos del poder Ejecutivo. 

•	 Conecta con la prensa: la prensa es un actor importante que posibilita la 
difusión de información para luego mantener al público informado sobre 
las políticas públicas, pero también es una forma de ejercer presión para 
que se implementen políticas más inclusivas.

•	 Estimular la transparencia: a través de solicitar acceso a información que 
no está disponible para el público y publicar análisis sobre diferentes te-
mas, como el gasto del Gobierno en políticas relacionadas con el sector de 
la seguridad. 

•	 Estar presente en los espacios institucionalizados de participación: donde-
quiera que haya un canal para dialogar con representantes del Gobierno, 
incluso del sector de la seguridad, los grupos de la sociedad civil deberían 
aprovechar la oportunidad de estar allí. Es clave que se presente su punto 
de vista y que se forje una relación con los representantes

Instituciones y otros actores

Por tanto, uno de los ejes centrales de la RSS es la identificación de las insti-
tuciones directamente ligadas al sector, dado que caer en la articulación inte-
rinstitucional sin misionalidad y responsabilidad clara, dificulta la supervisión y 
escenarios de rendición de cuentas. Estas instituciones que deben analizarse 
en funcionalidad y direccionamiento son3:
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•	 Proveedores de seguridad directamente implicados con la seguridad como 
servicio y bien público: militares, policías y actores de inteligencia (civiles 
y militares). Un tema pendiente en Colombia es la diferenciación de roles 
entre estas instituciones, como consecuencia de los efectos del conflicto 
armado. Se hace necesario definir y diferenciar los retos de seguridad y 
defensa para que las instituciones definan su rol, teniendo en cuenta los 
nuevos contextos de conflictividad territorial, esto mitigará las dificultades 
de operatividad para los actores de la Fuerza Pública y centrará el tema de 
protocolos de protección de los ciudadanos. 

•	 Instituciones de supervisión generalmente compuestas por civiles y con 
diferentes roles. Dentro del poder Ejecutivo los ministerios de Defensa y 
del Interior, como responsables de coordinar las políticas de defensa y 
seguridad y las instituciones que actúan bajo su liderazgo, junto con ase-
sores de gabinetes y encargados de definir y controlar el presupuesto y 
financiamiento del sector. Estos equipos deben contar con la experiencia y 
conocimiento en el manejo público de esos temas, además de reconocer 
la importancia de la articulación y complementariedad con los actores de 
la Fuerza Pública. 

Dentro del poder Legislativo también hay una responsabilidad importante en su 
función de proponer y aprobar leyes, en el rol de control y de asesoría técnica. 

Las organizaciones de la sociedad civil pueden ser parte de estos actores de 
supervisión, por ejemplo, con el seguimiento o monitoreo a la implementación 
de políticas de seguridad, promoviendo la garantía de derechos e incluso ha-
ciendo propuestas para la formulación de iniciativas en el sector. 

•	 Instituciones de justicia y orden público, las cuales aplican la ley y son los 
principales garantes de la protección de derechos. Acá van incluidas el Mi-
nisterio de Justicia, la Corte Suprema de Justicia y el sistema de justicia 
penal, incluyendo administración penitenciaria, comisiones de derechos 
humanos, ministerio público.

La RSS requiere una evaluación de estas instituciones mencionadas, de su 
funcionalidad, su transparencia, el grado de legitimidad, de profesionalización 
y experticia de sus funcionarios y de la comprensión del contexto del país, su-
mado a un análisis del entorno internacional, nacional y local, esto permitirá 
identificar los procesos que deben adelantarse como ampliación del acceso 
a la justicia, reforma de la Policía y las Fuerzas Militares, expedición o refor-
ma de leyes, restructuración de las instituciones del Estado, entre otras. La 
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formulación de la política marco de seguridad y convivencia en el marco de 
la Seguridad Humana debe comprender una evolución de la estructura insti-
tucional para su implementación. 

Ahora bien, en el escenario colombiano hay que revisar el rol que cumplen otro 
tipo de actores no institucionales como actores de seguridad privada, y grupos 
armados ilegales en la provisión de seguridad y su impacto en la generación 
de confianza y legitimidad de las instituciones. El sector de seguridad informal, 
si así puede llamarse, históricamente ha llenado los vacíos del sector seguri-
dad formal en Colombia en algunos territorios, por la dinámica del conflicto 
interno armado, sumado a otros factores como insuficiencia y/o desinterés 
del Estado para ejercer control en todos los territorios, dificultad para copar 
espacios donde se encontraban actores ilegales que mediante procesos de 
paz se desmovilizaron, e incluso incapacidad para combatir actores criminales 
locales que proveen no solo seguridad sino otros servicios, obteniendo el re-
conocimiento de las comunidades. Este es un tema importante para revisar en 
una RSS, y es cómo la seguridad informal a menudo responde a las demandas 
ciudadanas cuando el sector de la seguridad formal carece de legitimidad.

Una consideración importante tiene que ver con la heterogeneidad del sector 
y de los actores involucrados desde diferentes niveles, puede haber partes del 
sector de la seguridad que no estén completamente politizadas o que no es-
tén participando en la búsqueda de intereses económicos. Comprender estas 
dinámicas es importante para diagnosticar con precisión las oportunidades 
y limitaciones existentes, y para desarrollar planes y programas de RSS que 
respondan a estas y que estos procesos se pueden llevar a cabo con voluntad 
política. La reforma del sector de la seguridad debe contener un consenso po-
lítico entre diferentes actores, incluidos los no estatales, y debe considerar los 
diferentes niveles de gobernanza, desde el local hasta el internacional. 

El contexto

La RSS con enfoque de Seguridad Humana, sin duda debe tener presentes las 
especificidades de los diferentes territorios como los impactos y la incidencia 
que ha tenido el conflicto armado interno y la presencia de los diferentes ac-
tores legales e ilegales. A su vez, escalar a los niveles comunitarios y sociales, 
formas de organización social, acceso a servicios públicos, condiciones de es-
parcimiento y recreación, contextos ambientales y oferta institucional. 

Las estrategias para mitigar los factores que afectan la seguridad y la con-
vivencia deben tener presente esta multiplicidad de variables para el diseño 
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de acciones que vayan en pro de la articulación interinstitucional, definiendo 
con claridad aquellas estrategias que van enfocadas a la prevención, y aque-
llas que requieren un enfoque de control. Es muy importante que las políticas 
se ajusten a los contextos locales, a sus capacidades, a los actores presentes 
y a la claridad misional de las instituciones y su rol en la ejecución de políticas. 

No son lo mismo territorios y comunidades afectadas por la violencia, eso ge-
nera una diferencia en el relacionamiento con las autoridades y la Fuerza Pú-
blica, y esto debe tenerse en cuenta. Un sector de seguridad mal administrado 
puede afectar negativamente la confianza de las personas en las instituciones, 
y eso es un tema que debe trabajarse desde el enfoque de Seguridad Humana.

Factores para una RSS

Como recomendaciones para lograr una eficaz RSS en un contexto multi-
nivel y con la participación de diferentes visiones e intereses de actores, la 
Resdal4 propone:

•	 Coordinación de políticas 

•	 Reformas integrales, pero sin perder su especificidad

•	 Separación clara de los roles de la Policía y el Ejército

•	 Seguimiento y evaluación de la implementación de la RSS

•	 Sistemas de transparencia y rendición de cuentas

•	 Profesionalización de los cuerpos de seguridad y defensa

•	 Fortalecimiento de los grupos consultivos de civiles

•	 Establecer mecanismos apropiados para la apropiación de presupuestos

•	 Aumentar la participación de las mujeres y la promoción de la RSS con 
perspectiva de género

El sector seguridad es uno de los sectores centrales del Estado; sin embar-
go, es uno de los menos estudiados y que genera menos interés técnico y 
de estudio, por eso es importante que los tomadores de decisión revisen su 
funcionamiento, la preparación y conocimiento que se tiene en estos temas, 
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y la generación de mecanismos de participación para lograr el interés de la 
sociedad civil. El desarrollo, la reducción de la pobreza, la buena gobernanza 
y el bienestar de los individuos se reflejará en entornos más seguros, por ello 
la Seguridad Humana debe tener presente una reforma al sector seguridad 
que vaya en búsqueda de estas condiciones, sin caer en el error de olvidar las 
especificidades misionales, técnicas, temáticas y operativas y el buen relacio-
namiento que se debe tener con todos los actores que componen el sector.

Notas
* Este artículo es elaborado a partir del material de estudio obtenido en School on Oversight of 
Security Sector organizado por la Red de Seguridad y Defensa de América Latina (Resdal), sep-
tiembre de 2022.

1 Latin American Security and Defence Network (Resdal). School on Oversight of Security Sector. 
Background notes. Module 2. Security Sector Reform. Traducción propia.

2 Latin American Security and Defence Network (Resdal). School on Oversight of Security Sector. 
Background notes. Module 10. Trust-building and key relationships for accountability of security 
sector. Traducción propia.

3 Con base en: Ibidem.

4 Con base en: Latin American Security and Defence Network (Resdal). School on Oversight of 
Security Sector. Background notes. Module 10. Trust-building and key relationships for accounta-
bility of security sector. Traducción propia.
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En atención al cambio de Gobierno en Colombia (2022-2026), las propuestas 
de campaña y la construcción de la política de seguridad para el mandato, 
se hace necesario para sus funcionarios, asesores y la academia aportar una 
conceptualización sobre el adjetivo humano de la seguridad para establecer 
las políticas públicas, los indicadores, las metas y las prioridades que deben 
cumplir las instituciones colombianas y, en particular, de la Policía. Este ensa-
yo pretende describir algunas ideas de la Seguridad Humana, el componente 
teórico clásico de la construcción de la convivencia, y las esferas de actuación 
en la construcción del orden social. La idea es aportar elementos teóricos para 
la construcción de las políticas de seguridad, el elemento ausente de la convi-
vencia y presentar el papel de la Policía.

La Seguridad Humana

Es indispensable señalar que, en el mundo contemporáneo, el concepto de 
seguridad es polisémico y las amenazas al ciudadano superan la garantía de la 

La convivencia en el contexto 
de la política de la Seguridad 
Humana. El papel de la Policía

Mayor Juan Aparicio Barrera
Jefe del Grupo de Información y Divulgación,  Dirección de 
Educación Policial, Policía Nacional de Colombia. 

[...] el producto de la justicia será la paz,
el fruto de la equidad, una seguridad perpetua 
Isaías 32, 17
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vida, bienes de la persona y la ausencia de miedo; por tanto, la seguridad del 
ciudadano sería un capítulo más de la Seguridad Humana, según lo señala el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en su Informe de Desarro-
llo Humano de 1994, en donde establece que las dimensiones de la seguridad 
son siete, a saber: económicas, alimentarias, en la salud, ambientales, perso-
nales, de la comunidad y políticas (Aparicio, 2019). 

La Seguridad Humana postula su búsqueda a través del desarrollo sostenible. 
Y pretende una concepción holística, la cual involucra elementos tales como 
ausencias, carencias o fuentes de ansiedad, que van desde el empleo, la sa-
lud, el medioambiente, los cataclismos, hasta la criminalidad, situaciones co-
rrespondientes a las inquietudes y padecimientos cotidianos de los humanos 
(Aparicio, 2019).

La idea de Seguridad Humana implica pensar en un todo, donde cada dimen-
sión involucra una respuesta y la sumatoria articulada en conjunto contribuye 
inexorablemente a la seguridad del individuo en particular y de la sociedad en 
general. Sin embargo, esperar a que se resuelva cada una de las dimensiones 
y de los problemas sociales para que se logre el resultado de la paz puede sig-
nificar muchos recursos y años, sin que necesariamente se logre el objetivo. 
Y de allí las críticas de Reiner (2012), ya que mientras se solucionan todos los 
problemas sociales, qué hacemos mientras tanto con los problemas de crimi-
nalidad que afectan a las todas las personas en estos momentos; además, en 
las distintas encuestas aparecen como los principales problemas de los ciu-
dadanos y, por tanto, prioritarias en las agendas de los gobiernos. 

En términos generales, parece que la Seguridad Humana en su idea holística 
pasa por alto el asunto de la convivencia.

Además, si bien la propuesta y política de desarmar a los actores sobrevivien-
tes del conflicto colombiano (“Paz Total”) repercute y repercutirá en el diario 
vivir de los ciudadanos, los problemas de criminalidad y convivencia perduran 
como variable independiente. En todo caso, una de las características históri-
cas del conflicto colombiano, desde mediados del siglo XX es la prevalencia de 
distintas facciones que se mantienen en armas (“paz parcial”), pese a proce-
sos de desarme, dejación de armas, entrega, desmovilización u otras figuras.

La seguridad en términos de convivencia

Ahora bien, entenderse la paz como ausencia de guerra interna o externa en 
ningún momento debe comprenderse como ausencia de conflicto o violencia. 
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En toda sociedad siempre se presentarán conflictos y, en algunos casos, estos 
generan violencia. Según Smith (2012) la primera obligación del soberano es 
proteger a la sociedad contra la violencia y otros Estados. Los problemas in-
ternos de las sociedades corresponden a los temas de convivencia y de Policía 
en sentido amplio. El paso de la sociedad natural a la sociedad política —de la 
guerra a la paz—, es el paso de la independencia a la libertad. Si se actúa sin 
limitaciones, se destruye la convivencia (Montesquieu, 1993). 

La naturaleza conflictiva de la sociedad civil (Neocleous, 2010) involucra dos 
dimensiones para la fabricación del orden social; tal cual se reconoce en los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano (Asamblea Nacional Constituyente, 
1789), en primer lugar, que los miembros del cuerpo social, como ciudadanos, 
tienen derechos y deberes; en segundo lugar, las instituciones del Estado que 
garantizan los derechos y hacen cumplir los deberes, en particular la Fuerza 
Pública (artículos 12 y 13).

La línea realista de la teoría contractualista sobre la naturaleza conflictiva del 
humano se une a otras tradiciones extintas como la ciencia de policía o la ca-
meralística, que enfatizan en los problemas internos de la convivencia (vivir en 
comunidad) y las actuaciones de los distintos órganos, funciones y actividades 
del Estado para la garantía interna de la convivencia y el orden social, ligadas 
a situaciones de urbanismo, moralidad, salubridad, tranquilidad, aseo, entre 
otras. Estas líneas también tienen complemento en tradiciones sociológicas 
que señalan el proceso civilizador (Elias, 2009) que se presenta al interior de 
las sociedades modernas y los largos procesos de cambios en los comporta-
mientos sociales mientras se produce el monopolio de la fuerza en los Estados.

En síntesis, desde un punto de vista teórico, es prioridad del Estado atender 
los asuntos de gobierno de la sociedad civil, frente a situaciones de seguridad 
interna, violencia y convivencia.

Las instituciones para garantizar la convivencia. El papel de la Policía

¿Cuál será el papel de la Policía ante la Paz Total? La respuesta no es otra que 
ahondar en los temas de los cuales es su función constitucional (art. 218 de la 
Constitución Política de Colombia), es decir, la convivencia ciudadana. Que no 
es otra situación que el hacer cumplir la ley y emplear la fuerza legítima para 
garantizar la convivencia y recuperar el orden cuando se quebrante. Por tanto, 
no se trata de un cambio de objetivo o misión, ni mucho menos de una crisis de 
identidad de la Policía frente a una eventual Paz Total. El núcleo de la función 
constitucional de la Policía se define en la protección por parte del Estado de 
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los derechos y libertades del ciudadano (vida, honra y bienes) y garantizar la 
convivencia en paz de los habitantes.

Sin embargo, frente a la naturaleza conflictiva de la sociedad civil y las deman-
das crecientes de los ciudadanos en temas de seguridad, en particular fren-
te a la criminalidad, en las últimas cuatro décadas se han diseñado políticas 
públicas de los Gobiernos nacionales y locales (desde la elección popular de 
alcaldes y gobernadores), encaminadas a hacer frente a los problemas subje-
tivos y objetivos de la criminalidad y, en menor medida, frente a las conductas 
que afectan la convivencia.

En este panorama, el papel de la Policía es central, y básicamente se ha enfo-
cado (como en todas las sociedades contemporáneas en combatir el delito) 
pero no basta con la sola actuación de la Policía para enfrentar la crisis de cri-
minalidad y convivencia, sino que entran a reforzar este panorama otra serie 
de factores, actores, instituciones y teorías, que hacen énfasis en la protección 
efectiva de los derechos humanos y responder a las necesidades del ciudada-
no del común (Aparicio, 2019).

Sin embargo, es necesario ser cuidadoso con las actuaciones y propósitos de la 
Policía, ya que no es función de la misma el atender situaciones que por su mi-
sionalidad no le corresponden, por ejemplo, las policías no resuelven problemas 
de desempleo o salud (la sobrecarga de funciones en atención a las problemá-
ticas internas de otras instituciones es una característica de la Policía, entre los 
ejemplos está la custodia de condenados y capturados por parte de la Policía en 
estaciones y URI), pero sí pensar en la colaboración armónica entre las institu-
ciones del Estado y, por su puesto, en la cooperación entre los Estados.

Es necesario subrayar que la seguridad no se basa exclusivamente en el ac-
cionar de las agencias de Policía o de las organizaciones presentes dentro del 
sistema penal; ella compromete además a todas las instituciones y organiza-
ciones que contribuyen a la convivencia y a controlar las causas del delito 
o formación del individuo (sistema educativo, sistema contravencional, pleno 
empleo, asistencia social, etc.), las cuales en conjunto solucionan o mitigan 
los problemas de seguridad y convivencia.

En este sentido, el fortalecer el sistema de policía en Colombia (que se en-
cuentra en todas las instituciones comprometidas en el Código Nacional Se-
guridad y de Convivencia y de otros códigos de policía, como el de tránsito) 
contribuirá a la gobernabilidad de la seguridad y particularmente de los asun-
tos de convivencia a nivel local.
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El papel de los ciudadanos para la configuración del nuevo orden social

Un problema recurrente señalado en las ciencias sociales de Colombia es el 
comportamiento social de los habitantes, que se comprende como la ciuda-
danía a medias (exigente de derechos pero desconocedora de sus deberes), la 
personalidad histórica del colombiano, el individualismo hispánico, la natura-
leza anarquista (sin límites), la ausencia de modernidad en las relaciones socia-
les, entre otros postulados, que explican el déficit de convivencia en Colombia, 
que repercute en una “cultura de violencia”, intolerancia, atajismo, “justicia por 
mano propia”, irrespeto por lo público (desde apoderarse de los bienes públi-
cos hasta destruir los bienes públicos), entre otros problemas, que conducen 
a un caos social (hacer necesidades fisiológicas en vía pública, consumo de 
bebidas embriagantes en sitios públicos, equipos de sonido a alto volumen, 
riñas, colarse en filas, no pagar el transporte público, apoderamiento del espa-
cio público, no usar casco protector para motociclistas, etc.). 

En términos generales, estos temas tienden a ser poco tratados e incluso in-
deseables para ser tratados por los ciudadanos y gobiernos locales, ya que la 
atención efectiva de los mismos repercute en sanciones de diversa índole a 
los ciudadanos que realizan conductas contrarias a la convivencia o a otro tipo 
de normas como las de tránsito y, en algunos casos, puede afectar el capital 
político de alguna administración.

En síntesis, existe un marcado desinterés de los ciudadanos y gobiernos loca-
les por atender los asuntos de convivencia.

Los cambios provienen, a largo plazo, de las prioridades de las agendas en las 
instituciones de educación (por ejemplo, énfasis no para formar para el trabajo 
sino para ser buenos ciudadanos), de la familia, las instituciones religiosas, en-
tre otras. La fórmula es que mejores ciudadanos repercuten en una sociedad 
con mejor convivencia. La situación problema es que los cambios culturales 
pueden demorar generaciones.

Y mientras tanto, el deber ser es visibilizar desde el Gobierno nacional esta 
situación para que esté en la agenda pública de la seguridad y convivencia.

El elemento ausente de la convivencia

Ahora bien, la Policía, como las demás instituciones del Estado, se alinea a las 
políticas de Gobierno. Bajo este contexto, los lineamientos estratégicos en se-
guridad en los niveles del Gobierno nacional, Ministerio de Defensa Nacional 
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y las iniciativas para la Policía, no tienen de manera consciente involucrado, 
hasta el momento, el elemento convivencia. Veamos:

Para el Gobierno nacional los lineamientos corresponden a la Seguridad Hu-
mana (siete ejes) y la justicia social, por tanto, los objetivos iniciales, entre otros, 
van dirigidos a la reducción de los riesgos en las poblaciones vulnerables, el 
cambio de la política de drogas y medioambiente, la lucha frontal contra las 
economías ilícitas y corrupción, la reforma de la Policía Nacional (propuesta de 
cambio de Ministerio), la “Paz Total y completa”. Y otras medidas como la “pro-
hibición del uso de las armas”, la “construcción de justicia social y Derechos 
Humanos”, la “multidimensional” del delito, la propuesta de legalización del 
“cannabis medicinal, industrial y recreativo”, la inversión social para reducción 
de la violencia, la “inteligencia financiera” como principal eje de afectación a 
las actividades delictivas, el redireccionamiento de actuación del ESMAD y el 
“fortalecimiento de la naturaleza civil de la Policía Nacional”.

En coherencia con estos lineamientos, el Ministerio de Defensa Nacional tra-
za a la “Seguridad Humana” como modelo articulador con otras entidades. 
Para la Policía se establece una reforma integral y nuevo modelo de vigilancia, 
muy activa en la seguridad ciudadana. Política de transparencia, profesionali-
zación, derechos humanos y carácter civil (“reforzar la doctrina policial”); recu-
perar la legitimidad y acercamiento con la comunidad (transformación a partir 
de la “discusión y el análisis con la comunidad”). Asimismo, nuevas formas 
para combatir el crimen organizado, fortalecimiento de la inteligencia finan-
ciera, transparencia y trabajo ante corrupción, reducción de la violencia en el 
territorio, desarticular las grandes estructuras criminales; combatir el “micro-
tráfico”, finanzas del narcotráfico y el lavado de activos. Capacidades mutuas 
con Fuerzas Militares. En todo caso, los posibles cambios no implican perder 
derechos adquiridos y se prioriza a “la base policial”.

Para la Policía Nacional, en el plano interno, se plantea un direccionamiento 
centrado en el ser humano, que repercuta en mayor bienestar, mejor educa-
ción, mejor salud y la presunción de legitimidad de los actos. En el plano exter-
no, la articulación interinstitucional con autoridades politicoadministrativas, 
cuerpos colegiados, organismos de control, Fiscalía General de la Nación, 
Fuerzas Militares, líderes sociales, sindicales, políticos, federaciones, gremios 
económicos y sociales, y otras agencias de Policía. En cuanto al servicio de 
policía y sus procesos, se señala que sea orientado a las personas, a la tarea de 
disminución de delitos sociales, al modelo de vigilancia como foco de acción 
en las necesidades de las personas y rendición de cuentas, al incremento del 
personal de policía judicial e inteligencia (estructura organizacional 80/20), a 
la protección de la salud pública y el medioambiente, a la acción contra los 
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delitos que afectan la libertad individual y el patrimonio, a la actuación contra los 
GAO y GDO, y al uso de la fuerza y la gestión comunitaria (Policía de vecindario).

Conclusiones

Cualquier que sea el adjetivo que se le dé a la seguridad, debe responder a 
las necesidades de la población. Es imperioso señalar que la seguridad tiene 
sentido histórico, puesto que las necesidades, amenazas y problemas cam-
bian. El cambio histórico en Colombia y Latinoamérica es el problema de la 
delincuencia (común y organizada). De igual manera, los gobiernos nacionales 
y subnacionales modifican sus prioridades, en particular, la lucha contra la de-
lincuencia organizada nacional y transnacional, la degradación del medioam-
biente, la corrupción, las migraciones y la violencia doméstica.

Sin embargo, el énfasis en la criminalidad hace que se dejen relegados los 
problemas de la convivencia, los cuales aparecen ausentes en los distintos 
marcos conceptuales de la Seguridad Humana y en las políticas públicas o 
propuestas de políticas actuales.

Frente al panorama de la Paz Total y la prioridad de la lucha contra el delito, la 
misión de la policía sigue siendo primordial. Y no sufre de una pérdida de iden-
tidad en sus funciones o labores. Desde luego, la solución de los problemas 
complejos de la sociedad que repercuten en la seguridad y la paz sobrepasan 
el actuar de la policía; en tal sentido, las miradas holísticas conducen a buscar 
la cooperación entre las distintas instituciones y revelan la complejidad de las 
respuestas del Estado para intentar gobernar el caos de la sociedad civil.
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Introducción

Para empezar a hablar sobre la Seguridad Humana en la coyuntura actual del 
país, hay que remitirse a la definición dada en el artículo segundo de la Ley 
2272 de 2022 (Función Pública, 2022), en el cual se mencionan los elementos 
para tener en cuenta en torno a este concepto de seguridad. Así mismo, en el 
literal “a” de dicho artículo se mencionan tres aspectos que van a ser claves 
para poder aportar al debate en torno a este nuevo acercamiento de la segu-
ridad. Partiendo de esta base, el objetivo de este artículo es discurrir en torno 
a las posibilidades del sistema de inteligencia de Colombia frente a la nueva 
óptica de la Seguridad Humana. 

La Seguridad Humana plantea un esquema amplio de protección, “a las per-
sonas, la naturaleza y los seres sintientes”, a la vez que delega al Estado para 
disponer lo que se necesite en términos de política pública e instituciones 
para estos fines, y termina señalando que el objetivo final es la búsqueda de 
una cultura de Paz Total para la convivencia pacífica y el buen vivir (Función 
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Pública, 2022). De tal manera, es necesario preguntarse por la estructura ins-
titucional que acompañará este esfuerzo político, tanto a nivel de toda la Fuer-
za Pública, como de las instituciones de inteligencia. En el país, la Ley 1621 
organiza en su artículo 12 la Junta de Inteligencia Conjunta (JIC), con el fin 
de producir estimativos de inteligencia y contrainteligencia para el Gobierno 
nacional (Función Pública, 2013), y que articula los organismos, militares, po-
liciales y civiles, que se dedican a esta actividad. 

En consecuencia, en Colombia se ha desarrollado una estructura bajo la cual 
ha funcionado la inteligencia y que ha delegado diferentes misiones dentro de 
lo que se considera que son los objetivos que debe tener el país en cuanto a 
esta actividad. Los integrantes de la JIC no solo se reducen a los servicios de 
inteligencia del país, sino que también se encuentran autoridades políticas del 
Ministerio de Defensa, y de la Presidencia de la República. Esta organización 
que permite articular lo político con los organismos de inteligencia es un sis-
tema que el país tiene para realizar una actividad coordinada y que pueda ser 
eficiente para los objetivos frente a la labor encomendada. 

Funciones y servicios

Cuando se revisa lo señalado respecto al alcance de la Seguridad Humana, 
se hace evidente que la actividad de inteligencia, entendiéndola como la con-
secución de información, procesamiento de esta y entrega de análisis y reco-
mendaciones para la toma de decisiones o el diseño de políticas públicas, tie-
ne el potencial de convertirse en una herramienta fundamental para lo que se 
necesite desde el alto Gobierno. Al analizar un sistema de inteligencia, hay que 
tener en cuenta dos elementos centrales: las instituciones (servicios o agen-
cias) que lo componen, y las funciones que dichos servicios tienen. Jordán 
(2015, pp. 2-5) citando a Lowenthal (2012) define los servicios como “organis-
mos de la administración pública a los que se encomiendan cuatro funciones 
fundamentales”, que serían:

•	 Evitar las sorpresas estratégicas y, en la medida de lo posible, las tácticas.

•	 Proporcionar asesoramiento experto permanente.

•	 Asesorar al proceso político.

•	 Mantener el secreto de la inteligencia, necesidades y métodos.
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La primera de estas funciones está directamente relacionada con la seguri-
dad y la defensa del país, que es quizás la más clara que se pudiera pensar 
en torno a estas entidades; pero en cuanto a las otras funciones, se pueden 
encontrar una gran cantidad de oportunidades en la diversidad de actividades 
que implican. Por otro lado, cuando se habla de proporcionar asesoramiento 
experto permanente, muchas veces se ha delegado este tipo de funciones a 
otras organizaciones dentro del Estado colombiano, restringiendo la actividad 
de inteligencia a simples acciones de corte policial o directamente relaciona-
das con el conflicto interno, sin importar la naturaleza del servicio o institución. 

De igual manera, es extraño pensar que un servicio de inteligencia pueda ase-
sorar al proceso político, sin generar la idea de que se trata de una actividad 
propia de una policía política, como las que existen en los regímenes autorita-
rios. Pero, frente a eso aparece la inteligencia estratégica como un proceso de 
inteligencia adyacente a la inteligencia militar que mide las capacidades del 
país en lo referente a las potenciales amenazas, y a la inteligencia policial o cri-
minal que se encarga de ese proceso de búsqueda de criminales y otros pro-
cesos concernientes a lo policial. La inteligencia estratégica, por su parte, se 
convierte en una herramienta de un alto valor especialmente a la hora de tomar 
decisiones, particularmente porque es capaz de generar un producto que es 
útil para el más alto decisor del gobierno, en el caso colombiano, el presidente 
de la República, recogiendo en sí misma una cantidad de temas que implican 
los intereses estratégicos de la nación, de su política exterior y sus relaciones 
internacionales, de su economía y desarrollo (Cabrera, 2015). Finalmente, en 
cuanto a la última actividad señalada, mantener el secreto de la inteligencia, 
necesidades y métodos implica desplegar una actividad de contrainteligencia 
frente a las formas utilizadas para la misión y los activos físicos y operativos 
que puede tener la inteligencia del país. 

Toma de decisiones y gestión del conocimiento

Dentro de lo que se ha planteado alrededor de la Seguridad Humana, la es-
tructuración de una comunidad de inteligencia robusta es un mecanismo útil 
para poder abarcar la cantidad de temas que introduce esta definición de se-
guridad, y lograr un acompañamiento funcional a partir de productos de alto 
valor analítico, para la toma de decisiones con un fundamento suficiente y 
mucho más preciso que la simple intuición del decisor. Se puede pensar en 
este punto que todas las decisiones de Estado deben pasar por el tamiz de 
la comunidad de inteligencia y que eso restringe el conocimiento de las otras 
entidades de su actividad propia y los abstrae de su función de acompañar las 
decisiones presidenciales; pero si se toma la actividad con el criterio suficiente 
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como para tener servicios más amplios, capaces y enfocados en actividades 
y sectores que se consideren estratégicos para el desarrollo del país en dife-
rentes niveles, internacionales e internos, se crea un sistema de contraste que 
apoya a todas las funciones del Estado y le permite tener mucha más y mejor 
información sobre los temas que considera relevantes. 

Este proceso implica entender que la inteligencia, cuando se organiza y se le 
diseñan funciones separadas y amplias frente a los intereses nacionales, deja 
un simple papel de consecución de la información o de captura de criminales, 
y se enfoca mucho más en la gestión del conocimiento para la toma de deci-
siones y el asesoramiento político. Un sistema o comunidad de inteligencia 
es estrictamente una estructura que gestiona conocimiento para la toma de 
decisiones y posterior acción frente a dichas decisiones; es decir, hay que con-
siderar el conocimiento como un factor estratégico clave para la consecución 
de los objetivos, de modo que una gestión eficaz de la información se convier-
te en un proceso de producción del conocimiento, de gestión del mismo, au-
mentando la eficiencia y eficacia de la acción gubernamental, poniendo todo 
dentro de una óptica de la seguridad en un sentido amplio, bajo la perspectiva de 
oportunidades, abandonando la concepción simplista de riesgo y amenaza, 
concepción que está contenida en la actividad de inteligencia, pero que no 
la agota. Es necesario superar la concepción de la elemental consecución de 
información y la acción en torno a esta, porque la acumulación de información 
no necesariamente supone tener más conocimiento ni garantiza la mejor toma 
de decisiones (Navarro y Bonilla, 2003, p. 271). 

Profesionalización y modernización

A partir de la gestión del conocimiento, se puede potenciar la investigación, el 
desarrollo, la aplicación y la innovación frente a los temas que se están plan-
teando a partir de la Ley 2272, aumentando la eficiencia y eficacia en la for-
mulación e implementación de políticas públicas tendientes a esta nueva con-
cepción de seguridad y que implica reformar la disposición de los dispositivos 
de seguridad y defensa del país, incluyendo a la inteligencia (Navarro y Bonilla, 
2003, p. 271). 

Esta gestión del conocimiento funcionará si se traduce en procesos prácticos 
que permitan establecer claramente misiones y funciones para los servicios 
de inteligencia. En este momento, el país cuenta con siete organizaciones de 
este estilo, cuatro militares, una por cada fuerza (Ejército Nacional, Fuerza Aé-
rea y Armada) y la del Comando General; dos de corte civil, la Dirección Na-
cional de Inteligencia (DNI) y la Unidad de Información y Análisis Financiero 
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(UIAF), la primera es un departamento administrativo, la segunda pertenece 
al Ministerio de Hacienda; y, por último, la Dirección de Inteligencia Policial de 
la Policía Nacional (DIPOL). Cada una tiene una misión, los servicios pertene-
cientes a la Fuerza Pública se definen por su pertenencia institucional; por su 
parte, la UIAF, por su característica financiera, se enfoca en temas como lava-
do de activos, y la DNI, según el Decreto 4179, tiene un enfoque de inteligencia 
estratégica junto al manejo de amenazas externas (Función Pública, 2011). Sin 
embargo, los desafíos que propone la Seguridad Humana no están plenamen-
te contenidos o previstos en la ley de inteligencia, la Ley 1621, y mucho menos 
pueden atenderse con la actual estructura de la JIC, o con las capacidades 
que tienen estos siete servicios actualmente. 

Poder responder a las nuevas necesidades, hay que pensar profundamente 
un sistema de inteligencia que se enfoque en la gestión del conocimiento para 
apoyar los esfuerzos de las entidades encargadas de sacar adelante los pos-
tulados de seguridad que plantea el Gobierno. ¿Cómo debe estructurarse un 
sistema de inteligencia funcional para Colombia? ¿Cuántos servicios deben 
tenerse y con qué capacidades? La respuesta a esas dos preguntas depende 
de la forma como se conciba la función de inteligencia, si se le concibe como 
una herramienta netamente policial y militar, los servicios que se tienen son 
suficientes; pero si se piensa que la inteligencia debe convertirse en devela-
dora de lo imperceptible para los decisores y las instituciones estatales, cla-
ramente se sienta la idea para que se desarrolle un mecanismo exhaustivo de 
seguridad que soporta, a partir de su ejercicio, las decisiones de Gobierno. 

En consecuencia, apostarle a un proceso de mayor profesionalización de la 
inteligencia en Colombia implica cambiar el enfoque que se traía en tanto a la 
lógica de detección de riesgos y amenazas, debe ampliarse a la búsqueda de 
oportunidades y a la gestión del conocimiento. La profesionalización implica 
tres niveles: un nivel en el cual los funcionarios de la inteligencia tienen las 
competencias necesarias para la misión encomendada, el segundo nivel es 
el cambio organizacional al interior de los servicios para entender el contexto 
actual, la nueva hoja de ruta y así adaptarse certeramente para poder cumplir 
con lo encomendado; y, finalmente, pensar en un sistema de inteligencia que 
responda de manera suficiente a lo requerido, esto no implica necesariamente 
el aumento de servicios, pero sí pasa por la definición específica de sus fun-
ciones, las cuales para los postulados señalados en la Seguridad Humana im-
plican: desarrollo económico y social (eje central), definición de riesgos y ame-
nazas (eje adyacente), política exterior (eje estratégico), y algunas capacidades 
que en varios países se han delegado exclusivamente a un servicio separado y 
autónomo, como la ciber inteligencia y todo lo que esta implica como un pro-
ceso transversal a lo militar, lo policial y lo civil. 
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En el eje central se necesitan algunas capacidades que den cuenta de la reali-
dad social y económica del país, personal con la capacidad profesional e inte-
lectual para integrar verdaderos tanques de pensamiento que validen o acon-
sejen al alto Gobierno en torno a las temáticas más gruesas de la Seguridad 
Humana, todo lo que implican los nuevos componentes de la agenda de segu-
ridad. En el eje adyacente, no menos importante, se necesitan capacidades de 
búsqueda, recolección y procesamiento de la información relacionada con ac-
tores y fenómenos que el país considere directamente como una amenaza que 
pueda alterar de manera súbita la tranquilidad y la paz, por ejemplo, actores 
armados delincuenciales. Por último, en el eje estratégico que implica todo el 
frente internacional del país, su política exterior, su comportamiento frente a la 
agenda internacional, sus relaciones internacionales y hasta sus capacidades 
de defensa, se necesitan servicios con capacidades más globales y un ejerci-
cio internacional importante. Ningún eje puede dejarse de lado para cubrir los 
intereses del país y las posibilidades de la Seguridad Humana.

Por supuesto, esto implica que eventualmente, desde lo político, otros actores ha-
gan parte de la JIC, por ejemplo, el Ministerio de Relaciones Exteriores, y el Minis-
terio del Interior, no como actores operativos o tácticos de la inteligencia colom-
biana, sino como actores políticos y estratégicos que ayudan a marcar las pautas 
y acompañan la definición de los planes de toda la comunidad de inteligencia. 

Conclusiones

Cuando se tiene una perspectiva amplia de la seguridad como la que se pro-
pone con la Seguridad Humana, es necesario el conocimiento igual de amplio 
y a la vez preciso de los fenómenos que la componen. En este sentido, se ne-
cesita desarrollar un sistema o comunidad de inteligencia que se base en la 
gestión del conocimiento, que vaya un paso más allá de la simple consecución 
de información, y que se enfoque en la misión encomendada por un sector po-
lítico y estratégico que se responsabilice de la función de inteligencia que tiene 
el Estado y que la entienda como una de sus mejores herramientas para acom-
pañar los procesos de toma de decisiones y de diseño de políticas públicas.

Por la naturaleza propia de la Seguridad Humana, una inteligencia funcional 
se desarrolla en tres ejes: un eje central enfocado en el desarrollo económico y 
social, un eje adyacente que asegure la paz y enfrente a las amenazas disrup-
tivas e inmediatas, y un eje estratégico que se convierta en la carta de nave-
gación del país en la agenda internacional y que le permita conseguir apoyos 
para su política interna. Estos tres ejes deben actuar coordinadamente y a par-
tir de ellos se debe pensar el sistema de inteligencia para Colombia. 
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Los estudios de seguridad proliferaron en la Guerra Fría, especialmente 
entre 1945 y 1989, focalizando aspectos internacionales como el poder, 
la disuasión y la consecución de la paz; con visiones surgidas del realismo, 
el liberalismo y sus diferentes variaciones. Por ello, los análisis iniciales en 
este campo de estudio privilegiaron la Fuerza Militar y los Estados como 
elementos centrales de las discusiones, en la cuales predominaba la ciu-
dadanía vertical de sujeción, imposición y sometimiento (Calvo González, 
1984) fuertemente vinculada a la identidad nacional. Las críticas al excesi-
vo estado-militarización de la seguridad posterior a 1989, terminaron por 
aceptar en la disciplina a los análisis provenientes de diversas perspectivas 
teóricas como el constructivismo y los enfoques críticos, entre otros, que 
propenden por una ciudadanía horizontal de igualdad a nivel de individuos 
y grupos (Luján Zumaeta, 2004). En la modernidad se preponderan en es-
tos estudios al individuo y su seguridad, y se habla de ciudadanía virtual o 
digital, definiéndose esta por Robles (2008)1 como “aquel individuo, ciuda-
dano o no de otra comunidad o Estado, que ejerce la totalidad o parte de 
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sus derechos políticos o sociales a través de internet, de forma indepen-
diente o por medio de su pertenencia a una comunidad virtual” (p. 55).

De otro lado, los análisis en enclave de Seguridad Nacional que en sus ini-
cios privilegiaron la capacidad armamentista, de movilidad, logística y de 
combate en los dominios militares de tierra, agua, aire y espacio han acep-
tado recientemente otro dominio de seguridad: el ciberespacio, y con él, la 
posibilidad de ciberataques y ciberdefensa en la infraestructura crítica y a 
la estabilidad de los Estados. En la misma línea, fenómenos como el nar-
cotráfico, el terrorismo, la extorsión bajo el concepto de seguridad inter-
nacional y pública han ampliado sus análisis al ciberespacio y las manifes-
taciones de estos fenómenos criminales a través de la red. Finalmente, el 
poner al individuo como centro de los análisis implica, bajo una perspectiva 
tecnológica, ver las amenazas al ejercicio de una ciudadanía digital segura 
y efectiva.

Este documento presenta y argumenta una respuesta a la siguiente pre-
gunta: ¿Cómo han evolucionado los análisis en seguridad, hasta abordar 
el ejercicio de la ciudadanía digital de manera segura y efectiva? En esta 
dirección y para contextualizar la respuesta, se desarrolla el argumento de que 
las diferentes tendencias de análisis de seguridad, más allá de ser excluyentes 
entre sí, deben integrarse en aras de buscar soluciones de carácter interdisci-
plinario más efectivas. En dicho contexto, se ha dado una reformulación del 
objeto referente a los análisis de seguridad, abriéndose a nuevos proble-
mas y su focalización, como lo son los riesgos y amenazas presentes en el 
ciberespacio; pero también estos estudios requieren caracterizar las varia-
bles que permitan ejercer una ciudadanía digital efectiva.

En aras de desarrollar los objetivos propuestos, se presentan tres seccio-
nes: la primera esboza de manera general el objeto referente en los diferen-
tes enfoques de seguridad hasta llegar a la Seguridad Humana (SH); la se-
gunda contextualiza al lector sobre el alcance de la SH en el ciberespacio. 
Finalmente, y para concluir, se presentan algunas reflexiones

De la seguridad nacional a la Seguridad Humana

En términos generales, la conceptualización tradicional de la seguridad su-
gería que la seguridad del Estado implicaba la de sus ciudadanos (Buzan, 
2016). En contraste a este supuesto, los conflictos recientes dan cuenta de 
confrontaciones dentro de un mismo país, y sus justificaciones refieren el 
aumento de diferencias y limitaciones socioeconómicas (PNUD, 1994). En 
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esta dirección, Pizarro (2002) argumenta que los treinta y tres conflictos 
armados registrados en el mundo para el 2000 eran de carácter interno, ex-
ceptuando dos internacionales: India-Pakistán y Eritrea-Etiopía. Los mis-
mos se analizaban a la luz de una interpenetración de la seguridad exterior 
a la interior (Bigo, 1998 y 2002), que refiere a los nexos existentes entre los 
problemas internos, los externos y los compartidos por los Estados, lo que 
permitió que se consolidara el concepto de seguridad pública.

Aquí la seguridad es vista como una disminución en el nivel de aproba-
ción del otro, y una tendencia de convertir en inseguro lo habitual por los 
técnicos en seguridad, movimiento que permite legitimar lógicas de pro-
cedimientos policiacos (Bigo, 1998). Los actores principales son las bu-
rocracias y expertos en seguridad, la respuesta estatal se concreta en ac-
ciones conjuntas, desarrollo de regímenes internacionales, de convenios 
bilaterales y la unificación de criterios burocráticos para el tratamiento de 
la inseguridad. En contraste a lo expuesto, la Seguridad Humana empieza 
a cobrar relevancia en los análisis de seguridad, como una versión holísti-
ca y centrada en la persona, impulsada por instituciones y organizaciones 
internacionales que evidenciaban múltiples problemas escondidos bajo el 
análisis tradicional “bipolar” de la seguridad (De Armiño, 2006). 

La Seguridad Humana refiere dos dimensiones, una amplia (analiza la nece-
sidad) y otra restringida (analiza el miedo). La dimensión amplia impulsada 
por organizaciones como ONU y PNUD vincula la seguridad al desarrollo, 
lo cual implica que la persona se sienta libre frente a las amenazas físicas 
y libre frente a las amenazas estructurales que la condicionan a la pobreza. 
La dimensión restringida resulta de una simplificación de la agenda maxi-
malista que se abstiene de propiciar medidas encaminadas al bienestar y 
al desarrollo de la persona; como alternativa, se centra en la eliminación de 
los factores criminales que producen la violencia física y afectaciones a las 
propiedades de los ciudadanos.

Se puede advertir que esta visión de la seguridad invierte los análisis del 
Estado-centrismo al ciudadano-centrismo revaluando el interés nacional 
sobre la libertad y los derechos (Thomas, 2000). Esta evolución del con-
cepto de seguridad da origen a nuevas prácticas que focalizan el desarrollo 
humano (Palacios y Sierra, 2014) y propician circunstancias que permiten 
longevidad, salud y creatividad (PNUD, 1990). Por ello, la Seguridad Ciu-
dadana puede comprenderse como una variación de la Seguridad Huma-
na, que da prioridad a la confrontación institucional de las amenazas como 
el delito y la violencia (PNUD, 2010). Así, alcanzar la seguridad implica el 
desarrollo de políticas sobre la prevención del delito y la violencia con el 
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objetivo de optimizar la calidad de vida, en este proceso se articula la ciu-
dadanía, la policía y el Estado bajo criterios normativos que se respetan y 
conocen por las partes (PNUD, 2013). 

A qué nos referimos con la Seguridad Humana en el ciberespacio

En el análisis de estudios relacionados con las estrategias institucionales en el 
ciberespacio para abordar la cibercriminalidad, se observa que en varios 
conceptos no existe consenso. Estas bases conceptuales se requieren para 
que interactúen las agencias e instituciones encargadas del cumplimiento 
de la ley, dándole seguridad al ciudadano frente al miedo y las entidades en 
favor de lograr impulsar el desarrollo de capacidades humanas, supliendo 
necesidades, ambos factores se complementan para gestionar la SH en 
todos los espacios de convivencia, en los cuales se suma recientemente la 
ciudadanía virtual, digital o del ciberespacio.

En la actualidad existe un desconocimiento social del cibercrimen como fin 
y como medio en él y a través del ciberespacio, pese a esto, algunos indica-
tivos estadísticos permiten afirmar que la inseguridad en el ciberespacio es 
una problemática creciente que implica desarrollo de capacidades institu-
cionales para abordar el fenómeno, y permitir un ejercicio de la ciudadanía 
digital seguro y efectivo. 

El panorama internacional en la materia de ciberseguridad puede carac-
terizarse a partir de la información suministrada por instituciones como el 
Buró Federal de Investigaciones (FBI) en Estados Unidos, que registró en 
2020 el récord de 791 790 denuncias por delitos cibernéticos, sugiriendo 
que estos hechos fueron responsables de más de 4200 millones de dólares 
en pérdidas. En comparación con 2019, el número de denuncias presen-
tadas por víctimas de diversos tipos de delitos cibernéticos aumentó en 
69 %. En esta misma línea, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
advirtió sobre un aumento en los últimos dos años de los ciberdelitos, entre 
ellos los correos electrónicos maliciosos, que aumentaron 600 %. 

Este fenómeno no ocurrió solo en países desarrollados, sucedió algo si-
milar en los países en vías de desarrollo; de acuerdo con el Centro Ciber-
nético Policial, los delitos informáticos en el 2020 aumentaron un 59 % en 
el primer semestre, se registraron 17 211 denuncias, 6340 más que en el 
primer semestre del 2019. También se presentaron 2103 casos de suplan-
tación de sitios web, un delito que creció en 364 %2 . De acuerdo con infor-
mes de la Policía Nacional basados en Siedco3 , durante el 2021 los delitos 
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cibernéticos en Colombia llegaron a 33 465, aumentando un 17 % en compa-
ración con 2020 en el que se denunciaron 28 524 casos. Y durante el 2020, se 
presentó un incremento de 440 % en estos delitos, principalmente en uso de 
campañas de phishing a nivel mundial, más otros ataques como secuestro de 
datos o información, hurto de datos de tarjetas de crédito y secuestro de stock. 

La respuesta institucional en Colombia se ha dado a través de políticas o 
normatividad desarrollada para hacer el acceso al ciberespacio seguro en 
Colombia, en tres ámbitos; el primero de política pública, el segundo de 
carácter normativo restrictivo y el tercero de carácter regulatorio. A manera 
muy general se tomarán los dos primeros que se relacionan directamente 
al ejercicio de la ciudadanía digital, la tercera se da en enclave de la pro-
tección de datos, seguridad de la información y sistemas de calidad de las 
instituciones, siendo marginal a la reflexión planteada en este documento. 

Frente al primer ámbito, en el año 2011 se formuló el documento CONPES 
3701 Lineamientos de Política para Ciberseguridad y Ciberdefensa, en el 
2016 el Documento CONPES 3854 que se enfoca en generar un “Política 
Nacional de Seguridad Digital”, dichos documentos propiciaron el forta-
lecimiento y generación de capacidades en el Gobierno nacional, en ges-
tión de riesgos, así como construir la institucionalidad para los desafíos 
de seguridad en el ciberespacio. En el 2018, se expidió el Decreto 100810 
que establece los lineamientos generales de la Política de Gobierno Digi-
tal. Esta política establece que la seguridad de la información es uno de 
los habilitadores transversales, es decir, que es uno de los elementos fun-
damentales que permiten el desarrollo del gobierno digital. Finalmente, el 
CONPES 3995 de 2020 formula una política nacional tendiente a ampliar 
la confianza digital y mejorar la seguridad digital, que promueve desarrollar 
las capacidades en seguridad digital de los ciudadanos, del sector público 
y del sector privado del país; actualizar el marco de gobernanza en materia 
de seguridad digital y la adopción de modelos, estándares y marcos de 
trabajo en materia de seguridad digital, con énfasis en nuevas tecnologías.

Frente al segundo ámbito, en el 2009, se promulgó la Ley 1273 “Por medio 
de la cual se modifica el Código Penal, se crea un nuevo bien jurídico tute-
lado —denominado “De la Protección de la información y de los datos”— y 
se preservan integralmente los sistemas que utilicen las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, entre otras disposiciones”.

Esta ley es la interiorización normativa del convenio de Budapest y bus-
ca proteger a los ciudadanos ante el miedo de ser víctimas en él o través 
del ciberespacio de la estafa, acoso contra menores o pornografía infan-
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til, el hurto por medio informático, infracciones a la propiedad intelectual, 
sabotajes informáticos entre otras conductas. En suma, a lo anterior, la 
Ley 2197 del 25 de enero de 2022 proyectada para el fortalecimiento de 
la seguridad ciudadana, a través de reformas e inserción de diferentes re-
gulaciones; en su Artículo 68, crea la Dirección especializada contra los 
delitos informáticos con la función principal de liderar la investigación y 
judicialización de los delitos informáticos y las demás conductas delictivas 
conexas o relacionadas, y genera como agravante, a través del artículo 58, 
que en la realización de las conductas punibles se utilicen medios informá-
ticos, electrónicos o telemáticos.

En contraste a la comprensión del cibercrimen como afectación al ejerci-
cio seguro de la ciudadanía digital, y la respuesta institucional, el conoci-
miento del ejercicio efectivo de la ciudadanía digital y el aprovechamiento 
de las TIC para dar oportunidades de desarrollo está rezagado. Dicho con 
otras palabras, y bajo el enfoque de Seguridad Humana, el conocimiento 
y los medios para acceder al ciberespacio de manera segura carecen en 
Colombia de una cobertura que implique más allá de la protección frente 
al medio, mecanismos del ejercicio de una ciudadanía digital efectiva que 
permita hacer uso del ciberespacio de manera generalizada para desarro-
llar capacidades humanas. Otros aspectos para tener en cuenta son los 
discursos de odio, las noticias falsas, la desinformación, el acceso a la ins-
titucionalidad, la cobertura de internet en comunidades periféricas, la edu-
cación en TIC el acceso de personas con discapacidad son elementos que 
en la actualidad implican analizar la convergencia de la Seguridad Humana 
y el ciberespacio, a la luz del desarrollo y las oportunidades actuales para 
potencializar el desarrollo de capacidades humanas.

El ejercicio efectivo de la ciudadanía digital implica que la totalidad de los 
ciudadanos o los que lo deseen comprendan los estándares de conducta o 
manera de proceder con medios electrónicos, puedan y sepan realizar inter-
cambio electrónico de información, aprendan sobre tecnología y su utilización, 
tengan la posibilidad cuando lo deseen de tener participación electrónica ple-
na en la sociedad, sepan y puedan hacer compraventa electrónica de bienes y 
servicios, conozcan su responsabilidad por hechos y acciones en los medios 
electrónicos y conozcan y disfruten de las libertades que tienen todas las per-
sonas en el mundo digital. En el panorama expuesto es necesario que los estu-
dios de seguridad que focalicen el ciberespacio o la SH, amplíen las variables 
analíticas más allá del simple acceso seguro al ciberespacio, e integren en sus 
análisis variables que den cuenta del ejercicio efectivo de la ciudadanía digital.
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Reflexiones finales

El análisis y la caracterización de las variables que permitan comprender el 
ejercicio efectivo de la ciudadanía digital cobra más importancia y considera-
ción entre diferentes sectores de la academia. De igual manera, la entrada de 
las tecnologías de la información y comunicación (TIC) en la sociedad implican 
a la luz de la SH esfuerzos y desafíos en política pública que permitan que los 
diferentes gobiernos puedan garantizar más allá de la seguridad frente al mie-
do, un acceso real y el ejercicio de una ciudadanía efectiva.

De un lado, la SH, como evolución del concepto de seguridad, más allá de 
la atención institucional al miedo del individuo, debe propender por el abor-
daje integral del individuo en procura del desarrollo humano y en el camino 
propiciar las circunstancias que permiten longevidad, salud y creatividad, 
entre otros factores atribuibles al ejercicio de una ciudadanía efectiva. De 
otro lado, el ejercicio de la ciudadanía digital hace referencia a que cual-
quier ser humano, que ejerce la totalidad o parte de sus derechos políticos 
o sociales a través de internet, de forma independiente o por medio de su 
pertenencia a una comunidad virtual, pueda hacerlo de manera segura y 
efectiva, en igualdad de condiciones, independiente a su lugar de acceso, 
grupo social o étnico de pertenencia, a su condición económica, de género 
o cualquier discapacidad. 
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Introducción

Durante los últimos ocho meses, aproximadamente (mayo 2022-enero 2023), 
he venido teniendo el acercamiento más profundo que jamás tuve con miem-
bros de la Policía Nacional. El acercamiento es el producto de un interés mu-
tuo. Por mi parte, estoy interesado en explorar desde la antropología la inicia-
tiva de memoria histórica que adelanta la Unidad Policial para la Edificación de 
la Paz (Unipep), una entidad relativamente nueva al interior de la subdirección 
general de la Policía Nacional. Por parte de la Policía, y particularmente de los 
integrantes de Unipep, hay un creciente interés en visibilizar el trabajo que se 
viene haciendo desde ahí, un trabajo que incluso ha sido interpretado por el 
actual Gobierno nacional como fundamental en su apuesta de la Paz Total, se-
gún he escuchado decir a representantes del Gobierno nacional en eventos de 
Unipep y a algunos de los agentes con los que comparto tiempo en las oficinas 
de esa entidad. Esta cercanía me ha permitido comprender cosas que antes 
no podía o no quería entender. Una de esas cosas que es fundamental para 
pensar la incipiente política de Seguridad Humana es que hay pocas cosas 
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tan retadoras, desgastantes y peligrosas como regular el comportamiento y la 
convivencia de desconocidos a los que la ley y los mismos agentes de la Policía 
Nacional llaman “ciudadanía”. La Seguridad Humana, como concepto central 
de la política pública de la Paz Total, pone en el centro de toda consideración 
el bienestar de la ciudadanía, como cabe esperar de cualquier política autén-
ticamente democrática. Pero debemos reconocer que de la filosofía política a 
la realidad hay un salto grande, y que los principios se quedan en eso si no se 
acercan a lo concreto. 

En el caso de una política de seguridad y convivencia como la de la Paz Total y 
la Seguridad Humana, hay por lo menos dos cosas concretas: en primer lugar, 
la realidad de la ciudadanía, que es tan múltiple y compleja como la geografía 
de Colombia. La política de Paz Total, contenida en la Ley 2272 de 2022, pro-
pone un entendimiento amplio de lo que compone el universo de la ciudadanía. 
De acuerdo con la definición de Seguridad Humana, la política de la Paz Total 
busca proteger “a las personas, la naturaleza y los seres sintientes” (Ley 2272, 
2022). ¿Qué tan bien se entiende la realidad de las personas, la naturaleza y los 
seres sintientes en el actual gobierno de Colombia? Eso solo el tiempo lo dirá, 
pero se puede anticipar que el Gobierno nacional está adelantando un trabajo 
importante para asegurar el entendimiento de esas realidades con iniciativas 
como la formulación participativa del Plan Nacional de Desarrollo, un plan que 
se está escribiendo desde las distintas regiones que componen al país. El se-
gundo elemento concreto de una política de seguridad es el trabajo. En este 
caso, el trabajo de seguridad es especialmente realizado por la Fuerza Pública, 
y la Seguridad Humana como proyecto está llamada a ser realizada por la Po-
licía Nacional. La pregunta aquí es, ¿el gobierno conoce las preocupaciones 
de quienes están llamados a realizar la Seguridad Humana? Esto también está 
por verse, pero creo que todavía hay distancia por recorrer en ese frente, y este 
breve ensayo pretende ser un insumo para ese fin.

En mi experiencia con la Policía Nacional he logrado recoger muchas preo-
cupaciones y ansiedades que comparten los miembros de esa institución, 
tanto los que trabajan directamente con Unipep, como quienes hacen y 
han hecho parte de otras dependencias. Esas preocupaciones y ansiedades, 
si no son resueltas de alguna forma, serán un talón de Aquiles definitivo en 
el giro de 180 grados que este gobierno pretende con relación a la política 
de seguridad del país. Las preocupaciones que he recogido tienen que ver 
con la relación Policía Nacional-élite política, la estructura y la herencia 
cultural militar de la Policía en Colombia, el escaso capital simbólico que 
se desprende de trabajar como un policía, y la extensión indefinida del 
concepto de seguridad. Cada una de estas ansiedades debe tomarse en 
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serio por el Gobierno nacional para que su visión de seguridad pueda rea-
lizarse más allá de los principios políticos y filosóficos por los que fue elegido.

Relación Policía Nacional-élite política

La relación entre la Policía Nacional y la élite política del país no parece estar 
marcada por el mismo signo de desprecio que se ha reportado en estudios 
sobre militares colombianos (Forero, 2017), o el que se evidencia en la cotidia-
nidad cuando se habla con el vecino sobre política. Para nadie es un misterio 
que los políticos son impopulares en Colombia, y los miembros de la Policía no 
escapan de ese sentimiento colectivo. Sin embargo, los miembros de la Policía 
con los que he conversado no me han dejado ver una notable animadversión 
de cara a la élite política del país. Es más, como antropólogo informado de 
la historia política de Colombia, esperaba encontrar más hostilidad en contra 
del nuevo gobierno nacional, un gobierno hecho en gran medida por sectores 
que han tenido en la historia reciente múltiples desencuentros con la Policía, 
muchos de ellos atravesados por rastros de violencia reprochable. Aunque sí 
he encontrado algunos agentes con fuertes posiciones contra “la izquierda”, o 
con valores conservadores que reivindican el orden social establecido y temen 
a la posibilidad de otras formas de organización y de ser en el mundo, también 
he encontrado policías que han visto con buenos ojos la llegada del nuevo go-
bierno y las nuevas ideas. A fin de cuentas, así como en la sociedad colombia-
na parece haber un hastío frente a la desigualdad y los privilegios exagerados 
de los poderosos, en la Policía también hay un hastío de cara a las castas y las 
jerarquías infranqueables que parecen existir en la institución desde los ojos 
de varios suboficiales. Este no es el lugar para lanzar hipótesis causales serias 
sobre lo que he encontrado, pero las distintas actitudes que hay de cara a la 
política colombiana pueden estar relacionadas con variables como la familia 
de los agentes y la posición jerárquica que cada individuo ocupa en la institu-
ción. Más allá de eso, si bien no hay consensos evidentes en la orientación 
política de los miembros de la Policía (algo que creo sano para la democracia 
colombiana), sí hay algunas apreciaciones ampliamente compartidas con 
relación al establecimiento político. 

En primer lugar, se reciente el desconocimiento general que las élites políticas 
tienen del oficio de la policía, algo que sí se castiga fuertemente con relación 
a la opinión que se tiene del actual gobierno. Según muchos de mis interlo-
cutores e interlocutoras, el desconocimiento del oficio del policía ha termina-
do por poner en riesgo la vida de los y las agentes, ha estirado el universo de 
funciones que deben afrontar y ha limitado su rango de actuación en diversas 
situaciones. En segundo lugar, y conectado con lo anterior, los y las policías 
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con quienes he interactuado aseguran que son utilizados(as) como un escu-
do desechable por los gobiernos de turno. Un capitán fue muy elocuente al 
respecto, en sus propias palabras comentó: “Mire, los fracasos de políticas 
económicas y sociales los tenemos que asumir con nuestro propio pecho. No 
importa el gobierno. Los políticos la sacan gratis ahí. Nosotros tenemos que asumir 
el precio, a veces hasta con la cárcel… Otras veces con la vida” (Comunicación 
personal, 2022). El capitán, en este caso hablando sobre la ola de protestas 
entre los años 2020 y 2021, sugería que la insatisfacción política y social de 
la ciudadanía debe ser asumida por la Policía, la primera cara del Estado que 
encuentran los ciudadanos y las ciudadanas cuando protestan por los malos 
resultados de políticas públicas, o por el estado de cosas. Muchos de los y las 
agentes con quienes hablé preferirían que los conflictos sociales se soluciona-
ran con instancias distintas a la Policía, pero ven que los gobiernos siempre los 
emplean como la primera carta que juegan.

Finalmente, los agentes con los que he conversado también resienten la esca-
sa autonomía que dicen tener con relación a las decisiones del alto gobierno, 
un gobierno que según su concepto no entiende bien los retos cotidianos del 
trabajo de policía. Este último punto es bastante retador, pues pone sobre la 
mesa retos enormes a la organización de la democracia colombiana. ¿Debe-
ría la institución de la Policía tener mayor autonomía con relación al Gobierno 
nacional y a los gobiernos locales? ¿Cómo se ajustaría la Policía a los cambios 
que la ciudadanía puede estar decretando a través de los cambios de gobierno 
a nivel nacional y local? ¿Cómo debe exigírsele a la Policía Nacional la rendición 
de cuentas? ¿Quién o quiénes son los llamados a exigir la rendición de cuentas 
por parte de la Policía Nacional? Estas solo son algunas de las preguntas que 
el Gobierno debería considerar en su reforma a la política de seguridad.

La estructura y la herencia cultural militar de la Policía en Colombia

La mayor parte de los y las agentes con quienes he compartido me han hecho 
saber su frustración con relación a la estructura militar de la Policía. De acuer-
do con su perspectiva, dicha estructura se deja ver no solamente en los grados 
con los que la Policía vive la jerarquía al interior de la institución, sino también 
con el trato y las expectativas comportamentales. Con relación a los grados no 
hay mucho por decir. Es evidente que los grados militares son utilizados por la Po-
licía. El trato que he percibido por parte de superiores a subordinados en la 
Policía Nacional es muy similar al que habría entre un superior y un subordina-
do en el Ejército. Los superiores disponen del tiempo y las funciones de sus su-
bordinados de formas que muchos civiles podríamos considerar inaceptables. 
Pero no creo que haya que sobredimensionar esta faceta de la vida policial, 
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pues también he visto tratos dignos, y sobre todo la posibilidad y el hecho de 
resistir y contestar a los tratamientos injustos. En esa medida, no he encontra-
do diferencias importantes entre la relación existente entre superiores y subor-
dinados al interior de la Policía, con la que yo mismo he experimentado como 
civil en distintos espacios de trabajo. Esto no habla bien de la cultura laboral en 
el país, pero un análisis de esa cultura escapa las aspiraciones de este ensayo.

Lo realmente preocupante y que el Gobierno podría efectivamente intervenir 
con su política de Seguridad Humana tiene que ver con prácticas abusivas, 
como la “hechura de ataúdes”, un conjunto de medidas que superiores toman 
para disciplinar y domesticar a sus subordinados en la Policía. Según un co-
ronel con quien hablé, la práctica de hacer ataúdes tiene que ver con traslados 
coercitivos de agentes que por una u otra razón molestan a sus superiores. 
Los traslados pueden ser de una dependencia a otra, o de una ciudad a otra, 
lo que pone en riesgo la estabilidad laboral de los agentes de menor rango, 
su vida familiar, su bienestar físico y psicológico. La “hechura de ataúdes”, según 
varios agentes, es también una de las razones por las que los abusos de au-
toridad no reciben el correcto y apropiado tratamiento al interior de la Policía. 
En algunas de las entrevistas que he hecho con relación al trabajo de memoria 
que Unipep adelanta, he preguntado por qué no se habla de los abusos a los 
derechos humanos cometidos por miembros de la Policía. Salvo contadas ex-
cepciones, lo que he encontrado es que hay grandes temores con relación a 
las retaliaciones que superiores podrían tomar con la sola mención de la idea. 
Me cuesta creer que esos temores sean infundados, en tanto que he escucha-
do historias que me parecen ridículas e inaceptables por parte de víctimas de 
esta práctica, y también he presenciado reacciones que solo podría describir 
con la palabra temor cuando propongo que se adelanten medidas de reconoci-
miento con relación a la violación de derechos humanos por parte de la Policía. 

Es cierto que en la Policía, como en otras ramas de la Fuerza Pública, existe 
un sentimiento de cuerpo que genera un efecto teflón en los miembros de esa 
institución con respecto a las denuncias y críticas que vienen de fuera. Pero 
me temo que ese sentimiento de cuerpo muchas veces es inorgánico, un sen-
timiento que beneficia mayoritariamente a las élites de la institución y que se 
refuerza con medidas coercitivas en contra de funcionarios subordinados que, 
muchas veces sin saberlo, incomodan o amenazan de alguna forma la posi-
ción de un superior. La Policía, como una fuerza de naturaleza civil, tiene que 
avanzar en su desmilitarización. Una policía militarizada difícilmente estará a 
la altura de la implementación de la Seguridad Humana, una política que pre-
tende democratizar el acceso a la seguridad, un bien que según la Comisión 
de la Verdad solamente han gozado las élites políticas y económicas del país 
(Comisión de la Verdad, 2021, 2022).
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El capital simbólico que se desprende de ser un policía

En una de mis entrevistas con un coronel de la Policía, escuché que su mayor 
motivación al entrar a la Policía era el poder. Desafortunadamente para él ese 
poder nunca llegó, ni siquiera como oficial. Desde su punto de vista, siempre 
estuvo debajo de la bota de otras personas (sus superiores, los políticos […]), 
algo que los seres humanos a su alrededor parecían reconocer bien. Nunca 
sintió que su trabajo le trajera prestigio o respeto por parte de personas ex-
ternas a la Policía. No soy yo nadie para decir si la ambición por el poder sea 
buena o mala, pero sí puedo decir que bajo distintos registros la insatisfacción 
que el coronel reportó con relación a las recompensas simbólicas de su traba-
jo es compartida por muchos y muchas. Después de ocho meses de trabajo 
con miembros de la Policía, no he conocido el primer o la primera agente que 
quiera seguir en la institución tras su pensión a los veinte o veinticinco años de 
servicio. Algunos ni siquiera quieren esperar a su pensión, añorando encontrar 
en la migración o en un golpe de suerte una alternativa a la vida policial. En to-
das las ocasiones en las que he explorado esa insatisfacción velada con la vida 
policial he encontrado las mismas respuestas: “la autoridad en este país ya no 
se respeta”, “la ciudadanía no nos quiere”, “este es un trabajo malagradecido”. 
La frustración que he encontrado en la mayor parte de los policías con los que 
he interactuado deja ver que a pesar de lo que todos los uniformes dicen en 
uno de sus parches (localizado en el hombro derecho), no es un honor ser po-
licía. Esto es una verdadera lástima, pues el trabajo de policía es fundamental 
para el bienestar general de la población en las sociedades complejas y mo-
dernas que vivimos. ¿Hay algo que el Gobierno nacional pueda hacer para que 
pertenecer a la Policía sea algo más que una vía a la estabilidad económica de 
sus integrantes? Esta pregunta debe ser atendida por el Gobierno en un tra-
bajo conjunto con los integrantes de la institución, pues una campaña publici-
taria jamás bastaría para trabajar sobre un problema que se ha construido con 
décadas de práctica policial y decisiones gubernamentales que, de acuerdo 
con los policías, han comprometido su relación con la ciudadanía.

La extensión indefinida del concepto de seguridad

¿Qué es la seguridad? Esta es una pregunta fundamental para la Policía Na-
cional en tanto que define su actuar. Personalmente creo que la definición que 
aporta la Ley 2272 es esperanzadora para quienes hemos criticado la noción 
reduccionista, y por eso mismo dañina, que dominó toda la era de “seguri-
dad democrática”. Sin embargo, debo decir que su amplitud no es igualmen-
te esperanzadora, y que es muy importante que se aterrice con indicadores 
concretos que se puedan traducir en acciones y reformas institucionales con-
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cretas. Por lo que sugiere la definición de Seguridad Humana contenida en la 
Ley 2272, y por los esfuerzos intelectuales por definir el concepto de seguridad 
que la Policía Nacional ha hecho públicos en eventos como el Tercer Congreso 
Internacional de Construcción de Paz en el Servicio de Policía, puedo adelantar 
que no hay una sincronía potente entre la filosofía del Gobierno y la de la Poli-
cía. Mientras el Gobierno propone una definición que promete un conjunto de 
políticas que asegurarían “la supervivencia, los medios de vida y la dignidad” 
(Ley 2272, 2022), la Policía piensa en una que reduce la criminalidad y regula 
la convivencia pacífica entre ciudadanos. Más allá de si la definición que la 
Policía propone es reduccionista o no (esto siempre será materia de debate), 
la definición de la Policía es medible, trazable y verificable. Por el contrario, la 
definición del Gobierno solo deja preguntas abiertas en cuanto a su aterrizaje 
concreto y, por otro lado, tiene el potencial de avivar ansiedades ya existentes 
en el personal de la Policía. 

Mis conversaciones con agentes de policía me han permitido identificar que 
una de las graves preocupaciones por parte de los y las agentes es su uso in-
discriminado por parte del Gobierno a nivel nacional y local para todo tipo de 
actividades que poco tienen que ver con lo que ellos y ellas entienden como su 
vocación (léase, la reducción de la criminalidad y regulación de convivencia). 
Según mis interlocutores, de años para acá el cuerpo de Policía ha deveni-
do en cuerpo de carceleros, en cuerpo de protección de animales domésticos 
y salvajes, en cuerpo de personal de atención para la juventud y la niñez, en 
cuerpo de recreación, y en cuerpo de seguridad privada para grandes eventos. 
Los y las agentes de policía con los que he hablado de este problema sugieren 
que esa extensión de actividades ha terminado por hacer de su vida laboral 
algo más gravoso e insatisfactorio. Adicionalmente, es perfectamente razo-
nable pensar que la adición de responsabilidades a un cuerpo con respon-
sabilidades ya establecidas puede disminuir la calidad de esas que se venían 
adelantando antes. El Gobierno debe revisar con cuidado su definición de se-
guridad, y a la vez evaluar cómo esa definición afectará las funciones de los y 
las agentes de policía. En otras palabras, la filosofía tiene que conciliarse con 
el reto concreto del trabajo de los y las agentes de policía. 

Conclusión

Pese a que conozco de primera mano las insatisfacciones de muchos miem-
bros de la Policía con respecto a los problemas que se han venido discutien-
do, poco sé del trabajo conjunto que el Gobierno pueda estar haciendo con 
la Policía Nacional para definir la política de Seguridad Humana. He visto a 
través de algunos gestos que el Gobierno quiere acercarse a la Fuerza Pública, 
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pero también he visto, como el resto del país, algunos desplantes públicos del 
Gobierno frente a las fuerzas de seguridad que generan controversia y mal-
entendidos. La política de Seguridad Humana es un cambio bienvenido para 
una democracia como la colombiana, que empieza a salir de un conflicto polí-
tico expresado a través de las armas, y que pretende afianzar una democracia 
donde el ser humano y su dignidad esté en el centro de toda consideración. 
Pero los principios filosóficos nunca serán suficientes para crear una realidad 
distinta. El trabajo sobre los elementos concretos de la realidad que implica el 
ejercer la autoridad y hacer que la ciudadanía se sienta y viva segura, debe ser una 
prioridad gubernamental. Lo peor que podría pasar en la política de Seguridad 
Humana que plantea este gobierno es que el tan criticado modelo top-down 
de decisiones políticas se termine ejecutando otra vez. No hay nadie que sepa 
tanto de seguridad como quienes trabajan en ella todos los días. Ese conoci-
miento debe valorarse, y las nuevas ideas dialogarse con quienes tendrán 
que llevarlas a la realidad con su trabajo. En esa medida, el Gobierno debe 
entender las ansiedades de los y las agentes de policía con relación a los 
distintos elementos que se han venido desarrollando aquí, y trabajar con la 
institución para que la importante iniciativa de la Seguridad Humana no sea 
un documento extraño que en la práctica nadie sepa ni interpretar correcta-
mente ni llevar a la acción.
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La seguridad en Colombia, igual que en muchas sociedades, se encuentra 
en un proceso de reconfiguración permanente. Esto se viene dando anterior 
a la firma del Acuerdo de Paz con las FARC-EP, se acelera con la desmovili-
zación de dicha guerrilla, pero viene en aumento continuo ante las disputas 
por el control territorial y de los mercados ilegales. Este es un fenómeno que se 
está produciendo en medio de la adaptación por parte de los grupos armados 
ilegales, con impactos a escalas variadas en el nivel nacional y la incidencia 
como fenómeno interméstico.

Esto requiere respuestas específicas, planificadas, adaptables y multisecto-
riales por parte del Estado colombiano, el cual, si bien tiene importantes avan-
ces, debe generar mecanismos continuos de mejora, especialmente en la car-
tera de Defensa. Asimismo, demanda atención en temáticas específicas como 
la protección de excombatientes, líderes y lideresas sociales, defensores de 
derechos humanos; sometimiento a la ley de grupos armados ilegales; justicia, 
reparación y no repetición; atención a poblaciones vulnerables con factores de 
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riesgo; afectación a las cadenas del narcotráfico; la promoción de la conviven-
cia y la seguridad ciudadana, entre otras.

La seguridad en el país tiene que abordar un fenómeno complejo en el cual se 
articulan los mercados ilegales, las múltiples criminalidades y las causas de la 
violencia. Esta es una problemática que se presenta en medio de escenarios 
novedosos en cambios permanentes.

Con el inicio del gobierno de Gustavo Petro, el enfoque acerca de cómo va a 
ser abordado este fenómeno cambia y se diferencia de las maneras en las que 
se ha articulado la política de seguridad desde hace varias décadas. En esta 
nueva ruta se formulan dos políticas complementarias con las que se preten-
de lograr el objetivo: la Paz Total y la ‘Seguridad Humana’. En este documento 
analizaremos ambas políticas a partir de los rasgos mostrados por el gobierno, 
sus retos y algunas sugerencias de su articulación.

Sobre la Paz Total

La Paz Total se ha consolidado como una de las banderas del actual gobierno 
y ha tomado diversos significados: i) el que refiere a la articulación del Estado 
en cuanto a la consecución de la paz; ii) se determina por la búsqueda y el es-
tablecimiento de procesos de negociación o de sometimiento a la justicia con 
las diferentes organizaciones armadas ilegales; iii) se relaciona con las accio-
nes específicas que debe adelantar el Estado para llegar a la paz en el país, las 
cuales tienen un importante enfoque social.

Esta es una apuesta ambiciosa que aún se encuentra en proceso de concre-
ción, dado que es un significante de la lucha del Gobierno por la paz del país; 
no obstante, es necesario aterrizar en mayor medida en la fase de definición 
de la política. Asimismo, se hace necesario señalar que esto difícilmente es 
un proceso para un gobierno de cuatro años; sin duda, demanda un mayor 
esfuerzo, siendo una política que debe entenderse como que trasciende a un 
gobierno, lo que algunos denominarían, de Estado. Esta es la perspectiva que 
se buscó asumir en la Ley 2272 del 2022, la cual otorga facultades al Gobierno 
para que, en este marco, pueda llevar a cabo procesos de negociación, some-
timiento y establecer medidas que favorezcan este proyecto político. Sin em-
bargo, es preciso señalar que, si llegara a ser elegido en el 2026 un gobierno 
de signo político contrario, no sería extraño que le introdujera cambios.

Se afirma que este no es un ejercicio novedoso, por el contrario, desde la Ley 
418 de 1997, se han otorgado facultades al presidente para adelantar nego-
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ciaciones. Esta norma ha sido prorrogada por los diferentes gobiernos y ha 
permitido el intento de procesos de conversaciones con diversos tipos de 
organizaciones; la novedad en esta ocasión es la pretensión de terminar con 
toda la violencia involucrando conversaciones con diferentes tipos de acto-
res ilegales. El hecho de contemplar conversaciones con múltiples grupos 
armados ilegales al tiempo tiene antecedentes en Colombia (el último de ellos 
en el gobierno de Santos en el que se buscó la salida negociada con el ELN y 
las FARC, al tiempo que se establecieron los primeros pasos para el some-
timiento a la justicia del Clan del Golfo), los cuales se deben tener en cuen-
ta ante la búsqueda de un proceso de negociación que termine en diversos 
acuerdos con organizaciones con fines políticos (como el ELN) y otros de 
sometimiento con otros grupos consolidados.

Allí se plantea el primer reto importante. Por un lado, el ELN es una organi-
zación con una estructura más horizontal que ha tenido históricamente en el 
centro de sus demandas para iniciar un proceso de conversaciones, la parti-
cipación de la sociedad colombiana. Esto lleva a que la forma como se efec-
túan los diálogos con dicha insurgencia deba ser específica, sin ser compa-
rada con las que se han llevado a cabo en el pasado con otras organizaciones 
(pero sí es útil abreviar en sus enseñanzas).

Por el otro, los diferentes grupos armados organizados que, de acuerdo con los 
lineamientos del derecho nacional e internacional, reúnen las condiciones para 
ser considerados actores armados del conflicto interno, más allá del debate si 
se consideran de naturaleza política o no, para efectos de definir qué tipo de tra-
tamiento debería darles el Gobierno, o procesos de conversaciones políticas o 
ser parte de procesos de sometimiento a la justicia. Por lo menos las disidencias 
de las extintas FARC y los llamados ‘Pelusos’ —disidencias del antiguo EPL—, 
se han reclamado como interlocutores legítimos del Estado, como actores po-
líticos, lo cual debe estar siendo un ámbito de discusión para el Gobierno. Asi-
mismo, el proceso con el Clan del Golfo por su tamaño y control territorial no 
será simple, y otros grupos de crimen organizado, más teniendo en cuenta sus 
diferentes ramificaciones, disputas internas y relaciones transnacionales.

Este primer acercamiento, mirando la Paz Total de una manera negativa como 
la ausencia de guerra o la terminación de la violencia, lleva a determinar que 
este es un esfuerzo importante que permitiría la desactivación de diversas or-
ganizaciones. No obstante, a pesar de que son procesos paralelos, cada uno 
de ellos debe llevarse de manera diferencial, específica y a partir de las carac-
terísticas de cada uno de los grupos armados. En este sentido, todo parece 
indicar que es fundamental que el Gobierno tenga ya previstos unos líderes 
de cada una de estas conversaciones, pues si no va a ser difícil que el alto co-
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misionado para la paz pueda estar orientándolas; quizá como lo dijo en una entre-
vista, él debería ser un ‘director de orquesta’ pero cada esfuerzo contando con un 
responsable, como ya se hizo con el caso del ELN nombrando a Otty Patiño, un ex 
dirigente del M-19 con toda la experiencia y confianza del propio presidente.

Acá es importante tener en consideración los cambios territoriales que el con-
flicto armado ha venido mostrando. La prioridad que ha expresado el gobierno 
Petro es la protección de los ciudadanos y es una clara justificación para la 
presencia y el control territorial de la Fuerza Pública allí. Según la Fundación 
Ideas para la Paz, se han disminuido los ataques contra la Fuerza Pública, pero 
han aumentado los enfrentamientos entre las organizaciones ilegales, lo cual 
implica que la población civil sigue estando en la mitad de los enfrentamien-
tos. Mientras que el Gobierno establece los diálogos y avanzan los mismos, es 
probable que parte de los grupos armados ilegales vayan a continuar dispu-
tando su presencia territorial. Un ejemplo de ello se presenta actualmente en 
el departamento de Chocó, en el que, en medio de las negociaciones, el ELN 
decide hacer un paro armado por el enfrentamiento regional que ha venido 
teniendo con el Clan del Golfo y la falta de garantías estatales —afortunada-
mente el mismo ha sido suspendido—. Algo similar podría decirse del caso de 
Arauca entre el ELN y disidencias de las antiguas FARC. Por eso, los “gestos 
de paz” son fundamentales —ceses unilaterales de hechos de violencia, por 
ejemplo, como el que acaba de anunciar el ELN en el periodo de fiestas navi-
deñas y de fin de año y que esperamos sea imitado por otras organizaciones—, 
dado que permiten dar credibilidad por parte de la sociedad a los procesos 
que se lleven a cabo.

Estos esfuerzos deben articularse con el compromiso del Gobierno del cum-
plimiento de los Acuerdos de Paz de 2016. Este es un esfuerzo importante, 
dado que estos acuerdos apuntan a solucionar problemáticas causantes del 
conflicto armado interno. Por lo anterior, considerar que la paz de Colombia 
pasa por el cumplimiento de lo pactado en estos y anteriores procesos, da ga-
rantías para que las condiciones estructurales del país comiencen un cambio 
paulatino. Se trata, como lo viene planteando el actual gobierno, de construir 
sobre lo construido.

La propuesta de Paz Total hecha por el Gobierno va más allá de la negociación, 
los acuerdos y su cumplimiento. Por supuesto, debe incluir un cambio cultural, 
en el que se prioricen entornos seguros, de convivencia, de diversidad y de 
respeto. Esta es una meta ambiciosa y que demanda un importante conjunto 
de acciones que acompañen este cambio.
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Un ejemplo de ello se ofrece dentro de las Bases del Plan Nacional de De-
sarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, en el que la Paz 
Total se presenta como una bandera transversal por parte de las instituciones 
colombianas. Por lo que se tienen acciones diversas que incluyen cambios en 
política de drogas, enfrentamiento a factores de riesgo en poblaciones vul-
nerables, reforma agraria, ordenamiento territorial, mecanismos de justicia, la 
priorización del diálogo con las comunidades, cambios en el servicio militar 
obligatorio, desmantelamiento de organizaciones delictivas, entre otros.

En este sentido, lo primero que debe hacer el Gobierno es priorizar las ac-
ciones concretas que se pueden llevar a cabo en el corto, mediano y largo 
plazo, que permitan cumplir con su propósito de la Paz Total. Lo segundo es 
evidenciar, como ya se viene haciendo, que este es un proceso de largo alien-
to que involucra más allá de los esfuerzos de la institucionalidad colombiana 
en cuatro años, así como un proyecto más ambicioso que la negociación o 
sometimiento de los grupos armados. Lo tercero, a pesar de lo anterior, tiene 
que ver con presentar esta como una iniciativa realista y realizable en Co-
lombia, en la que se permita cambiar las condiciones estructurales que han 
posibilitado la existencia y reproducción del conflicto. Lo cuarto es que el 
Gobierno tiene el reto de mostrar a la Paz Total en sus debidas proporciones, 
evitando que esta se convierta en un significante paraguas que articule me-
didas de diferente orden, dado que esto le restaría la importancia que tiene 
dentro de la administración Petro.

Los retos de la política de la Paz Total son importantes. Se debería acompañar 
los esfuerzos por llevar a cabo un proyecto que, como colombianos, debemos 
resolver para cambiar las formas en las que se articulan el conflicto y la violen-
cia. Este no es un camino fácil, pero sí es necesario al momento de generar una 
perspectiva como país.

La articulación de la Seguridad Humana con la Paz Total

La Paz Total es una cara de la moneda, en cuyo reverso se encuentra la Segu-
ridad Humana; dado que la segunda es el soporte de la primera, son comple-
mentarias. Esta es el nuevo enfoque en la política de seguridad del Gobierno, 
la cual no se reduce a los ámbitos que son tradicionalmente reconocidos para 
este sector. Por el contrario, la perspectiva que la administración Petro tiene de 
la Seguridad Humana parte de ver al Estado como una garantía para el desa-
rrollo, haciendo énfasis en las personas antes que en la institucionalidad.
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En ese orden de ideas, esta es una perspectiva amplia que cambia el para-
digma sobre el que se venían tratando las problemáticas propias de la segu-
ridad. La base se encuentra en hacer frente a las causas que llevan a que se 
presenten factores de violencia; no obstante, esto le otorga otras dimensiones 
estratégicas, que se presentan en las Bases del Plan Nacional de Desarrollo al 
abordar temáticas diversas dentro de las que se rescatan el sistema de protec-
ción social, las oportunidades de las comunidades y los derechos humanos.

El planteamiento de la Seguridad Humana, pasados cuatro meses desde el ini-
cio del gobierno, todavía se encuentra en construcción de la manera como va a 
ser aplicada a la colombiana. Si bien se han dado líneas generales en el campo 
de la estrategia, todavía es necesario pasar al campo operacional, conectar la 
política con los mandos y las bases de la Fuerza Pública y hacer importantes 
esfuerzos por reconocer la dirección que le quiere dar el Gobierno nacional.

Allí es donde se presenta el primer reto del Gobierno y es que la consecución 
de la Paz Total definida de manera negativa, vista como la finalización de la 
violencia (a partir del sometimiento o la negociación de los grupos armados 
ilegales), conlleva la necesidad de implementar una importante estrategia de 
seguridad que ejerza presión sobre las organizaciones ilegales en los territo-
rios. De esta manera, las definiciones tácticas y operacionales son la base para 
que el Estado colombiano tenga mecanismos para mostrar capacidad ante 
dichos grupos.

Generar definiciones en cuanto a la actuación que debe tener la Fuerza Públi-
ca en medio de la Paz Total y la Seguridad Humana es fundamental. Asimismo, 
el liderazgo por parte de los altos mandos de las fuerzas, el Ministerio de De-
fensa y el presidente tiene que ser una constante para favorecer la perspectiva 
que tienen los miembros de las instituciones al interior de los territorios. Este 
es otro de los retos del Gobierno, el cual es el reconocimiento de la importan-
cia de la moral de la tropa, en la que reside el apoyo por parte de la administra-
ción bajo la que se desempeñan.

Otro de los temas que debe ser abordado por la Seguridad Humana es la ne-
cesidad de actualización permanente de la Fuerza Pública en cuanto a su ca-
pacidad y formación, dado que se debe contar con los equipos y educación 
suficiente para hacer frente a las amenazas cambiantes. No se debe reducir 
a las Fuerzas a una instrucción en temas de derechos humanos —la cual, sin 
duda, es fundamental—, sino que se precisa un ejercicio permanente que lleve 
a reconocer las organizaciones ilegales de manera continua y en sus caracte-
rísticas múltiples. Asimismo, uno de los retos es hacer una renovación de los 
equipos y mantener las dotaciones de forma adecuada.
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En cuanto a las funciones, en medio de la Seguridad Humana se presenta la 
posibilidad de ver la seguridad de una manera amplia, por lo que se deben ha-
cer las claridades pertinentes para denotar lo que se espera en la actuación de 
la Fuerza Pública. Se está a la expectativa de la definición de las tareas que le 
serán entregadas, así como la articulación con el resto del entramado estatal 
para consolidar la perspectiva del Gobierno y llevar a la Paz Total.

Por último, la concepción de la administración Petro demanda hacer una revi-
sión de la forma como se evalúa el actuar de las instituciones del sector seguri-
dad. El Gobierno ha dado pistas al respecto, pero hasta el momento no se entre-
ga una respuesta consolidada que le permita a la Fuerza Pública guiar su actuar 
para acercarse a la meta de que Colombia sea una potencia mundial de la vida.

Conclusiones

La Paz Total es una propuesta y un esfuerzo que debe ser apoyado y en el que 
el Gobierno ha puesto a disposición las capacidades estatales para llevar a 
su objetivo. No obstante, este es un proceso que puede llevar a resultados 
concretos en el mediano y largo plazo, por lo que es necesario proyectarlo y 
plantearlo como una política que trascienda el horizonte de un gobierno que 
se encuentra en proceso de implementación. Asimismo, esta se encuentra en 
construcción y debe acotarse a medida que toma el rumbo.

En cuanto a la Seguridad Humana, este es un ejercicio central que debe ser 
profundizado y adecuado al contexto colombiano para que se puedan produ-
cir los resultados esperados. Aún hay importantes retos que debe afrontar la 
administración Petro y que debe darles prioridad para lograr unas mayores 
bases y capacidad para avanzar hacia la Paz Total.

Por último, se afirma que ambos conceptos: Seguridad Humana y Paz Total, son 
significantes que conglomeran una gran cantidad de acciones que busca enfo-
car el Gobierno. No obstante, esto debe manejarse con prudencia, porque podría 
ser contraproducente y volverse el justificante de todas las labores de la adminis-
tración, quedando sin significados reales en sus definiciones y líneas de acción.

Esperamos que el gobierno Petro logre ir avanzando, al mejor ritmo posible, 
en estructurar y poner en acción estas dos políticas públicas, que pueden ser 
la llave que le permitan a Colombia —construyendo sobre lo construido— ir 
dejando atrás esa incómoda compañera de viaje que ha sido la violencia y se 
aclimate una sociedad sin ningún tipo de violencia. Utopía, probablemente, 
pero por la cual vale la pena trabajar.
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“Eso de la Seguridad Humana es todo y es nada”, le escuchamos decir a un 
destacado académico que ha sido profesor en la Escuela Superior de Gue-
rra y en la Universidad Nacional. Estábamos en una conversación regida 
por la confidencialidad, de esas que tienen como regla poder citar lo que se 
dice, pero sin el nombre del autor. “Esas conceptualizaciones que abarcan 
tanto son difíciles de convertir en políticas específicas y en orientaciones 
concretas”, sentenció el profesor para concluir su breve exposición que tie-
ne el mérito de subrayar la dificultad de volver operativos nuevos concep-
tos y la necesidad de producir una ruptura en los enfoques tradicionales de 
seguridad nacional y de respuesta a múltiples amenazas criminales.

Días antes, en la conmemoración del día de los derechos humanos orga-
nizada por la Universidad del Rosario con el Ministerio de Seguridad y De-
fensa, ante un auditorio pleno de policías y militares, una coronel abordó el 
tema con mucha seriedad, sustentando que las elaboraciones sobre segu-
ridad multidimensional permiten incorporar las definiciones de la Seguri-
dad Humana que han sido adoptadas en varios escenarios de las Naciones 

La Seguridad Humana 
en la Paz Total
Notas para la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad y para el 
Plan de desarrollo 2022- 2026 

Camilo González Posso
 Presidente del Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (Indepaz), 
Comisionado civil en la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad 
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Unidas. La coronel, como se dice en las fuerzas, compartió una importante 
reflexión que se está haciendo entre la alta oficialidad con la intención de 
incorporar en la doctrina y en la política la orientación central que en esta 
materia ha dado el gobierno de Gustavo Petro. Para ella se trata de ubi-
car la Seguridad Humana y la seguridad nacional como componentes de la 
seguridad multidimensional y de asumir las dimensiones de la Seguridad 
Humana en las políticas de seguridad, defensa y convivencia.

También se ha puesto al orden del día incorporar la Seguridad Humana 
en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo (PND). El Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) ha dado algunas pistas en el esquema que 
divulgó con ocasión de los cincuenta diálogos regionales vinculantes. No 
se ha dicho mucho, pero en los titulares se hace referencia expresa a la se-
guridad de las personas, los territorios y la nación. En el componente 3 del 
esquema del PND, bajo el título de Seguridad Humana y justicia social”, se 
incluye la “Concepción integral de seguridad: física, social, tragedias natu-
rales, empleo. Riesgo-Amenaza x Vulnerabilidad”. (DNP, 2022)

No podía faltar la Seguridad Humana en la Ley de Paz, “Por medio de la 
cual se modifica, adiciona y prorroga la Ley 418 de 1997, se define la polí-
tica de paz de Estado, y se dictan otras disposiciones”. En la exposición de 
motivos se incluye un apartado que recuerda en extenso los enunciados de 
las Naciones Unidas y de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y en 
el articulado se establece que,

El Estado garantizará la Seguridad Humana para la construcción de la paz 
total. Para ello, promoverá respuestas centradas en las personas y las co-
munidades, de carácter exhaustivo y adaptadas a cada contexto, orienta-
das a la prevención, y que refuercen la protección de todas las personas y 
todas las comunidades. Asimismo, reconocerá la interrelación de la paz, el 
desarrollo y los derechos humanos en el enfoque de Seguridad Humana. 
(Congreso, 2022, art. 2)

Es la única mención a la Seguridad Humana que hace el articulado de este 
proyecto de ley, orientándola a la construcción de la Paz Total con respues-
tas centradas en la protección de las comunidades y las personas. 

Queda en el aire la pregunta sobre el cambio que puede significar reorien-
tar las políticas públicas en esa triada que forman la Paz Total, la vigencia 
de los derechos humanos y la Seguridad Humana. No es poca cosa cuando 
además del plan de desarrollo tienen carácter de urgencia otras iniciativas 
legislativas, de diálogos y la formulación de política que debe presentar la 



225

Comisión Nacional de Garantías de Seguridad, tal como lo ordena la Ley 
154 de 2017 y lo ha requerido la Jurisdicción Especial para la Paz.

¿Qué es lo nuevo de un enfoque de Seguridad Humana?

Leyendo todas las citas que trae la exposición de motivos de la Ley de Paz 
(Ley. 418 actualizada), se puede concluir que abordar la seguridad des-
de las definiciones de Seguridad Humana significa tomar la garantía de 
la libertad y empoderamiento de las personas, comunidades y colectivos 
civiles como base para la vigencia de los derechos humanos y en particular 
los derechos a la integridad física, de los bienes particulares y de utilidad 
pública.

Como lo recuerda el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH, 
2012), esta concepción integra tres libertades: 

•	 Libertad del miedo. Proteger a las personas de las amenazas directas a su 
seguridad e integridad física. 

•	 Libertad de la necesidad. Protección de las personas para que puedan sa-
tisfacer sus necesidades básicas, su sustento y los aspectos económicos, 
sociales y ambientales relacionados con su vida. 

•	 Libertad para vivir con dignidad. Protección y empoderamiento de las per-
sonas para librarse de la violencia, la discriminación y la exclusión

En el centro de la libertad está la protección de la vida frente a las agresiones, 
a las amenazas críticas y a la superación de la necesidad que somete a las per-
sonas a la zozobra de la pobreza y la carencia de ingresos para la subsistencia.

Es desde estas libertades que las Naciones Unidas han destacado las siete 
dimensiones cruciales de la Seguridad Humana, todas referidas a amenazas 
por existencia de necesidades extremas: económicas, alimentarias, en salud, 
ambientales, personales, comunitarias y políticas. Desde otra perspectiva, 
cada dimensión se refiere a formas de calamidad social, ambiental, por vio-
lencia, discriminación, exclusión y graves violaciones a los derechos humanos. 

El reto en las políticas públicas internas es entonces el cambio desde un en-
foque de seguridad del Estado, de las instituciones y de las inversiones, a un 
enfoque de seguridad de las condiciones de vida, de las poblaciones humanas 
en los territorios y colectividades. Por lo demás, se entiende que la seguridad 
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de la vida la incluye en su diversidad en los ecosistemas socioambientales. Es 
también en función de la Seguridad Humana que se ubica la defensa de la so-
beranía nacional y las acciones de prevención y respuesta ante amenazas de 
orden internacional. Como ha señalado el IIDH, la Seguridad Humana y la se-
guridad nacional no se excluyen, sino que, por el contrario, se complementan.

Una de las dimensiones de la Seguridad Humana, la que se llama seguridad 
personal, es la protección ante amenazas de la criminalidad que se expresan 
en la violencia física, los delitos contra la propiedad, la violencia sexual, domés-
tica, contra la infancia, contra personas, familias, etnias y otras comunidades.

Con frecuencia, la seguridad se limita a enfrentar el crimen y el delito que afec-
ta a las personas. Por ello hay que advertir que la seguridad reducida a la pre-
vención, protección, contención y castigo a las múltiples formas del crimen se 
distancia de la Seguridad Humana no solo por la exclusión de dimensiones sino 
por la fragmentación de los problemas que intenta resolver y la dificultad para la 
integralidad y simultaneidad de las estrategias que se necesitan implementar. 

La Seguridad Humana no es la sumatoria de temas de derechos humanos, ni 
una lista de temas a considerar. Sobre todo, define sus objetivos en esa triple 
libertad —del miedo, de la necesidad y por la dignidad— que acompaña el em-
poderamiento de sujetos sociales. 

Es probable que según la situación concreta a abordar en un país o en una región, 
una de las dimensiones de la Seguridad Humana sea la articuladora de las de-
más, pero por regla general son las dimensiones sociales, económicas y políticas 
las que ordenan la acción de conjunto y dan sentido, lugar, tiempo y modo a las 
intervenciones de la justica y de la fuerza pública policial o militar. Y en todo caso 
se necesita la interdependencia, interrelación, simultaneidad de las acciones 
desde el Estado, institucionales, interinstitucionales y con participación social.

Sin empoderamiento desde abajo no hay Seguridad Humana

Como lo señalan el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, la protección desde 
arriba y el empoderamiento desde abajo son las estrategias fundamentales 
de la Seguridad Humana.

El empoderamiento hace énfasis en preparar y desarrollar capacidades 
para que las personas y las comunidades puedan anticipar las posibles 
amenazas y así, puedan evitarlas o resistirlas, y sobreponerse en el caso de 
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que sean inevitables. […] El empoderamiento va de la mano de la apropia-
ción de los proyectos y políticas por parte de las personas y comunidades 
involucradas. La participación de éstas, tanto en el diseño como en la eje-
cución de la política o proyecto con enfoque de Seguridad Humana, es un 
aspecto vital, no sólo un requisito; es el corazón de la metodología, pues la 
Seguridad Humana tiene que ver con las realidades de las personas, sus 
valores, sentires, percepciones, ciclo vital, etc. (IIDH -PNUD, 2012)

El empoderamiento se predica en todas las dimensiones de la Seguridad Hu-
mana como aumento progresivo de la capacidad de las personas, organiza-
ciones y comunidades para responder a las amenazas y riesgos a las condicio-
nes de vida y a las diversas formas de violencia y de conflictividades con daño.

En las condiciones de Colombia, el empoderamiento como componente y estra-
tegia de la Seguridad Humana se construye teniendo en cuenta la persistencia 
de conflictos armados y dinámicas de violencia sociopolítica. Ese empode-
ramiento frente a la violencia de grupos armados organizados y a las graves 
violaciones a los derechos humanos incluye diversas formas de aumento de 
capacidades de los liderazgos y poderes sociales y comunitarios en los territo-
rios y poblaciones en conflicto.

Seguridad multidimensional redefinida

El concepto de seguridad multidimensional ha sido acogido por los Gobiernos 
del continente e incorporado en las políticas de seguridad y defensa desde la 
declaración de la OEA en Bridgetwn en 2002 y la Declaración de Seguridad de 
las Américas (OEA, 2003). 

La seguridad multidimensional fue formulada inicialmente como un enfoque 
para la seguridad de los Estados y la seguridad hemisférica. Como dice la de-
claración de 2003: 

Nuestra nueva concepción de la seguridad en el hemisferio es de alcan-
ce multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas ame-
nazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del 
Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la con-
solidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en 
valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos 
humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional. 
(OEA, 2003, p. 2, art.2)
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Como señala la declaración de seguridad de las Américas en su artículo 4:

La seguridad de los Estados del Hemisferio se ve afectada, en diferente 
forma, por amenazas tradicionales y por las siguientes nuevas amenazas, 
preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa: · el terrorismo, la de-
lincuencia organizada transnacional, el problema mundial de las drogas, la 
corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas y las conexiones 
entre ellos; · la pobreza extrema y la exclusión social de amplios sectores de 
la población, que también afectan la estabilidad y la democracia. La pobre-
za extrema erosiona la cohesión social y vulnera la seguridad de los Esta-
dos; · los desastres naturales y los de origen humano, el VIH/SIDA y otras 
enfermedades, otros riesgos a la salud y el deterioro del medio ambiente; 
· la trata de personas; · los ataques a la seguridad cibernética; · la posibili-
dad de que surja un daño en el caso de un accidente o incidente durante el 
transporte marítimo de materiales potencialmente peligrosos, incluidos el 
petróleo, material radioactivo y desechos tóxicos; y · la posibilidad del acce-
so, posesión y uso de armas de destrucción en masa y sus medios vectores 
por terroristas. (OEA, 2003, art. 4, literal m).

La incorporación de las orientaciones de seguridad hemisférica a las formu-
laciones de seguridad nacional ha llevado con frecuencia a ver los problemas 
de cada país como expresiones de las amenazas internacionales y a dirigir las 
políticas a la seguridad del Estado. En Colombia, las políticas de seguridad y 
defensa se orientaron hacia la lucha contra el terrorismo, el narcoterrorismo 
y sus conexiones con la criminalidad organizada trasnacional, siguiendo las 
prioridades de las redefiniciones sobre seguridad posguerra Fría y posatenta-
do en las Torres Gemelas en septiembre de 2001. Desde esta perspectiva, los 
conflictos internos siguen siendo leídos como manifestaciones de la amenaza 
a la seguridad continental y la seguridad de la gente se considera una conse-
cuencia de la seguridad del Estado, indisolublemente ligada a la seguridad de 
los poderes económicos y políticos, a la prioridad de la seguridad inversionista 
sobre la Seguridad Humana. 

La definición inicial de seguridad multidimensional se refiere a la multipli-
cidad de las nuevas amenazas y a la diversidad de medios para afrontarlas. 
El enfoque de multidimensionalidad puede aplicarse a todos los problemas 
complejos en la sociedad y, entre ellos, a los de seguridad. Pero en la política 
definida en la OEA no se trata de un asunto metodológico abstracto sino de 
la multidimensionalidad de la seguridad continental y del alineamiento de la 
seguridad de los Estados a sus preceptos, prioridades y mecanismos. En ese 
alineamiento, dice la declaración, cada Estado actúa autónomamente, con-
servando siempre los objetivos comunes de seguridad hemisférica.
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Desde el punto de vista metodológico también puede decirse que la Segu-
ridad Humana es multidimensional, pero se distingue de la seguridad de los 
Estados en que su objetivo es la seguridad de las personas y, puede decirse, la 
seguridad para la vida digna.

En una política nacional de seguridad y defensa muchas de las nuevas ame-
nazas que señalan las declaraciones de seguridad multidimensional de 2002 y 
2003 deben ser evaluadas, caracterizadas en las condiciones locales y en sus 
interrelaciones con dinámicas internacionales. En todo caso, no deben subsu-
mirse las amenazas y estrategias a la lucha antiterrorista y antinarcoterrorista 
negando las problemáticas internas y la situación de transición con persisten-
cia de conflictos armados internos. Esa política a su vez, lo mismo que la po-
lítica criminal, debe ser armonizada con la política pública de protección a los 
defensores de derechos humanos y a la construcción de paz.

Un ejemplo reciente ilustra la aplicación local de una estrategia de seguridad 
del Estado que deja de lado la Seguridad Humana. Las políticas de consolida-
ción territorial y las concepciones de seguridad territorial se alinearon cuando 
el Plan Colombia con el enfoque de seguridad multidimensional hemisférica 
y la doctrina de acción integral incluyeron además el enfoque de seguridad 
territorial, que implicó en las zonas críticas de violencia armada dar prioridad a 
los objetivos de control militar, de guerra a las drogas, al terrorismo, y poner la 
ocupación del territorio en función de grandes proyectos de inversión.

En este enfoque, la población y sus economías, especialmente las de peque-
ños productores campesinos y étnicos, no son el centro de las estrategias de 
seguridad. En los territorios cocaleros y de circuitos del narcotráfico, el empo-
deramiento de la población y la transformación de sus economías aparecen 
subordinados a los objetivos de control territorial y de condiciones de infraes-
tructura y dotaciones para las grandes inversiones.

El resultado de estos planes de consolidación y acción integral ha sido valo-
rado entre sus gestores por el impacto “antiterrorista” y de seguridad para el 
Estado, pero no hay logros notables en Seguridad Humana, bienestar y no vio-
lencia para la población.

La Seguridad Humana en la política pública de la 
Comisión Nacional de Garantías de Seguridad

Durante cinco años, desde la creación de la Comisión Nacional de Garantías 
de Seguridad en febrero de 2017, se ha debatido sobre la necesidad de cam-
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biar el enfoque de seguridad nacional para responder a las conflictividades in-
ternas y colocar en el centro la Seguridad Humana. A esa comisión el Decreto 
Ley 154/2017 (Presidencia, 2017), le estableció como objetivo:

[…] el diseño y seguimiento de la política pública y criminal en materia de 
desmantelamiento de las organizaciones o conductas criminales responsa-
bles de homicidios y masacres, que atenten contra defensores/as de dere-
chos humanos, movimientos sociales o movimientos políticos, o que ame-
nacen o atenten contra las personas que participen en la implementación 
de los Acuerdos y construcción de la paz, incluyendo las organizaciones 
criminales que hayan sido denominadas como sucesoras del paramilitaris-
mo y sus redes de apoyo. La Comisión también armonizará dichas políticas 
para garantizar su ejecución. (Art. 1)

El objetivo clave de la política pública y criminal formulada por la CNGS es la 
protección de la vida de las personas y organizaciones que defienden los dere-
chos humanos, la construcción de la paz y la implementación de los acuerdos 
firmados por el Estado. Este propósito abarca a los líderes y lideresas sociales 
y políticos, a sus movimientos. El centro del mandato legal es la protección de 
las personas y la garantía de sus derechos frente a los atentados de organiza-
ciones y conductas criminales incluido el paramilitarismo. El desmantelamien-
to de estas organizaciones y conductas se obliga para la Seguridad Humana. 

En la actual situación de Colombia, esta política de garantías de seguridad 
debe responder a la persistencia de graves violaciones a los derechos humanos 
y al derecho internacional humanitario en función de la paz que se ha denomi-
nado completa, grande o total para indicar que busca superar definitivamente 
el ciclo de guerras y conflictos armados que se comenzó a cerrar con el Acuer-
do de Paz firmado en noviembre de 2016 entre el Estado y las FARC -EP.

Para las garantías de seguridad de los constructores de paz y personas de-
fensoras de los derechos humanos, el decreto ley se enfoca en el desman-
telamiento de conductas y organizaciones que atentan contra ellas. Ese des-
mantelamiento significa su desaparición, desmonte, desarme, en todos sus 
componentes y redes, armonizando la política pública y la criminal. 

Desde el enfoque de Seguridad Humana, el desmantelamiento de conductas y 
organizaciones que atentan contra la paz es en consecuencia multidimensio-
nal en sus campos de acción, estrategias y responsabilidades.
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Desmantelar conductas contra la paz

Hoy en Colombia, como parte de la paz grande y total, desmantelar conductas 
que atentan contra la vida y la paz exige aislar la justificación del homicidio y la 
violencia armada en las luchas por riquezas o poderes, buscar la superación 
de los discursos del odio, desmontar toda práctica privada de financiación de 
grupos armados, la complicidad y connivencia con agentes del Estado contra 
la vida y las condiciones de existencia de los constructores de paz y defenso-
res de derechos humanos. 

Se trata de desmantelar conductas que utilizan la violencia directa, la estigma-
tización y la corrupción para obstaculizar la implementación de los acuerdos 
de paz; desmontar las prácticas y patrones que reproducen e intentan legalizar 
el despojo de tierra y patrimonio, el lavado de activos; las que acuden al sica-
riato y al terror contra líderes o lideresas y comunidades, que sirven a deter-
minadores intelectuales que se benefician de todo el repertorio del terror. En 
general se trata de desmantelar conductas que promueven la guerra, la persis-
tencia de conflictos armados y de amenazas y atentados contra la población 
civil, sus bienes y organizaciones.

Desmantelar conductas en contra de la paz es ante todo promover el empo-
deramiento de los líderes, defensores de derechos, constructores de paz, me-
diante el fortalecimiento de sus organizaciones, guardias comunitarias, cam-
pesinas, étnicas y otras formas de autoprotección colectiva y control pacífico 
de sus territorios; con el fortalecimiento cultural, de las expresiones artísticas, 
de resistencia, reivindicación y participación en ejercicio del derecho a la paz 
y de los derechos a la memoria, verdad, justicia, reparación y garantías de no 
repetición.

Como ha señalado Sisma-Mujer, hay que destacar las siguientes conduc-
tas a desmantelar: “ataques misóginos, acoso sexual, señalamientos, ca-
lumnia y estigmatización, violencia simbólica que busca dañar la reputa-
ción de las defensoras, amenazas contra sus hijas e hijos, atentados, uso de 
lenguaje humillante en las amenazas que vulnera la integridad sexual de las 
defensoras, agresiones que lesionan referentes simbólicos de la identidad 
e integridad femenina” (Sisma, 2022).

Agregan las plataformas de mujeres en la CNGS que, desde la perspectiva 
feminista, las organizaciones de mujeres han avanzado en una noción de des-
mantelamiento que tiene en cuenta:
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El desmantelamiento [como] la destrucción, erradicación y exterminio 
puro, duro, total y definitivo, del accionar del fenómeno criminal (estructu-
ras y conductas) y sus redes de apoyo, que han operado por décadas bajo 
la complicidad de un sistema patriarcal, económico y militar, devorador y 
opresor de los cuerpos y vidas de las mujeres y las niñas. Para el desman-
telamiento definitivo, desde el feminismo, se hace necesario identificar las 
causas estructurales, las raíces de las fuentes de su alimento, para así ata-
carlas, removiendo estructuras de poder hegemónicas, establecidas de 
manera histórica, política, económica, social y cultural. (CNGS, 2021)

También las organizaciones étnicas —indígenas, afrocolombianas, negras, rai-
zales y palenqueras— han destacado su enfoque sobre las conductas y orga-
nizaciones a desmantelar. Las mayores amenazas las han señalado en el des-
conocimiento a los derechos territoriales, culturales, de identidad, autonomía, 
economía propia y jurisdicción especial. La estigmatización, la racialización, la 
discriminación y la explotación son motores de la violencia contra los pueblos, 
sus autoridades y liderazgos, con especial abuso en contra de las mujeres, las 
niñas, los niños y adolescentes.

La Instancia Especial de alto Nivel de los Pueblos Étnicos para la implementa-
ción del Acuerdo de Paz ha reclamado que:

[…] se debe garantizar el derecho fundamental a la consulta previa en to-
dos y cada uno de los procesos y procedimientos administrativos y legisla-
tivos que tengan incidencia e impacto directo en todo cuanto componga la 
esencia física y espiritual de los Pueblos y Comunidades Étnicas. Tal es el 
caso del Programa Integral de Seguridad y Protección para Comunidades 
y Organizaciones en los Territorios, que aún en la actualidad, y luego de lo 
pactado en el Acuerdo Final, no está consolidado diferencialmente. (IEAN-
PE, 2021, p. 110)

Desmantelar organizaciones que atentan contra la vida y la paz

En la situación actual de Colombia, las organizaciones que atentan contra la 
construcción de paz, implementación de los acuerdos, contra comunidades y 
el liderazgo social son todas las que en el proyecto de ley sobre política de paz 
del Estado se denominan Grupos Armados Organizados y sus redes de apoyo. 

Además, se trata de desmontar todas las estructuras y redes que conforman 
la múltiple alianza del paramilitarismo y los complejos macrocriminales que 
actúan sistemáticamente contra la garantía de Seguridad Humana y la paz. El 
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complejo del paramilitarismo no se reduce a sus componentes armados en 
tanto su reproducción depende de los anillos económicos, políticos, mafiosos, 
narcotraficantes, de agentes del estado que se articulan en un gran aparato 
criminal de poder. Los de “atrás”, los mayores beneficiarios son los determina-
dores intelectuales y los que garantizan el lavado y la circulación del capital, de 
las armas e insumos en todas las cadenas de valor y de poder.

Para los propósitos de la paz grande y total es imperativa la desaparición de 
esas estructuras en sus diversas modalidades, llámense unas rebeldes o in-
surgentes, otras herederas del paramilitarismo y mafias, y otros aparatos or-
ganizados de poder, articulados por poderes económicos, políticos e institu-
cionales que se amparan en la legalidad, en la corrupción y en la captura de 
entidades del Estado. 

Las rebeldes o insurgentes por su origen, objetivos y prácticas tienen auto-
justificaciones políticas y se supone que no se orientan al lucro, la riqueza o la 
sobrevivencia de sus integrantes. Su dinámica dice orientarse a los cambios 
sociales y de poder para un beneficio general y en especial de las personas y 
comunidades más vulneradas, empobrecidas y privadas de la libertad y de la 
oportunidad del buen vivir.

Pero en Colombia, en la larga historia de algunos grupos insurgentes, esas 
organizaciones se han convertido en una forma de vida y se han acomodado 
en cierta medida a la simple reproducción basada en violentar comunidades y 
personas sobre la base del terror, la muerte a discreción y el ejercicio de pode-
res dictatoriales armados en subregiones del país. La pretensión de resisten-
cia armada popular se ha mostrado en realidad como otro de los obstáculos 
para el empoderamiento autónomo de comunidades y organizaciones socia-
les y para el logro de sus reivindicaciones. Como ha señalado la Comisión de 
la Verdad:

Sin duda, se trata de un problema estructural, que puede sintetizarse en 
la siguiente formulación final: en Colombia pasamos de una lucha por la 
tierra y por la apertura del sistema político en los años sesenta y setenta, a 
una disputa territorial por las economías de la guerra en condiciones de una 
permanente crisis de representación del orden político. (CEV, 2022)

Según la Comisión de la Verdad, la constante de los grupos insurgentes ha 
sido la imposición de órdenes violentos “basados en la coacción por las armas 
y el autoritarismo”, cerrando el espacio para “alternativas civiles en un contex-
to de agudización de la guerra y de sus secuelas posteriores”, atacando ex-
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presiones políticas que apostaban a “abrir un espacio para la democracia y la 
paz”. (CEV, 2022)

En la maraña de grupos, redes, actores, cómplices y determinadores abundan 
las estructuras mixtas-híbridas según la moda: narcoparas, paranarcos, parapo-
líticos, narcorebeldes, rebeldenarcos, todos entrelazados con mafias, carteles, 
empresarios corruptos, lavadores de activos, agentes del Estado socios y cóm-
plices a todo nivel, incluidos en los poderes del Estado y en la Fuerza Pública.

Las redes de los complejos macrocriminales y de los grupos insurgentes in-
cluyen grupos sociales y personas civiles que los apoyan por conveniencia de 
sobrevivencia, por intereses y afinidades; también por subordinación forzada y 
por los circuitos del miedo. No son simples aparatos amarrados por las armas 
ni aislados de las poblaciones a las cuales someten. En el caso de los rebeldes, 
los círculos de influencia social continúan combinando el idealismo del origen 
y el rentismo de las economías de guerra o de reproducción de las estructuras 
y sus redes de apoyo.

La diversidad y complejidad de las conductas y organizaciones que son contrarias 
a la paz y que amenazan la Paz Total, la implementación de los acuerdos de paz y 
la defensa de los derechos humanos, obliga al diseño de estrategias diferencia-
das para lograr el objetivo del desmonte y superación de conflictos armados.

La estrategia más general desde la Seguridad Humana y la Paz Total tiene por 
objetivo ganar al conjunto de la población al propósito nacional de paz que se 
materialice en los cambios urgentes; esa estrategia exige que el acuerdo na-
cional se concrete en transformaciones democráticas, de justicia social y am-
biental. Al servicio de ese proceso transformador se han puesto los diálogos 
regionales vinculantes y la agenda de cambios.

Entrelazado con la construcción de paz y como uno de sus pilares fundamen-
tales se encuentra la implementación de los acuerdos de paz y en tercer lugar 
se ubican los diálogos para buscar acuerdos de desmonte de grupos armados 
organizados en sus diversas modalidades. 

Desde el punto de vista del Estado y del Gobierno todo lo anterior se completa 
con la acción permanente de la Fuerza Pública, de la justicia y de la autoridad 
del Estado para combatir la criminalidad, y a toda acción violenta en contra 
de los defensores de derechos humanos y de la paz. La multimodalidad de 
esta acción se entiende sometida a los mandatos constitucionales y al respeto 
y protección irrestricta a los derechos humanos y demás normas del Estado 
social de derecho.
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Las garantías de seguridad y el plan de desarrollo

La política pública y el plan de acción que debe formular la CNGS debe incor-
porarse en la ley del plan de desarrollo 2022-2026 y en los lineamientos que 
forman parte de ella y sirven para orientar la acción de las autoridades guber-
namentales. Pero además tienen un carácter de Estado y obligan en particular 
a las entidades que forman parte de la CNGS tanto de gobierno como a la 
Fiscalía General de la Nación, Procuraduría y Defensoría del Pueblo.

El Decreto Ley 154 de 2017 que creó la CNGS le definió dieciséis funciones 
que debe cumplir de manera integral en coordinación con otras entidades y 
con la participación de las organizaciones de la sociedad civil desde lo local, 
regional a lo nacional. Después de cinco años de vigencia de la CNGS es im-
perativo que se ponga en marcha con la formulación de la política pública, el 
seguimiento, coordinación, armonización y orientación para cumplir el come-
tido de proteger la vida y la paz.
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Desde la prehistoria, los primeros grupos humanos, hasta las sociedades 
modernas, el ser humano ha tenido que afrontar los retos de su seguridad 
para garantizar la sobreexistencia y la sobrevivencia, entendidas como la 
capacidad para conservarse como especie, y la capacidad para solventar 
las necesidades de mantener una vida en condiciones de vitalidad, soste-
nibilidad y sustentabilidad.

Han debido sobreponerse a las más diversas amenazas, para lo cual han 
debido generar y construir seguridades, con el fin de superarlas, de no po-
ner en riesgo la especie y de prosperar cuantitativa y cualitativamente.

Así, frente a las amenazas medioambientales, el ser humano construyó sus 
hábitats, sus medios ambientes favorables para soportar los rigores climáti-
cos, pero también para afrontar lo que hemos dado en llamar desastres natu-
rales, como los terremotos, incendios forestales, marejadas, inundaciones, 
epidemias, avalanchas, sequías, huracanes; estos hábitats los fueron ha-
ciendo solventes, al punto que, en algo más de un millón de años de huma-
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nidad, podemos ver los cambios como distintos dispositivos naturales unos 
y artificiales otros, que de conjunto muestran la capacidad adaptativa del 
ser humano en entornos adversos, con un alto nivel de aprovechamiento de 
recursos, producto de la eficiencia que proviene de la razón, de la experiencia 
y de la copia de otras adaptaciones realizadas por otros grupos humanos.

Así como la seguridad frente a lo pasajero de las cosechas y a la escasez 
en las sociedades recolectoras, llevó a los grupos humanos a almacenar y 
posteriormente a sembrar, el ser humano fue descubriendo y creando dis-
tintas maneras de solucionar sus problemas. De este modo entendió que 
la tierra y los recursos tienen usos y que se deben disponer de ellos con 
racionalidad. Así fue como los suelos fueron escogidos y adaptados para 
la agricultura, en lugares próximos a fuentes de agua; del mismo modo, los 
lugares de habitación permanente estaban cerca de sus intereses y de las 
fuentes de alimentos. 

La seguridad fue haciéndose cada vez más compleja, al punto de entender 
que la seguridad para la sobreexistencia, tenía que ver con varias segurida-
des combinadas, entre las que debemos mencionar la seguridad alimenta-
ria, la seguridad de defensa frente a otros grupos competidores y hostiles, 
la seguridad para la posesión o defensa de un territorio, la seguridad para 
acceder sin restricciones a determinados recursos como el agua.

A lo largo de los tiempos hemos visto a la humanidad haciéndose, modificán-
dose a medida que va modificando sus entornos y sus hábitats, desde las ca-
vernas primitivas, las que fueron usadas y adaptadas para el cobijo y la vida 
humana, pasando por la construcción de distintas formas de “casas”, villas y 
poblados hasta llegar a formas de construcción y organización más compleja, 
como las ciudades y posteriormente los Estados.

En cada uno de los momentos, unas seguridades primaron sobre otras, 
entre ellas la seguridad frente a otros grupos humanos organizados, ya 
fuesen estos simples hordas o ejércitos; para lo cual la organización y la 
disciplina social fueron determinantes. De otra manera no es posible en-
tender la construcción de la gran muralla China, que a lo largo de 21 200 
kilómetros brindó seguridad a las dinastías chinas, frente a las potenciales 
invasiones de los pueblos mongoles y manchurios. Era la seguridad militar 
en toda regla a través de una de las obras de ingeniería más colosales que 
haya emprendido la humanidad.

Pero el sentido de la muralla no solo era la defensa de un territorio, era la defen-
sa de una fuente de recursos y alimentos para una sociedad erigida como im-
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perio, que llegó a dominar Asia oriental y meridional durante más de mil años. 
Era una muralla para preservar y defender los hábitos, lenguas y costumbres 
de sus pueblos, es decir, las culturas; era un medio, además, para preservar el 
sentido de grandeza de una sociedad. La Gran Muralla China era, sobre todo, 
el signo más claro del sentido de seguridad de una sociedad.

Pero la seguridad, como ya lo hemos dicho, tiene otras dimensiones, tal 
es el caso del pueblo Inca en América del Sur, que estableció una de sus 
ciudades en las cumbres escabrosas de las montañas, Machu Pichu, ciu-
dad en la que se calcula que llegaron a vivir más de un millón de individuos 
adonde es difícil acceder en plan de ataque; en donde la misma altura, y la 
casi ilimitada visual sin obstáculos ofrecía a sus habitantes una gran ven-
taja comparativa, podían observar cualquier situación hostil desde lejos y 
prepararse para atacar o defender.

La precariedad del terreno fue compensada por formas de organización muy 
eficientes, como fueron los cultivos de alimentos en terrazas, la única forma 
posible de desarrollar agricultura a gran escala en las empinadas y pedrego-
sas laderas, aprovechando cada centímetro del suelo, de los nutrientes y de las 
escasas aguas que proveía la naturaleza en forma de lluvia o de niebla.

Desde las bíblicas murallas de Jericó, pasando por las ciudades amuralladas 
en todos los continentes, vemos al ser humano en disposición de defensa 
de su seguridad desde una perspectiva militar, con formaciones en erizo, en 
estrella, en rombo, en punta de lanza, con fosos y trampas en los exteriores, 
con almenas y puestos de tirador, con atalayas, y otras estructuras de utili-
dad bélica; con los aprestos necesarios para hacer inexpugnables, al punto 
que su sola presencia disuadiera a cualquiera que pretendiera tomar la ciu-
dad por asalto. Cartagena de Indias y sus murallas hablan por sí mismas de 
la aseveración anterior.

Pero la humanidad ha trascendido y en cierta forma superado estas no-
ciones de defensa, comprensible en aquellos tiempos de la historia y de 
los precarios desarrollos tecnológicos. Hoy, cuando las armas ya no son 
primordialmente terrestres, sino aéreas, las murallas son poco útiles para 
contener un avance enemigo. 

La seguridad y los muros de la vergüenza

Hoy las murallas se usan para contener los flujos migratorios, como ocurre 
entre Marruecos y España, en la población de Melilla, o en la frontera Sur de 
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Estados Unidos, en donde durante el gobierno de Donald Trump se empezó a 
erigir una valla que separa literalmente los dos países, logrando hasta la fecha 
construir 480 kilómetros de un total proyectado de 3142 kilómetros. En el pri-
mer caso para contener las migraciones provenientes del África subsahariana 
expoliada y empobrecida por los viejos y nuevos colonialismos europeos, y en 
el segundo caso para atajar las marejadas de inmigrantes principalmente lati-
noamericanos que buscan trabajo en las plantaciones agrícolas y en las fábri-
cas de las ciudades industrializadas.

Las vallas también son utilizadas para separar países en conflicto, como ocu-
rre en Chipre, la cual parte la isla en dos, levantada por Turquía, que se abroga 
el derecho de administrar la parte norte del país, al que reclama como propio.

Caso dramático es el de Palestina, cuyo pueblo ha sido confinado en los terri-
torios de Gaza y la franja de Cisjordania por parte de Israel, país que reclama la 
totalidad de los territorios como propios y ha ocupado militarmente la mayor 
parte de los territorios de Palestina reconocidos por la ONU desde 1997.

La valla levantada alrededor de los poblados no solo confina en reducido es-
pacio al pueblo palestino, sino que le impide tomar posesión de sus tierras, las 
que son usadas por israelíes. 

No es posible abandonar este asunto de la seguridad reflejada en el levan-
tamiento de muros sin tocar las separaciones o partición de ciudades, como 
ocurrió hasta 1989 con el que fuera uno de los símbolos de la Guerra Fría entre 
las potencias del capitalismo y del socialismo a nivel mundial. Este muro que 
partía físicamente a Alemania en dos atravesaba la ciudad de Berlín, separan-
do comunidades e incluso familias, que quedaron bajo regímenes de gobier-
no, economías y culturas distintas. El Muro de Berlín, como se le ha conocido, 
fue derribado en medio de la crisis del llamado socialismo real, y por la presión 
de las gentes de las dos Alemanias que buscaban la reunificación.

Caso singular es el de los Muros de Belfast en Irlanda, que parten la ciudad en 
dos para separar a protestantes leales a la corona Británica de la Irlanda católi-
ca independentista. Hoy, aunque el conflicto no se ha resuelto, se ha impuesto 
un Acuerdo de Paz estable, en medio de la división política y religiosa al interior 
de Irlanda, pero también entre Irlanda y Gran Bretaña.

Por último, la seguridad basada en el levantamiento de muros es utilizada 
para cercar los barrios pobres de grandes ciudades, tal como ocurre en Rio 
de Janeiro, donde se levantan muros alrededor de las llamadas favelas, en 
una longitud de más de 14 kilómetros, con el fin de frenar su crecimiento y 
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que terminen por ocupar terrenos de los barrios ricos o de zonas industriales. 
En este caso, el muro segrega la ciudad, la separa entre territorios de ricos y 
territorios de pobres.

La seguridad se extiende a otros ámbitos

La seguridad no es solo un concepto que explica la disposición humana a la 
preservación, es por demás la respuesta al miedo, a lo que interpreta que pue-
de serle o convertirse en una amenaza, por ello está asentada en otro tipo de 
nociones y dispositivos, entre ellos la inteligencia humana y la que se puede 
obtener por medios técnicos y artificiales, esto explica por qué ya no son tan 
necesarias las murallas rodeando las ciudades como lo fueran las de Jerusalén.

Pero una amplia gama de amenazas lleva a los Estados modernos a plantearse 
la generación de sistemas de organización y de defensa, incorporando nuevas 
seguridades, las que podemos observar desarrolladas en la economía, en el 
comercio, en el acceso a materias primas, en la preservación de ecosistemas, 
en el acceso a fuentes de energías, al acceder al agua y a tierras fértiles, en fin, 
frente a cada nueva amenaza se antepone un nuevo dispositivo de seguridad.

El enemigo interno

Para el caso colombiano, y en el contexto de la Guerra Fría que enfrentó duran-
te más de cincuenta años, en el siglo pasado dos sistemas económicos, filosó-
ficos y de Estado, el socialismo y el capitalismo; transcurrió nuestro conflicto 
armado interno, protagonizado por fuerzas revolucionarias irregulares alzadas 
en armas contra el Estado, con el fin de derrocar a las clases dominantes en 
el poder, para construir una nueva sociedad en nombre del pueblo y para el 
pueblo, el Estado diseñó un sistema de defensa en el que identificó que tenía 
una amenaza interna de la cual debía protegerse. 

Esta reacción natural y explicable de defensa frente a un agresor fue sobre-
dimensionada y la presunción de amenaza se extendió a los opositores del 
Gobierno, así como también a los que desde sus afinidades sociales o ideo-
lógicas podían ser asimilados como potenciales enemigos; de ese modo, 
surgió el concepto del “enemigo interno” en la doctrina militar de defensa 
del Estado colombiano.

Esta acepción de enemigo interno, en el marco de una doctrina inspirada y 
recomendada por los manuales del Departamento de Defensa de los Estados 
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Unidos y diseñada por el Pentágono, determinó que la Fuerza Pública ampliara 
sus competencias, invadiera los campos de actuación de las autoridades civi-
les, que recortara las libertades ciudadanas y democráticas, se cerraran vías 
de acceso pleno a derechos y se exagerara en el ejercicio de la autoridad y del 
uso de la fuerza.

La doctrina de seguridad nacional, alentada además desde otras latitudes im-
periales, ha decaído totalmente, frente al acceso y a la ampliación de la de-
mocracia, pero de una manera más determinante por las paces alcanzadas 
mediante acuerdos políticos entre las distintas partes enfrentadas, desde los 
años noventa del siglo XX a los actuales.

Hoy podemos decir que, gracias a las paces de los noventa, de los dos mil y la 
alcanzada con la insurgencia de las FARC-EP, se ha podido llevar el conflicto 
armado interno a su tramo final y a debilitar o disminuir el sentido de amenaza 
frente a la seguridad nacional que presuponía la existencia y la actuación de 
las guerrillas, por ello, hoy cuando el país es gobernado por un presidente con 
un mandato democrático, proveniente de las izquierdas, y con un programa 
de avances progresistas que interpretan el sentir popular y de las mayorías 
nacionales, se hace necesario modificar la doctrina, por otra nueva, inspirada 
en valores democráticos, en el respeto a la Constitución Nacional, en el desa-
rrollo de los derechos humanos y en el acceso pleno a derechos y libertades; 
esto es una nueva doctrina que solo podemos entenderla como de seguridad 
ciudadana o de “Seguridad Humana”; en la que son los valores civilistas y pa-
cíficos los que van a determinar la manera de afrontar las distintas amenazas 
vigentes, reales y potenciales.

Hoy, cuando en Colombia importamos en el 2021 13.8 millones de toneladas 
de alimentos1, que antes se producían en el país, entendemos que la seguri-
dad alimentaria la podemos alcanzar protegiendo la economía propia, incre-
mentando de manera sostenida la producción de alimentos de nuestros cam-
pesinos y empresarios agrícolas nacionales, para lograr la autosuficiencia y la 
producción de excedentes para ofertarlos en el mercado exterior. Entonces 
este es un asunto de encontrar la seguridad en el diseño de un modelo econó-
mico garantista, democrático, interrelacionado con otros diseños, pero tam-
bién soberano; lo que quiere decir en el marco de un nuevo relacionamiento 
económico tanto interno, como externo, con las fuerzas productivas naciona-
les, las regionales y las de otras naciones en otras latitudes.
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¿Qué es Seguridad Humana?

La Seguridad Humana ha sido elevada a preocupación de la humanidad e in-
terpretada por la Organización de las Naciones Unidas, la cual se expresa en 
una de sus resoluciones o mandatos-guía de actuación para los Gobiernos de 
las naciones parte:

El mundo de hoy es para muchas personas un lugar inseguro, plagado de 
amenazas en múltiples frentes. Las crisis prolongadas, los conflictos vio-
lentos, los desastres naturales, la pobreza persistente, las epidemias y las 
recesiones económicas imponen privaciones y socavan las perspectivas de 
paz, estabilidad y desarrollo sostenible. Esas crisis son complejas y entra-
ñan múltiples formas de inseguridad humana. Cuando esas formas se so-
lapan, la inseguridad puede crecer de manera exponencial e invadir todos 
los aspectos de la vida de las personas, destruyendo comunidades enteras 
y cruzando las fronteras nacionales. La resolución 66/290 de la Asamblea 
General, “la Seguridad Humana es un enfoque que ayuda a los Estados 
Miembros a determinar y superar las dificultades generalizadas e intersec-
toriales que afectan a la supervivencia, los medios de subsistencia y la dig-
nidad de sus ciudadanos”. En la resolución se exigen “respuestas centradas 
en las personas, exhaustivas, adaptadas a cada contexto y orientadas a la 
prevención que refuercen la protección y el empoderamiento de todas las 
personas”2.

Seguridad Humana en la Colombia de hoy

En el 2014, en “La paz es ahora, carajo” aseguré:

Ha hecho carrera una equivocada noción de que la seguridad y defensa 
de un país son temas de manejo casi exclusivo de los partidos políticos de 
derecha y que, por lo contrario, los temas sociales lo son de las izquierdas. 
Este entendido en Colombia es una verdad casi que absoluta, por cuanto 
no ha habido un gobierno de izquierda gobernando al país que deba en-
carar los retos de manejo del orden público interno, la paz y la convivencia 
y la defensa de la soberanía nacional. Además, por haber sido objeto de 
la acción persecutoria de los gobiernos de derechas, que en virtud de la 
doctrina imperial impuesta y adoptada por ellas en el marco de la Guerra 
Fría, hizo ver a las izquierdas como una amenaza y como parte del enemigo 
interno a vencer3.
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Colombia, tras la victoria de la izquierda en la Presidencia de la República y 
tras haber alcanzado mediante alianzas las mayorías en el Congreso, se enca-
mina hacia un futuro con cambios en el presente, entre los que destacan los 
que hagan posible vivir con más democracia y con más calidad de vida, lo que 
será posible con una concepción de Seguridad Humana integral, en la que los 
ciudadanos seamos los constructores de los distintos niveles y factores de la 
seguridad, frente a todas las amenazas observadas y a las previstas.

Colombia debe superar la noción de seguridad en la que lo fundamental 
fueron los dispositivos de defensa, desde una óptica bélica, los que termi-
naron por imponerse, lo cual se reflejó, y aún se refleja, en el altísimo gas-
to militar, en relación a los rubros de inversión social. Baste observar con 
atención el peso del gasto en defensa en el presupuesto nacional aprobado 
para el 2023, que asciende a $48.3 billones4 lo que equivale a un gasto dia-
rio de $132 329 000 000, que bien y mejor podrán aplicarse en nuestro país 
en otros renglones cuando la Paz Total haya conquistado la disolución de 
los grupos alzados en armas y el país se encamine a la convivencia pacífica 
y a la construcción del bienestar y progreso para todos.

Está demostrado, por constatación empírica, que las sociedades más ar-
madas o las de mayor gasto militar no son las más seguras, podrán ser las 
más dominantes, podrán superar algunas amenazas y disuadir potenciales 
competidores, pero no son la garantía de seguridad para sus ciudadanos. 
La guerra desatada por la invasión de Rusia a Ucrania, y la tentativa de in-
corporar a Ucrania a la Unión Europea y al pacto militar de la OTAN, ha 
exacerbado la percepción de inseguridad en el mundo; y no se equivocan 
quienes con preocupación levantan voces sobre que se puede estar ges-
tando una tercera guerra mundial.

Basar la seguridad y la defensa en el armamento, ha llevado a los países a 
profundos desequilibrios, porque se entra en un pulso a manera de com-
petencia que es indispensable sostener, lo cual implica adelgazar el gasto 
en inversión social para engrosar el de defensa. Los desequilibrios en los 
balances armamentísticos han llevado a los países más militarizados a me-
terse en verdaderas “carreras armamentistas” en las que los involucrados 
buscan no quedar rezagados, o si lo están se esfuerzan por reacomodarse 
en un frágil balance. En estos contextos, las tensiones, que en otros mo-
mentos pueden ser llevaderas y manejadas mediante el diálogo y la diplo-
macia, suelen exacerbarse y configurar situaciones de franca hostilidad, 
hasta convertirse en casus belli, o motivo de guerra.
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En el marco de la Paz Total del Gobierno, conviene recordar la propuesta 
que hice a la campaña presidencial de 2018 al candidato Gustavo Petro, la 
cual es pertinente y de plena vigencia:

Programa de gobernabilidad para el fin del conflicto armado, la construc-
ción de paz y la reconciliación nacional - Propuesta dirigida a la campaña 
presidencial de Gustavo Petro Urrego y Ángela María Robledo.

1.	 Implementación de los Acuerdos de Paz del Teatro Colón.
2.	 Continuidad en el proceso de solución política del conflicto armado y 

diálogos de paz con el ELN.
3.	 Acción punitiva del Estado e implementación de plan de sometimiento 

a la justicia con principio de oportunidad para Grupos Armados Organi-
zados, sobre la base de cumplir con los siguientes criterios:
a. Presentación y entrega ante autoridad judicial.
b. Entrega de armas y de logística utilizada en la actividad criminal.
c. Desmonte de estructura de la organización criminal.
d. Revelación y desmonte de redes para la actividad criminal.
e. Confesión de delitos.
f. Entrega de dineros y bienes habidos mediante la actividad criminal. El 

Estado asumirá el control y propiedad del 95 % de bienes y dineros.
g. En contraprestación, el Estado no extraditará y reducirá penas por 

colaboración eficaz.
4.	 Plan de copamiento de territorios impactados por el conflicto con pre-

sencia integral y duradera del Estado.
5.	 Incorporación de territorios del conflicto armado mediante planes de 

desarrollo, al desarrollo global del país y mediante la ampliación del 
mercado.

6.	 Creación e implementación de la Circunscripción Electoral Especial de 
Paz para 16 territorios del conflicto.

7.	 Ampliación y fortalecimiento de la Policía Nacional para una presencia 
permanente en todos los municipios y corregimientos del país, con én-
fasis en antiguos territorios del conflicto.

8.	 Diseño e impulso de política nacional soberana para la lucha contra el 
narcotráfico y los cultivos de uso ilícito. El Gobierno deberá desnarco-
tizar las relaciones con EE. UU. y otros países del mundo, y propugnará 
por unas relaciones de cooperación mundial sobre la base de estable-
cer las corresponsabilidades.

9.	 Nueva doctrina de seguridad y defensa, la cual debe estar determinada 
por los siguientes criterios:
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a. La superación de la concepción de enemigo interno y una redefini-
ción de las amenazas, en las que se no se incluya a las fuerzas políti-
cas de ideología comunista o socialista o movimientos de oposición 
política al Gobierno.

b. El respeto a la libre autodeterminación de los pueblos, la solidaridad, 
la cooperación y los principios de buena vecindad.

c. Que privilegie dirimir los actuales y futuros contenciosos con otros 
países a través de la diplomacia y las cortes internacionales.

d. Que deconstruya el guerrerismo exacerbado en las FF. AA. del Esta-
do y de la sociedad, como consecuencia de haber estado inmersas 
durante más de 50 años en la guerra, y construya una noción de cul-
tura de paz, para la convivencia y una paz duradera.

e. Que excluya a Colombia de participar en conflictos internacionales. 
f. Que no haga del agente de la seguridad y el orden, un potencial agre-

sor contra su pueblo.
g. Que permita reducir el pie de fuerza militar a las estrictas proporcio-

nes de la defensa de las fronteras, la integridad territorial, la sobera-
nía nacional, la lucha contra la criminalidad y la convivencia pacífica.

h. Que permita que los demás países de la región eleven su confianza 
y posibilite impulsar a niveles mayores la integración de los países y 
los pueblos.

i. Que haga posible aplicar el diferencial presupuestario de unas FF. AA. 
en guerra a unas FF. AA. en paz, en favor de la inversión y la justicia 
social.

j. Una nueva doctrina que dé un alto valor a la formación de los agentes 
de la Fuerza Pública, en derechos humanos, civismo y democracia. Al 
tiempo que se realice una depuración de agentes incursos en prácti-
cas nocivas para la sociedad.

k. Que garantice el respeto a los derechos humanos, el acatamiento a 
la norma y la obediencia al poder civil, para lograr situar a Colombia 
en posiciones internacionales de respeto y alta consideración por su 
progresión y civilidad.

10.	 Moratoria de 10 años en la compra de armas.
11.	 Creación del Ministerio de Seguridad, desde el cual se dirija la lucha 

contra la criminalidad, la preservación de la seguridad ciudadana y la 
convivencia. A este Ministerio estará adscrita la Policía Nacional.

12.	 Lucha abierta contra la corrupción y fortalecimiento de la política públi-
ca para la transparencia que en la gestión pública y gobernanza en los 
territorios.

13.	 Reforma profunda a la Justicia, que permita su modernización, su efi-
ciencia, su eficacia, reducir la impunidad y por sobre todo su incorrup-
tibilidad.
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14.	 Fortalecimiento de la política pública para garantizar la seguridad urba-
na, basada en la acción punitiva oportuna y eficaz, contra todas las for-
mas de delincuencia y criminalidad, al tiempo que se actúa con programas 
de generación de oportunidades para prevenir y contener la vinculación de 
jóvenes en organizaciones y prácticas delincuenciales

15.	 La corrupción ha de ser combatida sin ningún tipo de pretextos, benefi-
cios, ni atenuantes, tanto para servidores públicos como para personas 
del sector privado; con el endurecimiento de penas y expropiación de 
bienes por valor equivalente al daño causado. Ha de ser tipificada como 
agravada en los altos cargos y responsabilidades políticas y administra-
tivas del Estado5.

Habría que agregarle que se estudie la conveniencia de retirar a Colombia del 
Pacto de la OTAN en calidad de “socio global”6, lo que a su vez catapultó al país 
como “aliado militar estratégico” para los Estados Unidos, circunstancias am-
bas que terminan por vincular a nuestro país en potenciales conflictos interna-
cionales, que contradicen la vocación pacífica y pacifista de los contenidos y 
del espíritu de la Seguridad Humana.

Así mismo, Colombia debe denunciar y formular el retiro de todos los pactos y 
tratados multilaterales y bilaterales, que lleven al país a participar en conflictos 
bélicos; en tanto que se constituye como una verdadera “potencia mundial de 
la vida” y como país que puede proyectarse al mundo por ser capaz de superar 
uno de los conflictos armados internos más prolongados en el hemisferio y de 
construir paz al tiempo que reconstruye el país.

Cabe observar que la pretensión de Colombia de actualizar su flota de avio-
nes7 de combate es del todo inconveniente, pues no se comprende que en 
tiempos de construcción de paz, se eleve el gasto en defensa militar, lo cual 
supondrá un esfuerzo económico adicional de los contribuyentes, y unas po-
tenciales respuestas similares de otros países vecinos que puedan interpretar 
que se está produciendo un desequilibrio en los arsenales y, en consecuencia, 
incrementen el gasto militar, lo que a su vez pueda ser el comienzo de una ca-
rrera armamentista, facturada a costas de los ciudadanos latinoamericanos, 
con desmedro de sus economías y con potencial deterioro de la inversión so-
cial de los Estados.

La Seguridad Humana y la paz

Pero no me referiré a todas las seguridades que componen la Seguridad 
Humana, solo a aquellas que hacen posible alcanzar la paz con las organi-
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zaciones alzadas en armas, empezando por la implementación integral de 
los acuerdos de paz pactados en el pasado cercano y distante. Resulta ob-
vio entender que la mención de solo unas seguridades no invalida las que 
deje de mencionar, solo que para el caso me referiré solo a cuatro de ellas.

La paz estable y duradera podrá alcanzarse si se dan de manera sostenida 
cuatro seguridades básicas8, al momento de firmarse los acuerdos de paz 
que pongan fin al alzamiento insurgente, y de manera más específica al del 
ELN, con lo cual se cerrará el conflicto armado interno, abierto en 1964 y al 
final de una era de guerrillerismo en América Latina iniciado en la década 
de los sesenta del siglo pasado. Estas cuatro seguridades son:

Seguridad para la vida. Se refiere a dar plenas y claras garantías a la segu-
ridad personal y a la vida de los firmantes de los acuerdos de paz. Es del 
todo cuestionable que Colombia, que con tantos esfuerzos ha alcanzado el 
Acuerdo de Paz con la guerrilla de las FARC-EP, la que fuera la organización 
insurgente más grande y letal de todo el continente, ahora en la civilidad y 
bajo el Estado social y de derecho, esté siendo martirizada y diezmada por 
el asesinato sostenido de excombatientes firmantes que han cumplido de 
su parte a cabalidad con los acuerdos pactados. Según datos de observa-
torios de derechos humanos y de seguimiento a la paz y los conflictos, en el 
año 2022 fueron asesinados 42 excombatientes firmantes de los acuerdos 
de paz, con los que se completa una cifra global de 360 asesinados desde 
la firma del Acuerdo de Paz del Teatro Colón, el 24 de noviembre de 2016.

Seguridad económica. Se refiere a la necesidad de dar respuesta eficaz y 
oportuna a los requerimientos vitales de cada excombatiente y de su fa-
milia para contar con los recursos económicos indispensables para una 
vida digna, y en transición para insertarse en la economía y en el mercado 
laboral, de manera que la normalización de sus vidas vaya de la mano con la 
normalización de su sostenibilidad económica. Asimismo, deberá asegu-
rarse que habida cuenta que los excombatientes han estado al margen del 
Estado, no han contribuido para el sistema pensional, y en muchos casos 
han envejecido en la guerrilla, lo cual debe generar la activación de meca-
nismos de ingreso de los excombatientes firmantes de los Acuerdos de Paz 
al sistema pensional colombiano, en condiciones de favorabilidad.

Seguridad jurídica. Tras pasar el examen de la situación judicial de cada 
excombatiente, y de comparecer ante el sistema de justicia transicional, 
ningún excombatiente podrá ser molestado ni vinculado a procesos judi-
ciales por fuera del marco del sistema acordado. El incumplimiento de este 
principio vulnera la non bis in ídem que es considerado principio rector en 
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los sistemas de justicia a nivel global, además que puede convertirse en 
motivo para el retorno a las armas y a la violencia, poniendo con ello en alto 
riesgo la paz alcanzada.

Seguridad para la participación política. Los acuerdos de paz están deter-
minados por la necesidad de superar la lucha política con armas, para lo 
cual, mediante los acuerdos el Estado se obliga a proveer las garantías ne-
cesarias para que los excombatientes puedan acceder a la lucha política 
legal y sin armas, esto es a poder crear movimientos y partidos políticos 
legales, a tener las garantías de inclusión y participación en las contiendas 
electorales y en los cargos de elección popular; así como a no ser estigma-
tizados en razón de su pasado. Los excombatientes deberán tener acceso 
pleno a sus derechos políticos y ciudadanos como la bancarización, adqui-
sición de créditos públicos o privado, al acceso a la vivienda ofertada por el 
Estado, y todas las garantías de inclusión y de participación previstas para 
los ciudadanos.

Notas
1 Véase: https://www.larepublica.co/economia/maiz-trigo-y-tortas-de-soya-son-los-alimentos-
que-mas-se-importan-en-colombia-3368060#:~:text=En%20Colombia%20se%20produje-
ron%20cerca,US%248.830%20millones%20en%202021

2 Véase: https://www.un.org/humansecurity/es/what-is-human-security/.

3 Véase: https://abcpaz.com/wp-content/uploads/2019/09/LA-PAZ-ES-AHORA-CARAJO-LI-
BRO.pdf

4 Véase: https://www.canalinstitucional.tv/noticias/aprueban-presupuesto-general-nacion-2023

5 Véase: https://abcpaz.com/wp-content/uploads/2020/07/lapaz-posible-web.pdf

6 Véase: https://www.swissinfo.ch/spa/otan-cumbre_colombia--el-%C3%BAnico-pa%-
C3%ADs-latinoamericano--socio-global--de-la-otan/47706772#:~:text=Adem%C3%A1s%20
del%20acuerdo%20de%20%22socio,el%20acceso%20a%20material%20militar.

7 Véase: https://www.infodefensa.com/texto-diario/mostrar/4119584/colombia-compra-ca-
za-combate-rafale

8 Véase: https://abcpaz.com/wp-content/uploads/2021/04/la-paz-en-un-trino-digital-final.pdf
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La apuesta de una Paz Total es, por lo menos, ambiciosa. La desmovilización 
de la guerrilla de las FARC en 2016 no ha sido el fin del conflicto y la violencia: 
lo cierto es que los grupos armados organizados, más conocidos como GAO, 
se han proliferado incluyendo sus disidencias, los cultivos de coca han aumen-
tado y la productividad de cocaína también, la minería ilegal y otras fuentes de 
financiación criminal persisten y las masacres y asesinatos de líderes sociales 
no cesan.

En todo caso, la principal apuesta del gobierno del presidente Petro es la paz 
y no cualquier paz, no solo pasa por una negociación con el ELN, sino en ge-
neral, con todos los grupos de crimen organizado que quieran sumarse y dejar 
de delinquir, aplicando todo el peso de ley a los que no tomen este camino o 
decidan reincidir. Por ello, parte del éxito de esta ambiciosa apuesta depende-
rá de la relación y el rol que tengan las Fuerzas Armadas, incluyendo a la Policía 
Nacional. 

Paz Total con seguridad total
Una nueva fase de los procesos de 
transformación de la Fuerza Pública 
y del contexto de amenazas

Rocío Pachón Pinzón
Experta en construcción de paz, estabilización territorial, seguridad, defensa y cooperación 
internacional. Ha sido directora de Demanda en la Agencia Presidencial de Cooperación 
Internacional, asesora de la Consejería Presidencial para la Seguridad Nacional, directora 
del Centro de Análisis Estratégico del Ejército Nacional, subdirectora de Seguridad y 
Defensa en el Departamento Nacional de Planeación, asesora del Comando del Ejército 
y asesora de la Escuela Superior de Guerra. También ha sido docente, investigadora, 
coordinadora de grupos académicos, directora y editora de la revista Transformación 
Militar. Tiene un MSc en Estudios Latinoamericanos, dos especializaciones en Estudios 
Europeos y en Gerencia de Proyectos y es profesional en Relaciones Internacionales. 
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El contexto no es fácil, en la estrategia de Seguridad Humana que se ha plan-
teado no parece claro el rol que pueda jugar la Fuerza Pública, por cuanto el 
llevar la oferta de servicios públicos a lugares marginales rebasa las compe-
tencias de estas instituciones. Aunque el sentir de militares y policías puede 
ser de expectativa, preocupación o incluso llegar a correrse el riesgo de la 
inoperancia, hay lecciones aprendidas que dejó el proceso de transformación 
que adelantaron las Fuerzas entre 2011 y 2018 y retos que, sin duda, hay que 
enfrentar dado un nuevo contexto de conflictividad y criminalidad que requiere 
repensar la estrategia del Estado para enfrentarla. 

Lecciones aprendidas del proceso de transformación militar

Muchas expectativas y más bien limitados resultados dejó el proceso de trans-
formación militar que adelantó el Ejército entre 2018 y 2021. En este artículo 
analizaremos cuatro de las principales lecciones aprendidas de este proceso 
de transformación y cómo usarlas para que ahora sí funcionen.

Falta de claridad

El proceso de transformación del Ejército siempre estuvo marcado por la con-
fusión entre lo que se decía y lo que se vivía. El proyecto “El Pulso de la Trans-
formación” que adelantamos cuando fui directora del Centro de Análisis Es-
tratégico del Comando de Transformación del Ejército, junto con la Fundación 
Ideas para el Paz (FIP) y el apoyo económico de Open Society así lo demostró. 

Al tiempo que se hablaba de un Ejército más fuerte y organizado, con más 
capacidades y cada vez más profesional, en la práctica se vivía la improvisa-
ción, los recortes presupuestales, la asignación de nuevas tareas sin marco 
doctrinal ni jurídico, como el apoyo militar a operativos policiales e, incluso, los 
recortes de personal. Todo esto generó rechazo e incredulidad a un proceso 
de cambio que se requería. 

Además, tampoco fueron claras las causas que motivaron el proceso de trans-
formación. Mientras el discurso formal decía que obedecía a necesidades pro-
pias de la Fuerza, también el discurso manejaba la idea de que se trataba de un 
proceso de cambio para cumplir estándares tipo OTAN, para enfrentar esce-
narios VICA (Volátil, Incierto, Complejo y Ambiguo), o un cambio en las ame-
nazas orientadas más hacia el crimen organizado, el terrorismo o incluso los 
ciberataques. Con el paso del tiempo, la confusión fue creciendo hasta llegar a 
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la idea de que la transformación obedecía al proceso de paz que se negociaba 
con las FARC y que los cambios se definían en La Habana. 

En fin, la confusión fue tan grande, dado que lo que se comunicaba no coin-
cidía con las órdenes reales que llegaban a terreno, no hubo claridad en las 
causas que motivaban la transformación y tampoco en el tipo de cambio que 
se proyectaba: un Ejército más profesional o todero. 

Además, si a esto le sumamos que los cambios que se trabajaron fueron de 
todo tipo —doctrinal, organizacional, en inteligencia, operaciones, talento hu-
mano, entre otros—, más que confusión también se logró un gran desacuerdo. 
Con el cambio de gobierno y de cúpula militar, muchos de estos cambios se 
revirtieron o tuvieron múltiples ajustes. 

Tomando en cuenta esta experiencia reciente, es necesario que el gobierno 
actual comprenda que nos enfrentamos a una nueva fase en este proceso de 
cambio de las Fuerzas y que, para que este funcione, se requiere como míni-
mo: 1) entender claramente las causas que lo motivan —un nuevo contexto de 
conflictividad y criminalidad que requiere repensar la estrategia de la Fuerza 
Pública y el Estado para enfrentarla, así como la necesidad de unas Fuerzas 
más cercanas a la población—; 2) definir el objetivo de dicha transformación, el 
alcance, es decir, lo que se quiere cambiar y se puede hacer en cuatro años, así 
como lo que se requiere preservar y exaltar, también una hoja de ruta para 
el fortalecimiento de la profesionalización de las Fuerzas y 3) comunicar todo 
esto con absoluta claridad y transparencia, haciendo coincidir lo que se dice 
con lo que se hace. Sin duda, el desarrollo de una estrategia de comunicacio-
nes al interior de las Fuerzas es indispensable, una de doble vía que también 
integre el diálogo permanente con los miembros de la Institución. 

No se contó con una estrategia de gestión de cambio

Cualquier proceso de cambio se centra en el ser humano, sus conductas, lo que 
cada uno de los integrantes entienda por transformación, y cómo le afecta. El pro-
ceso de transformación del Ejército no contó con una estrategia de gestión de 
cambio que creara los incentivos y acompañara a sus individuos a dar los pasos 
necesarios para insertase en este. Bajo la lógica militar, se actuó pensando que 
bastaba con dar la orden de transformarse y esta simplemente se cumplía. 

El punto es que el cambio que requieren las instituciones militares y policiales tam-
bién es cultural, organizacional, motivacional, requiere ver las cosas de una manera 
diferente, relacionarse con nuevos actores, y trabajar de una manera diferente. 
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Estos cambios no se dan con simples órdenes militares, tampoco escribiendo 
manuales o documentos y haciendo que todos los lean, requieren de la estruc-
turación de un proceso de cambio que debe ser liderado y gestionado por un 
grupo de expertos. En su momento se pensó que para el Ejército podía ser el 
Comando de Transformación (COTEF), pero al final esto nunca sucedió. 

Dado que no existió una planificación adecuada de los cambios y menos aún un 
plan para gestionarlos, la implementación de los cambios derivó en confusión e 
incluso, para algunos, en desaceleración de la misionalidad constitucional. 

El nuevo gobierno debe entender que los cambios que requiere la Fuerza Pú-
blica son profundos, y deben iniciar por el cambio en la cultura organizacional, 
es decir, “en el sistema de valores, creencias y suposiciones sobre una orga-
nización que configuran el modo en que las personas deben comportarse e 
interactuar, cómo deben tomarse las decisiones y cómo deben llevarse a cabo 
las actividades laborales”. En otras palabras, se trata de reafirmar el valor que 
tiene la Fuerza Pública para el país, su patriotismo, honor, heroísmo y entrega, 
pero al mismo tiempo, acercarla más a la sociedad, al control democrático y 
a la rendición de cuentas, a la participación de la mujer, entre otros aspectos. 

Para ello, estos cambios se deben gestionar en el marco de un proceso y tam-
bién una metodología, que involucran a seres humanos que generalmente 
sentimos resistencia al cambio. No se trata de algo que se improvisa, sino que 
ya está inventado, pues los procesos de gestión de cambios se iniciaron a prin-
cipios de la década de 1960 y con el transcurso del tiempo han surgido nuevas 
metodologías. 

Algunos de los modelos tradicionales de gestión de cambio más conocidos 
son el modelo de cambio de Lewin, el modelo ADKAR y el proceso de ocho pa-
sos para liderar cambios de John Kotter. En fin, de lo que se trata es de guiar a 
los empleados, en este caso a los militares, policías y personal civil que trabaja 
en las instituciones castrenses para motivarlos, darles confianza y asegurarse 
de que todos se sientan cómodos en el nuevo entorno y den los pasos hacia 
el cambio.

Ampliar la misionalidad de las Fuerzas

Frente a la incertidumbre que generaba el proceso de paz con las FARC y, so-
bre todo, frente a la idea errada de que las principales amenazas desapare-
cían rápidamente —FARC, narcotráfico, terrorismo—, las Fuerzas empezaron 
a visualizar cómo permanecer en el tiempo y, para ello, a plantearse la idea de 
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fortalecer misiones no tradicionales: participar en misiones internacionales de 
mantenimiento de la paz, apoyar con ingenieros militares la construcción de 
vías, puentes y otras obras sociales, fortalecer la gestión de riesgo de desas-
tres, apoyar operaciones urbanas, operar efectivamente en el ciberespacio y 
proteger y defender el medio ambiente y los recursos naturales, entre otras.

Figura 1. Campos de acción del Ejército del Futuro

Fuente: CEDEF.

Todo esto aumentó la confusión pero, sobre todo, generó preocupación acer-
ca de debilitar la finalidad primordial de las Fuerza Militares que es la defensa 
de “la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y el or-
den constitucional” (art. 217 inc. 2º). 

En ese orden, el concepto de Ejército multimisión no se comprendió como un 
proceso de especialización y profesionalización de la Fuerza para asumir nue-
vas tareas y fortalecer otras, sino que se percibió como el tránsito hacia un 
Ejército todero, vulnerable a los cambios de Gobierno y a las órdenes políticas 
que pudiesen atribuirles. 

Por ello, es recomendable que el gobierno del presidente Petro limite esta 
confusión y los efectos que puede generar en las Fuerzas, como desmoti-
vación e inoperancia, y sin dejar de lado la misión de fortalecer la finalidad 
primordial de las Fuerzas Militares, se trabaje en robustecer las capacidades 
para enfrentar los retos del nuevo contexto que incluyen amenazas contra la 
Seguridad Humana:
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•	 Migración internacional excesiva

•	 Deterioro del medio ambiente

•	 Desastres naturales

•	 Masacres, desplazamientos, desaparición forzada

•	 Producción y tráfico de estupefacientes

•	 Terrorismo internacional.

Lo anterior implica el desarrollo integral de dichas capacidades, es decir, doc-
trina, marcos jurídicos claros, material y equipos, personal, infraestructura y, 
desde luego, sostenibilidad de dichas capacidades. 

Es crucial que se comprenda que aportar a estas tareas no es asumirlas por 
completo, dado que esto sería suplir las tareas de otras instituciones civiles 
que tiene el deber de brindar dichos servicios: Invías, la Unidad de Gestión 
de Riesgo de Desastres, el Ministerio de Medio Ambiente, gobernaciones, al-
caldías, entre otras. Todo eso ya se ha vivido y ha generado el desgaste de las 
instituciones de seguridad del Estado, evidenciando la tendencia reactiva de 
este al tratar de atender cada crisis con la Fuerza Pública. 

Dialogar con la población

El Ejército Nacional, a través del Centro de Análisis Estratégico Ejército del 
Futuro (CAEEF) que hace parte del Comando de Transformación (COTEF), 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el Centro de 
Pensamiento y Seguimiento al Diálogo de Paz de la Universidad Nacional de 
Colombia (CPSDP), pusieron en marcha un mecanismo de debate social que 
le permitiera identificar y recoger los planteamientos de diferentes sectores 
de la sociedad en diversos territorios acerca del papel del Ejército en la cons-
trucción de paz y de los retos para lograr condiciones de seguridad sosteni-
bles. Ese mecanismo se denominó “Ciclos de Diálogos Territoriales para la 
construcción del Ejército del Futuro”.

Participaron diversos sectores sociales como academia, comunidades de 
afrodescendientes, campesinos, defensores del medio ambiente, defensores 
de los derechos humanos, grupos de mujeres, juntas de acción comunal, per-
sonal de la reserva, representantes de Iglesias, periodistas, adultos mayores, 
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gremios, sectores juveniles, víctimas, Fuerza Pública, comunidades indígenas, 
comunidad LGTBI, representantes de instituciones del Estado, y representan-
tes de personas en discapacidad, entre otras.

Se recibieron más de 200 propuestas, 60 recomendaciones y 180 iniciativas y, 
al final, los resultados se socializaron con cada una de las regiones visitadas y 
mediante un evento en la Universidad Nacional.

Este ejercicio no solo permitió identificar barreras existentes entre la Fuerza 
Pública y la población, sino también crear canales de comunicación con ellas 
y construir confianza. La metodología utilizada, sin duda, podría aportar a los 
ejercicios de diálogo con la población que ha emprendido el Ministerio de De-
fensa en el marco de su proceso de construcción de la política del sector. 

Retos y roles de la Fuerza Pública frente a la Paz Total

Introducir la noción de Seguridad Humana

Ampliar el concepto de seguridad para que se construya no solo en relación 
con el Estado, sino también con la persona y no solo en lo que respecta a evitar 
la guerra sino también con la construcción de una paz efectiva. Esto es intro-
ducir la noción de Seguridad Humana en los conceptos de seguridad ciuda-
dana y seguridad nacional.

Hablar de seguridad ciudadana como Seguridad Humana es, según la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), no limitarse a la lucha 
contra la delincuencia, sino que se hable de cómo crear un ambiente propicio 
y adecuado para la convivencia pacífica de las personas. En materia de roles, 
se trata de que la Policía priorice las labores de prevención y control de los fac-
tores que generan violencia e inseguridad, además de las tareas meramente 
represivas o reactivas ante hechos consumados (CIDH, 2009, p. 8).

Introducir la noción de Seguridad Humana en el concepto de seguridad nacio-
nal es pasar del acento exclusivo de la seguridad territorial al de la seguridad 
de la población, la comunidad, la economía y las riquezas, incluido el medio 
ambiente. Y aunque esto parezca nuevo, realmente no lo es, dado que la ONU 
a través de su informe del PNUD de 1994 lo introdujo y el Estado colombiano lo 
ha venido adoptando tal y como lo ha indicado la Corte Constitucional desde 
2003, “la misión que están llamados a cumplir los integrantes de las Fuerzas 
Militares es de carácter instrumental […] cuyo soporte básico y fundamental lo 
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constituye la defensa y la protección de los derechos humanos” (Corte Cons-
titucional, 30 de septiembre de 2003).

Desde luego, las tareas que surgen con esta noción de Seguridad Humana no 
son exclusivas de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, sino que incor-
poran el trabajo articulado de todas las instancias del Estado y en todos los 
niveles. El rol de las Fuerzas Militares y de la policía Nacional es contribuir a su 
despliegue y desarrollo.

Escalar la noción de Seguridad Humana más allá de la Fuerza Pública 

Pensar que la Seguridad Humana es tarea exclusiva de la Fuerza Pública es un 
error. Si bien de lo que se trata es de fortalecer la noción de Seguridad Huma-
na en las estrategias militares y policiales y, como ya se dijo, enfocarse más en 
la prevención, el control, el trabajo articulado de la Fuerza Pública con otras 
instancias del Estado, o el apoyo de la Fuerza Pública a tareas de estabilización 
y crisis humanitarias, entre otras, todo en pro de la brindar mayor seguridad a 
las personas, restringirlo a estas sería un retroceso. 

Por ello, el mayor reto que tiene el sector es escalar este concepto más allá de 
la Fuerza Pública para trabajarlo articuladamente con todo el aparato estatal. 
Esta no es una tarea sencilla y para que funcione, debe estar liderada directa-
mente por el presidente de la República, algo que aún no se ha mencionado. El 
Consejo de Seguridad Nacional y el Consejo Nacional de Seguridad y Convi-
vencia Ciudadana recientemente creado deberían ser instancias en las que se 
discuta este enfoque. 

Fortalecer el accionar contra el crimen organizado

El crimen organizado no desaparecerá de manera automática con el acogi-
miento a la justicia de los grupos armados organizados existentes y la nego-
ciación con el ELN. Como ya pasó después del proceso de negociación con 
las FARC, y como ha pasado en Centroamérica y otros países que han firmado 
acuerdos de paz, las actividades de economía ilegal persisten por cuanto sus 
dimensiones son trasnacionales y hacen parte de estructuras más amplias y 
complejas que las identificadas nacionalmente. 

El reto está en no seguir haciendo más de lo mismo, es decir, en combatir casi 
que de manera exclusiva el componente armado de estos fenómenos, es decir, 
los nuevos grupos que se puedan conformar, o focalizar los esfuerzos en la 
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erradicación de cultivos. Es necesario, para el caso del narcotráfico, por ejem-
plo, fortalecer las acciones contra los demás nodos de esta cadena: control de 
insumos químicos y otros para el nodo de producción, fortalecer las capacida-
des de interdicción para el nodo de tráfico, casi que montar las capacidades 
de control financiero y lavado de activos para desarticular el nodo financiero 
y desarrollar una estrategia muy robusta de prevención de consumo. También 
implica fortalecer el trabajo entre Fuerzas Militares, Policía Nacional, Fiscalía 
General de la Nación e incluso sector justicia para hacer más eficientes los 
procesos de investigación criminal y judicialización, priorizando el análisis de 
macrocasos criminales y redefiniendo los llamados objetivos de alto valor: más 
que los líderes de estructuras criminales, identificar actores clave como los 
encargados de manejar las finanzas de la organización o de controlar el proce-
samiento químico de la producción de cocaína. 

Por otro lado, el Ministerio de Agricultura, la Agencia de Desarrollo Rural e in-
cluso el Ministerio de Medio Ambiente deben desarrollar e implementar una 
verdadera estrategia de desarrollo agrario y forestal, que vaya mucho más allá de 
pilotos de sustitución de cultivos no funcionales. Esto va mucho más allá del sector 
defensa, pero había que decirlo. 

También la Fuerza Pública debe trabajar en comprender y desarticular las re-
des criminales que crecen para controlar los negocios de minería ilegal, tráfico 
de armas, de personas, de flora y fauna y de contrabando, entre otros. 

Para todo ello, es indispensable fortalecer las capacidades de inteligencia y 
contrainteligencia, así como trabajar, casi que de manera incansable en la cap-
tura y cooptación del Estado. El crimen organizado cada vez más esta menos 
interesado en mantener confrontaciones directas con el aparato de seguridad 
del Estado, para lograr sus fines, su estrategia avanza hacia la cooptación de 
funcionarios del Estado y sus instituciones, es decir, la criminalización del Es-
tado llevándolo a que este trabaje en favor de sus intereses. 

Contribuir a la estabilización de los territorios más afectados

La implementación del Acuerdo de Paz firmado con las FARC sigue siendo una 
prioridad indiscutible. Aunque la tarea de implementar lo allí pactado es de to-
das las instituciones del Estado, la Fuerza Pública, además de restablecer los 
mínimos de seguridad puede y debe seguir disponiendo de sus capacidades 
para contribuir al restablecimiento de derechos de las poblaciones más afec-
tadas. De forma tal que, herramientas como la logística, las comunicaciones 
militares, y la ingeniería militar contribuyan a facilitar el acceso integral del 
Estado a las regiones PDET. 
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Se recomienda no echar en saco roto el diseño de la estrategia de “zonas fu-
turo”, para que con otro nombre y, sobre todo, tomando sus lecciones apren-
didas, pueda continuar, ojalá, bajo el liderazgo del presidente de la República 
(Pachón, 2022). 

También está el trabajo que viene desempeñando la Fuerza Pública como par-
te del sistema nacional de gestión de riesgo de desastres, así como las misio-
nes de apoyo a la asistencia humanitaria en casos de crisis causadas por el 
hombre: migración descontrolada y desplazamientos, entre otros. 

Fortalecer los servicios de vigilancia y seguridad ciudadana

Aunque la tarea de vigilancia y seguridad ciudadana es el deber ser de la Poli-
cía Nacional, el despliegue hacia más de veinte especialidades que tiene esta 
institución, la han llevado a que se desdibuje su tarea principal. Por ello, ha 
llegado la hora de que se fortalezcan los servicios de vigilancia y seguridad 
ciudadana y que se prioricen las tareas de prevención y control, sobre las de 
represión y castigo. Esto es poner en el centro a las personas y su seguridad.

Por ello, la prioridad de la Policía Nacional debe ser la reducción de los delitos 
de mayor impacto, esto es homicidios, hurtos, secuestros, extorsiones, ase-
sinatos a líderes sociales, así como proporcionar protección reforzada a po-
blaciones afectadas por la violencia y la criminalidad, en particular a los niños, 
niñas y adolescentes, las mujeres, los líderes sociales y los pueblos indígenas. 
La prevención del reclutamiento es otra tarea indispensable.

Esto pasa por más recurso humano para control en las calles, mecanismos de 
diálogo permanente con la comunidad y participación cívica, el desarrollo de 
una estrategia de seguridad ciudadana en el campo y el fortalecimiento de la 
institucionalidad para la convivencia y seguridad ciudadana y su articulación 
en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal.

Conclusión

La noción de Seguridad Humana en las estrategias de seguridad y defensa no 
es algo completamente novedoso. Viene incorporándose gradualmente y de 
manera más acelerada tras la firma del Acuerdo de Paz con las FARC y ahora, 
en el marco de un nuevo gobierno que busca la Paz Total. 
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Aunque aún hay mucha incertidumbre con relación a lo que puede significar la 
Paz Total, lo cierto es que planteará un cambio en el contexto de conflictividad 
y criminalidad en Colombia y exigirá repensar las estrategias de seguridad y 
defensa, que más que debilitarlas, exigirá también una noción de seguridad 
total que, como ya se explicó, va más allá del accionar de las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional. 

Al interior de estas, no obstante, se requerirá abrir una nueva fase en los pro-
cesos de transformación militar y policial para acercarlas más a la población 
y a su protección. Esto sin duda, demandará un trabajo riguroso no solo del 
Ministerio de Defensa, sino de muchas instancias que también deben abrirse 
al trabajo articulado con militares y policías. 

Sin duda, el mayor reto será por fin conseguir o, al menos avanzar, en la arti-
culación interinstitucional para diseñar e implementar esa seguridad total que 
ubique en el centro la protección y la vida de las personas. 
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Durante el 2022, el contexto geopolítico ha puesto sobre la agenda global los 
conflictos entre Ucrania y Rusia y las tensiones entre China y Taiwán; que un 
país como Colombia trace una agenda de pacificación en el territorio nacional 
soportado en los Acuerdos de Paz de La Habana no escapa a las miradas de 
la comunidad internacional. Desde la elección de Gustavo Petro como pre-
sidente de la República el pasado 19 de junio se ha venido desarrollando el 
constructo de Paz Total como la forma bajo la cual Colombia busca garantizar 
el artículo 22 de la Constitución Política.

Así las cosas, se hace necesario, en primer lugar, aproximarse hacia la com-
prensión del constructo que abarca la Paz Total, sobre qué pilares se encuen-
tra estructurada, cómo diversos actores tanto nacionales como internaciona-
les han realizado aportes y cómo ha avanzado su proceso de implementación.

Una primera aproximación al constructo es la expresada por el magistrado de 
la Justicia Especial para la Paz Roberto Vidal, en el evento que celebró los 50 
años del CINEP, en el cual lo expresa como "multiplicidad de escenarios de 
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negociación con actores de diverso tipo" (Pacifista, 2022, pág. 84), teniendo 
como objetivo que fue enunciado en el plan de gobierno como “…superar la 
violencia y generar una cultura de paz para alcanzar la paz completa y el buen 
vivir de la población” (Petro Urrego, 2022, p. 49).

No obstante, es pertinente anotar que la Paz Total se encuentra fundamentada 
dentro del capítulo quinto del programa de gobierno de Gustavo Petro, sopor-
tada en cuatro pilares enunciados a continuación:

•	 Cumplimiento de los acuerdos de paz, el cual requiere un sistema de ver-
dad, justicia reparación y el sometimiento judicial del multicrimen sopor-
tado en el desmonte de actividades ilegales y restitución de bienes para 
resarcir a las víctimas.

•	 Cultura de paz, soportado en el Consejo Nacional de Paz, educación para 
la paz, la resolución alternativa de conflictos y la formación ciudadana en 
derechos humanos y democracia.

•	 Cambio de paradigma contra las economías ilegales, el cual planea el con-
sumo de sustancias ilícitas como un tema de salud pública, la sustitución 
del proceso productivo, la democratización de la tierra, el crédito y sopor-
te técnico para aumentar la productividad y regulación de sustancias psi-
coactivas y sus derivados, la reorientación de la cooperación internacional 
de la lucha contra las drogas al apoyo de políticas y programas de transfor-
mación económica en lugares más lejanos y el consumo de drogas como 
tema de salud pública.

•	 Reparación integral de víctimas, el cual busca su atención y reparación in-
tegral, los procesos de reparación colectiva, la entrega de bienes de victi-
marios para reparación, los actos de reconocimiento de responsabilidad, 
la memoria histórica y el enfoque de memoria local y regional en conjunto 
con el fortalecimiento del retorno y reubicación de víctimas de desplaza-
miento forzado soportado en condiciones de seguridad y planes de inte-
gración social y económica.

Así las cosas, teniendo presente lo anteriormente enunciado, una propuesta 
de definición del constructo de Paz Total es el conjunto de políticas públicas 
que permite generar las condiciones necesarias para desarrollar diversos es-
cenarios de negociación con una variedad de actores de manera satisfactoria 
y con resultados sostenibles en el largo plazo, centrados en las víctimas.
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Estas acciones que se pretenden realizar en el Estado colombiano no han pa-
sado desapercibidas y desde la comunidad internacional han expresado su 
apoyo al desarrollo de la Paz Total, pero realizan una serie de anotaciones para 
tener en cuenta. 

En el caso de Human Rights Watch (2022) destacan la necesidad del forta-
lecimiento del acceso a la justicia en las regiones más apartadas del país, el 
derecho internacional debe ser uno de los soportes de la implementación 
del proceso de desmonte de organizaciones ilegales, más allá de los ajustes 
normativos, ampliar el alcance de instituciones para la prevención de abusos, 
como la Defensoría del Pueblo.

A la vez, consideran necesario realizar un enfoque alternativo en la política 
contra las drogas que evite el reciclaje de grupos ilegales. También sugieren 
realizar una persecución judicial a los eslabones más altos del narcotráfico y 
no limitarse a la base de la pirámide.

Los acuerdos deben cumplir, investigar, juzgar y sancionar a responsables de 
graves abusos sin desmejorar los estándares de justicia actualmente vigentes. 
Los arreglos institucionales en administrar justicia que vayan a aplicar esta po-
lítica no solo deben limitarse a casos específicos sino a macrocasos que per-
mitan comprender patrones de excesos de mayor alcance y priorizar procesos 
contra altos mandos. En ese sentido, se requiere articulación entre diversas 
instituciones para evitar falsas desmovilizaciones.

Otra perspectiva del constructo es la evidenciada por Juan Diego Posada, en 
Insight Crime (Posada, 2022), donde destaca que los grupos ilegales tienen 
una diversidad de economías ilegales que no se encuentran dimensionadas 
por el Estado colombiano y que es necesario evitar procesos de reciclaje y 
garantizar la no fragmentación de grupos ilegales, para evitar guerras internas.

A nivel nacional, desde diversos sectores han mostrado su apoyo a la imple-
mentación de la Paz Total, aunque enuncian una serie de asuntos que se de-
ben tener presentes.

Pacifista, a partir de la Revista 100 de CINEP, expone que los diálogos regiona-
les son la base sobre la cual se debe construir este proceso, la Paz Total implica 
todo el horizonte de negociación en la diversidad de actores involucrados. A la 
vez, recuerda que la base normativa está desde el Pacto de Roma de 1998, bajo 
el cual los procesos de negociación de paz deben pasar por procesos de justicia.
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Así las cosas, destaca que la centralidad del proceso debe estar en los dere-
chos de las víctimas y resalta la postura de la ONU, en la cual es mejor dialogar 
que estar en conflicto, concluyendo que la Paz Total pueda ser base de la polí-
tica de seguridad del gobierno Petro.

Adicional a lo que organizaciones y expertos han dicho, Luis Eduardo Celis 
(2022) en PARES, destaca la necesidad de enfrentar aquellos factores que des-
favorecen esta visión: narcotráfico, economías ilegales, carencia de control de-
mocrático del territorio por ausencia de planificación participativa de su uso.

Desde la perspectiva de Camilo González Posso, de INDEPAZ, la Paz Total no 
solo debe englobar la protección de comunidades y personas sino generar 
una tríada en la cual también intervengan la protección a los derechos huma-
nos y Seguridad Humana.

En términos de seguridad, la Paz Total genera un reto importante que desta-
ca González Posso (2022) "[...] el cambio desde un enfoque de seguridad del 
Estado, de las instituciones y de las inversiones, a un enfoque de seguridad de 
las condiciones de vida, de las poblaciones humanas en los territorios y colec-
tividades" (p. 2).

Asimismo, requiere de la interrelación, simultaneidad e interdependencia de las 
acciones del Estado, garantizando la participación social junto con el empode-
ramiento de las comunidades, para que se dé la gestión adecuada de conflictos.

Por último, para Jorge Mantilla (2022), de la Fundación Ideas para la Paz, den-
tro de la Paz Total no es claro el rol que juegan las Fuerzas Militares y la Policía, 
toda vez que: “Un Estado serio debe tener a su disposición distintas herra-
mientas de política que oscilen entre la negociación y el uso de la fuerza”. 

También hace visible la necesidad de mejorar las capacidades bajo una estra-
tegia flexible, gradual y diferenciada que logre contener la violencia y avanzar 
en la construcción de institucionalidad local que garantice la oferta de bienes 
y servicios públicos. Mantilla destaca que el planteamiento de cambios choca 
con la urgente necesidad de los territorios en emergencia humanitaria.

Como se ha podido apreciar, en tal entorno de discusión que se ha venido de-
sarrollando, el gobierno Petro está avanzando desde el punto de vista norma-
tivo, esto es el proyecto de Ley Senado 181 de 2022 - Cámara: 160 de 2022, 
“Por medio del cual se modifica, adiciona y prorroga la Ley 418 de 1997, se 
define la política de paz de Estado, y se dictan otras disposiciones” (Congreso 
de Colombia, 2022).
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Este proyecto, presentado el 30 de agosto de 2022, se encuentra estructurado 
por los capítulos de: definiciones, mecanismos para la paz, servicio social para 
la paz, otras disposiciones y prórroga vigencia y derogatorias que, en su totali-
dad, consta de 18 artículos. Es pertinente anotar que, a la fecha de este escrito, 
el proyecto de Ley que se discute tanto en Senado como en Cámara presenta 
diferencias que llegarán al proceso de conciliación, destacando lo correspon-
diente a la sustitución del servicio militar obligatorio por el servicio social de paz, 
puesto que no fue aprobado en Senado, caso contrario en Cámara.

Por todo lo previamente enunciado, una de las principales recomendaciones 
que surgen en torno al desarrollo del constructo de la Paz Total y su implemen-
tación en Colombia es la necesidad del acompañamiento de la comunidad in-
ternacional en este proceso, toda vez que, dada la diversidad de actores con 
los cuales se pretende realizar procesos de negociación en virtud al carácter o 
tipo de organización que estas representan, los tratamientos legales a nivel in-
ternacional se encuentran claramente delimitados, es por ello que se hace ne-
cesario tal acompañamiento con el objeto de darle legitimidad y que evite poste-
riores intervenciones de la Corte Penal Internacional ante hechos de violaciones 
de derechos humanos que un posible sistema de justicia transicional no aborde.

En términos de justicia, la Paz Total deberá realizarse con los estándares mí-
nimos en la materia, que han sido aceptados tanto nacional como internacio-
nalmente en términos de justicia transicional, entiéndase los establecidos en 
los Acuerdos de La Habana, independientemente del tipo de actor con el cual 
el Estado colombiano pretenda iniciar algún proceso de negociación, lo cual 
podría significar ciertos retos especialmente con actores que sean autode-
clarados en insurgencia, principalmente el Ejército de Liberación Nacional; y 
cualquier deterioro al respecto podría generar no solamente procesos de re-
victimización, sino acciones de deslegitimación del mismo. 

Por otro lado, algo que no ha sido explícito y debe quedar evidente, dada la in-
tegralidad que pretende desarrollar la Paz Total, radica en que estos procesos 
son de largo plazo y requieren un plan de acción para dimensionar su imple-
mentación y que un periodo de gobierno de cuatro años es insuficiente para 
lograr transformaciones tan profundas en las diversas realidades que viven los 
territorios, lo cual requiere que estas acciones de política pública puedan ser 
sostenibles en el tiempo y que, independientemente de la línea ideológica que 
ejerza el poder en el Estado colombiano, sean ejecutadas, lo cual permita evi-
denciar avances y alcanzar los objetivos previstos por la misma, de lo contra-
rio, se podrían evidenciar ralentizaciones como las sucedidas en los Acuerdos 
de La Habana.
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A la vez, un aspecto importante que se recoge desde las diversas miradas sin-
tetizadas desde la comunidad nacional e internacional radica en los procesos 
de reciclaje de organizaciones ilegales que generan procesos de negociación 
indebidamente implementados, lo cual generaría que los ciclos de violencia no 
puedan cerrarse.

Para finalizar, un aspecto destacado que se debe tener en cuenta en el desa-
rrollo de la Paz Total radica en qué tipo de rol van a desempeñar las Fuerzas 
Militares y la Policía en el proceso de consolidar la institucionalidad en las di-
versas regiones del país, toda vez que la noción de seguridad implementada 
durante las últimas dos décadas es diametralmente distinta a la cual el gobier-
no actual pretende aplicar.

Referencias

Celis, L. E. (2022). La política de Paz Total va a las raíces de las violencias or-
ganizadas. https://www.pares.com.co/post/la-pol%C3%ADtica-de-paz-to-
tal-va-a-las-ra%C3%ADces-de-las-violencias-organizadas

Congreso de Colombia. (2022). Proyecto de Ley Senado 181 de 2022 - Cá-
mara: 160 de 2022 "Por medio del cual se modifica, adiciona y prorroga la 
Ley 418 de 1997, se define la política de paz de estado, y se dictan otras dis-
posiciones". http://leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/proyectos-ley/
cuatrenio-2022-2026/2022-2023/article/196-por-medio-del-cual-se-modi-
fica-adiciona-y-prorroga-la-ley-418-de-1997-se-define-la-politica-de-paz-
de-estado-y-se-dictan-otras-disposiciones-br-mensaje-

González Posso, C. (2022). La seguridad humana en la paz total: Notas para la 
Comisión Nacional de Garantías y Seguridad y para el Plan Nacional de desa-
rrollo 2022-2026. Indepaz, 1-14.

Human Rights Watch. (2022). Carta al presidente Gustavo Petro sobre la "Paz 
Total". https://www.hrw.org/es/news/2022/08/19/carta-al-presidente-gusta-
vo-petro-sobre-la-paz-total

Mantilla, J. (2022). Los dilemas de la "Paz Total". https://ideaspaz.org/publica-
ciones/opinion/2022-08/los-dilemas-de-la-paz-total

Pacifista. (2022). ¿Qué es la “Paz Total” que pregona Petro? Revista 100 días 
Edición #105, Mayo-Agosto, 82-87.



269

Petro Urrego, G. (2022). Programa de Gobierno. https://gustavopetro.co/des-
carga-programa-de-gobierno/

Posada, J. (2022). La arriesgada apuesta de Colombia por la "Paz Total". ht-
tps://es.insightcrime.org/noticias/arriesgada-apuesta-colombia-paz-total/





271

La llegada de Gustavo Petro al poder ha traído consigo nuevos ejes de deba-
te en la coyuntura nacional. Sin duda alguna, la idea de llevar a cabo la Paz 
Total durante este cuatrienio es uno de los principales desafíos que tiene el 
nuevo gobierno. Ahora bien, la idea de la Paz Total en un país que ha estado 
sumergido en el conflicto durante décadas hace que el proyecto sea tanto 
ambicioso como complejo, esto debido al gran número de grupos armados 
organizados y a las disputas territoriales que están desarrollando en diferen-
tes regiones del país. 

Así pues, dentro de la narrativa que ha tenido el nuevo gobierno sobre la Paz 
Total, se menciona la implementación de la Seguridad Humana como una es-
trategia esencial para lograr la Paz Total. De esta forma, se busca incorporar 
de manera orgánica a la Fuerza Pública dentro del ambicioso plan del presi-
dente Petro, lo cual conlleva a hacer una reforma militar basada en el concepto 
de Seguridad Humana. El primer paso para este nuevo enfoque se dio en los 
primeros días del gobierno del actual presidente, cuando se renovó la cúpula 
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militar, argumentando que esta nueva esfera del poder debe resaltar bajo los 
ideales de cero corrupción y cero violaciones a los DD. HH. 

Por lo tanto, el siguiente documento establecerá los principales desafíos que 
tiene el nuevo gobierno para implementar el concepto de Seguridad Humana 
en un país donde el conflicto sigue presente, teniendo pocos antecedentes 
prácticos para saber si este tipo de modelo de seguridad es suficiente para 
llevar a cabo la apuesta de Paz Total del presidente Gustavo Petro.

¿Qué es la Seguridad Humana?

La Seguridad Humana se remonta al año 1994, mencionada en el Informe del 
Programa de las Naciones Unidad para el Desarrollo, y surge debido a un cam-
bio del dilema de seguridad finalizada la Guerra Fría; la discusión sobre este 
concepto dentro de la comunidad internacional ha tenido un gran avance, has-
ta llegar en el 2017 a ser una promoción de enfoque en la agenda de desarrollo 
sostenible de la ONU 2030. Esto es fundamental debido a que no solo busca 
la seguridad de las comunidades en sus territorios, también es un enfoque de 
seguridad basado en la protección del medio ambiente, cuestión que no es 
contraria a los intereses del Gobierno, el cual se ha inspirado en la idea de un 
Estado Social y Ambiental de Derecho. 

Según el informe de la Commission on Human Security (CHS) elaborado en 
el 2003, la Seguridad Humana atiende el cambio del paradigma de la segu-
ridad en un contexto donde se debe responder a nuevos conflictos surgidos 
por un mundo globalizado y desarrollado desde inicios del siglo XXI, donde la 
seguridad debe estar enfocada en las personas y no en los Estados. Por ende, 
la Seguridad Humana debe proteger los DD. HH y el desarrollo de individuos 
y comunidades, otorgando libertades fundamentales y solucionando proble-
mas crónicos como lo es la pobreza, el hambre y las enfermedades.

Por otra parte, en el documento llamado Seguridad Humana: Estado del arte 
e incorporación en la política pública, del Departamento Nacional de Planea-
ción, se mencionan cinco principios fundamentales de este término. El primero 
es que la Seguridad Humana debe estar centrada en las personas. El segun-
do es la multisectorialidad, dado que la Seguridad Humana debe responder 
a múltiples necesidades e inseguridades. El tercero es el principio integral, 
puesto que es importante crear políticas públicas que comprendan sectores 
locales, regionales y nacionales. El cuarto principio comprende los diferentes 
contextos en los que la Seguridad Humana puede llegar a ser implementada 
donde se deben aplicar estrategias específicas en cada situación y, por último, 
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el principio de prevención, que establece la prioridad de prevenir las inseguri-
dades y no desarrollar intervenciones tardías en los territorios.

En resumen, la Seguridad Humana se enfoca en la protección de las liberta-
des fundamentales de los individuos, promoviendo la vida digna y los DD. HH. 
Así mismo, no solo busca la protección de aquellas comunidades vulnerables, 
también concentra sus esfuerzos en un desarrollo sostenible, protegiendo los 
ecosistemas donde habitan grupos humanos.

Antecedentes de Seguridad Humana en Colombia

Uno de los principales desafíos de la implementación de la Seguridad Huma-
na es la poca experiencia que se ha tenido dentro del país, puesto que solo 
se ha implementado este concepto en dos ocasiones. La primera fue durante 
la alcaldía del actual presidente Gustavo Petro, y la segunda fue en Ibagué, 
cuando el alcalde Guillermo Alfonso Jaramillo desarrolló el Plan Integral de 
Convivencia, Seguridad Ciudadana y Paz 2016- 2026. Sin embargo, en medio 
de la revisión realizada al documento del DNP, se establece que no existen las 
herramientas suficientes para establecer la eficiencia de esta política en los 
dos ejemplos antes mencionados. Ahora bien, cabe recalcar que los planes de 
seguridad centraron sus estrategias en prevenir el crimen mediante el trabajo 
social en las comunidades, siendo fundamental la integración de jóvenes para 
la prevención del delito. 

Por esta razón, se revisaron las estadísticas publicadas por Siedco en los años 
donde estos planes fueron implementados y se puede observar que no hubo 
un gran avance en materia de disminución de casos de los principales delitos 
que registra la Policía Nacional (amenazas, extorsión, secuestro y homicidio).

Durante la alcaldía de Gustavo Petro en la capital del país, las amenazas tu-
vieron un aumento del 132%, mientras que delitos como la extorsión y el ho-
micidio no presentaron un cambio significativo y el secuestro presentó una 
tendencia a la baja en este cuatrienio.

En el caso de Ibagué, el homicidio disminuyó de manera constante; sin embar-
go, hubo un aumento importante en los casos de amenazas presentadas en la 
capital tolimense. 

En este punto, es importante mencionar que en el documento del DNP se es-
tablece que uno de los principales problemas para implementar el Plan Inte-
gral de Convivencia y Seguridad Ciudadana Bogotá D.C. 2013- 2023: Bogotá 
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Humana y Segura de Gustavo Petro fue la falta de articulación entre la Policía 
Nacional y la Alcaldía, por consiguiente, una política de Seguridad Humana 
establecida por el actual presidente puede lograr una mayor coordinación en-
tre las fuerzas armadas y una política de seguridad enfocada en lo social.

Figura 1. Delitos en Bogotá 2012-2015

Fuente: elaboración de la FIP con base en datos de la Siedco.

Figura 2. Delitos en Ibagué 2016-2019

Fuente: elaboración de la FIP con base en datos de la Siedco.
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Paz Total en un país en transición

La coyuntura del país permite establecer lo complejo que es llegar a una Paz 
Total a corto o mediano plazo, esto debido a la alarmante situación en térmi-
nos de seguridad que dejó el gobierno del expresidente Duque y la expansión 
de un gran número de grupos armados organizados y su financiación, gracias 
a actividades ilegales como el narcotráfico, la minería ilegal, la trata de per-
sonas, extorsiones, etc. Lo anterior no se creía posible debido al optimismo 
derivado del Acuerdo de Paz en el 2016 y el inicio de diálogos de paz con el 
ELN en el gobierno de Santos. 

Muchos de estos grupos armados organizados han manifestado su intención 
de dialogar con el gobierno para ponerle fin al conflicto, hasta finales del mes 
de septiembre, diez grupos armados ilegales han iniciado un cese al fuego 
unilateral, siendo los más destacados: La Segunda Marquetalia y el Clan del 
Golfo. Sin embargo, en muchas ocasiones su interés ha quedado únicamente 
en el discurso. 

Figura 3. Acciones del conflicto 2022

Fuente: base de datos acciones del conflicto de la FIP.

La figura 3 permite establecer que se ha presentado una disminución de com-
bates entre la Fuerza Pública y grupos armados organizados, esto mismo pasa 
en emboscadas, enfrentamientos y hostigamientos; sin embargo, establece 
que los enfrentamientos han tomado un mayor protagonismo en los últimos 
meses. Lo anterior se puede entender debido a las disputas territoriales que 
se están dando en algunas zonas del país. La preocupante situación que se 
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vive en el norte de Arauca, debido a la guerra entre el ELN y algunos frentes 
de las disidencias de las FARC, la disputa entre algunas facciones disidentes y 
la Segunda Marquetalia en Nariño, la lucha en el Bajo Cauca entre el frente 18 
y el Clan del Golfo son algunos ejemplos de las luchas armadas que pueden 
impedir un cese al fuego multilateral entre grupos armados organizados. 

Pese a lo anterior, el Gobierno ha logrado la reanudación de los diálogos con el 
ELN que fueron suspendidos en 2018, brindado un panorama esperanzador 
dentro del marco de la Paz Total. Esta reanudación debería venir acompañada 
de la materialización del compromiso anunciado por el ELN al mando de alias 
“Antonio García”, desde la llegada al poder de Gustavo Petro, consolidando la 
idea del diálogo mediante la prevención de enfrentamientos con otros actores 
armados y evitando la violación de derechos humanos en poblaciones donde 
no se ha cumplido el derecho internacional humanitario. A su vez, el Gobierno 
debe tomar una postura determinante al momento del inicio de los diálogos, 
imponiendo un cese al fuego multilateral que culmine con las disputas territo-
riales antes mencionadas, logrando que el Estado pueda llegar a las comuni-
dades más afectadas y desarrollando estrategias basadas en el concepto de 
la Seguridad Humana. 

Sin duda alguna, el desafío de lograr un cese de hostilidades entre grupos arma-
dos es el apartado más complejo del proyecto, si se tiene en cuenta que la disputa 
de los territorios se da a partir del interés de controlar rutas del narcotráfico que 
representa la mayor fuente de financiamiento de estos grupos armados.

Consolidar la idea de la Paz Total dependerá de un cese al fuego multilateral 
estable y duradero durante los diálogos, para que de esta manera el país confíe 
en una posible paz, idea que se ha venido desgastando después de las pocas 
garantías que le dio el anterior gobierno al Acuerdo de Paz de las FARC.

Entre lo político y lo criminal

El conflicto colombiano empezó como una lucha armada reivindicativa en el 
complejo contexto social y económico que vivía gran parte de la población en 
los años sesenta. Con el pasar de los años, el conflicto se ha reconfigurado y 
han surgido nuevos actores que tienen fines diferentes a lo político, teniendo 
como único objetivo lucrarse mediante actividades ilegales.

Sin embargo, el Gobierno ha declarado, mediante el alto comisionado para la 
paz, Danilo Rueda, que cualquier actor armado que tenga un control territorial 
sobre una población y desarrolle expresiones de violencia puede integrarse a 
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los diálogos de paz y sometimiento, si existe una voluntad real de los mismos, y 
suspenda todas las actividades que violen asuntos humanitarios, priorizando la 
vida sobre la dejación de armas o el abandono de los territorios que controlan1. 

La Fuerza Pública y la Seguridad Humana

El concepto de la Seguridad Humana deja claros dos pilares fundamentales 
que cambiarían de forma sustancial el rol de la Fuerza Pública dentro del con-
texto del conflicto colombiano. El primero es el mejoramiento de las relaciones 
entre civiles y militares, donde la Policía Nacional y las Fuerzas Militares tie-
ne una imagen desgastada debido a escándalos por violaciones a DD. HH. y 
otras afectaciones denunciadas en el informe de la Comisión de la Verdad. El 
segundo pilar está basado en el cambio de objetivos y metas que debe tener 
el Ministerio de Defensa, basándose en la ampliación del panorama de cum-
plimiento de objetivos, que en la actualidad se miden mediante bajas, captu-
ras, destrucción de cultivos e incautaciones, centrándose en brindar seguri-
dad mediante el desarrollo de poblaciones vulnerables del país. Por lo tanto, y 
como lo ha establecido el presidente Gustavo Petro, las nuevas funciones de 
las Fuerzas Armadas estarán centradas en construir un “Ejército de la Paz”, en 
donde los esfuerzos se encaminen en realizar prevenciones tempranas y dejar 
a un lado las intervenciones tardías. 

Teniendo en cuenta lo anterior, los desafíos de cambiar la imagen y el accionar 
de la Fuerza Pública parte de la aprobación de una reforma a estas institu-
ciones en el Congreso colombiano. Esto representa un alto nivel de conven-
cimiento para la aprobación de determinadas leyes, si se tiene en cuenta lo 
fragmentado que está el legislativo, y una oposición con una postura definida 
sobre su desacuerdo en el proyecto de la Paz Total. 

En conclusión, la Seguridad Humana es un concepto que cumple con los li-
neamientos establecidos por el gobierno del presidente Petro, que busca ga-
rantizar las libertades fundamentales de todos los individuos que habitan el 
territorio nacional. Esto implica el trabajo en conjunto con gobiernos locales, 
organizaciones no gubernamentales, instituciones estatales, comunidades, lí-
deres sociales y grupos armados organizados al margen de la ley; por otra par-
te, es un concepto que se ha aplicado un par de veces a nivel local, generando 
poco impacto en los índices de criminalidad.

Así mismo, la complejidad que tiene el país en términos de garantías básicas 
que debe brindar un Estado social de derecho y el incremento de las disputas 
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territoriales generan un panorama complejo para la realización de la Seguri-
dad Humana en el país. 

Ahora bien, la incógnita está en saber cuáles serán las estrategias que usará 
el Gobierno para realizar proyectos tan complejos como los son la Seguridad 
Humana y la Paz Total. No obstante, el nuevo gobierno ha logrado reanudar el 
diálogo con el ELN y entablar nuevas conversaciones con otros grupos arma-
dos, lo cual ha generado una disminución en la violencia del país. Sin embargo, 
la estrategia de seguridad debe de comprender que la violencia en el país es 
un mal difícil de suprimir, debido a las actividades ilegales que se encuentran 
inmersas en las zonas más críticas del país y que afectan la vida de comunida-
des y ecosistemas.

Colombia es un país diverso y complejo, por ende, la Seguridad Humana debe 
ser implementada a partir de entender los diferentes contextos de las regiones 
del país. En este punto, la elaboración de políticas de seguridad debe tener el 
rol protagónico de la comunidad; la vinculación de gobiernos locales es in-
dispensable para entender las necesidades y problemáticas de cada región. 
De esta manera, el concepto de Seguridad Humana estará plasmado en las 
regiones, logrando grandes avances en el proyecto de Paz Total propuesto por 
el nuevo gobierno, sin perder de vista la progresividad y gradualidad con la que 
el país ha venido superando la violencia en las últimas décadas, en el marco de 
una transición hacia la paz aún inacabada. 
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Notas
1 Declaraciones realizadas por el alto comisionado para la paz, Danilo Rueda, en medio de la se-
gunda cumbre humanitaria realizada en el mes de octubre en Bogotá.
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Más allá de las normas, de los consensos, de los diseños estratégicos, de las 
concepciones y aproximaciones para resolver los problemas de la vida real es-
tán los actores, mirados como sujetos emocionales, sensibles, con prejuicios, 
taras, valores formales y visiones. Si miramos desde diferentes aristas la cons-
trucción de una anhelada paz completa para el pueblo colombiano, llamada 
por el actual gobierno Paz Total, debemos también pensar en que la descon-
fianza entre los actores intervinientes en su diseño y construcción es el prin-
cipal obstáculo; y esa ausencia de credibilidad no proviene solo de los grupos 
o estructuras al margen de la ley en relación con el Estado, sino también entre 
agentes estatales, esencialmente en la actualidad los actores gubernamen-
tales. En un microcontexto, seamos claros, estamos hablando entre el actual 
gobierno y su Fuerza Pública (González Olarte, 2022).

Lo que pretendemos en estas breves líneas es describir básicamente lo que 
creemos se podría hacer para construir una Paz Total, incluyente e inclusiva, 
teniendo en cuenta a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional, sin olvidar 
que el presente escenario tiene una gran complejidad, pues continuamos en 

La Paz Total con las Fuerzas 
Armadas también

Jean Carlo Mejía Azuero
Docente e investigador de la Universidad Militar Nueva Granada.  
Asesor y consultor internacional. miembro por Colombia de Resdal
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conflicto armado. Al mismo tiempo contamos con una arquitectura institu-
cional de transición y alimentamos indicadores propios de países en vías de 
desarrollo, para nuestro caso incluso como miembros de la OCDE y socios 
globales de la OTAN. Toda una torre de Babel incluso por describir y analizar.

Para lograr el objetivo planteado y como fruto de años de acompañamiento a 
procesos de construcción de convivencia, la asesoría y la consultoría en temas 
de paz, justicia para la transición, reformas al sector o sistema de seguridad 
(RSS), derecho internacional humanitario, derechos humanos y derecho ope-
racional, queremos sintetizar brevemente a nivel de una conclusión liminar la 
situación entre poder civil y estructura militar-policial, indicando que existe un 
quiebre central en las relaciones civiles y militares o de gobierno y gobernanza 
sectorial. Las causas son muchas, no son actuales, no se centran ni mucho 
menos en su mayoría en el actual gobierno, pero sí se han visto potenciadas 
en la estructuración incluso jurídico-política de la reforma a la ley de orden pú-
blico (Ley 418 de 1997). En verdad, no es posible una Paz Total sin las Fuerzas 
Armadas de Colombia; así que hay que firmar la paz primero en la práctica con 
la Fuerza Pública.

A nivel territorial, en las zonas claramente con más presencia de actores en la 
ilegalidad, cualquiera sea la clasificación o denominación dada o que se les 
quiera dar, la multicriminalidad, la captura del Estado e incluso el cogobierno 
son el común denominador; e incluso con una Fuerza Pública debilitada a partir 
del 2016 (Salazar, 2020), la contención ha sido posible, pues cualquier estudio 
siempre llega a la misma conclusión sobre actores, factores, comportamiento 
criminal y actuación estatal. Así que, si se parte del decimonónico antimilita-
rismo de élites (Mejía Azuero, 2020), las dinámicas de la guerra degradada, 
los crímenes cometidos por todos los actores y el control social ilegal, poco 
jurídicamente se podrá conseguir, bien sea con una norma para dialogar con 
disidencias, reincidentes, y grupos como el ELN o con otras manifestaciones 
ilegales, excluyendo en la práctica al estamento uniformado bajo el argumen-
to de que debemos “desmilitarizar” la sociedad. Este es el típico presupuesto 
trasplantado que rompe con las evidencias históricas de soldados y policías 
constructores de democracia y propiciadores del desarrollo. 

Como fruto de la interacción con stakeholders internacionales entre el 2012 y 
el 2018 se pudieron verificar avances significativos en torno a la importancia 
de la historia, trascendencia en la vida social y aportes de las Fuerzas Armadas 
colombianas y su papel central en la construcción de convivencia ciudadana, 
incluso en medio del contexto de la conducción de las hostilidades (figura 1) 
(Huertas Díaz y Mejía Quintana, 2020).
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Figura 1. Esquema de negociación por stakeholders en el proceso de paz 2012-2018

Fuente: elaboración propia con base en información pública de la Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz. 2018.

Fruto de tan importante diálogo y de los acuerdos del teatro Colón, con una 
participación central de la Fuerza Pública, verbigracia en la construcción del 
punto tercero (final del conflicto), punto quinto sobre víctimas (papel directo y 
definitivo en el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repeti-
ción); además de las experiencias significativas entre actores armados sobre 
reconstrucción de confianza, como se puede verificar en el trabajo doctoral del 
teniente coronel Rodrigo Mezu (2021), y en la tesis de igual nivel del capitán de 
navío Samuel Rivera (2016), que derrumba varios mitos y prejuicios  sobre el 
pensamiento del militar profesional colombiano, se hace esencial indicar que 
ningún proceso de negociación, sometimiento, acogimiento a la justicia por 
parte de organizaciones ilegales, se puede adelantar sin las capacidades, 
experiencia y conocimiento de las Fuerzas Militares, más allá de la descon-
fianza de la población civil en muy pocos puntos de la geografía nacional.

Puntualmente y como una síntesis exhaustiva de nuestras propuestas sobre 
el tema de los aportes significativos de las Fuerzas Armadas a la construcción 
de paz podríamos tener: 

1.	 El civilismo bicentenario de nuestras fuerzas armadas como patrimonio 
del pueblo colombiano, el cual acaba de ser refrendado en la transición del 
poder hacía un gobierno de izquierda, en cabeza de un exmiembro de un 
grupo al margen de la ley. Aquí aclaramos que en términos históricos ni es 
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en realidad el primer gobierno de este origen, ni mucho menos la primera 
vez que un exmiembro de un grupo armado contrario al Gobierno llega al 
poder. Este episodio, una vez más, así como la purga en las cúpulas militar 
y policial, en la práctica acaba con el mito de la doctrina Lleras que fue pilar 
argumentativo durante décadas en ciertos sectores.

2.	 La profesionalización de las Fuerzas Armadas a través de un proceso de 
reformas cada vez más profundas, incluso en medio de la guerra más de-
gradada del hemisferio (Mejía Azuero, 2016).

3.	 La estructuración del derecho operacional como una real garantía de no 
repetición (Cifuentes Rojas y Mezú Mina, 2021), tal y como fue reconocido 
por la misma Comisión de la Verdad, en donde, incluso en las recomenda-
ciones, se insiste de forma taxativa en su estudio y análisis, lo cual además 
también venimos haciendo con la Jurisdicción Especial para la Paz y otras 
instancias internas y externas (Comisión de la Verdad, 2022). 

4.	 La creación de Comando Estratégico para la transición de las Fuerzas Mi-
litares y de Unipep en la Policía Nacional, como estructuras funcionales y 
estratégico-operacionales, dispuestas a apostar en la etapa de posacuer-
do y cuyas actuaciones son un reflejo del compromiso militar y policial por 
la paz.

5.	 La creación de iniciativas al interior del sector defensa como los círculos de 
confianza, expuestos ante el SIVJRNR y en otros escenarios como propues-
ta horizontal y regional de construcción de diálogos para buscar consen-
sos sobre definiciones fundamentales, como Seguridad Humana, de tan 
remota aplicación por ejemplo en la Policía Nacional (Mejía Azuero, 2021).

Durante las indagaciones realizadas para esta breve síntesis se pudo eviden-
ciar un anhelo inmenso por parte de las Fuerzas Armadas de intervenir en el 
diseño de una paz total, pero no como simples convidados de piedra o garan-
tes de la seguridad física del personal civil de diferentes órganos estatales y 
los gubernamentales. Así que lo que se espera es una mayor interacción entre 
los soldados y los policías, y las diferentes instancias que se pudieran even-
tualmente activar con las modificaciones y nuevas prorrogas a la Ley 418 de 
1997 que, sin duda, ha sido un marco estatal de paz. Seis gobiernos, incluso el 
actual, lo pueden corroborar. 
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Resumen

El conflicto colombiano, tanto las guerras civiles desarrolladas en el siglo 
XIX como la actual confrontación que inició pasada la mitad del siglo XX, ha es-
tado marcado por una permanente agenda y lucha por la paz. Distintas inicia-
tivas ciudadanas se han conformado a lo largo de nuestra historia para pedir 
tanto el cese del conflicto como el impulso de acciones humanitarias en pro 
de las comunidades que padecen la violencia. Grupos como “Colombianos y 
colombianas por la paz”, y más recientemente la confluencia de “Defendamos 
la Paz”, hacen de la agenda humanitaria uno de los aspectos que no se pueden 
dejar de analizar al hablar sobre el conflicto armado. Este artículo pretende 
hacer un análisis del nuevo enfoque de la agenda humanitaria que propone el 
gobierno del presidente Gustavo Petro, el cual consiste en hacer de las accio-
nes humanitarias una labor permanente del Estado, independientemente del 
avance de los procesos de negociación. Para ello, se analizan los pronuncia-
mientos hechos por las personas que lideran la política de Paz Total: Danilo 
Rueda, alto comisionado para la paz, e Iván Cepeda, senador de la República 
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y presidente de la Comisión de Paz del Senado; asimismo, se identifican las 
nuevas apuestas normativas para garantizar este giro hacia lo humanitario.

Introducción

Colombia no solo ha tenido un prolongado conflicto armado, también tiene 
una larga trayectoria en la búsqueda de la paz. El primer acuerdo para alcanzar 
la paz se firmó en la finca bananera Neerlandia, entre Ciénaga y Aracataca, el 
24 de octubre de 1902, con el que se puso fin a la Guerra de los Mil Días. “Ra-
fael Uribe Uribe, comandante de las tropas liberales en el Magdalena y Bolívar, 
reconoció que prolongar la lucha iba a conducir inevitablemente a su degene-
ración y entró en la búsqueda de condiciones de paz 'decorosas y prácticas'” 
(Museo Nacional, s.f.). A este tratado se sumó el de Winsconsin y Chináco-
ta, ambos pretendieron llegar a acuerdos sobre las garantías mínimas para la 
convivencia pacífica, la entrega de armas y la consolidación de la paz. 

Posteriormente, el 24 de julio de 1956, se firmó el pacto de Benidorm, entre el 
liberal Alberto Lleras Camargo y el conservador Laureano Gómez, en repre-
sentación de sus partidos, con el fin de poner término al periodo de La Violen-
cia. Treinta y cuatro años después, el 9 de marzo de 1990 se firmó el primer 
Acuerdo de Paz entre una guerrilla y el Estado colombiano; el Acuerdo de Paz 
con el M-19, que llevó —entre otros factores— a la convocatoria y realización 
de la Asamblea Nacional Constituyente, en la cual también participaron otras 
guerrillas1 que firmaron acuerdos para el mismo periodo.

El más reciente Acuerdo de Paz se firmó en el 2016, con las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC-EP). Con él, se puso fin a la que era para 
entonces la guerrilla más antigua del continente y se pactó una agenda social 
enfocada en la reforma rural integral, la participación política, la solución al 
problema de las drogas y los derechos de las víctimas. 

Ahora bien, esta trayectoria de conflictos y acuerdos tiene una característica 
común: cada vez que se firma un Acuerdo de Paz, la violencia se intensifica y 
se vuelve más letal e indiscriminada. Por ello, y por primera vez, un gobierno 
se plantea hacer una Paz Total, bajo el entendido de que la paz fragmentada 
y sucesiva que hemos tenido a lo largo de varios años ha demostrado ser 
insuficiente. 

La política de Paz Total, en palabras del senador Iván Cepeda Castro, presi-
dente de la Comisión de Paz del Senado de la República y facilitador de varios 
procesos de paz realizados en el país, es una política que cuestiona, desarrolla 
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y amplía conceptos con los que se venía tradicionalmente gestionando la paz 
de Colombia (2022). 

El alistamiento humanitario de la Paz Total

La primera fase de esta política de Paz Total es el alistamiento, que en esta 
ocasión tiene un marcado componente humanitario. Por primera vez, lo huma-
nitario no es una estrategia de negociación, sino una apuesta estatal que no 
está condicionada al avance de los procesos de diálogo, pues su único fin es 
proteger la vida de las comunidades. 

En procesos de paz anteriores, lo “humanitario” ha estado centrado en bene-
ficios para las partes que participan de las hostilidades y no para la población 
que se ve afectada por ellas. Es así como la agenda humanitaria se ha circuns-
crito principalmente al intercambio de prisioneros. Usualmente se trata de la 
liberación de un número determinado de soldados y policías a cambio de gue-
rrilleros presos. 

El artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra establece que “las par-
tes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante acuerdos espe-
ciales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente Convenio” 
(Comité Internacional de la Cruz Roja [CICR], 1949). Los acuerdos especiales 
pretenden que las partes del conflicto, en el caso colombiano un conflicto no 
internacional, puedan llegar a un compromiso claro para aplicar las disposi-
ciones del DIH, en particular la protección de las personas que no participan o 
que han dejado de participar de las hostilidades. 

En Colombia, el 2 de junio de 2001, se firmó un acuerdo humanitario entre el 
Gobierno nacional y las FARC-EP, en el cual el Gobierno se comprometió a 
suspender la medida de aseguramiento de quince personas pertenecientes 
a la guerrilla, privadas de la libertad, que se encontraban enfermas, mientras 
que la insurgencia se comprometió a liberar a 42 soldados y policías enfer-
mos que se encontraban en su poder (Gobierno nacional y FARC-EP, 2001). 
Finalmente, este acuerdo culminó con la liberación de catorce combatientes 
de las FARC y 359 miembros de la Policía y del Ejército. 

Ahora bien, tambien existen los actos y compromisos humanitarios: 

Los primeros son acciones de respeto a la vida, la integridad, la libertad o 
los bienes de personas específicas en una situación concreta (por ejemplo, 
liberar un secuestrado sin contraprestación o permitir el retorno de unos 
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desplazados). Los compromisos dan lugar a asumir una regla de compor-
tamiento para regular una sucesión de situaciones futuras, y pueden surgir 
de manifestaciones unilaterales o de acuerdos bilaterales o multilaterales. 
(PNUD, 2003, p. 200)

Actualmente, la política de Paz Total está exigiendo a los grupos armados un 
compromiso humanitario unilateral. Según el alto comisionado para la paz, 
Danilo Rueda, existen tres compromisos humanitarios a los que están exhor-
tando a los grupos armados ilegales que se quieran sumar a la política de Paz 
Total, uno de ellos tiene la condición de requisito previo para iniciar una nego-
ciación con el Estado, ya sea esta de carácter política (para los casos de rebel-
des e insurgentes) o jurídica (para las estructuras criminales):

1.	 Cero asesinatos, cero torturas y cero desapariciones en los lugares de 
operación armada, y en especial en los lugares de control social territorial. 
Si eso se manifiesta claramente, se puede tener un encuentro directo. Este 
es un prerrequisito. 

2.	 Evitar confrontaciones con grupos armados con quienes tienen disputas 
territoriales o con la Fuerza Pública. 

3.	 Evitar permanencia en lugares de habitación de la población, centros de 
educación y limitar al máximo su presencia en estos lugares que eventual-
mente justifiquen el desarrollo de confrontaciones.

El cambio de paradigma es fundamental: el asunto humanitario deja de ser un 
problema de estrategia, y se convierte en una necesidad urgente para atender 
de forma eficaz la necesidad de salvar las vidas, la integridad y la tranquilidad 
de las comunidades en los territorios. 

En ese sentido, según ha manifestado el Gobierno nacional, no se condiciona-
rán los diálogos de paz a compromisos humanitarios (distanciándose de otros 
procesos donde se exigía la entrega de todos los secuestrados u otro tipo de 
actos humanitarios, para el inicio de las conversaciones). 

Sin embargo, esta estrategia de compromisos humanitarios cumple otros ob-
jetivos distintos a salvar vidas. Permite, a su vez, identificar si el grupo tiene 
unidad de mando y, por tanto, facilita evaluar si la negociación se realizará con 
un grupo armado consolidado (más allá de su carácter beligerante o no) con 
control efectivo de su fuerza, o son bandas criminales que tienen aspiraciones 
de sometimiento pero que no representan como tal un grupo armado. La res-
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puesta del Estado debe ser distinta para cada fenómeno, pues al segundo no 
aplicaría un proceso de sometimiento colectivo. 

El componente humanitario podría ser considerado la fase de alistamiento de 
la política de Paz Total. En esta fase se pretende hacer acuerdos humanitarios 
con grupos beligerantes e irregulares que no tienen motivaciones políticas, 
pero sí tienen control social territorial, normatividad interna, estatutos explíci-
tos o implícitos, códigos de desarrollo de la violencia, y capacidad de afectar 
bienes públicos y sociales. 

En ese sentido, el concepto de lo humanitario que se está intentando aplicar 
en el país no se refiere únicamente al marco del DIH, sino que comprende 
lo humanitario de una manera más amplia. Es, en palabras de Danilo Rueda 
(2022), un derecho humanitario “a la criolla”. 

El ejemplo más diciente de este esfuerzo de Paz Total es lo que está suce-
diendo en la ciudad de Medellín. En la capital antioqueña existe la estructura 
criminal de “La Oficina”, cuyo origen fue el servicio sicarial para el cartel de 
Medellín. El 28 de julio de 2022, antes de la posesión del presidente Gustavo 
Petro, se conoció una carta de este grupo en la que manifestaban: 

Después de varios gobiernos y proyectos de sometimiento fallidos, recibi-
mos con esperanza su llamado a la construcción de una Paz Total, que so-
lamente será posible en la medida que se tenga la grandeza de reconocer la 
urbanización de la guerra en Colombia. (El Colombiano, 2022)

En cumplimiento de lo establecido por la Oficina del Alto Comisionado para 
la Paz (OACP), el primer paso para iniciar una ruta de paz es la fase de alista-
miento, que en este caso consistió en una primera tregua total entre estructu-
ras. El 28 de agosto de 2022, veintiún días después de haber iniciado el nuevo 
gobierno y un mes después de conocerse la comunicación de La Oficina, se 
conoció que Medellín logró siete días consecutivos sin homicidios (entre el 23 
y el 30 de agosto), un hecho que podría deberse al pacto referido. 

Según la OACP, la verificación de esta fase de alistamiento humanitario se rea-
liza a través de distintas fuentes: número de muertes que reporte el Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), cifras reportadas 
por la Policía Nacional, información entregada por actores eclesiales y organi-
zaciones sociales. 

En un derecho de petición que presentó la oficina del senador Iván Cepeda al 
INMLCF, se logra evidenciar que las cifras nacionales de homicidios y desa-
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pariciones durante la administración Petro tienen una tendencia a la baja, al 
compararlo con el periodo similar de su antecesor2: 

Figura 1. Cifras de homicidios y desapariciones - agosto y septiembre de 2021 y 2022

Fuente: elaboración propia con base en información del INML en oficio No. 757-DG-2022

Aún es temprano para afirmar que la reducción en las cifras sea una tendencia 
estable, o que se deba únicamente a la política de Paz Total del Gobierno; sin 
embargo, sí es un reflejo de una situación que puede llegar a suceder, y de 
la importancia de atender la violencia desatada por estructuras criminales en 
zonas urbanas (como es el caso del acuerdo de La Oficina). 

De otra parte, la OACP también ha reconocido recientes actos humanitarios 
del ELN, la guerrilla más antigua del país. Algunos de estos son la libertad de 
personas secuestradas  y una distensión “humanitaria” en dos zonas de in-
fluencia: Arauca y el Catatumbo. 

¿Cuál es entonces el objetivo de esta fase de alistamiento? Danilo Rueda 
(2022) dice: “se está intentando asegurar la vida, no el desarme”. El diálogo 
humanitario es una fase de confianza para avanzar en un diálogo de paz. 
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Un nuevo enfoque de la ley de orden público

El 30 de agosto de 2022 se radicó ante la Cámara de Representantes una ini-
ciativa liderada por el senador Iván Cepeda Castro y el Gobierno nacional. Se 
trata de la modificación a la Ley 418 de 1997, ley marco que consagra instru-
mentos para la búsqueda de la convivencia pacífica en el país, dentro de los 
cuales concibe el diálogo y la solución negociada del conflicto armado colom-
biano, para lo cual autoriza al presidente de la República a adoptar distintos 
tipos de medidas, desde solicitar la suspensión de órdenes de captura, hasta 
disponer en ciertas zonas un paso restringido de la Fuerza Pública.

La Corte Constitucional, al estudiar una demanda a esta norma, señaló que 
“las soluciones concertadas para el logro de la paz prevalecen prima facie so-
bre otras medidas de fuerza” (Sentencia C-048, 2001). En virtud de lo anterior, 
la reforma a esta ley, que el gobierno anterior modificó para crear las zonas 
estratégicas de intervención integral pensadas para aumentar precisamente 
el pie de fuerza y no como tal la posibilidad de la paz, pretende crear las “regio-
nes de paz”, en las que se puedan adelantar diálogos de paz con la creación de 
comisionados de paz regionales. 

De igual forma se dispone la creación de un nuevo artículo (8D), el cual contem-
pla que las organizaciones humanitarias con presencia registrada en Colombia, 
en ejercicio de los principios humanitarios, podrán sostener contacto, ocasional 
o continuado, con grupos armados organizados al margen de la ley o estructuras 
de crimen organizado de alto impacto, con fines exclusivamente humanitarios, 
previa autorización del presidente de la República. Asimismo, autoriza el paso 
rápido y sin restricciones de toda la asistencia y acción humanitaria destinada a 
las personas civiles necesitadas (Congreso de la República, 2022).

Finalmente, este nuevo texto normativo propone incorporar dos parágrafos al 
artículo 8, en el que se menciona la posibilidad de realizar “acuerdos parciales” 
(figura similar a los acuerdos especiales del DIH referidos anteriormente). Se-
gún la norma propuesta, se podrá concertar la realización de acuerdos parcia-
les, cuando lo estimen conveniente, los cuales deberán ser cumplidos de bue-
na fe. De igual forma, las disposiciones de carácter humanitario contenidas en 
los acuerdos de paz, incluidos los parciales, al ser parte del DIH, conforme a lo 
dispuesto en los artículos 93 y 94 de la Constitución Política, serán considera-
dos vinculantes para las partes.

Con esta medida se pretende poner fin al legado de la paz “santista”: “Nada 
está acordado hasta que todo este acordado”. Esto se debe, en primer lugar, a 
la concepción humanitaria centrada en las comunidades y no en una estrate-
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gia de negociación, y por el otro, a un detallado análisis de la experiencia acumula-
da en procesos de paz, que ha demostrado retrasar la implementación y concen-
trarla en “una fase”, lo cual implica que la implementación de los acuerdos pueda 
ser extremadamente larga, prisionera de la maraña burocrática del Estado. 

Conclusiones

De forma preliminar, las cifras nacionales dan cuenta de una reducción en las 
tasas de homicidios y desapariciones forzadas en el país durante los dos pri-
meros meses del gobierno Petro. Darle prioridad a la protección de la vida, 
independientemente del tipo o mecanismo que se lleve a cabo (negociación, 
diálogo, sometimiento, acogimiento), es un deber del Estado, como lo es tam-
bién la búsqueda de la paz. 

El conflicto armado colombiano y la violencia del país han mutado de tal ma-
nera que las categorías tradicionales de negociación y desarme no son su-
ficientes para dar respuesta a los problemas arraigados en la sociedad que 
han generado la dinámica que hoy vivimos. Es necesario innovar, y hacer un 
derecho humanitario “criollo” para responder al clamor de las comunidades. 
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Notas
1 Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), una facción del Ejército Popular de Liberación 
(EPL) y el Quintín Lame

2 En la figura 1 se comparan los homicidios y desapariciones forzadas ocurridos en agosto 
2021/2022 y septiembre 2021/2022. En agosto de 2021 hubo 1165 homicidios y dieciocho 
desapariciones forzadas, mientras que en el mismo mes en 2022 hubo 1053 homicidios y once 
desapariciones. En septiembre de 2021 hubo 1108 homicidios y 28 desapariciones, para 2022 
las cifras fueron de 997 homicidios y ocho desapariciones..





LA SEGURIDAD HUMANA EN EL CONTEXTO DE LA PAZ TOTAL
Elementos para la formulación de una polí-

tica pública de seguridad y defensa pertinente

Este trabajo es un esfuerzo de la academia y la 
institucionalidad para entregar insumos de política pública 
que puedan verse reflejados en el cambio de las relaciones 

entre civiles y militares, en un contexto de construcción 
de paz, convivencia democrática y buen vivir.



El nuevo paradigma establece una estrecha relación entre de-
sarrollo humano y Seguridad Humana. El desarrollo humano 
procura aumentar las opciones, las oportunidades y el acceso 
de las personas a los servicios y bienes públicos y hace hinca-
pié en lo que puede lograrse. La Seguridad Humana recalca 
los riesgos, peligros y amenazas que enfrenta el desarrollo hu-
mano, evalúa el grado de confianza que tienen las personas en 
los servicios y bienes públicos y subraya qué puede perderse 
cuando se frustra el desarrollo del potencial humano.

Resulta afortunado el hecho de que la recién promulgada Ley 
de Paz Total haya tomado en consideración el concepto de 
Seguridad Humana y lo haya plasmado como prerrequisito 
de la Paz Total.
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